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Carta del director

Ignacio Restrepo Abondano

El brutal asesinato de una menor de edad: Génesis Rúa, volvió a despertar la idea de la cadena 
perpetua para criminales y violadores de menores en Colombia. No se necesita aducir muchas esta-
dísticas para demostrar el desprecio que se tiene por la vida humana en nuestro país. Ni por el respeto 
a la persona, ni por la olvidada preeminencia de los niños. Recordando al Maestro Darío Echandía, 
“somos un país de cafres”.

Lo sucedido con Yuliana Samboní, o con Génesis Rúa, o con Santiago, o con tantas otras vícti-
mas inocentes, no se va a remediar con la cadena perpetua. La fiebre no está en las sábanas.

Sucede que desde hace mucho tiempo la sociedad colombiana viene en una escalada de pérdida 
de valores éticos, morales, humanos, que ha desnaturalizado la conciencia de los colombianos y con 
lo cual se ha perdido el discernimiento para distinguir entre lo bueno y lo malo, y no se crea que es 
un problema solo de personas sin educación y sin cultura.

Desde que en el preámbulo de la Constitución de 1991 se puso en duda si era conveniente in-
vocar o no el nombre de Dios; desde que se determinó que pertenecía al “libre desarrollo de la per-
sonalidad” el poderse envenenar libremente con sustancias psicotrópicas; desde que se aceptó la idea 
de que la mujer puede hacer lo que le plazca con su propio cuerpo y por lo tanto, es libre para abortar, 
sin analizar que el feto es algo diferente a su propio cuerpo; desde que se desconoció la diferencia 
entre hombre y mujer y por lo tanto, fue lícito elevar a la dignidad de “matrimonio” la unión homo-
sexual; desde que se decidió que una pareja homosexual puede adoptar y educar niños; desde que se 
pactó que ser criminal paga, así se hayan cometido los delitos más aberrantes bajo capa de “ideología 
política”; desde que los católicos y no católicos, o creyentes y no creyentes contemplamos aterrados 
la pederastia cometida por quienes mayor obligación tienen de respetar a los niños; desde que los 
medios de comunicación de toda clase tienen licencia para calumniar, para juzgar y terminar con fre-
cuencia con la dignidad, honra y fama de las personas; y desde que se resolvió que los irracionales 
tienen derechos sin tener obligaciones, hemos puesto a Colombia “patas arriba”.

El país perdió el ancla y va a la deriva en materia de valores y esa es la razón por la cual nues-
tras estadísticas de criminalidad de toda naturaleza, superan a las de las otras comunidades interna-
cionales. Pensar que con mayores penas se van a evitar los males que hoy lamentamos, es vana ilu-
sión. De hecho, hoy la cadena perpetua existe, al saber que a un criminal de éstos lo aguardan 50 o 60 
años de prisión. Sin embargo, lo de Génesis sucedió, y desafortunadamente, va a seguir sucediendo 
a despecho de la legislación. Mientras no volvamos a una educación masiva en valores y creencias 
trascendentales que se imparta desde el pre-kínder; comprobaremos, tristemente que Colombia tiene 
perdidas varias generaciones. No nos podemos sentir satisfechos de tener muchos “derechos huma-
nos” pero con una escasez dolorosa de “valores humanos”.





Editorial
Diana Niño-Muñoz

Editora
https://orcid.org/0000-0002-2042-130X 

Para la revista Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas y su nuevo equipo editorial es un placer 
presentarles el Vol. 18 Núm. 35 de 2018, siendo esta la oportunidad de agradecer y resaltar algunos 
de los logros alcanzados por la dirección anterior y su grupo de trabajo. La revista alcanzó su recono-
cimiento y posicionamiento dentro de la comunidad académica colombiana en temas de ciencias so-
ciales y humanas al mantenerse indexada en Publindex desde diciembre del 2009. Asimismo, realizó 
un extenso camino hacia la visibilidad internacional, a través de su inclusión en SciELO, Redalyc, 
DOAJ, Latindex y Fuente Académica Premier –EBSCO. 

Para la tranquilidad de nuestros lectores, estos esfuerzos serán continuados con la garantía de 
la experiencia de cada uno de los nuevos miembros del equipo editorial, quienes en poco tiempo han 
ayudado a reestructurar algunos procesos para mejorar nuestros tiempos de respuesta, exaltando la 
ética, integridad y calidad científica de la revista. Por esta razón, desde este número, se estableció una 
política de publicación continua. Esto significa que haremos visible en nuestro Open Journal System 
(OJS) una versión preliminar de los artículos, en cuanto estos hayan sido aprobados para publicación 
tanto por los pares evaluadores como por el comité editorial. De esta forma, propiciamos el acceso 
de manera inmediata a los últimos avances investigativos en el campo de las ciencias sociales y hu-
manas y mantenemos actualizada a la comunidad académica y científica. 

Además, invitamos a los investigadores interesados en publicar en nuestra revista a que desde 
el próximo semestre postulen sus manuscritos a través de nuestro OJS, el cual nos permite agilizar 
la gestión editorial y salvaguardar la trazabilidad de cada escrito. Complementario a esto, estamos 
trabajando en ampliar la difusión de la revista a través de nuevos índices para dar a conocer cada vez 
más la investigación colombiana en el exterior. Asimismo, realizamos una autoevaluación perma-
nente a nuestros procesos editoriales, lo que nos ha permitido identificar oportunidades de mejora y 
evidenciar rectificaciones necesarias, como la retractación de artículos publicados en números ante-
riores, para así fortalecer la confianza de nuestros lectores en nuestros protocolos y rigor científico 
de publicación.

Sin más preámbulos, el presente número incluye doce artículos que permiten a la comunidad 
académica analizar desde diferentes perspectivas, algunos aportes que contribuyen al desarrollo en 
Colombia, Latinoamérica y el mundo. Nuestro primer artículo, sobre las dificultades administrativas 
y judiciales de la adopción de niños en Colombia, analiza el largo proceso que sufren niños a cargo 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en este tema. Este estudio evidenció que la jurispru-
dencia de la Corte Constitucional entre 2011 y 2016 necesita de una mayor precisión y efectividad a 
la hora de aplicar la normatividad para proteger la seguridad y derechos de los niños y así evitar que 
estos sean vulnerados.

https://orcid.org/0000-0002-2042-130X


EditorialXII

El segundo artículo analiza las transformaciones territoriales que ha sufrido el Oriente de Cal-
das (departamento colombiano) debido al conflicto armado del país, principalmente a aquellos de-
rivados de la producción cocalera y el desplazamiento forzado. Es interesante destacar que se evi-
dencia en este estudio, la fragmentación que han sufrido las relaciones de vecindad y de solidaridad, 
impidiendo la construcción social de esta región como área socio-espacial con sentido para sus po-
bladores. En sintonía con las preocupaciones territoriales, desde Ecuador, escribe la doctora Olga 
Bravo sobre la carencia de indicadores de gobernanza territorial en el Plan Nacional del Buen Vivir 
(2013-2017), los cuales son necesarios para fundamentar políticas públicas que impulsen el desarro-
llo local, y fomentar la cooperación e innovaciones entre los actores sociales del territorio. 

Al continuar con nuestro recorrido internacional, desde Argentina se publica el artículo “Turis-
mo social y turismo receptivo”, donde se expone la preocupación por la implementación de la nueva 
ley de turismo en ese país. Para la doctora Érica Schenkel, este marco normativo relega la impor-
tancia social del turismo frente al problema de inequidad en el acceso de las prácticas turísticas, y la 
sustituye por un turismo receptivo centrado en el crecimiento económico del Estado. Por otra parte, 
y sin desplazarnos lejos del cono sur, el quinto artículo caracteriza la pobreza en Chile desde una 
perspectiva multidimensional, en el que evidencia las carencias y brechas en los hogares rurales de 
este país, principalmente en temas de educación, trabajo y vivienda. 

Dirigiéndonos más al norte, el artículo titulado “Incidencia de la violencia física en la pobla-
ción LGBT en Ecuador” resalta los avances de la sociedad ecuatoriana en este aspecto, pero advierte 
la necesidad de aumentar la inclusión, para así reducir la violencia aún presente. En continuidad con 
este enfoque sobre inclusión social, Johana Linares García, Andrea Hernández Quirama, y Héctor 
Mauricio Rojas Betancur recuerdan los debates académicos internacionales y presentan un compa-
rativo entre Europa y Latinoamérica, frente a la accesibilidad espacial de algunas ciudades y su rela-
ción con la inclusión social de las personas con discapacidad. Concluyen que a pesar de las grandes 
brechas entre ambos continentes, existe una voluntad política común para desarrollar estrategias de 
accesibilidad teniendo en cuenta las realidades de cada contexto. 

De vuelta al ámbito latinoamericano, el lector encontrará desde México, la propuesta de un mo-
delo para el análisis de las redes colaborativas en una universidad productora de conocimiento, como 
factor que ayuda al desarrollo de la sociedad en la que está inmersa. Desde esta óptica, la empatía y la 
confianza entre estudiantes, docentes y administrativos se transforma en un determinante de la trans-
ferencia del conocimiento implícito al conocimiento tácito como parte de las redes de conocimiento 
y la colaboración organizacional. 

Nuevamente en el contexto colombiano, organizaciones como las pequeñas y medianas em-
presas (PYMES) también pueden contribuir con la desarrollo de sus entornos, al ser financieramente 
valoradas. Es por esto que Mauricio Tovar Posso e Ivonne Muñoz Martínez proponen una metodolo-
gía sobre valoración financiera para estas empresas como una herramienta de gestión. En esta misma 
línea organizacional, tenemos un artículo que presenta una revisión de literatura sobre el trabajo 
emocional, el cual resalta la importancia de este concepto frente al comportamiento de las ventas y 
el desempeño interno de una empresa.

Al seguir con el orden de nuestro índice, el sexto artículo estudia el desarrollo humano desde 
la agencia socio-jurídica (capacidad de hacer y de transformar condiciones externas) de algunas mu-
jeres con jefatura de hogar del municipio de Manizales. En él se destaca que la pobreza, la vulnera-
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bilidad social y la ineficaz intervención del Estado son factores que restringen el empoderamiento de 
estas mujeres, esencialmente en temas relacionados con la cultura del cuidado, la convivencia y la 
utilización de instrumentos legales. Finalmente, nuestro último artículo también exalta el papel de la 
mujer, realizando una revisión sobre la maternidad adolescente y enfatiza que la concepción adulto-
céntrica actual de la maternidad y de la juventud es uno de los elementos trasformadores del embara-
zo adolescente en un problema social, sin desconocer la necesidad de estrategias de prevención que 
se pueden realizar al respecto. 

Esperamos con este número de Civilizar responder al interés y expectativas científicas de 
nuestros lectores, y como siempre, estamos abiertos a la recepción de nuevas contribuciones de pro-
fesores e investigadores de todas las regiones, relacionadas a las ciencias sociales y humanas.
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Resumen
Este artículo pretende identificar las dificultades administrativas y judiciales en el 
proceso de adopción en Colombia a partir del análisis de las sentencias de la Corte 
Constitucional durante los años 2011 al 2016. Se parte de una investigación de tipo 
socio jurídica, utilizando el método analítico descriptivo basado en el estudio de las 
sentencias, identificadas desde preguntas orientadas a las dificultades en el proceso 
de adopción. Esta investigación permitió identificar la adopción como un mecanismo 
orientado primordialmente a satisfacer el interés superior de los niños cuando la familia 
no garantiza las condiciones para la realización y ejercicio de sus derechos; y evidenció 
que aún falta precisión y efectividad a la hora de aplicar la normatividad y los principios 
señalados en la Convención de los Derechos del Niño.

Palabras clave
Proceso de adopción, institucionalización de niños, restablecimiento de derechos.

Abstract 
This article aims to identify the administrative and judicial difficulties in the adoption 
process in Colombia, from the analysis of the Constitutional Court’s judgments during 
the years 2011 to 2016. Taking as a basis the socio-legal type research and using an 
analytical descriptive method based on the study of judgments, defined from questions 
oriented to the difficulties in the adoption process. This research identified the adoption 
as a mechanism oriented towards satisfying the best interests of children when the 
family does not guarantee the conditions for the realization and exercise of their rights. 
Finally, it showed that there is still a lack of precision and effectiveness in applying the 
regulations and principles set forth in the Convention on the Rights of the Child.

Keywords
Adoption process, institutionalization of children, restoration of rights.
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Introducción

Tras la expedición de la Constitución Po-
lítica de 1991, la legislación sobre familia en 
Colombia presentó un cambio importante en 
términos de garantizar el derecho a la igualdad, 
especialmente en lo relativo a derechos de la in-
fancia y de la adolescencia, asunto que la juris-
prudencia de la Corte Constitucional ha venido 
asumiendo y decantando a través de sus prece-
dentes jurisprudenciales. Entre el catálogo de 
derechos establecidos en la Carta Política se en-
cuentra el derecho a tener una familia y a no ser 
separado de ella, el cual se ha constituido como 
derecho fundamental de los niños y se consagra 
en el Artículo 44. Así, a partir de los preceptos 
del Estado Social de Derecho, se definió a la fa-
milia como la institución básica de la sociedad. 

Posteriormente, en el año 2011, a partir 
de la sentencia T-844 de la Corte Constitucio-
nal, el Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar diseñó un protocolo que obligaba a los De-
fensores de Familia a buscar la familia extensa, 
entendiendo por esta, hasta el sexto grado de 
consanguinidad, lo cual como lo señaló el Con-
sejo de Estado “ha causado un represamiento 
en materia de adopciones, pues dicha búsque-
da dificulta que los menores sean entregados 
a sus posibles nuevas familias” (Sala de Con-
sulta y Servicio Civil, 2014). La situación des-
crita ocasionó una reducción de más del 60% 
de las adopciones, de acuerdo a las estadísticas 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(Cuartas-Rodríguez, 2015).

Por lo anterior, la investigación tuvo como 
objetivo principal identificar las dificultades 
administrativas y judiciales frente al proceso de 
adopción en Colombia, a partir del análisis de 
sentencias de la Corte Constitucional durante 
los años 2011 - 2016. Se quiso realizar el rastreo 
jurisprudencial toda vez que los procesos 
de adopción han tenido, en la jurisdicción 
constitucional, un desarrollo importante y es allí 
donde se han evidenciado falencias y conflictos 
cotidianos que superan la normatividad actual.

La investigación desarrollada fue de tipo 
socio-jurídico. Se utilizó el método analítico 
para la obtención de los resultados del estudio. 
Se emplearon como fuentes: bibliografía espe-
cializada, normatividad vigente, jurisprudencia 
nacional que permitieron hacer una evaluación 
y posterior diagnóstico acerca de la realidad 
colombiana frente a la larga espera que viven 
los niños institucionalizados por el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar que se en-
cuentran bajo la Resolución de Declaratoria de 
Adoptabilidad.

Tabla 1.
Niños y Adolescentes dados en adopción  

entre los años 2010 al 2016

Fuente: Dirección de Protección. Subdirección de Adopciones, 

2016.

Para el análisis de las sentencias se utilizó 
la siguiente pregunta orientadora ¿Cuáles 
son las dificultades que se evidencian en las 
sentencias de la Corte Constitucional que 
influyen en el proceso de la adopción de los 
niños en Colombia?

La técnica empleada para la consecución 
de la meta propuesta se realizó a través de una 
ficha de análisis elaborada por el grupo de 
investigación, la cual contenía las siguientes 
categorías:

 y Referencia (Tipo de Sentencia)

 y Fecha de la sentencia

 y Hechos

Año I.C.B.F Instituciones 
autorizadas Total

2010 2.602 456 3.058

2011 2.295 418 2.713

2012 1.197 268 1.465

2013 942 183 1.125

2014 922 226 1.148

2015 856 226 1.082

2016 936 245 1.181

Total 9.750 2.022 11.772
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 y Análisis de la adopción como medida 
de protección

 y Problemas administrativos encontra-
dos en el proceso

 y Problemas judiciales encontrados en el 
proceso

 y Decisión de la Corte Constitucional

 y Sentencias referenciadas como apoyo 
para la decisión final

A través de la base de datos Lex Base 
se obtuvieron diez (10) sentencias dentro del 
rango de los años 2011 - 2016, las cuales fue-
ron analizadas a través del instrumento de reco-
lección de información. Las sentencias halladas 
fueron las siguientes: C-104 de 2016, T-119 de 
2016, T-071 de 2015, C-683 de 2015, T-129 de 
2015, T-044 de 2014, T-212 de 2014, T-664 de 
2012, T-502 de 2011, T-844 de 2011.

Se determinó realizar el estudio desde 
el año 2011 porque tanto la doctrina como la 
jurisprudencia, señalan la sentencia T-844 de 
2011 como una “sentencia hito” que determinó 
el rumbo de las adopciones en Colombia. 
Igualmente, porque a partir del 2011 ya estaban 
en vigencia el Código de Infancia y Adolescencia 
–Ley 1098 de 2006– y el Lineamiento Técnico 
Administrativo del Programa de Adopción del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
 –Resolución 3748 de 2010– el cual describe el 
programa de adopción en todas sus etapas.

Resultados

Esta investigación evidenció las dificulta-
des administrativas y judiciales que generaron 
una disminución en las adopciones en Colom-
bia desde el año 2011. Esto ha traído como con-
secuencia la institucionalización de niños que 
tienen en su contra el paso del tiempo, pues 
cada día implica una espera de familias que han 
perdido el interés por adoptarlos. En Colom-
bia, estas dificultades se incrementaron a raíz 
de la sentencia de la Corte Constitucional T-844 
de 2011, que dio base a una interpretación por 

parte del ICBF en el sentido de adelantar la bús-
queda de la familia de origen del niño hasta el 
sexto grado de consanguinidad (Salcedo, 2015). 

Como consecuencia de esta búsqueda, se 
tiene que los niños pertenecientes a grupos de 
hermanos, en situación de discapacidad y ma-
yores de diez años se consideran con “caracte-
rísticas o necesidades especiales”, y son quienes 
viven las consecuencias de la institucionaliza-
ción. Se denominan de esta manera porque re-
quieren un cuidado diferencial que atienda a sus 
particularidades físicas, emocionales, conduc-
tuales, psicológicas y situacionales. Luego de 
realizar la revisión de las sentencias de la Corte 
Constitucional frente a las dificultades adminis-
trativas y judiciales en la adopción, se presenta-
ron los siguientes hallazgos:

El proceso de adopción

El trámite de adopción se encuentra 
dividido en dos etapas, la primera es un trámite 
administrativo, el cual se surte ante el ICBF o en 
las Instituciones Autorizadas para Desarrollar 
Programas de Adopción –IAPAS. La segunda 
es la etapa judicial, en donde la adopción es 
decretada por medio de una sentencia judicial, 
que establece la relación paternofilial entre 
adoptado y adoptante de forma irrevocable. 
Para todos los casos, es necesario cumplir con 
ambas etapas, de lo contrario la adopción no 
surtirá efectos.

En la etapa administrativa es necesario 
tener en cuenta que un niño llega por las si-
guientes circunstancias 1) Fue declarado en 
adoptabilidad; 2) Sus padres dieron su consen-
timiento para la adopción; 3) El Defensor de 
Familia autorizó su adopción, lo cual implica la 
separación definitiva con su familia biológica y 
la obligación para el Estado de buscar su fami-
lia adoptiva para restablecer su derecho a tener 
una familia.

En esta etapa los profesionales que parti-
cipan en la preparación deben tener en cuenta 
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la edad del niño, sus posiciones personales, sus 
expectativas frente al Proceso de Restableci-
miento de Derechos y los recursos personales 
con los que cuenta que le permitan asimilar la 
Medida de Adopción (Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, 2016).

La historia de atención del niño que tiene 
la medida de adoptabilidad en firme es presen-
tada al Comité de Adopciones y luego se da 
la aceptación de la asignación por parte de la 
familia adoptante, ésta tiene un tiempo de in-
tegración con el niño el cual es certificado por 
el Secretario del Comité de Adopciones. Pos-
teriormente con los requisitos legales exigidos 
en la Ley de Infancia y Adolescencia en los ar-
tículos 124 y 125 es llevado un proceso judicial 
mediante apoderado ante el Juez de Familia que 
decreta la adopción plena a través de una sen-
tencia judicial.

Debido a la importancia que tiene el pro-
ceso de restablecimiento de derechos en la ju-
risprudencia de la Corte Constitucional, previo 
al trámite administrativo de la adopción, se en-
contraron dos problemáticas que impiden la efi-
cacia de ésta medida de protección. El primer 
obstáculo radica en la amplia discrecionalidad 
con la que cuentan los Defensores de Familia, a 
la hora de efectuar la evaluación y seguimiento 
a los casos que reciben, esto debido a la acu-
mulación excesiva de procesos. El segundo 
problema se evidencia en la inobservancia a 
la obligación que consagra el Artículo 12 de la 
Convención de los Derechos del Niño, que es-
tablece el derecho que tienen de ser escuchados 
en los trámites en los que hagan parte.

Discrecionalidad de los Defensores 
de Familia en el proceso administrativo de 
restablecimiento de derechos.

En el proceso administrativo de restable-
cimiento de derechos, donde se señala la medida 
de restablecimiento de derechos, el Defensor de 
Familia goza de una discrecionalidad para efec-
tos de verificar la situación fáctica del niño. No 

obstante, esta discrecionalidad no puede signifi-
car arbitrariedad y su aplicación debe obedecer 
a criterios objetivos, máxime cuando uno de los 
derechos del niño de rango constitucional, es el 
de tener una familia y no ser separado de ella, 
estableciéndose una presunción legal a favor de 
la familia de origen, tal como ha reiterado nues-
tra Corte Constitucional en las sentencias T-502 
de 2011, T-664 de 2012 y T-844 de 2011. 

En este sentido, los Defensores de Familia 
han optado por establecer sus propios criterios 
para establecer la separación del niño de su fa-
milia, determinando dicha separación por cues-
tiones de pobreza o falta de educación básica de 
los padres; cuando la obligación estatal reitera-
da en los tratados internacionales de derechos 
humanos es la de propender por la unidad de las 
familias y su correcto desarrollo, entendiendo 
que la familia es la institución primaria de pro-
tección en los derechos de la infancia. 

Consecuentes con lo anterior, se eviden-
cia que dicha discrecionalidad es producto, en 
gran medida de pautas claras; si bien existen 
los lineamientos técnicos del ICBF para tal fin, 
estos no se cumplen a cabalidad o representan 
vacíos para los funcionarios. Ello deriva en que 
las decisiones que se toman, van en contravía 
del interés superior del niño, porque los Defen-
sores de Familia omiten o practican pruebas no 
idóneas1 para determinar las medidas más apro-
piadas en favor del niño y su familia. En ese 
sentido, la presunción legal en favor de la fa-
milia biológica del niño no logra desvirtuarse, 
pero se decreta la adopción sin tener los susten-
tos fácticos para ello, y sin que una homologa-
ción por parte del juez sea exigencia para todos 
los procesos (Sentencia T-844, 2011; Sentencia 
T-502, 2011; Sentencia T-664, 2012). 

Esta falta de claridad en la normatividad 
deriva también la posibilidad por parte de los 
Defensores de implementar requisitos extra-
legales a la hora de determinar, por ejemplo, 
cuándo el niño debe volver a ser integrado en 
el seno de su familia (Sentencia T-502, 2011), 
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lo que lleva a que no exista seguridad jurídica 
para la familia cuyo contexto solo debe ser de-
terminante para la separación del niño, cuando 
es en definitiva un ambiente hostil que impide 
el desarrollo armónico integral de sus derechos. 

Adicionalmente, la discrecionalidad de 
los Defensores de Familia radica también en la 
excesiva carga laboral que tienen y en la poca 
ayuda económica y social que brinda el ICBF. 
Así lo señaló en entrevista realizada al Defen-
sor de Familia y Presidente de la Agremiación 
de Defensores de Familia Julián Otálvaro en el 
año 2016 al Grupo de Investigación:

Las 1.149 defensorías que hay en Colombia 
tienen actualmente dificultades en recursos 
humanos y económicos, por lo que no se pue-
den adelantar los procesos de adopción de 
muchos niños que están a la espera de ser aco-
gidos por una familia (p. 20).

De ello surge una acumulación de proce-
sos, y de paso, una respuesta tardía a cada uno 
de ellos (Velásquez de Bernal, 2016), lo que 
en última instancia perjudica a los niños, que 
se encuentran en situación de protección, ya 
que como se ha dicho, el tiempo es su enemi-
go, porque cada día que pasan sin ser acogidos 
por una familia, se incrementan las graves con-
secuencias de la institucionalización, como la 
sensación de constante abandono o la pérdida 
de identidad (Sepúlveda, 2015; Strauch-Durán 
y Valoyes, 2009). 

Es un deber del ICBF brindar, en la me-
dida de lo posible, estos recursos (ayuda econó-
mica y social) a las Defensorías, para que estas 
puedan restablecer los derechos de los niños. 
Incluso, en virtud de ello, muchas no cuentan 
con un equipo interdisciplinario conformado 
por trabajador social, nutricionista y psicólogo, 
indispensable a la hora de evaluar la situación 
fáctica de los derechos de los niños y de esta-
blecer una medida de protección adecuada a sus 
necesidades. El equipo interdisciplinario es el 

instrumento que permite garantizar una com-
prensión efectiva de la situación real del niño, 
desde otras disciplinas diferentes a la jurídica 
(Durán, 2008).

De la carencia de equipos interdiscipli-
narios y de ayudas económicas y sociales sufi-
cientes por parte del ICBF, se deriva que estos 
procesos sean tardíos, generando como conse-
cuencia un retraso en el proceso y así a su vez, 
la institucionalización de los niños. Esto quiere 
decir que, a pesar de lo dispuesto en las leyes, 
donde se establece que el Defensor tiene cuatro 
o como máximo seis meses (si se le concede 
un plazo adicional) para declarar un niño en si-
tuación de adoptabilidad, la práctica demuestra 
que no es un plazo respetado, y el proceso ad-
ministrativo de restablecimiento de derechos se 
tarda, incluso años, en concluirse (Velásquez de 
Bernal, 2016).

Derecho del niño a ser escuchado.

Este derecho se encuentra consagrado en 
el Artículo 12 de la Convención de los Dere-
chos del Niño y consiste en la oportunidad que 
se le debe otorgar al niño para dar su opinión 
en todos aquellos procedimientos judiciales o 
administrativos donde se ve involucrado su in-
terés superior y la puede expresar de manera di-
recta o a través de un representante (Dirección 
Nacional de Atención a Grupos en situación de 
Vulnerabilidad, 2015).

Esa opinión que brinda el niño debe ser 
libre, carecer de manipulaciones, presiones e 
influencias y, de esta manera, poder garantizar 
que lo que dice es realmente lo que quiere. Ade-
más de esto, esas opiniones deben ser tenidas en 
cuenta por quienes toman las decisiones en los 
procesos que se están adelantando, es decir, por 
el juez, padres o tutores, y a su vez, estos deben 
comunicarle al niño las decisiones que se toma-
ron frente a él (Dirección Nacional de Atención 
a Grupos en situación de Vulnerabilidad, 2015). 
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En principio, es un error creer que la opi-
nión del niño debe ser tomada según la edad y 
madurez de éste, como lo indican las sentencias 
T-844 de 2011 y T-129 de 2015, la opinión del 
niño no solamente se da mediante la expresión 
verbal, sino también a través de gestos y for-
mas de comportarse, como es el caso de un bebé 
sonriendo y estirándole los brazos a su padre 
para ser cargado. 

Según lo dicho, se puede afirmar que, en 
la práctica, tener en cuenta la opinión del niño 
es una garantía de efectividad y validez del pro-
ceso, porque implica que no se incurra en erro-
res fácticos y que con base a las pruebas y a la 
opinión del niño se pueda tomar la mejor deci-
sión en garantía de sus derechos.

La adopción como medida de 
protección

La Corte Constitucional durante los años 
2011 a 2016 se ha pronunciado en sus senten-
cias respecto el concepto y las características de 
la adopción. Los fallos, en su mayoría, son un 
complemento de interpretación a la Ley 1098 
de 2006; y en otros, se han tomado posturas que 
pueden cambiar significativamente su alcance.

Por ejemplo, en la sentencia T-844 de 
2011, se señala la característica de la irrevoca-
bilidad de la adopción, una vez se hayan ago-
tado los requisitos normativos para su perfec-
cionamiento. Sin embargo, la Corte alude a que 
en los casos donde se ha desconocido derechos 
fundamentales del niño y su familia, sí proce-
de la revocabilidad como algo excepcionalísi-
mo. Al respecto, Jorge Parra Benítez afirma que 
la irrevocabilidad de la adopción implica que 
esta no puede dejarse sin efectos por voluntad 
de quienes intervinieron en su trámite (Parra-
Benítez, 2008).

Lo anterior, demuestra que el carácter 
de irrevocabilidad de la adopción no presenta 
discusión por parte de la generalidad de la ju-
risprudencia y la doctrina, pues se reconoce la 

importancia de que una vez se ha restablecido 
el derecho del niño, no es conveniente revertir 
todo un proceso ya que se afectaría negativa-
mente su estabilidad emocional, psicológica y 
social (Sentencia T-844, 2011; Molina, 2002). 
Así, la irrevocabilidad es un mecanismo de pro-
tección del interés superior del niño.

Ahora, en cuanto a la excepción que con-
sagra la Corte para revocar la adopción, el Con-
sejo de Estado ha señalado otra circunstancia 
que afecta la irrevocabilidad: sucede cuando 
un colombiano adoptado por extranjeros tiene 
su residencia fuera de Colombia y conforme a 
la ley de la nacionalidad de los adoptantes, la 
adopción podría extinguirse, pero únicamen-
te en lo atinente a los efectos jurídicos que se 
produzca en el ámbito del ordenamiento extran-
jero. Es preciso aclarar que esta circunstancia 
se presenta en casos excepcionalísimos y bajo 
graves condiciones a nivel internacional, con-
sagradas por la Convención de la Haya relativo 
a la protección de niños y a la Cooperación en 
materia de adopción internacional (Consejo de 
Estado, 1998).

Un segundo hallazgo en la jurispruden-
cia (Sentencia T-502 de 2011, T-044 de 2014 y 
C-104 de 2016), señala el carácter de subsidia-
riedad que tiene la adopción como medida de 
protección para el restablecimiento de los de-
rechos del niño. La adopción es un mecanismo 
orientado primordialmente a satisfacer el inte-
rés superior de los niños cuando la familia no 
garantiza las condiciones para la realización y 
ejercicio de sus derechos (Artículo 22 Código 
de Infancia y Adolescencia). Sin embargo, debe 
ser la última medida a la que se acude pues im-
plica una intervención drástica del Estado en la 
familia, al separar el niño de ella y romper los 
vínculos biológicos.

En términos de Florencia Burdeos:

Toda política respecto de los niños debe te-
ner como objetivo principal su contención en 
el núcleo familiar, a través de la implemen-
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tación de planes y programas de prevención, 
asistencia e inserción social. Se debe aplicar 
prioritariamente aquellas medidas de protec-
ción de derechos que tengan por finalidad la 
preservación y fortalecimiento de los víncu-
los familiares con relación a todos los niños; 
y cuando la amenaza o violación de derechos 
sea consecuencia de necesidades básicas insa-
tisfechas, carencias o dificultades materiales, 
laborales o de vivienda; las medidas de pro-
tección son los programas dirigidos a brindar 
ayuda y apoyo incluso económico, con miras 
al mantenimiento y fortalecimiento de los vín-
culos familiares (Burdeos, 2008, p. 25).

De acuerdo a la jurisprudencia, el Códi-
go de la Infancia y la Adolescencia, la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño y lo estable-
cido por el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF) en sus Lineamientos Técnicos 
Administrativos, en ningún caso la condición 
económica de la familia puede dar lugar a la se-
paración o adopción. El Estado en su deber de 
corresponsabilidad en la atención y cuidado de 
los niños (Artículo 10 Ley 1098 de 2006), debe 
garantizar las condiciones necesarias para brin-
dar una protección integral, que se materializa a 
través del conjunto de políticas, planes, progra-
mas y acciones que se ejecuten en los ámbitos 
nacional, departamental, distrital y municipal 
con la correspondiente asignación de recursos 
financieros, físicos y humanos (Artículo 7, Có-
digo de Infancia y Adolescencia).

En ese sentido, la Corte en sus sentencias 
ha ordenado al ICBF a cumplir con lo anterior, 
estableciendo pautas y mandatos para que no 
solo sea restablecido el derecho del niño, sino 
que dicha protección pueda permanecer en el 
tiempo y continuando en un proceso de acom-
pañamiento y apoyo a la familia, según lo nece-
site cada caso particular.

El tercer hallazgo se encuentra en la sen-
tencia T-119 de 2016 la cual prohíbe las adop-
ciones determinadas –exceptuando las adopcio-
nes de familiares–, es decir, elegir a un niño o 
adolescente en especial, porque dejaría de ser 

una medida de protección y se convertiría en 
una medida discriminatoria y violatoria del 
principio de igualdad. 

La Corte afirma que la adopción no pre-
tende que quienes carecen de un hijo puedan 
llegar a tenerlo, sino que el niño que no tiene 
padres pueda llegar a ser parte de una familia 
(Sentencia C-683 de 2015). Debe tratarse como 
un derecho prevalente del niño a tener una fa-
milia, al amor y a la protección y no solo como 
un derecho de las parejas a tener hijos (Vélez, 
2011).

Sin embargo, la Corte hace una precisión 
y señala que es posible la adopción de un niño 
o adolescente determinado, bajo la excepción 
de inconstitucionalidad, cuando existen víncu-
los de afecto y representaciones familiares de 
los niños hacia los posibles adoptantes, de tal 
manera que, si no se da la adopción entre ellos, 
se incidiría negativamente sobre su estado emo-
cional (Sentencia T-119 de 2016).

El último hallazgo consiste en que la 
Corte Constitucional, en el año 2015, en la sen-
tencia C-071, se pronunció sobre la constitu-
cionalidad de la norma que establece la adop-
ción para parejas heterosexuales, declarando 
su exequibilidad y no permitiendo la adopción 
por parte de parejas del mismo sexo, haciendo 
una salvedad y única excepción, en el caso de 
la adopción de los hijos biológicos de la pareja 
homosexual. Sin embargo, la sentencia C-683 
del mismo año, le otorga un nuevo sentido a la 
expresión “cónyuge o compañero permanente” 
al incluir a las parejas del mismo sexo. 

Presunción de familia biológica

Ahora bien, respecto al concepto de fa-
milia, la Corte Constitucional ha estimado una 
presunción legal a favor de las distintas formas 
de organización familiar, debido a que la fami-
lia se considera el entorno propicio para garan-
tizar el desarrollo armónico e integral del niño. 
No obstante, las sentencias señalan ciertos pa-
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rámetros para determinar en qué situaciones 
concretas se justifica apartar el niño del núcleo 
familiar a través de medidas de intervención es-
tatal en pro de velar por su interés superior. 

En consecuencia, la Corte Constitucional 
basándose en los artículos 5, 15, 28, 42 y 44 
de la Constitución Política, para garantizar la 
protección de los derechos del niño y los dere-
chos de su familia, estableció una presunción 
legal en favor de la familia de origen, toda vez 
que considera que ella es el entorno adecuado 
para brindarle al niño toda la atención, la pro-
tección, el afecto, la crianza y la educación que 
necesita, es decir, la familia es el lugar para ga-
rantizarle al niño un desarrollo óptimo, porque 
allí se presentan estrechos vínculos de afecto 
y confianza, y a su vez, relaciones equilibra-
das y armónicas entre los padres y los hijos. 
Por lo anterior, se prefiere conservar el vínculo 
paterno-filial existente entre el niño con la fa-
milia de origen, que romperlo, para generar un  
vínculo nuevo con otra familia, que puede des-
atar procesos “traumáticos” para los niños, que 
en la mayoría de los casos terminan incidiendo 
en el comportamiento de los mismos (Sentencia 
T-211 de 2014).

Por su parte, se encontró que la doctrina 
trae una aproximación genérica a la presunción 
legal que trae la Corte Constitucional, toda vez 
que, como la familia se encuentra en una con-
dición favorable para brindarle al niño todos 
los beneficios y protección que éste necesita, se 
deben adoptar las medidas necesarias para que 
el niño no sea separado de su familia, y en caso 
de ser así por algún motivo, pueda ser reintegra-
do a la misma, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 23 y 24 del Código de Infancia 
y Adolescencia. Como complemento de lo ante-
rior, existe la posibilidad por parte de la familia 
para acceder a subsidios y beneficios estatales 
para la conservación y el restablecimiento de 
los derechos del niño (Medina-Pabón, 2014).

Sin embargo la presunción legal en favor 
de la familia de origen puede ser desvirtuada, 

en aquellos casos en los que se evidencien ar-
gumentos objetivos que cuestionen el bienestar 
del niño en ese entorno familiar, así como la 
existencia de peligros concretos en aquella para 
su desarrollo. Es en este punto, donde la Corte 
enfatiza que la intervención estatal procede úni-
camente cuando la familia no puede asumir ple-
namente la protección y la asistencia del niño 
(Sentencia T-502 de 2011).

En el mismo sentido la Corte expresa que, 
en aras de la conservación del interés superior 
del niño, el Estado tiene la facultad de limitar 
los derechos que poseen los padres sobre sus 
hijos, cuando existan: i) claros riesgos para la 
vida, la integridad o la salud del niño o la niña; 
ii) antecedentes de abuso físico, sexual o psi-
cológico en la familia; o iii) las circunstancias 
frente a las cuales el Artículo 44 de la Cons-
titución Política ordena protección: abando-
no, violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o económica 
y trabajos riesgosos (Sentencia T-044, 2014;  
Sentencia T-212, 2014). 

De presentarse uno de los anteriores su-
puestos, el Estado tiene la obligación de interve-
nir en pro de restablecerle los derechos al niño, 
restaurándole su dignidad e integridad como 
sujeto derechos. Para esto la autoridad compe-
tente debe tomar una medida, verificando: i) su 
salud física y psicológica; (ii) su estado de nu-
trición y vacunación; (iii) su inscripción en el 
registro civil de nacimiento; (iv) la ubicación 
de su familia de origen; (v) el estudio de su en-
torno familiar e identificación tanto de elemen-
tos protectores como de riesgo para la vigencia 
de sus derechos; (vi) su afiliación al sistema de 
seguridad social; y (vii) su vinculación a entes 
educativos. Una vez determinada la situación 
real en la que se encuentra el niño, la autoridad 
competente deberá adoptar las medidas de res-
tablecimiento (provisionales o definitivas) más 
convenientes, y son: (i) amonestación; (ii) retiro 
inmediato de los niños de la actividad que ame-
nace o vulnere sus derechos o de las actividades 
ilícitas en que se pueda encontrar, y ubicación 
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en un programa de atención especializada; (iii) 
ubicación inmediata en medio familiar, ya sea 
con su familia extensa, en hogar de paso cuan-
do no aparecen parientes o personas que puedan 
cuidar del niño, o en hogar sustituto, es decir 
en una familia que se comprometa a brindarle 
el cuidado y atención necesaria en sustitución a 
sus parientes de origen; (iv) ubicación en cen-
tros de emergencia para los casos en los que no 
procede ubicación en los hogares de paso; (v) 
adopción; y (vi) las consagradas en otras dispo-
siciones legales, o cualquier otra que garantice 
la protección integral de los niños (Sentencia 
T-044 de 2014; Sentencia T-212 de 2014).

En estas medidas de restablecimiento de 
derechos, podemos observar la presunción legal 
a favor de la familia de origen, toda vez que 
de las seis medidas mencionadas, la única que 
está destinada a romper el vínculo familiar es la 
adopción, mientras las otras buscan la reubica-
ción del niño donde se encontraba antes. Inclu-
so, para la aplicación de la adopción, se tiene 
una garantía procesal adicional para la familia 
de origen, el control de homologación judicial, 
donde el juez revisa el procedimiento adminis-
trativo mediante el cual se decidió declarar al 
niño en situación de adoptabilidad, a partir de la 
defensa que realiza familia de origen para con-
servar el vínculo con el niño.

En consecuencia, si el juez decide homo-
logar, esto es, validar la Resolución de Declara-
toria de Adoptabilidad, que conlleva la pérdida 
de la patria potestad, la cual debe ser inscrita 
en el libro de varios de la notaría o en la ofi-
cina de Registro del Estado Civil e ingresa al 
niño al programa de adopciones del ICBF. Por 
el contrario, en caso de negarse la homologa-
ción, el Defensor de Familia también deberá ex-
pedir una Resolución indicando lo resuelto por 
el Juez y debe proceder a subsanar las inconsis-
tencias manifestadas en el fallo o, en caso de no 
ser subsanables, aplicar unas medidas de resta-
blecimiento diferentes a la adopción. 

Por otra parte, la Corte ha señalado que al 
declarar un niño en adoptabilidad, el argumento 
económico no es relevante, porque constituiría 
un restricción desproporcionada del derecho del 
niño a tener un familia y desencadenaría en un 
trato discriminatorio de aquellas que no cuen-
ta con recursos económicos, pero que sí podría 
cumplir con los deberes que le señala la ley 
respecto a sus hijos (Sentencia T-502 de 2011; 
Sentencia T-212 de 2014).

Debido a lo anterior, la Corte ha resalta-
do en sus sentencias que las autoridades nacio-
nales, departamentales y locales se encuentran 
obligadas por la Constitución Política a diseñar 
e implementar políticas públicas eficaces que 
velen por la conservación del núcleo familiar, 
medidas que permitan un equilibrio entre la 
satisfacción de las necesidades económicas de 
las familias y la atención y cuidados especiales 
que merecen los niños. Lo anterior teniendo en 
cuenta programas sociales dirigidos a brindar-
les a las familias opciones para que los niños 
permanezcan en un ambiente familiar sano y 
seguro, mientras que sus padres cumplen con 
sus deberes con ellos (Sentencia T-044, 2014).

Conclusiones

Los problemas en el proceso adminis-
trativo de restablecimiento de derechos gene-
ran un gran impacto en el proceso de adopción 
produciendo un retardo injustificado. Esto se 
evidencia en los casos de adopciones que son 
rechazadas por los Jueces de Familia por falta 
de sustentos fácticos en la práctica de pruebas 
y omisión de escuchar al niño que surgen de la 
discrecionalidad de la que se faculta al Defen-
sor de Familia y de la carencia de pautas claras 
de acción. Ahora, lo más grave de todo, es la in-
seguridad jurídica para la familia y para el niño, 
ya que el proceso de adopción en lugar de ser 
un espacio de restablecimiento de derechos, se 
convierte en un espacio de vulneración, amena-
za o inobservancia de éstos.
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En el proceso administrativo de restable-
cimiento de derechos donde el Defensor de Fa-
milia debe decidir la medida de protección, sea 
la adoptabilidad de un niño o la ubicación en 
familia de origen o extensa, prevalece el rigo-
rismo legislativo y jurisprudencial sobre los de-
rechos de los niños, pues por temor a sanciones 
por no efectuar la búsqueda imposible hasta el 
sexto grado de consanguinidad en línea recta o 
colateral, no emite sus actos administrativos y 
los niños quedan en una indeterminación de su 
situación jurídica, lo que los convierte en hijos 
del Estado.

Las sentencias de la Corte Constitucional 
evidencian que éste organismo lo que hace es 
repetir y recordar lo que ya se encuentra estipu-
lado en Convenciones Internacionales, Código 
de la Infancia y la Adolescencia y en los linea-
mientos técnicos del ICBF en razón del interés 
superior del niño y la protección a su derecho 
de tener una familia y a no ser separado de ella, 
al margen de posturas tan exegéticas como la 
del ICBF al malinterpretar lo dicho por la Corte 
en la Sentencia T-844 de 2011.

Conforme al análisis realizado en las sen-
tencias de la Corte, pone de manifiesto que se 
han introducido avances y logros en materia de 
adopción; sin embargo, aún falta precisión y 
efectividad a la hora de aplicar la normatividad 
y los principios señalados en la Convención de 
los Derechos de los Niños.

Igualmente se resalta la noción de familia 
extensa la cual debe hoy analizarse desde los 
vínculos de solidaridad y cooperación forjados 
a lo largo de la vida que en momentos de ne-
cesidad se manifiestan a través del cariño y el 
cuidado para la protección de los derechos de 
los niños.
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Resumen
El objetivo del presente artículo es comprender las transformaciones territoriales del 
Oriente de Caldas por efectos del conflicto social. La metodología utilizada tiene un 
carácter procesual, integrada por la descripción, la explicación y la interpretación, 
mediante la cual se busca la comprensión de los principios ocultos de las realidades que 
se interpretan. Se encontró que el conflicto armado afectó las relaciones de vecindad 
y de solidaridad, deprimió los espacios productivos debido al abandono de miles de 
campesinos de sus tierras. En conclusión, el conflicto social es un elemento inherente 
a toda relación social e indispensable para imprimirle movimiento a la sociedad; no 
obstante, la forma de resolución adoptada, conduce a cada sociedad por el camino de la 
democracia o la enfrasca en una espiral de violencia fratricida.
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Dinámicas territoriales, conflicto, región, poder, ecogénesis, Caldas.

Abstract
The objective of this article is to understand the territorial transformations in eastern 
Caldas (Colombia) due to the effects of social conflict. Through a process-based 
methodology, the aim was to understand the hidden principles of the interpreted 
realities, by integrating description, explanation and interpretation. It was found that 
the armed conflict affected neighborly and solidarity relations and, because thousands 
of peasants abandoned their lands, the productive spaces was desolated. In conclusion, 
social conflict is an inherent element of any social relationship but is essential to imprint 
movement on society; nevertheless, the selected way to resolve a conflict, leads each 
society on the path of democracy or engages it in a spiral of fratricidal violence.
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Introducción

El presente artículo tiene como objetivo 
comprender las dinámicas territoriales a partir 
de un fenómeno fuertemente sociológico como 
lo es el conflicto social. En otras palabras y pa-
rafraseando a Santos (2000, p. 20), las catego-
rías de análisis utilizadas para construir o poner 
en evidencia el problema territorial deben unir-
se al contenido existencial, es decir, deben re-
flejar la propia ontología del espacio. Para ello 
se abordan dos realidades sociales que son la 
base de las transformaciones territoriales en el 
Oriente de Caldas: 1) El poder: definido como 
producto de las relaciones sociales, lo cual rea-
firma el carácter fluido del poder, es decir, que 
las relaciones de poder no se pueden entender 
como la oposición binaria entre dominadores 
y dominados (Foucault, 1986). Tomo el poder 
como la expresión de la territorialización en las 
relaciones de fuerza y apropiación del espacio, 
esto es, la dimensión espacial de las relacio-
nes de poder. 2) El orden territorial, entendido 
como interdependencia entre elementos que se 
condicionan mutuamente y cuyas interaccio-
nes hacen aparecer nuevas relaciones con sus 
propios ritmos de cambio (Tinland, en Santos, 
2000, p. 29). El orden se toma aquí como el pro-
ceso ecogenético de configuración y reconfigu-
ración territorial que se ha producido durante 
los últimos 35 años en la zona de estudio. 

Para abordar el problema de estudio, se 
planteó una metodología de carácter procesual, 
inspirada en Bourdieu, Chamboredon y Passe-
ron (2002), que plantea tres etapas: 1) la des-
cripción, dirigida a indagar sobre las caracterís-
ticas constitutivas del fenómeno u objeto, 2) la 
explicación, etapa en la cual se recurre a los ele-
mentos teóricos y conceptuales elegidos en re-
lación con el objeto de estudio construido, y 3) 
la interpretación, momento de la investigación 
en el que se alcanza el mayor nivel de abstrac-
ción, mediante el cual se busca la comprensión 
de los principios ocultos de las realidades que 
se interpretan, o parafraseando a los mismos 

autores, se pretende establecer y visibilizar la 
relación de las relaciones ocultas en el objeto 
de investigación seleccionado (p. 78). Debido 
al carácter cualitativo de la investigación se 
adoptó el trabajo de campo como la herramien-
ta fundamental para acopiar la información y 
contrastar los presupuestos teóricos. 

El poder de la territorialización y la 
desterritorialización

Como presupuesto para abordar el poder 
de la territorialización, partimos de asumir el 
territorio, la territorialización y la territoria-
lidad como un círculo dialéctico, en el que la 
territorialización como acto produce nuevos te-
rritorios; a su vez, el concepto de territorio, se 
asume como el espacio apropiado, transforma-
do y valorizado por y en las relaciones sociales 
(Raffestin, 2011); por la tanto, trae implícita la 
idea de dominio y gestión dentro de un espacio 
determinado (Andrade, 2002). 

En términos de Monnet (1999), el espa-
cio es territorializado por un actor geográfico, 
o por un actor sintagmático1 de acuerdo a Ra-
ffestin (2011), que actúan en, sobre y con el es-
pacio; vale la pena aclarar que el actor puede 
ser individual o colectivo, lo cual implica que 
el territorio en tanto producto, es producido 
(Lefebvre, 2013) “en ciertas condiciones, para 
ciertos fines, por ciertos actores, con los cua-
les un grupo se apropia, delimita y transforma 
el espacio” (Monnet, 1999, p. 2); de otra parte 
Escobar (2010) llama la atención sobre la im-
portancia de realizar un “examen de los proce-
sos basados-en-lugar y regionales desde pers-
pectivas multiniveles económicos, ecológicos y 
culturales, [de lo cual se derivan] nuevas opor-
tunidades para la comprensión de las políticas 
de la diferencia y mismidad que acompañan en 
acciones de la globalidad” (p. 21), generando 
un espacio ideado, expresión de los valores que 
los seres humanos atribuyen a un espacio físico 
o a un uso del espacio que se condensa en la 
territorialidad. 
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En la sociedad moderna, los individuos 
y los grupos siempre han dividido el espacio, 
marcado límites y establecido fronteras, ejer-
cicio de territorialización mediante los cuales 
se producen territorios, pero, a su vez se des-
territorializa, en tanto las líneas divisorias ma-
teriales e imaginarias generan ipso facto un 
“nosotros” y un “ellos” (Sack, 1986), o sea que 
producen exclusión. Así, la tendencia a acotar, 
cercar y delimitar el espacio, está aparejada a 
la necesidad de diferenciarse. Uno de los pro-
ductos de la territorialización, es la región, una 
formación socioespacial siempre cuestionada y 
centro del debate entre la concepción que reco-
noce el espacio como un objeto instrumental de 
planificación territorial, y la que concibe el es-
pacio imaginado cómo ámbito de la mediación 
social (Raffestin, 2011; Di Méo, 1998).

El acto de separar mediante el estableci-
miento de fronteras o límites físicos como los 
oprobiosos muros que se creyó superados al 
derribar el muro de Berlín, han resurgido con 
mayor fuerza para detener la movilidad por el 
mundo de seres humanos desplazados por la 
pobreza y las guerras internas. En este sentido, 
las nociones de “territorialidad general” y “te-
rritorialidad restringida” planteada por Raffes-
tin (2011), tiene una gran cercanía conceptual 
con la formulada por García (1979) de “exclusi-
vidad positiva” y “exclusividad negativa”. 

Tanto la una como la otra, son expresión 
de la acción territorializante de un individuo, 
grupo o sociedad determinados. Así, la “terri-
torialidad restringida”, se presenta mediante la 
exclusión espacial de un grupo por otro y dan 
origen –en términos de Raffestin– “a las asime-
trías más dramáticas, a los poderes más encarni-
zados y más retrógrados” (2011, p. 7). Los dos 
autores coinciden en que tal situación de exclu-
sión y asimetría es capaz de sacar a relucir los 
instintos animales de los humanos; más aún, si 
la norma, racionalmente concertada, se ha des-
deñado como medio de resolución de los con-
flictos sociales. 

Los dos anteriores, son conceptos relacio-
nados que permiten entender los altos grados de 
pugnacidad y barbarie a los que han llegado los 
conflictos2 como el colombiano, el sirio, el afga-
no, entre otros; niveles que no se podrían con-
cebir si la realidad no mostrara cómo la sevicia 
puede ser dirigida, incluso, contra personas que 
hasta hace poco tiempo hacían parte de la proxi-
midad espacial y afectiva del agresor. Foucault, 
nos advierte respecto a la ilusión que hemos de-
positado en la racionalidad como instrumento 
para abolir la violencia; frente a lo cual señala 
el autor, categóricamente: “Es completamente 
falso. Entre violencia y racionalidad no hay in-
compatibilidad. Mi problema no es condenar la 
razón, sino determinar la naturaleza de esta ra-
cionalidad que es compatible con la violencia” 
(Foucault, 2012, p. 20). 

La relación Estado-Región en  
“la trampa territorial”

La noción de región hace parte de una di-
mensión mayor conocida como Estado-Nación. 
El tratado de paz de Westfalia de 1648 dio lugar 
al inicio de un nuevo orden basado en el con-
cepto de soberanía nacional y el principio de 
integridad territorial como fundamento de la 
existencia de los Estados-Nacionales. El Esta-
do como forma de organización social predo-
minante durante la modernidad, ha conducido a 
caer en lo que Agnew denomina “la “trampa te-
rritorial”, que se expresa en “el pensar y actuar 
como si el mundo estuviese enteramente cons-
tituido por Estados que ejercen su poder sobre 
bloques de espacio y de este modo se constitu-
yen en el único referente geográfico-político de 
la política mundial” (2005, p. 60).

Ahora en cambio, los pobladores consti-
tuyen una comunidad3 base de la construcción 
de la nación y asociada a un Estado. Dicho en 
términos de Fraser (2008) “el imaginario polí-
tico westfaliano investía al Estado de una so-
beranía indivisa y exclusiva sobre su territorio, 
que impedía la “interferencia externa” en sus 
“asuntos internos” (p. 12). Siguiendo a Fraser, 
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esta nueva visión del mundo estableció una 
clara división del espacio político, en tanto que 
“el espacio ‘interno’ se concebía como el ám-
bito civil y reino del contrato social, sometido 
a la ley y a las obligaciones de la justicia, y el  
espacio ‘internacional’ se contemplaba como 
un espacio en discusión de regateo estratégico” 
(p. 12). 

La historia de la guerra interna en Colom-
bia nos muestra cómo, aún en 2018, el “espa-
cio interno” sigue en disputa, buena parte del 
territorio Colombiano esta militarizado, y en él, 
no opera el contrato social, sino la coerción del 
grupo armado que hace presencia en ese lugar. 
En contrapartida, la región como expresión te-
rritorial que se acerca a la lugarización, la cual 
busca la identidad personal y local y privilegia 
lo autóctono, lo vernáculo, lo natural y lo sin-
gular (Escobar, 2000). Dicho en términos de  
Milton Santos (2000):

El orden local es asociado a una población 
contigua de objetos, reunidos por el territorio 
y como territorio, regidos por la interacción 
[…]. El orden local funda la escala de lo coti-
diano y sus parámetros son la co-presencia, la 
vecindad, la intimidad, la emoción, la coope-
ración y la socialización con base en la conti-
güidad (pp. 289-290).

La región un territorio imaginado más 
no delimitado 

Actualmente el concepto de región es una 
de la nociones más inasibles de los estudios te-
rritoriales (Raffestin, 2011; Giménez, 2000); 
no obstante, hay que recordar que a finales del 
siglo XIX, esta formación socioespacial tuvo 
un gran protagonismo, llegando a constituirse 
en el espacio síntesis de las dimensiones natu-
ral y humana, e incluso, para algunos geógra-
fos como Hettner y Vidal de la Blanche –repre-
sentantes de la tendencia corológica4– la región 
debía ser el objeto de estudio de la geografía (en 
Hiernaux y Lindon, 1993, p. 90). Además de la 
geografía, la economía regional y del desarro-
llo, se interesaron por el desarrollo desigual de 

las regiones; pero esos trabajos trataban a las 
regiones como un corolario de los procesos 
económicos y políticos y “no como una unidad 
fundamental de la vida social” (Storper, 1997, 
citado en Soja, 2008, p. 257). 

El concepto de región tiene un carácter 
extremadamente elusivo nos dice Giménez y re-
toma una diciente frase de Van Young para en-
fatizarlo: “Las regiones son como el amor, son 
difíciles de describir, pero cuando las vemos 
las sabemos reconocer” (en Giménez, 2000, p. 
110) y retomamos la definición formal propues-
ta por Van Young, quien dice que, como todo te-
rritorio “la región no constituye un dato a priori, 
sino un constructo fundado sobre criterios geo-
gráficos, económicos, político-administrativos, 
histórico-culturales”, por lo tanto, concluye di-
ciendo que “las regiones son más bien hipóte-
sis que necesitan ser probadas antes que datos 
que deben ser registrados” (citado en Giménez, 
2000, p. 111). 

Una región es un producto geosociohistó-
rico, se expande o recoge de acuerdo con las di-
námicas sociales que ocurren en su interior, está 
constituida de elementos físicos y humanos que 
le dan unidad y la distinguen de otras formacio-
nes socioespaciales; no obstante, más que la ho-
mogeneidad o heterogeneidad, es la integración 
de la diversidad de elementos lo que determina 
la existencia de una región (Fals Borda, 1996).

La región, se muestra en el plano formal, 
como una unidad, pero en términos vivenciales 
los ritmos la dinamizan al compás de las trans-
formaciones de la vida cotidiana. Su radio de 
acción espacio-temporal no afecta la dinámica 
de la vida familiar o el círculo social, y no al-
canza a perturbar los hábitos; al igual que en la 
práctica, contribuye a conformar la vida profe-
sional. De acuerdo a Di Méo (1998), “la idea de 
región coincide con la idea de un espacio inter-
medio” (p. 131), así que el ámbito cotidiano de 
la región está delimitado por la distancia reque-
rida para realizar viajes frecuentes. “Ellos no 
nos conducen jamás muy lejos de nuestra casa, 
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tiende frecuentemente a multiplicar los chez 
nous (Di Méo, 1998, p. 132). 

La ecogénesis del oriente de Caldas 

La analogía ha sido un recurso metodo-
lógico de la Ciencias Sociales para facilitar la 
compresión de la compleja realidad social, to-
mando como referencia un objeto de naturaleza 
diferente, pero más cercano a nosotros; famosa 
es la analogía parsoniana5, de origen biológico 
entre el organismo humano y el “organismo so-
cial”. La relación del cuerpo humano y el cuer-
po de la tierra que nos presenta Raffestin, tienen 
el interés –según el mismo autor- de hacer com-
prender que las nociones de espacio y territo-
rio difieren en su contenido. El cuerpo humano 
-nos dice el autor- comprende un conjunto de 
órganos que se pueden calificar de endosomá-
ticos: son los instrumentos fenotípicos. Pero en 
el proceso civilizatorio el ser humano ha produ-
cido una innumerable cantidad de instrumentos 
exosomáticos, que él ha creado y crea a partir 
de instrumentos endosomáticos y de los instru-
mentos exosomáticos que ya posee (Raffestin, 
1986, p. 176). Continuando con el planteamien-
to del autor: 

El cuerpo de la tierra es también constituido 
por instrumentos endosomáticos: la tierra, el 
mar, las montañas y los ríos, los bosques y los 
desiertos, etc. En efecto, todas las morfologías 
que no le deben nada a la acción antrópica. El 
territorio es un macro-instrumento exosomá-
tico que resulta de la capacidad que tienen los 
hombres de transformar mediante su traba-
jo, tanto la naturaleza que le rodea como sus 
propias relaciones sociales. El territorio es el 
producto de la transformación de la endoso-
mática terrestre por la exosomática humana. 
La ecogénesis territorial es la crónica de un 
“cuerpo a cuerpo”, la historia de una relación 
en la cual la naturaleza y la cultura se fusio-
nan. (Raffestin, 1986, p. 177)

En la historia del “cuerpo a cuerpo”, que 
libran la naturaleza y la cultura para configu-
rar una ecogénesis particular (Raffestin, 1986), 
el Oriente de Caldas6 se formó por la integra-

ción endosomática del valle y la montaña, y 
los efectos exosomáticos del conflicto armado, 
a la vez destructivo e integrador. Los procesos 
de producción social del espacio y de las confi-
guraciones territoriales se caracterizan por estar 
aparejados con el surgimiento de conflictos so-
ciales. De manera general se puede decir, que 
no existe un orden espacial que no sea fruto 
del conflicto o dinamizado por este (Haesbaert, 
2011; Peña, 2008). Aquí se ponen en juego las 
distintas territorialidades que se construyen 
sobre un mismo territorio, y que llevan a que 
los distintos actores geográficos creen estrate-
gias para hegemonizar la suya en un espacio y 
tiempo delimitados. Soja (2014), afirma que no 
es posible hablar de espacialidad sin tener en 
cuenta la perspectiva del conflicto, pues este 
atraviesa la dinámica social. A continuación se 
presenta un bosquejo de lo que ha sido el con-
flicto armado en la región de referencia, en la 
que se observa la gran capacidad de transforma-
ción territorial de este fenómeno social. 

En el intento de comprender la raciona-
lidad del conflicto armado colombiano, Fran-
co, nos muestra que hay una serie de elementos 
subjetivos que mueven a los actores de un con-
flicto, y que no se pueden reducir a motivacio-
nes restrictivas como la seguridad y el odio o 
enmarcar el sentido de su accionar en la dua-
lidad entre agravio-codicia, la autora nos dice 
que “este tipo de conflicto, no es entonces, nada 
diferente a la interacción entre distintos acto-
res, motivaciones e intereses bajo un contexto 
histórico y espacial determinado” (2009, p. 87). 
La autora retoma uno de los planteamientos de 
Kalyvas, quien señala que “la ambigüedad am-
pliamente observada es fundamental más que 
incidental a las guerras civiles; un asunto de es-
tructura más que de ruido” (Citado por Franco, 
2009, p. 87).

Frente a la ambigüedad presente en el 
conflicto, se puede decir que en el Oriente Cal-
dense hubo tres momentos en su devenir. El pri-
mero, que se ubica entre finales de la década del 
setenta y el primer lustro del ochenta, que tiene 
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como escenario el valle del Magdalena, cuando 
se generaron los procesos de organización de 
las Autodefensas Campesinas que luego darían 
origen a la Asociación de Comerciantes, Ga-
naderos y Agricultores del Magdalena Medio, 
ACDEGAM, con la personería jurídica otorga-
da por la Gobernación de Boyacá, organización 
utilizada como fachada para traficar con armas 
y realizar los pagos a los contingentes parami-
litares del Magdalena Medio (Durán, 2013, pp. 
12-15). Surgieron con el propósito de poner fin 
a las extorsiones y los secuestros que realizaba 
el grupo ilegal, autodenominado Fuerzas Arma-
das Revolucionarias de Colombia, FARC, con-
tra los propietarios de la zona. En una segunda 
etapa, su objetivo inicial –de autodefensa– tuvo 
un giro a partir de 1985, expulsada la guerrilla, 
su modus operandi adquirió la execrable con-
notación de “limpieza social”7, sus nuevos ob-
jetivos militares fueron las personas diferentes8 
e incómodas. 

Con la complicidad de los altos mandos 
militares del batallón Bárbula, el apoyo de mu-
chos de los grandes ganaderos de la zona y las 
alianzas que hicieron con los narcotraficantes 
del “cartel de Medellín”, se convirtieron en 
un ejército narco-paramilitar, lo que les facili-
tó imponer un orden socioespacial de facto en 
el Magdalena Medio; para lo cual, La Dorada 
jugó un papel geoestratégico importante porque 
es la “puerta de entrada” al Oriente Montañoso. 
En esta etapa de la guerra, las fuerzas parami-
litares, en connivencia con las del Estado, son 
las responsables del aniquilamiento sistemático 
de sindicalistas, defensores de Derechos Huma-
nos y de miles de militantes del partido Unión  
Patriótica9.

La tercera etapa del conflicto armado ini-
ció en 1999, cuando las FARC, aprovechando 
la distensión armada que se produjo durante los 
diálogos de paz del Caguán (1999-2001), con-
virtieron el Oriente de Caldas en un territorio 
de refugio y tránsito para trasladar sus enfer-
mos y secuestrados. Con tal propósito, los fren-
tes 9º y 47º, procedentes del sur de Antioquia,  

incursionaron en los corregimientos de Floren-
cia, San Diego, Berlín y Encimadas, del mu-
nicipio de Samaná, y en el corregimiento de 
Arboleda, del municipio de Pensilvania (ver 
Apéndice: Mapa del Oriente Caldense), con la 
clara intención de tomar control del territorio; 
y los paramilitares que ya se habían fortalecido 
en el valle, subieron a la montaña, inicialmen-
te al municipio de Norcasia, en donde contaron 
con la colaboración de la fuerza pública y la ad-
ministración municipal, con lo cual se iniciaron 
los hostigamientos y combates continuos con la 
guerrilla en la zona de montaña, por el dominio 
territorial. El objetivo principal de los paramili-
tares era contener a las FARC y proteger el pro-
ceso de construcción del embalse del Proyecto 
Hidroeléctrico Miel I, el cual, era de alto interés 
de la guerrilla por su importancia geográfica y 
económica. 

El conflicto armado como factor de 
transformación territorial

El conflicto armado fue atizado por los 
recursos derivados de la siembra de la coca, 
actividad a la que se dedicaron la mayoría de los 
campesinos agobiados por la crisis cafetera10; y 
la producción cocalera se vio “favorecida” por 
la protección de los miembros de la policía y 
el ejército nacionales instalados en la región. 
Todos los actores armados se lucraron de 
los cultivos ilícitos, y la gran afluencia de 
dinero exacerbó el conflicto armado, cambió 
la economía regional, trastocó el sentido del 
trabajo honrado y digno por el dinero fácil y el 
afán de consumo; en fin, se trastocó el orden 
local establecido, alteró la vida cotidiana, las 
relaciones de vecindad fueron impregnadas 
de pugnacidad y cargadas de estigmatización 
territorial entre los pobladores del valle y los 
de la montaña, como lo ilustra muy bien el 
siguiente testimonio:

[…] porque era así: Encimadas, todo lo que 
era Santa Rita, El Silencio, unas veredas, era 
guerrilla. Esa era la parte alta de Samaná. La 
parte baja, que es un clima cálido, es Sasaima, 
Confines, Cañaveral, todo lo que es zona de 
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influencia del embalse de La Miel, era zona 
paramilitar. Entonces en realidad, había gente 
que no podía echar ni pa´ arriba, ni pa´ abajo, 
porque a veces estaban tildados por ser amigo 
o familiar de algún miliciano o paramilitar, 
entonces no echaban para allá. […] Yo saqué 
mi cédula en Bogotá, porque uno decir que 
era de Samaná en La Dorada o Cañaveral, era 
miedoso, porque lo tachaban de guerrillero.” 
(L. Palacios, comunicación personal, 21 de 
mayo de 2015).

Uno de los grandes impactos del conflicto 
armado fue el desplazamiento forzado, asumi-
do por Escobar como la ausencia de lugar –una 
“condición generalizada de desarraigo”–, se ha 
convertido en el factor esencial de la condición 
moderna, una condición muy aguda y dolorosa 
en muchos casos, como en el de los exiliados y 
refugiados (2000, p. 113). En efecto, el despla-
zamiento forzado es un proceso de desterrito-
rialización, de destierro y exilio, que obligó a 
los pobladores a abandonar intempestivamente 
sus espacios de vida, por la presión que ejer-
cieron los grupos armados ilegales, con todo 
lo que esta decisión implica a futuro. Según 
Arraou (1999), el desplazado es un individuo 
que se debate entre dos territorios, entre dos 
memorias sociales. Su identidad se inscribe en 
los marcos sociales, que varían en el espacio, el 
aquí y el allá; el tiempo de antes y el de ahora; y 
la lengua, la de origen y la de adopción (Citado 
en Palacio et al., 2003, p. 46). 

El sujeto desplazado sufre la desterrito-
rialización, puesto que ha sido desarraigado for-
zadamente de su territorio y llega a un espacio 
ajeno y se enfrenta a nuevas e inesperadas situa-
ciones sociales, emocionales y económicas. La 
construcción de una nueva territorialidad está 
limitada y depende de la “ayuda” de amigos y 
familiares y de las entidades gubernamentales; 
mientras tanto debe soportar la incertidumbre 
del mañana y la provisionalidad de los “espa-
cios prestados”, que afectan su dignidad. Esta 
situación obliga a los sujetos a transitar por dis-
tintos espacios en diferentes escalas territoria-

les (local, regional, nacional, internacional), en 
busca de una nueva oportunidad; casi siempre 
provienen de las zonas rurales y se asientan en 
las urbanas, y habitualmente, su única opción 
de subsistencia es el llamado “rebusque”. Son 
los sujetos desplazados, población incómoda 
para el régimen, porque su sola existencia pone 
en cuestión la moral de toda la sociedad.

Otro de los efectos del conflicto armado 
fue la afectación de los espacios productivos. 
Con la llegada de los grupos armados, el espa-
cio productivo se deprimió debido al abandono 
de miles de campesinos de sus tierras y la ma-
yoría de los grandes comerciantes dejaron sus 
negocios, quienes se encargaban de proveer los 
insumos para las labores agropecuarias. Unos 
fueron secuestrados, otros “boleteados”11 y 
todos extorsionados. Las dos razones anterio-
res condujeron, de una parte, al aumento en la 
concentración de la tierra, debido a que muchos 
terratenientes aprovecharon la situación para 
adquirir tierras a muy bajos costos, convirtién-
dose en una de las grandes transformaciones 
territoriales generadas por el conflicto armado, 
especialmente en La Dorada y Samaná, como 
lo demuestra el índice de Gini que fluctúa entre 
0,819 y 0,958 (Instituto Geográfico Agustín Co-
dazzi-IGAC, 2012, p. 204), el rango más alto de 
concentración de la propiedad de la tierra en el 
país; y de la otra, el cambio en el uso de la tie-
rra de miles de hectáreas que eran destinadas a 
cultivos de café y de “pan coger”, por potreros 
para la ganadería.

Conclusiones
De lo anterior se puede concluir que en el 

proceso de producción de una región, interac-
túan diversidad de actores sociales y sus dife-
rentes intereses se hacen evidentes en la ocupa-
ción y apropiación material del espacio, como 
en su valoración simbólica, revestida del doble 
carácter: conflictivo y dinámico. El conflicto 
como un elemento inherente a toda relación 
social es un hecho históricamente observable e 
indispensable para imprimirle movimiento a la 
sociedad; no obstante, la forma en que lo re-
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suelve cada sociedad, en un momento determi-
nado, ya sea por la vía democrática en donde 
predomina el consenso en la lucha por el poder; 
o al contrario, por la vía autoritaria en donde 
predominan el despotismo y el poder es ejer-
cido por la coacción, da lugar a la creación de 
órdenes socioespaciales de facto, en donde el 
conflicto armado seguirá nutriéndose de intere-
ses sectarios, odios y debilidad institucional del 
Estado.

El oriente de Caldas es una región his-
tóricamente ensamblada, aunque presenta una 
tensión constante; de una parte, sus diferencias 
morfológicas, económicas y socioculturales que 
tienden a fragmentar la montaña del valle, y de 
la otra, las relaciones de vecindad, sus dinámi-
cas poblacionales e intercambios económicos y 
poderes políticos locales y regionales, tienden a 
integrarla. Parafraseando a Massey (2012), esta 
región tiene que ser conceptualizada, no como 
una simple diversidad, sino como una región de 
encuentro y de trayectorias potencialmente con-
flictivas, la cual encaja dentro de, y está interna-
mente constituida por, geometrías complejas de 
poder diferenciado.

Si bien la región ha adquirido protagonis-
mo en las últimas tres décadas como correa de 
transmisión entre lo local y lo global, no po-
demos desdeñar el hecho de que la noción de 
región no designa ninguna realidad objetiva, 
no remite a ningún soporte espacial delimitado, 
como lo hemos podido constatar en el intento, 
fallido hasta ahora, de la Constitución Política 
de 1991, de abrir las posibilidades de crear re-
giones (Art. 306); así que, la región puede con-
vertirse, a la larga, más en un objeto de carácter 
discursivo, que una construcción social deriva-
da de prácticas sociales que la objetiven como 
formación socioespacial con sentido para sus 
pobladores.
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Notas
1 Para Raffestin existen dos tipos de actores 

en relación con el espacio, los actores sin-
tagmáticos son los que tienen la capacidad 
de transformar el espacio, a diferencia de 
los paradigmáticos que están en el espa-
cio, no obstante, estos mediante su acción 
transformadora y en ciertas circunstancias 
pueden convertirse en sintagmáticos. Idea 
desarrollada de Greimas, A. J., en Sémio-
tique et sciences sociales (pp. 96-98).  
(Cfr. Raffestin, 2011, pp. 33-58)

2 Tanto Simmel (2010), como Luhmann 
(1995) y Coser (1970), asumen el conflic-
to social como el elemento dinamizador del 
cambio social y por lo tanto factor inherente 
a las relaciones sociales. El problema no es 
la presencia del conflicto en la interacción 
social, sino la forma como los seres huma-
nos lo resolvemos.

3 Comunidad imaginada en el sentido de B. 
Anderson, (1993)

4 La tendencia corológica recorre el pensa-
miento geográfico desde el siglo XIX y se 
ha caracterizado por estudiar la diferencia-
ción de los lugares en la superficie. El con-
cepto de espacio y el análisis regional. Cfr. 
Hiernaux, D. y Lindon, A. (1993). Revista 
Secuencia. México: Instituto Mora/COL-
MEX, p. 90

5 Talcott Parsons, creador de la teoría socio-
lógica conocida como estructural-funcio-
nalismo, fuente conceptual de lo que sería 
la teoría de sistemas, la desarrolla a partir 
de la analogía entre los sistemas (sanguí-
neo, nervioso, linfático, etc.) que hacen 
parte del organismo humano y el cuerpo de 
la sociedad. Hay que recordar, que el autor 
antes de estudiar filosofía y sociología era 
biólogo. Cfr. Parsons, T. (1974). El sistema 
de las sociedades modernas. México, D.F.: 
Editorial Trillas.

6 El Departamento de Caldas se encuentra 
en el centro occidente de Colombia, y el 
Oriente de Caldas se ubica en la vertiente 
oriental de la cordillera central, su geogra-
fía se extiende desde la divisoria de aguas a 
los 3.200 m.s.n.m., hasta los 176 m.s.n.m., a 
orillas del río Magdalena. Su geografía ver-
tical le proporciona los tres pisos térmicos, 
en donde se puede producir una gran varie-
dad de productos agrícolas, pecuarios y fo-
restales; la energía del relieve y la presencia 
de varias cuencas hidrográficas y reservas 
naturales como la Selva de Florencia y la 
Laguna de San Diego, la hacen biodiversa 
y de una gran riqueza hídrica; ésta última 
convertida a partir del 2002 en energía eléc-
trica mediante la construcción de la represa 
hidroeléctrica “La Miel”. 

7 Lo paradójico es que en entrevistas reali-
zadas en La Dorada, entre los años 2013 y 
2015, muchos habitantes echaban de menos 
esta oprobiosa práctica, así como la auto-
ridad que manejaba el comandante para-
militar de turno que resolvía, incluso, pro-
blemas matrimoniales, mediante autoridad 
“compartida” con los mandatarios y polí-
ticos locales. A continuación se relacionan 
los casos de políticos de La Dorada inves-
tigados o condenados por nexos con grupos 
paramilitares: Nicolás Gómez, alcalde elec-
to de La Dorada, 1994: condenado. Jaime 
Gutiérrez Ángel, alcalde de La Dorada, en 
2003, por el Nuevo Partido: investigado-
recluido. César Arturo Alzate, ex alcalde 
de La Dorada, promotor del Movimiento 
del Pueblo y líder del Nuevo Partido en  
La Dorada: investigado-recluido. Justo 
Capera, alcalde de La Dorada, 2007, Par-
tido Liberal: investigado-recluido. Maribel 
Galvis, integrante del bloque Magdalena 
medio, concejal electa en La Dorada, 2000, 
por Actitud Renovadora: desmovilizada, 
prófuga (MOE, pp. 96-103).
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8 La personas y los comportamientos cata-
logados como diferentes eran fuertemente 
reprimidos y asesinadas las personas, como 
la población LGTBI, las prostitutas, los 
drogadictos, los jóvenes que tenían el pelo 
largo, los sindicalistas y los líderes sociales 
locales. 

9 El exterminio sistemático perpetrado por 
grupos paramilitares, por narcotraficantes 
y por fuerzas del Estado incluyó: dos can-
didatos presidenciales –los abogados Jaime 
Pardo Leal y Bernardo Jaramillo Ossa, 8 
congresistas, 13 diputados, 70 concejales, 
11 alcaldes, y se calcula en cinco mil los 
militantes asesinados; sin contar los cientos 
de exiliados (Grupo de Memoria Histórica, 
GMH, 2013).

10 Entre 1998 y 1999, las exportaciones 
del grano cayeron un 30%, y un 19% 
adicional entre el 2000 y el 2004. La 

crisis agudizó la problemática social de 
las zonas productoras, por cuanto el café 
es uno de los pocos productos agrícolas 
de exportación que se sigue produciendo 
básicamente en pequeñas propiedades 
explotadas familiarmente, 94,7 %. (Datos 
estimados basados en los datos de la página  
h t t p: //ma i l i n .ca fedecolombia .com /
productivo/infocafe.nsf).

11 El boleteo era una práctica que consistía 
en enviarle un papel o boleta a una perso-
na para que abandone el pueblo, muchas 
veces, en la misma boleta se le ofrecía un 
irrisorio precio por la compra de sus propie-
dades. Fue una práctica que apareció en la 
llamada Violencia Política (entre liberales y 
conservadores) de los años cuarenta y cin-
cuenta del siglo pasado, cuya inadecuada 
resolución condujo al encadenamiento con 
el conflicto armado actual.

http://mailin.cafedecolombia.com/productivo/infocafe.nsf
http://mailin.cafedecolombia.com/productivo/infocafe.nsf
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Resumen
El propósito de este artículo es analizar las variables y sus indicadores de gobernanza 
territorial contenidas en el Informe de la Secretaría Nacional de Planificación y 
Desarrollo: “Objetivos e indicadores de apoyo al Plan Nacional del Buen Vivir 
2013-2017”. Utilizando la taxonomía de Whittingham, se encuentran 37 indicadores 
de gobernanza territorial (25%), distribuidos en: eficiencia 65%, equidad 13,5%, 
participación 10,8%, rendición de cuentas 8% y, desarrollo del recurso humano 2,7%; 
existiendo omisión de importantes indicadores en todas estas variables, carencias en la 
capacitación del servidor público, subestimación de procesos de rendición de cuentas 
y de representación de grupos de interés, así como desatención de los mecanismos 
institucionales de participación ciudadana, revelando un modelo de gobernanza 
centrado en el Estado. A nivel regional, hubo mejorías en la mayoría de los indicadores, 
pero estancamiento en el ámbito de la educación superior, comprometiendo a futuro 
los procesos de generación y transferencia de innovaciones, claves para el desarrollo.

Palabras clave
Ecuador, Buen Vivir, gobernanza territorial, indicadores

Abstract
The purpose of this article is to analyze the variables and their indicators of territorial 
governance contained on National Secretariat of Planning and Development Report: 
“Objectives and indicators of support for the National Plan for Good Living 2013-
2017”. Using Whittingham’s taxonomy, there are 37 indicators of territorial governance 
(25 %), distributed in: efficiency 65%, equity 13.5%, participation 10.8%, accountability 
8 % and, human resource development 2.7%; there is omission of important indicators 
in all these variables, lack of training for the public servant, underestimation of 
processes of accountability and representation of interest groups, as well as neglect of 
the institutional mechanisms of citizen participation, revealing a focused governance 
model in the state. At the regional level, there were improvements in most of the 
indicators, but stagnation in the field of higher education, committing future processes 
of generation and transfer of innovations, which are keys for development.
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Introducción

En un análisis de las tendencias históricas 
que sustentan al desarrollo local en Ecuador, 
Valarezo (2004) destaca varias etapas: a) siglo 
XIX, el poder central avanza sobre la sociedad 
para crear el Estado nacional; b) principios del 
siglo XX, las regiones abandonan pretensiones 
federalistas para integrarse al proyecto nacional; 
c) décadas 1960-1970, con la modernización y 
el boom petrolero, las localidades y regiones 
son completamente subsumidas, perdiendo la 
mayor parte de sus funciones y atribuciones; y, 
d) década 1990, ocurre un resurgimiento de lo 
local en el contexto del agotamiento del modelo 
centralista, la caída de los precios petroleros y 
otras fuerzas políticas y económicas. 

Verdesoto y Ardaya (2011) destacan la 
modalidad rentista y las formas de clientelis-
mo territorial asociadas a la era petrolera, pero 
también el papel que desempeñaron después las 
redes de provincias y ciudades durante la cri-
sis general de los años noventa, impidiendo que 
tuviera consecuencias catastróficas; llegando a 
los tiempos actuales en los que las demandas 
de descentralización, la nueva Constitución de 
2008 y las normativas territoriales correspon-
dientes, constituyen los parámetros del desarro-
llo regional y local. 

En tal sentido, la Constitución nacional 
se fundamenta en una relación sociedad-Esta-
do-mercado bajo un régimen de desarrollo con-
siderado como un conjunto organizado, soste-
nible y dinámico de los sistemas económicos, 
políticos, socio-culturales y ambientales, en 
función de garantizar la realización del buen 
vivir. La participación social es invocada en di-
ferentes títulos y capítulos del texto, para garan-
tizar el acceso de los ciudadanos en los distintos 
niveles de gobierno, en la formulación, ejecu-
ción, evaluación y control de las políticas y, en 
la planificación para el desarrollo. El PNBV 
2013-2017 trata de articular la política pública 
nacional con las condiciones de los diversos te-
rritorios, de modo que sus lineamientos se con-

cretan con los procesos de desconcentración y 
descentralización del Estado, en la expresión 
de nueve Agendas Zonales que acoplan la ac-
ción pública desconcentrada del Estado Central 
con el nivel descentralizado. Estas zonas están 
conformadas por provincias, de acuerdo a una 
proximidad geográfica, cultural y económica.

No obstante, Torres (2016, p.116) seña-
la retrocesos en el ámbito del desarrollo local 
luego de más de ocho años de la Constitución 
y seis de las leyes, “… un preocupante desen-
cuentro entre la implementación desconcen-
trada de las políticas del gobierno central y la 
descentralización de los gobiernos municipales, 
una tenue asunción de competencias territoria-
les evidencia la crónica debilidad institucional 
municipal que limita sus roles…”.

En ese contexto referencial, se aborda es-
pecíficamente la interrogante: ¿Cuáles son las 
variables e indicadores de gobernanza territo-
rial que maneja la Secretaría Nacional de Pla-
nificación y Desarrollo (SenpladeS), como ex-
presión de las políticas gubernamentales desde 
distintos niveles institucionales y a diferentes 
escalas espaciales? A tal fin, luego de esta breve 
introducción, se presentan las perspectivas teó-
ricas de la gobernanza, la metodología utilizada 
para evaluar los indicadores, la discusión acer-
ca de su evolución en las diferentes zonas de 
planificación y las consideraciones finales.

Fundamentos teóricos

Existe un espectro de significados de go-
bernanza que van desde una definición centra-
da en el Estado (Peters y Pierre, 2005; Peters, 
2011) hasta una perspectiva policéntrica, con 
énfasis en otros actores del sistema (O’Toole, 
2005; Rhodes, 2005; Revesz, 2006; Jorquera, 
2011; Canto, 2012; Vigil y Ockstat, 2015). No 
obstante, el punto es que este concepto es esen-
cial para comprender cómo funciona el sector 
público actual en un contexto de actores inter-
nacionales, nacionales y locales, que supone, 
según Cerrillo (2005), una modificación de las 



27IndIcadores de gobernanza terrItorIal de los objetIvos del  
Plan nacIonal del buen vIvIr (Pnbv 2013-2017), ecuador

Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas 18 (35): 25-38, julio-diciembre de 2018 p-ISSN: 1657-8953 | e-ISSN: 2619-189X

relaciones Estado-sociedad para hacer frente a 
los diversos intereses, recursos y visiones de 
los diferentes actores. En palabras de Guttman 
(2004), la gobernanza viene a ser un medio po-
lítico para ajustar el equilibrio de poder en la 
sociedad. 

Desde la perspectiva centrada en el Esta-
do, Peters (2011, p.106) utiliza el término go-
bernanza “…como una meta que direcciona la 
actividad, que requiere instrumentos para iden-
tificar lo que la sociedad desea que se haga y, 
luego, examinar los medios para alcanzar las 
metas colectivas”. Siendo el foco la prosecu-
ción de metas colectivas, requiere de una direc-
ción que sea aceptada por la mayoría, de meca-
nismos para resolver los conflictos de intereses 
y asegurar la responsabilidad - rendición de 
cuentas- de los actores involucrados, por lo que 
el Estado es la única institución capaz de reali-
zar esta tarea de forma efectiva.

Desde una perspectiva policéntrica, se 
argumenta una nueva forma de pensar acerca 
de los límites y capacidades de las estructuras 
estatales y, en particular, sobre las relaciones 
Estado-sociedad que permiten la emergencia de 
procesos de desarrollo local, mediante redes de 
actores o de grupos de interés presentes en la so-
ciedad civil. Klijn (1998:34), plantea que estas 
redes “… son patrones más o menos estables 
de relaciones sociales entre actores interdepen-
dientes, que toman forma en torno a problemas 
y/o programas políticos”. Similarmente, Natera 
(2004) considera que la gobernanza se refiere a 
los patrones emergentes de un sistema sociopo-
lítico en virtud de la interacción de los actores. 

Esta perspectiva ha generado diversos 
conceptos de gobernanza, todos relacionados: 
territorial, local, multinivel, policéntrica. Para 
la Comisión Europea (2008), la gobernanza 
territorial alude a una responsabilidad políti-
ca compartida y colaboración mutua entre las 
políticas económicas, sectoriales y de desa-
rrollo; mientras que la gobernanza local, trata 
del poder, de la autoridad, y de la gestión en 
el ámbito regional, municipal o comunal. Otros 

autores inscriben la discusión en el tema de la 
descentralización, vista como un cambio de la 
estructura societal, en tanto involucra a todo 
el tejido político y social de una nación (Boi-
sier, 2004; 2011); desde la cual las políticas te-
rritoriales requieren considerar la gobernanza 
multinivel (Galicchio, 2010), la reforma de las 
instituciones, el fortalecimiento de las redes de 
actores locales y el cambio de pautas culturales 
(Arocena, 2002; 2011).

La gobernanza policéntrica ha sido un eje 
de referencia para Ostrom (2005; 2009; 2010), 
en el análisis inductivo de problemas de ac-
ción colectiva, concretamente, la diversidad de 
acuerdos institucionales requeridos para abor-
dar problemas a múltiples escalas; evidencian-
do cómo las instituciones – entendidas como 
las reglas de juego (reglas formales, normas 
informales y mecanismos de cumplimiento) – 
facilitan o dificultan la cooperación de los par-
ticipantes y el nivel de eficiencia en el logro de 
resultados. En tal sentido, si bien todas las au-
toridades gubernamentales son importantes, en 
cuanto a la provisión de bienes públicos, las re-
glas, diseñadas por las comunidades involucra-
das, tenderán a tener en cuenta las característi-
cas propias de sus diferentes realidades locales. 
De allí que, este enfoque multinivel defiende un 
espacio de acción propio para las jurisdicciones 
locales, donde el rol más importante del gobier-
no es ayudarlas a resolver sus conflictos de inte-
rés bajo los estándares sociales de justicia.

La definición de gobernanza territorial 
asumida en este artículo, valora al Estado, en 
tanto garante del bien común, como el actor que 
reconoce, regula e impulsa las acciones de otros 
actores, en una nueva manera de relacionar la 
actuación pública y su aplicación en los territo-
rios, que haga realidad la participación ciudada-
na en la toma de decisiones, en la gestión y el 
control público. 

A nivel práctico, se concuerda con las 
variables y sus indicadores seleccionados por 
Whittingham (2005), por cuanto provienen de 
un extenso estudio sobre proyectos en el área 
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de gobernanza liderados por organismos inter-
nacionales ampliamente reconocidos, que han 
manejado el concepto en forma consistente y 
continuada, tales como, el Instituto de Gober-
nanza (The Institute on Governance - IOG), el 
Centro Canadiense para el Desarrollo Geren-
cial, el Banco Mundial, el Centro para el Diá-
logo Interamericano (Inter-American Dialogue) 
y, las Naciones Unidas, particularmente, el Cen-
tro para los Asentamientos Humanos (Hábitat) 
y el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD). 

Metodología

La investigación, de alcance descriptivo, 
analiza las variables relacionadas con la gober-
nanza territorial, contenidas en el estudio de la 
SenpladeS: “Objetivos e indicadores de apoyo al 
Plan Nacional del Buen Vivir 2013- 2017”, me-
diante la clasificación de Whittingham (2005); 
la cual contempla la definición de cuatro varia-
bles principales (Participación, Equidad, Ren-
dición de cuentas, Eficiencia), siete variables 
secundarias o subvariables (Capacidad de res-

puesta, Innovación administrativa y gerencial, 
Interacción Estado-ciudadanos-ONGs, Admi-
nistración descentalizada, Creación de redes, 
Desarrollo del recurso humano) y, sus indica-
dores. No obstante, dado que la mayoría de las 
variables secundarias son en rigor componen-
tes de las principales, se estimaron finalmente 
cinco variables (Tabla 1). 

Por su parte, los indicadores fueron estu-
diados con base en los siguientes criterios: 

 y Análisis de la ficha metodológica de la 
SenpladeS

 y Clasificación dentro de las variables 
consideradas 

 y Agrupación en tipos generales de indi-
cadores dentro de cada variable, según 
la clasificación de Whittingham (2005)

 y Desarrollo evolutivo en el nivel 
nacional

 y Comparación en las zonas de planifica-
ción (Tabla 2). 

Tabla 1.  
Definición de las variables de gobernanza territorial

Variable Definición

1. Participación Posibilidad de cada persona de ser incluida en la toma de decisiones, en forma 
directa o a través de representantes legítimos

2. Equidad Igualdad de oportunidades para el acceso a mejoras en el bienestar de la sociedad, 
con énfasis en los miembros más vulnerables

3. Rendición de 
cuentas

Responsabilidad de quienes gobiernan para con los gobernados, aceptando y 
respetando los criterios de desempeño establecidos

4. Eficiencia Logro de resultados que se adecuan a las necesidades de la población, así como a la 
maximización de los recursos

5. Desarrollo del 
recurso humano

Realización sostenida de programas de reclutamiento, entrenamiento, desarrollo y 
motivación de los servidores públicos 

Fuente: Elaboración propia con base en Whittingham (2005).
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Discusión de resultados
En el documento de la SenpladeS se 

contemplan 149 indicadores, de los cuales 
37 están directamente vinculados con la 
gobernanza territorial, según la clasificación 
de Whittingham (2005), representando el 
25% del total1 (Tabla 3). El estudio incorpora 
estimaciones anuales hasta el año 2015, en su 
mayoría, con niveles de desagregación nacional, 
urbano/rural, y regiones de planificación, según 
el caso, y una disponibilidad de datos de entre 
cuatro a diez años de medición. 

La variable Eficiencia presenta el mayor 
número de indicadores (65%), seguida por 
Equidad (13.5%), Participación (10.8%), Ren-
dición de cuentas (8%) y Desarrollo del recur-
so humano (2.7%), a partir de lo cual se pueden 
resaltar tres aspectos. Primero, poco fortaleci-
miento institucional con base en la capacitación 
del servidor público y el cambio de pautas cul-
turales. Segundo, subestimación de procesos 
de rendición de cuentas a los que delegaron el 

poder y de representación de grupos de interés 
en las decisiones que los afectan, evidenciando 
un modelo de gobernanza centrado en el Estado, 
a contrapelo de los dispositivos constituciona-
les y legales. Tercero, desatención de los meca-
nismos institucionales de participación ciuda-
dana, sugiriendo la práctica de un ritual vacío 
de participación en las diferentes instancias del 
poder (Arnstein, 1969); así como el descenso 
en los niveles de asociatividad público-privada, 
la cooperación en proyectos sociales y la incur-
sión en campos novedosos de economía territo-
rial, esenciales para el desarrollo local. 

Para la variable Eficiencia destaca la au-
sencia de indicadores sobre: innovaciones ad-
ministrativas/gerenciales de los gobiernos loca-
les; administración descentralizada; y, creación 
de redes de cooperación con otros gobiernos y 
entidades. Todos los cuales son evidencias de 
buena gobernanza, en razón de potenciar la mo-
dernización, la vinculación de las comunidades 
y la asociatividad entre municipios, para el de-
sarrollo territorial. 

Tabla 2.  
Zonas de Planificación del Ecuador

Zona Provincias / cantones Dinámicas económicas*

1 Esmeraldas, Imbabura, Carchi, Sucumbíos Categoría 3; aunque existe un enclave industrial en la capital de 
Esmeraldas (refinería petrolera)

2 Pichincha, Napo, Orellana
Categoría 3; aunque existen enclaves industriales en Esmeraldas 
(refinería petrolera) y Sucumbíos (extracción, transporte y 
refinamiento de crudo)

3 Cotopaxi, Tungurahua, Chimborazo, Pastaza Categoría 2

4 Manabí, Santo Domingo de los Tsáchilas Categoría 2 para la provincia Manabí (enclave industrial pesquero y 
turístico); categoría 3 para la provincia Santo Domingo 

5 Santa Elena, Guayas, Bolívar, Los Ríos, 
Galápagos Categoría 2 para Guayas y Bolívar; categoría 4 para las restantes

6 Cañar, Azuay, Morona Santiago Categoría 2, excepto Morona Santiago que es categoría 4

7 El Oro, Loja, Zamora Chinchipe Categoría 3, excepto El Oro que es categoría 4 

8 Cantones de Guayaquil, Samborondón y 
Durán Categoría 1

9 Distrito Metropolitano de Quito Categoría 1

* Nota: En términos productivos se identifican cuatro espacios diferenciados en función de los índices de producción primaria, secundaria y terciaria:
(1) Desarrollo industrial en crecimiento con servicios terciarios especializados
(2) Desarrollo primario consolidado con enclaves industriales básicos y/o turísticos
(3) Bajo desarrollo primario de mayor diversificación con puntales productivos
(4) Bajo desarrollo primario poco diversificado

Fuente: SenpladeS (2012; 2017).
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Tabla 3.  
Clasificación de los Indicadores en las variables de gobernanza territorial

Variable de 
Gobernanza Tipos de Indicadores N° N° total % Fuente de datos

Participación

Acciones en ejercicio de 
derechos 01 04 10.8

- ineC / Encuesta Nacional de Empleo, 
Desempleo y Subempleo (enemdu)

- Agencia de Regulación y Control de 
Telecomunicaciones

Participación en actividades 
políticas 01

Participación en trabajo 
comunitario 01

Participación de medios 
comunitarios 01

Equidad

Acceso a servicios básicos de 
sectores en desventaja 01 05 13.5 - ineC / enemdu, con base en modelos 

econométricos

Representación de las mujeres 02

Cifras de desempleo 02

Rendición de 
cuentas

Cumplimiento de metas de los 
GAD* 01 03 8.0 - Ministerio de Finanzas 

- SenpladeS 

Grado de delegación de 
autoridad y transferencia 
desde el gobierno central

02

Eficiencia

Reducción de la población 
bajo línea de pobreza 03 24 65.0 - ineC / enemdu

- Latinobarómetro

Reducción de índices de 
trabajo infantil 02

Aumento de participación en 
áreas de bienestar (vivienda, 

educación)
13

Grado de satisfacción de la 
población 06

Desarrollo del 
recurso humano

Programas de capacitación 
para servidores públicos 01 01 2.7 - ineC / enemdu

Total 37 100

*Gobiernos Autónomos Descentralizados.

Fuente: Elaboración propia con base en SenpladeS (2016).

Para la variable Equidad no hay indicado-
res sobre la representación política de las muje-
res, inclusión de grupos excluidos en procesos 
consultivos, ni destinación de recursos a pobla-
ciones vulnerables, de los que los últimos son 
particularmente importantes en un país multi-
cultural y plurinacional como el Ecuador. La 
Rendición de cuentas es poco estimada por la 
SenpladeS, ignorando indicadores que valoren 
el grado de atención a los reclamos de los ciu-
dadanos, capacidad de respuesta de los servido-
res públicos, existencia de mecanismos para co-
nocer las preferencias/ necesidades de la gente, 

de procedimientos de evaluación de metas, así 
como de mecanismos de transparencia de la 
gestión pública.

En cuanto a la Participación, no hay in-
dicadores sobre asociatividad público-privada, 
interacción Estado-ciudadanos-ONGs o invo-
lucramiento de la sociedad civil en la cosa pú-
blica, lo cual es llamativo considerando la ex-
tensa labor que históricamente realizan ONGs 
nacionales, en los ámbitos de reducción de la 
pobreza, medio ambiente, observación electo-
ral, transparencia, desarrollo local, enfoque de 
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género, entre otros (Chiriboga, 2014). En la va-
riable Desarrollo del recurso humano, no hay 
indicadores específicos sobre la existencia y cu-
brimiento de programas sostenidos de recluta-
miento y selección basados en el mérito y las 
capacidades, ni de sistemas de clasificación y 
compensación.

Impacto territorial de las políticas 
públicas

Para propósitos de comparación de las 
zonas de planificación, se efectúa un análisis 
longitudinal y, para algunos indicadores, se 
muestran los datos del año 2015, por ser el últi-
mo año del estudio.

Variable Participación

Las “acciones de participación” y la 
“participación en actividades políticas”, tienen 
comportamientos evolutivos fluctuantes con 
moderada tendencia a subir en todas las zonas, 
siendo la zona 2 la más activa. La “participación 
ciudadana en trabajo comunitario” tuvo un gran 
incremento en el año 2009 pero descendió en 
el 2015, mientras la “participación de medios 
comunitarios” es ínfima con respecto al total 
de frecuencias. Tales aspectos requieren ser 
fortalecidos, por cuanto representan formas 
complementarias que permiten generar nuevas 
maneras y escenarios para la construcción 
de una ciudadanía más activa y participativa 

en la gestión de políticas públicas (Ramos, 
2015). La Figura 1 muestra el comportamiento 
de los dos primeros indicadores para el 2015, 
destacando sobre todo la zona 2 (Pichincha, 
Napo, Orellana).

Variable equidad

En cuanto al “acceso a servicios básicos 
de sectores en desventaja” el único indicador 
(cobertura de servicio eléctrico en áreas rura-
les), experimentó avances en todas las zonas, 
desde un valor nacional de 88,66% (año 2006) 
hasta 95,10% (año 2015). Los dos indicado-
res de “representación de las mujeres” tuvie-
ron comportamientos diferentes, por una parte, 
hubo un gran incremento del “porcentaje de 
amas de casa con seguridad social contributiva” 
en todas las zonas, pero la “brecha del ingreso 
laboral entre mujeres y hombres” se mantuvo 
casi constante, indicando que no ha habido un 
mejoramiento sustancial en esa área. En cuanto 
a los indicadores de “desempleo”, se encuen-
tran mejoras en la “tasa de ocupación digna”, 
en todas las zonas de planificación, mientras la 
“tasa de desempleo” tiende a la baja. 

En la Figura 2 se observa que, para el año 
2015, la brecha del ingreso laboral entre mu-
jeres y hombres es bastante similar en todas 
las zonas excepto la 8 (cantones de Guayaquil, 
Samborondón y Durán), una de las de mayor 
dinamismo económico, mientras que la tasa de 

Figura 1.  
Indicadores de participación, año 2015

Fuente: Elaboración propia con base en SenpladeS (2015).
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Figura 3.  
Indicadores de rendición de cuentas. Análisis longitudinal

desempleo es menor para las zonas 3 (Cotopaxi, 
Tungurahua, Chimborazo, Pastaza) y 6 (Cañar, 
Azuay, Morona Santiago), las cuales repre-
sentan territorios de desarrollo primario con-
solidado con enclaves industriales básicos y/o  
turísticos.

Variable rendición de cuentas

La Figura 3 muestra como el único in-
dicador para “cumplimiento de metas de los 
GAD” (índice de cumplimiento de metas pro-
medio de los GAD), ha experimentado pre-
ocupantes bajas sucesivas durante el período 
de medición; mientras que los dos indicado-

res sobre “grado de delegación de autoridad y 
transferencia desde el gobierno central” (coefi-
ciente de Gini de transferencia de recursos a los 
GAD y coeficiente de Gini de transferencia per 
cápita del Gobierno Central a los GAD), experi-
mentan una trayectoria descendente, implican-
do una mejora en la distribución de los recursos 
a las provincias, cantones y parroquias.

Variable eficiencia

Acá se encuentra la mayoría de los 
indicadores, mostrando diferentes grados de 
éxito de las políticas públicas correspondientes. 

Figura 2.  
Indicadores de equidad, año 2015

Fuente: Elaboración propia con base en SenpladeS (2015).

Brecha del ingreso laboral entre mujeres y hombres

Fuente: Elaboración propia con base en SenpladeS (2015).

Coeficiente de Gini para la transferencia  
de recursos a los GAD

Índice de cumplimiento de metas promedio  
de los GAD



33IndIcadores de gobernanza terrItorIal de los objetIvos del  
Plan nacIonal del buen vIvIr (Pnbv 2013-2017), ecuador

Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas 18 (35): 25-38, julio-diciembre de 2018 p-ISSN: 1657-8953 | e-ISSN: 2619-189X

Figura 4.  
Indicadores de eficiencia, año 2015

Fuente: Elaboración propia con base en SenpladeS (2015).

2015). Esto es preocupante, pues el área de la 
educación superior tiene gran relevancia para la 
formación de recursos humanos en actividades 
científicas e intelectuales, así como en procesos 
de generación y transferencia de tecnologías, 
representando uno de los indicadores territoria-
les de innovación y conocimiento (Caravaca, 
García y González, 2012). 

En cuanto a los seis indicadores del 
“grado de satisfacción de la población” (escala 
0-10), no hay diferencias marcadas, ni tempora-
les ni regionales, para la educación (6,78 nacio-
nal, año 2015), salud (5,84 nacional año 2015), 
subvenciones y ayudas (7,41 nacional, año 
2015), transporte público (6,02 nacional, año 
2015). En contraste, existe un notable descenso 
en la percepción sobre las instituciones públicas 
(de 33,29% nacional año 2011 a 27,59% nacio-
nal año 2015), siendo las más bajas en las zonas 
1 (Esmeraldas, Imbabura, Carchi, Sucumbíos) 
y 9 (Distrito Metropolitano de Quito); mientras 
que la satisfacción con la democracia se ha in-
crementado desde el año 2006 (23%) hasta el 
2015 (59,63%). Todo ello evidencia una per-
cepción general positiva hacia el desempeño 
oficial. 

Los cinco índices relativos a “reducción de 
la población bajo la línea de pobreza” y a 
la “reducción de índices de trabajo infantil” 
presentan una tendencia sostenida descendente 
en todas las zonas de planificación. Entre 
los 13 indicadores relativos al “aumento de 
participación en áreas de bienestar (vivienda, 
educación)”, destaca el déficit cualitativo de la 
vivienda que mantuvo una trayectoria temporal 
casi invariable en todas las zonas, excepto en 
la 9 (Distrito Metropolitano de Quito), donde 
muestra importantes reducciones. Igualmente, 
el porcentaje de hogares que habitan en 
viviendas propias casi no ha cambiado durante 
diez años, implicando que no ha habido un 
impulso público decisivo y/o que las políticas 
no han tenido impacto.

En el ámbito educativo se encuentran 
ocho índices con trayectorias temporales fluc-
tuantes. Hay mejorías sustanciales en las tasas 
de analfabetismo, analfabetismo funcional, 
analfabetismo digital, población con primaria 
completa (86% nacional año 2015) y con se-
cundaria completa (45% nacional año 2015), 
pero existe estancamiento en educación su-
perior tanto en el acceso (18% nacional año 
2015) como en la matrícula (21% nacional año 
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Variable desarrollo del recurso 
humano

Del total de 149 indicadores del informe 
de la SenpladeS, hay un solo indicador sobre 
“programas de capacitación para servidores 
públicos” (capacitación de los servidores pú-
blicos), en conocimientos y destrezas que pro-
pendan a su desarrollo profesional, técnico y 
personal, el cual muestra un comportamiento 
ascendente desde el año 2006 (48,38% nacio-
nal) hasta el 2012 (60% nacional), a partir del 
cual inicia un descenso sostenido alcanzando 
51,64% para el año 2015. La Figura 5 muestra 
que los mayores niveles de capacitación se en-
cuentran en las zonas 9 (Distrito Metropolitano 
de Quito), 3 (Cotopaxi, Tungurahua, Chimbora-
zo, Pastaza) y 1 (Esmeraldas, Imbabura, Carchi, 
Sucumbíos).

Figura 5. Indicadores de desarrollo del  
recurso humano, año 2015

Fuente: Elaboración propia con base en SenpladeS (2015)

Consideraciones finales

De acuerdo con la clasificación utilizada 
en esta investigación, existe ausencia de indica-
dores básicos en todas las variables considera-
das por la SenpladeS en su análisis de cumpli-
miento de los objetivos del Plan Nacional del 
Buen Vivir 2013- 2017, por lo que se carece de 

información sobre importantes atributos de la 
dinámica territorial del desarrollo en las zonas 
de planificación del Ecuador, especialmente la 
coordinación de las políticas desde distintos ni-
veles institucionales y a diferentes escalas espa-
ciales, la articulación y concertación de actores, 
la conformación de redes, entre otros elementos 
esenciales de la gobernanza territorial.

Aunque las zonas de planificación del 
Ecuador pueden distribuirse en cuatro cate-
gorías económicas, la mayor superficie del te-
rritorio nacional se caracteriza como de “bajo 
desarrollo primario de mayor diversificación 
con puntales productivos”, identificándose la 
primacía del sector primario con puntales pro-
ductivos como la palma africana, los cultivos de 
cacao y de maíz, el cultivo de papa, la produc-
ción de textiles y productos de cuero, y la ex-
tracción de petróleo. Dadas estas circunstancias 
son requeridas, junto a las políticas nacionales, 
la implementación de específicas políticas re-
gionales y sectoriales que impulsen el desarro-
llo, con base en la habilidad de los gobiernos 
locales para forjar relaciones de cooperación 
con los actores sociales del territorio, con otras 
entidades y gobiernos, así como en la capacidad 
de introducir innovaciones en sus procedimien-
tos administrativos y en la participación de las 
comunidades.

Consecuentemente, resulta preocupan-
te evidenciar carencias o poco fortalecimiento 
institucional en aspectos tales como, la capaci-
tación del servidor público, los procesos de ren-
dición de cuentas y de representación de grupos 
de interés, y los mecanismos de participación 
ciudadana; aunque en líneas generales se apre-
cien mejorías a nivel regional en la mayoría de 
los indicadores, como impacto positivo de las 
políticas implementadas.
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Resumen
La investigación pretende echar luz en las dinámicas contrapuestas y cooperativas 
que impulsa la Nueva Ley de Turismo (25.997/05) en torno al impulso del turismo 
social y el fortalecimiento del turismo receptivo. A partir de la nueva normativa, 
el turismo es reconocido un derecho de las personas y en este marco se sientan las 
bases para el impulso de políticas de turismo social; al mismo tiempo que se destaca 
al turismo receptivo como actividad de exportación no tradicional, impulsando 
diferentes herramientas para su fortalecimiento. Más allá de esta complementariedad 
institucionalizada, la investigación comprueba que la importancia creciente que 
adquiere el turismo receptivo (en la afectación y ejecución de recursos, la creación de 
organismos específicos y la designación de personal), va en detrimento de la política de 
turismo social, que termina ocupando un lugar marginal en la agenda turística.
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Política turística, turismo social, turismo receptivo, Ley 25.997 de 2005, Argentina.

Abstract
The research analyzes the competitive and cooperative dynamics promoted by the 
New Tourism Law (25.997 / 05) related to the promotion of social tourism and the 
strengthening of receptive tourism. Within the new law, tourism is recognized as a 
right of the people and according to this framework, the foundations are laid for the 
promotion of social tourism policies. At the same time, receptive tourism is highlighted 
as a non-traditional export activity, promoting different tools for its endorsement. 
Although this institutionalized complementarity, research shows that the importance 
acquired by receptive tourism (in the execution of resources, the creation of specific 
organizations and the appointment of personal) goes against the social tourism policy, 
which ends up occupying a marginal place in the tourist agenda.
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Introducción

En el marco del proceso de internaciona-
lización y crecimiento económico que sostienen 
la política turística argentina desde mediados de 
1970, el turismo pasa a ocupar un lugar cen-
tral en la agenda pública a partir de las crisis 
del 2001, asociado a la necesidad de atraer di-
visas internacionales, ante la deficitaria balanza 
de pagos y la creciente deuda externa declarada 
en default. El Gobierno Nacional consolida una 
reformulación del turismo social como política 
pública, que complementa las virtudes distribu-
tivas, que históricamente fundamentaron su in-
serción en la agenda gubernamental, con otras 
económicas, vinculadas a la generación de ri-
queza y de empleo, que queda finalmente for-
malizada en la Nueva Ley Nacional de Turismo 
del año 2005. 

La sanción de la Ley 25.997/05 y su De-
creto Reglamentario (N° 1.297/06), constitu-
yen el hecho institucional de mayor relevancia 
en cuarenta años, al reemplazar la antigua Ley 
14.574/58, promulgada durante el gobierno del 
Dr. Arturo Frondizi. Dicha normativa reconoce 
al turismo como “un derecho social y económi-
co de las personas dada su contribución al desa-
rrollo integral en el aprovechamiento del tiem-
po libre y en la revalorización de la identidad 
cultural de las comunidades” (Ley 25.997, art. 
2); destaca la necesidad de impulsar iniciativas 
de turismo social que permitan el ejercicio efec-
tivo de estas prácticas, promoviendo los instru-
mentos necesarios para que el conjunto de la so-
ciedad pueda acceder al ocio turístico en todas 
sus formas (Ley 25.997, Art. 38).

Paralelamente a dicho reconocimiento, 
la nueva norma proclama al turismo como una 
“actividad socioeconómica” de interés nacio-
nal, siendo ésta “prioritaria dentro de las po-
líticas de Estado” (Ley 25.997, Art. 1, 3). En 
este marco, el turismo receptivo es distinguido 
como una “actividad de exportación” no tradi-
cional y el sector privado como una “aliado es-
tratégico” para su fortalecimiento, impulsando 

herramientas económicas similares a las que se 
otorgan a la actividad industrial, entre las que se 
destaca la creación de un organismo para la pro-
moción en el mercado internacional, el Instituto 
Nacional de Promoción Turística ˗INPROTUR 
(Ley 25.997, Art. 1, 13).

La investigación busca responder cuáles 
son los impactos de la Nueva Ley una vez pues-
tos en marcha dichos objetivos formulados. 
Particularmente pretende echar luz en las diná-
micas competitivas y cooperativas que surgen 
asociadas al desarrollo de la política de turismo 
social y al fortalecimiento del turismo recepti-
vo. Bajo este lineamiento pone en tensión: ¿Qué 
sucede con la política de turismo social una vez 
implementada? ¿La consolidación del turismo 
receptivo contribuye al desarrollo del turismo 
social o su impulso termina por limitarlo? 

Metodología
La investigación presenta un estudio de 

tipo explicativo, que relaciona la política de 
turismo social que se formula en el periodo de 
post-crisis argentina del año 2001, con el forta-
lecimiento del turismo receptivo que sostiene la 
Ley 25.997/05, como actividad de exportación 
clave para el Estado. El estudio aporta diferen-
tes lineamientos explicativos en torno a la con-
solidación del turismo receptivo y la posición 
secundaria que pasa a ocupar el turismo social 
entre las políticas del sector, transfiriendo una 
cantidad creciente de los recursos del área.

El estudio parte del análisis de políticas 
públicas, particularmente de los enfoques am-
plios de evaluación, que alejados de criterios 
deterministas, pretenden explicar la acción pú-
blica en el área y sus efectos en la sociedad, 
considerando la complejidad del análisis, el ca-
rácter intrínsecamente histórico de los procesos, 
la contextualización y la necesidad de abordajes 
holísticos, que se extiendan a los procedimien-
tos y metodologías utilizadas, incluyendo téc-
nicas cuantitativas y cualitativas de indagación 
(Oszlak y O´Donnell, 1995; Martínez, 2006; 
Pérez Sánchez, 2006). 
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La investigación centra el análisis en la 
formulación de la política. En esta etapa se 
hacen visibles las decisiones de los actores po-
lítico-administrativos a partir de programas y 
diferentes medidas administrativas, que son ne-
cesarias para su puesta en práctica y seguimien-
to (Mondragón, 2006). 

Entre las técnicas de investigación, se des-
taca el análisis de documentos de tipo: normati-
vos, Constituciones, Leyes, Decretos y Resolu-
ciones; manifestaciones oficiales, Presupuestos 
Nacionales, Cuentas de Inversión, Memorias 
Detalladas del estado de la Nación, Cartas de 
Compromiso, Planes Estratégicos de Turismo 
Sustentable, discursos, escritos y prensa públi-
ca; y programas y planes específicos, difusión 
oficial e informes. La investigación documental 
se complementa con la realización de entrevis-
tas abiertas a los principales actores ejecutores 
de la política de turismo social: el Director de 
Prestaciones Turísticas de la Nación y los Dele-
gados Administrativos de los complejos turísti-
cos estatales de Embalse y Chapadmalal.

La formulación de la política 
pública: lineamientos para el análisis

Las políticas constituyen respuestas ins-
titucionales a estados sociales considerados 
problemáticos, que se desarrollan en un con-
texto social, político, económico y tecnológico 
en permanente transformación. Los problemas 
públicos no existen en sí, sino que son cons-
trucciones artificiales que reflejan diferentes 
concepciones de la realidad (Gelambí, 2006; 
Ortega y Ruiz, 2006). Surgen de una lucha sim-
bólica entre actores que constituidos a parir de 
diferentes naturalezas compiten entre sí por im-
poner su discurso a partir de sus valores e in-
tereses. Subirats, Knoepfel, Larrue y Varone 
(2008), plantean que “un problema social se 
identifica y más tarde se ‘tematiza’ o se ‘forma-
tea’ como problema público” (p. 127). 

Una vez tematizado el problema social e 
incorporado en la agenda gubernamental, los 

actores político-administrativos formulan la 
política pública y hacen visibles sus decisio-
nes mediante programas y una serie de medi-
das administrativas necesarias para su puesta 
en práctica y seguimiento. Knoepfel, Larrue, 
Varone e Hinojosa (2007) y Subirats et al., 
(2008) destacan que para el abordaje empírico 
de esta etapa, en primer lugar debe analizarse 
el programa de actuación político administra-
tivo, como un producto clave. El mismo refiere 
al conjunto de normas y actos reglamentarios 
-leyes, decretos, acuerdos administrativos, ór-
denes de implementación y directrices admi-
nistrativas- que los parlamentos, gobiernos o 
autoridades fijan para sustentar los objetivos, 
los instrumentos de intervención y las moda-
lidades operativas de la acción pública. Cons-
tituyendo la base jurídica de la política, deter-
mina los derechos y obligaciones impuestos 
a los actores participantes, estableciendo las 
prioridades de orden cronológico, espacial  
y social.

El segundo producto que se identifica, 
es el acuerdo político-administrativo, la base 
organizativa y procedimental de la política 
(Knoepfel et al., y Subirats et al., 2008). Impli-
ca la designación de las autoridades y servicios 
administrativos que llevarán a cabo la imple-
mentación de la política pública, así como los 
recursos necesarios, que se materializarán en el 
presupuesto. Está formado por un conjunto de 
reglas institucionales formales e informales que 
regulan la atribución de funciones específicas, 
estableciendo una red de interacciones vertica-
les y horizontales. 

Una breve contextualización 
histórica a la política de turismo 

social argentina

Contemporáneamente a las prime-
ras iniciativas europeas, el gobierno de Juan  
Domingo Perón cristalizó el turismo social 
como política distributiva, tendiente a dismi-
nuir la inequidad en el acceso al ocio entre las 
diferentes posiciones sociales. El Estado se 
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convirtió en el principal promotor y articulador 
de este tipo de iniciativas, que, como en pocos 
países en el mundo, incluyó la construcción de 
complejos turísticos propios para los sectores 
sociales marginados. El turismo social se regu-
larizó y extendió al conjunto del territorio na-
cional, destinando por primera vez financiación 
específica (Schenkel, 2015). 

El Gobierno Nacional articuló una serie 
de acciones específicas tendientes a facilitar el 
acceso de los trabajadores al turismo y otras es-
tructurales, que fueron determinantes al proveer 
tiempo de descanso y recursos financieros en 
los sectores sociales mayoritarios. La política 
de turismo social logró incorporar a las prác-
ticas turísticas a sectores sociales que históri-
camente habían estado privados de su disfrute 
(Pastoriza y Torre, 1999).

En esta etapa el turismo social alcanzó 
una posición preponderante en la política turís-
tica argentina que perduró incluso hasta el últi-
mo cuarto del siglo XX. Las extensas distancias 
con los principales centros turísticos emisivos, 
el escaso desarrollo tecnológico en el ámbito de 
los transportes y las comunicaciones y el retra-
sado proceso de democratización de las prácti-
cas turísticas de algunos de los países vecinos, 
dejaron al turismo receptivo en un segundo 
plano, hasta fines de la década de 1970.

El periodo post-peronista circunscribe 
una posición itinerante del turismo social en la 
agenda gubernamental, asociada a la alta inesta-
bilidad del sistema político. A partir de la inva-
lidación de normas, la transferencia de recursos 
a provincias, sindicatos y privados, se desarti-
culó progresivamente el sistema estatal de tu-
rismo social, para nunca repetir el desarrollo 
alcanzado en los años 1950 (Schenkel, 2017).

La cancelación del histórico Fondo de 
Turismo Social a fines de los 1970 por decisión 
de la última dictadura militar en Argentina, im-
plicó un quebranto irremediable en el desarrollo 
del turismo social, que afectó incluso el mante-

nimiento de los complejos turísticos construi-
dos en el peronismo, representando el fin del 
periodo que había circunscripto el origen y la 
consolidación de la cuestión como política pú-
blica a mediados del siglo XX.

A pesar de que el restablecimiento del 
orden democrático en el año 1983 significó la 
reincorporación del turismo social en la agen-
da gubernamental, la importancia creciente que 
adquiere el turismo receptivo, asociado a nece-
sidades de internacionalización y crecimiento 
económico del Estado, hacen que comience a 
ceder participación a favor de esta política re-
ceptiva, transfiriendo una cantidad creciente de 
los recursos del área. En este periodo, los deci-
sores públicos inician una reconversión del tu-
rismo social como política pública, que amplió 
la participación a actores privados, concesiona-
rios y hoteleros, planteó objetivos económicos 
asociados al crecimiento y la competitividad 
del sector e identificó nuevos grupos de desti-
natarios.

La política de turismo social  
post-crisis argentina del 2001

El turismo pasa a ocupar un lugar central 
en la agenda pública post-crisis del 2001, ten-
diente a atraer las necesarias divisas internacio-
nales, ante la deficitaria balanza de pagos y la 
abultada deuda externa declarada en default1. 
La política turística es considerada un instru-
mento central del Gobierno Nacional para la 
ansiada reactivación económica.

En este marco se pone en marcha una ac-
tiva política en el área, estructurada con base 
en los beneficios económicos que genera la 
actividad, el fortalecimiento institucional, las 
inversiones en infraestructura necesarias y la 
cooperación con el empresariado turístico.  
El turismo pasa a formar parte de las doce polí-
ticas de Estado que define el gobierno para im-
pulsar el superávit, la recaudación, la inversión, 
la infraestructura y el crecimiento económico 
(Presidencia de la Nación, 2003; Jefatura de 
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Gabinete de Ministros, 2006a). Específicamen-
te en materia turística, la entonces Secretaría de 
Turismo debía “desarrollar la Actividad Turís-
tica como motor de la Economía” (Jefatura de 
Gabinete de Ministros ˗JGM, 2006b, p. 297).

Esta fundamentación económica que pasa 
a sostener al turismo en la agenda gubernamen-
tal, queda de manifiesto en la adscripción y je-
rarquía que adquiere el organismo específico. 
La histórica Secretaría de Turismo de la Na-
ción, en primera instancia, pasa al Ministerio de 
Producción, que reúne aquellas áreas con “fuer-
te sesgo productivo”: agricultura, ganadería y 
pesca, industria, turismo y comercio exterior 
(Decreto 2025/08); posteriormente al Ministe-
rio de Industria (Decretos 1365/09 y 1366/09), 
luego denominado Ministerio de Industria y 
Turismo (Decreto 1458/09), que integra turis-
mo con las áreas de industria y comercio exte-
rior; finalmente, se convierte en un órgano au-
tónomo por primera vez en la historia argentina, 
como Ministerio Nacional de Turismo (Decre-
tos 919/10 y 921/10), constituyendo el decimo-
cuarto ministerio del Estado. El decreto destaca 
la trascendencia que el turismo representa como 
“sector de desarrollo alternativo de la actividad 
económica” permitiendo la generación de em-
pleo, de divisas y la reconversión de las econo-
mías regionales, y contribuyendo al desarrollo 
de la economía nacional y de la población en 
su conjunto.

Estos pronunciamientos quedan materia-
lizados en la sanción de la Nueva Ley Nacional 
de Turismo (2005). El turismo deja de ser ins-
titucionalizado como mera actividad de ocio y 
recreación (Ley 14.574/58) para ser proclama-
do como “actividad socioeconómica, estratégi-
ca y esencial”, siendo ésta “prioritaria dentro de 
las políticas de Estado” (Ley 25.997, Art. 1, 3). 
El turismo receptivo pasa a distinguirse como 
una “actividad de exportación” no tradicional y 
el sector privado como una “aliado estratégico” 
para su desarrollo, impulsando herramientas 
económicas similares a las que se otorgan a la 
actividad industrial, entre las que se destaca la 

creación del INPROTUR, destinado a desarro-
llar programas, planes y estrategias para la pro-
moción de los arribos internacionales.

El Instituto Nacional de Promoción Turís-
tica se convierte en el único organismo del área 
con financiación específica por ley: aportes de 
la Nación, el 40% del impuesto a los pasajes 
aéreos, fluviales y marítimos al exterior, subsi-
dios, legados, cesiones, herencias o donaciones, 
aportes del sector privado, ingresos derivados 
de la realización de conferencias, seminarios, 
cursos y publicaciones, rentas, usufructos e 
intereses de sus bienes, ingresos provenientes 
de impuestos nacionales que pudieran crearse 
y otros fondos acorde al carácter legal y a las 
finalidades.

Partiendo de la premisa de transformar el 
turismo de pocos en un turismo para todos, la 
entonces Secretaría de Turismo (2003) sostiene 
que el turismo receptivo logrará su pleno sen-
tido “solo” cuando la totalidad de los “compa-
triotas” accedan al disfrute de estas prácticas, a 
partir de una activa política de turismo social 
que consolide la “demanda de turismo interno” 
y atienda a los “sectores de menores recursos”, 
como “respuesta al requerimiento social en sus-
penso y contenido en periodos anteriores”, su-
perando factores económicos, sociales y cultu-
rales, definiendo al turismo social una “política 
turística inclusiva” (Secretaría de Turismo de la 
Nación -SECTUR, 2007).

En esta línea, la nueva Ley Nacional de 
Turismo lo define “un derecho social y económi-
co de las personas” y destina un título específico 
al turismo social (V), así como su Decreto Re-
glamentario (IV), definiéndolo como “aquellos 
instrumentos y medios que otorguen facilidades 
para que todos los sectores de la sociedad puedan 
acceder al ocio turístico en todas sus formas, en 
condiciones adecuadas de economía, seguridad y 
comodidad” (Ley 25.997/05, Art. 38). 

La norma insta a la entonces Secretaría a 
elaborar programas de turismo social, que pro-
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muevan la prestación de servicios accesibles a 
la población mediante la operación de los com-
plejos turísticos de su dependencia y la suscrip-
ción de acuerdos con prestadores de servicios 
turísticos, organizaciones sociales y empresas 
privadas (Ley 25.997/05; Decreto 919/2010). 

Sostiene que las tarifas deben facilitar el 
acceso al turismo a los “sectores de la sociedad 
con menos disponibilidades o recursos”, cons-
tatar que los servicios prestados cumplan con 
los estándares de calidad, fomentar los destinos 
no tradicionales y emergentes, apoyar a orga-
nismos públicos y privados vinculados con las 
políticas sociales y a las pequeñas y medianas 
empresas proveedoras de servicios turísticos y 
contribuir al diseño de instrumentos innovado-
res que posibiliten incluir a todos los sectores al 
acceso al turismo (Decreto 1.297/06, Art. 32).

Esta reformulación del turismo social 
complementa las históricas causas sociales que 
explican la temprana incorporación de la cues-
tión entre las políticas públicas nacionales, en 
el Primer Peronismo a mediados del siglo XX; 
con otras económicas, tendientes a fortalecer el 
turismo doméstico, incrementar los ingresos y 
empleos del sector, impulsar la inversión turís-
tica pública y privada y contribuir a la estabili-
dad del empresariado turístico (Figura 1).

El turismo social pasa a definirse: “como 
un vehículo de desarrollo económico y social 
tendiente a contrarrestar la estacionalidad, re-
distribuir la demanda interna y asegurar el 
ejercicio del derecho al Turismo a toda la po-
blación” (SECTUR, 2005). El Director de Pres-
taciones Turísticas afirma que estas nuevas fi-
nalidades económicas asociadas al desarrollo 
del turismo social se deben buscar junto a las 
tradicionales causas sociales: “el gran desafío 
es poder complementar el factor reparador de 
turismo social para el disfrute de ocio y el factor 
económico esencial para el Estado Nacional” 
(Comunicación personal, entrevista a Director, 
2014).

Marcando una continuidad con la políti-
ca del primer Peronismo, el gobierno sostiene 
que la reactivación de este tipo de iniciativas 
significan la actualización y puesta en prácti-
ca del “concepto primigenio de Turismo Social 
del justicialismo” como vehículo para lograr 
una mayor equidad, bienestar y crecimiento de 
la ciudadanía excluida: “estamos convencidos 
que abrevando en sus fuentes afianzaremos el 
turismo social en forma definitiva partiendo 
del ejercicio pleno de un derecho” (SECTUR, 
2003; Mintur, 2010). En este punto se destaca 
la importancia de emprender instrumentos con-
cretos, a fin de aprovechar la manifiesta volun-

Figura 1.  
Reformulación del turismo social post-crisis del 2001

Fuente: Elaboración propia.
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tad política para llevarlos a cabo, “quizá como 
ningún otro momento de la Argentina en las 
últimas décadas” (SECTUR, 2003; Jefatura de 
Gabinete de Ministros -JGM, 2004), marcando 
un antes y un después con los distintos gobier-
nos sucedidos desde el último golpe de Estado. 

El Gobierno Nacional inicia un proceso 
de recuperación de los complejos de Embalse 
(Córdoba) y Chapadmalal (Buenos Aires)2, que 
logra incorporar cerca de 2.000 plazas al siste-
ma de turismo social argentino. Con recursos 
del propio Ministerio de Turismo, de los conce-
sionarios y del Ministerio de Desarrollo Social 
con el Programa Argentina Trabaja, se logra la 
reapertura de hoteles, polideportivos y áreas 
recreativas, la recuperación de infraestructura, 
equipamiento e instalaciones y la refuncionali-
zación de espacios en desuso (Planillas de ob-
servación, 2015; Comunicación personal, en-
trevistas a delgados administrativos, 2015).

En este marco se lleva a cabo un relan-
zamiento de los Programas de Turismo Social, 
destinados principalmente a la población de es-
casos recursos de todo el país, siendo su ob-
jetivo brindarle la posibilidad de poder contar 
con un período de vacaciones (SECTUR, 2004, 
2009; Mintur, 2014). Las prestaciones se es-
tructuran a partir del tradicional Programa en 
Unidades Turísticas, con base en los complejos 
estatales de Chapadmalal y Embalse, que con-
tinua con el sistema de concesiones que había 
sido implementado por los últimos gobiernos, y 
el Programa Federal de Turismo Social (2000), 
que surge en vísperas de la crisis, tendiente a 
combatir la estacionalidad de los destinos ma-
duros, articulando con hoteles categoría 1, 2 y 
3 estrellas en diferentes provincias del país. El 
entonces Presidente de la República destacaba 
en el Mensaje de Apertura del año legislativo 
que el desarrollo del turismo social se empren-
de como “vehículo para lograr la posibilidad de 
acceso al turismo a todos los sectores de la po-
blación” (Presidencia de la Nación, 1 de marzo 
de 2006).

La gestión de los Programas quedó a 
cargo de la Dirección de Prestaciones Turísti-
cas (creada a mediados de los 90), dependiente 
de la entonces Secretaría de Turismo, luego del 
Ministerio, destinada a fomentar las prácticas 
turísticas en “grupos vulnerables”, mediante la 
implementación de las prestaciones ofrecidas, 
el ejercicio del control de calidad y la facilita-
ción de la accesibilidad turística. A partir del 
año 2004, la Dirección pasa a depender direc-
tamente de la Subsecretaría de Turismo, luego, 
con la creación del Ministerio, de la Secretaría, 
dejando el área de Desarrollo y Promoción Tu-
rística, a la que adscribió hasta entonces. Junto 
a Relaciones Internacionales, constituyen las 
únicas Direcciones, de las once existentes a 
mediados del año 2014, que tienen vinculación 
directa con el organismo decisional.

El turismo social a partir de la 
implementación de la Nueva Ley 

Nacional de Turismo

La importancia del turismo social en la 
política sectorial y nacional comienza a diluirse 
a medida que avanza la implementación de la 
Ley 25.997 de 2005, sus fundamentos y orga-
nismos vinculantes. Al analizar diferentes ele-
mentos asociados a la política, como el crédi-
to afectado y ejecutado, los recursos humanos 
asignados y la cantidad y tipos de beneficiarios, 
se observa que el turismo social no sólo no for-
talece su participación desde entonces sino que 
la misma se ve claramente disminuida.

En cuanto a los recursos asignados, la 
Dirección de Prestaciones cuenta con crédito 
específico en los diferentes presupuestos nacio-
nales3. El mismo se distribuye entre la adminis-
tración de las Unidades Turísticas, las presta-
ciones turísticas en los complejos estatales y el 
Turismo Social Federal, sucesor del Programa 
Jubilados y Pensionados, que en la década de 
1990 centralizaba la tercera parte del presu-
puesto. Los principales gastos corresponden a 
servicio técnico y profesionales, seguidos de 
personal y luego, bienes de consumo, manteni-
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miento, reparación y limpieza, bienes de uso, 
viáticos y servicio comerciales (Leyes de Pre-
supuesto, 1994-2014).

La evolución refleja como los créditos 
afectados al turismo social crecen su partici-
pación en los primeros años post-crisis, para 
disminuir a partir del año 2005, momento que 
es sancionada la Ley de Turismo 25.997, y co-
mienzan a implementarse los nuevos lineamien-
tos destinados a consolidar al turismo como ac-
tividad económica y al turismo receptivo como 
área clave. Esta disminución se acentúa incluso 
con la creación del Ministerio (2010), que re-
afirma las necesidades económicas asociadas 
al desarrollo de la actividad. Mientras que la 
Administración de Turismo aumenta su parti-
cipación en el presupuesto público en ambas 
ocasiones, el turismo social la disminuye mar-
cadamente, estabilizándose en torno al 13% del 
gasto turístico. Esta participación en el área está 
muy por debajo de la que supo alcanzar en la 
década del noventa, cuando el turismo social 
continuaba ocupando una posición destacada 
entre las políticas turísticas, concentrando más 
del 55% del crédito en turismo (Figura 2). 

Figura 2.  
Recursos destinados al turismo social en función 

de la Administración Central en general y el 
área de Turismo en particular (1994-2014)

Fuente: Elaboración propia con base en Leyes de Presupuesto 
(1994-2014).

Esta retracción se relaciona a la com-
plejización que adquiere la Administración de 
Turismo en la última década, ampliando y di-
versificando sus departamentos, actividades, 

programas y planes, en función de la institucio-
nalización del turismo como actividad econó-
mica. Al comparar la nueva estructura organi-
zacional con la del año 1996, cuando el turismo 
social alcanzó el máximo de los recursos afec-
tados, se observan once nuevos organismos, 
cuatro Subsecretarías -Coordinación, Calidad 
Turística, Desarrollo y Promoción Turística- y 
siete Direcciones -Sumarios, Recursos Huma-
nos y Organización, Sistemas Informáticos, Re-
laciones Internacionales, Agencias de Viajes y 
Turismo, Calidad Turística y Desarrollo Turís-
tico-, que pasan a competir con el presupuesto 
asignado al turismo social (Decretos 1407/96 y 
1067/13). Entre estos organismos se destaca la 
creación del Instituto Nacional de Promoción 
Turística (2006), como ente descentralizado, 
que concentra cerca del 40% de los recursos 
con los que contaba la entonces Secretaría4.

En cuanto a los recursos ejecutados, del 
mismo modo que los presupuestados, lejos de 
potenciarse con la sanción de la Ley de Turis-
mo (2005) y la creación del MINTUR (2010), 
ambos hechos ocasionan una significativa caída 
(Figura 3). Es dable destacar que estos crédi-
tos destinados al turismo social quedan otra vez 
marcadamente por debajo de la década pasada, 
que alcanzan un máximo en 1997 con el 80% 
del gasto turístico. 

Figura 3.  
Participación del gasto en turismo social en 

función del total del área

Fuente: Elaboración propia con base en las Cuentas de Inversión 
(1995-2013).
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Similar comportamiento presentan los 
recursos humanos afectados. A medida que se 
implementa la reorganización de la SECTUR 
(Ley 25.997/05), ampliando y diversificando 
sus departamentos, actividades y organismos, 
disminuye la participación del turismo social en 
el área, mientras que ésta crece personal. Para el 
año 2014, el Ministerio de Turismo reúne cerca 
de 500 empleados, entre permanentes, transito-
rios y contratados, duplicando la planta del año 
2000; mientras que los complejos destinados al 
turismo social descienden a cerca de 100 em-
pleados por Unidad, cercano a los niveles míni-
mos de la crisis del 2001 (Figura 4).

Figura 4.  
Recursos humanos afectados al MINTUR  

y a las unidades turísticas

Fuente: Elaboración propia a partir de información provista por 
Dirección de Recursos Humanos (2014).

Estos reajustes se traducen en la cantidad 
de beneficiarios que acceden al turismo social 
a lo largo del periodo. Luego de alcanzar va-
lores mínimos en plena crisis del año 2001, las 
prestaciones crecen hasta el año 2007, con un 
aumento superior al 400%, para luego caer y 
estabilizarse en valores de la década del 90, en 
torno a los 150.000 turistas anuales (Figura 5). 

En cuanto al tipo de beneficiario, en el 
año 2003, de cada diez personas que accedían a 
los Programas, cinco correspondían al colectivo 
de jubilados, tres a escolares y dos a familias; 
diez años después, cinco pertenecen a familias, 
tres a escolares y dos a jubilados (Dirección de 
Prestaciones Turísticas, 2014b). En el caso del 
Plan Eventos, aparecen resultados en las Me-
morias Detalladas del estado de la Nación de los 
ejercicios 2004: 17.674 participantes en Embal-

se y 7.248 en Chapadmalal; y 2005: 17.864 y 
34.703, respectivamente. Si se comparan estas 
cifras con la totalidad de las personas beneficia-
rias de los Planes tradicionales, Escolar, Tercera 
Edad y Familiar, representan una cantidad sig-
nificativa, alcanzando el 25% en el año 2004 y 
el 45% en el año 2005. 

Figura 5. 
Cantidad de personas que acceden a los Programas 

Fuente: Elaboración propia a partir de registros de la DPT 
(2014b)*.

* La cantidad de beneficiarios constituye una aproximación en función de 
una media de 6 días por turista para Unidades Turísticas y 5 para Federal.

Estos grupos de destinatarios presentan 
una línea de continuidad con la política imple-
mentada en las últimas décadas, cuando el tu-
rismo social dejó de asistir a los sectores obre-
ros, para dirigirse a distintos colectivos, como 
familias numerosas, jóvenes, tercera edad, per-
sonas con discapacidad y grupos de escolares, 
dando cuenta de las estructuras sociales dinámi-
cas y fragmentadas que priman en las socieda-
des contemporáneas y de las nuevas finalidades 
asociadas al turismo social. La representación 
del universo de beneficiarios deja de centrali-
zarse en los sindicatos, que pasan a integrar una 
compleja red de naturaleza pública y privada, 
en la cual intervienen otros participantes, prin-
cipalmente organizaciones sin fines de lucro, 
movimientos sociales y municipios, que asu-
men la representatividad de estos nuevos colec-
tivos de usuarios.
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Conclusiones

El análisis comprueba que a pesar de los 
principios de complementariedad que sostienen 
la nueva normativa, la importancia creciente 
que le adjudica al turismo como actividad eco-
nómica y al turismo receptivo como política 
clave del sector (asociada a necesidades de in-
ternacionalización y de crecimiento económico 
del Estado), terminan por relegar el turismo so-
cial en pos del fomento de los arribos interna-
cionales.

En el periodo de post-crisis del año 2001, 
ante un Gobierno Nacional que se reposiciona 
como actor clave en el área, la entonces Secre-
taría de Turismo, formula una política específi-
ca de turismo social, que complementa los his-
tóricos fundamentos sociales que dieron origen 
a la cuestión, con otros económicos, a fin de 
reimpulsar las prestaciones turísticas inmersas 
en un profundo retroceso. El turismo social se 
presenta así como una continuidad de la polí-
tica implementada en el Primer Peronismo en 
los años 50, significando la “actualización” y 
“puesta en práctica” del concepto primigenio 
justicialista, tendiente a alcanzar mayor equi-
dad, bienestar y crecimiento de la ciudadanía 
excluida (SECTUR, 2007). 

Esta retórica asociada a los primeros go-
biernos de Perón, es acompañada de avances 
concretos en la sanción de normativa específi-
ca y en la infraestructura de los complejos va-
cacionales. En cuanto al primero, el derecho 
a las vacaciones anuales pagadas generaliza-
do en el Primer Peronismo (Decreto 1740/45), 
que en principio estaba circunscripto al sector 
trabajador y a partir de la Reforma de 1994 se 
amplía al conjunto de la población, se conso-
lidó en el año 2005, con la proclamación del 
turismo como derecho económico y social de 
las personas, destacando la necesidad de impul-
sar iniciativas de turismo social, que permitan 
el ejercicio efectivo a estas prácticas, para que 
el conjunto de la sociedad pueda acceder al ocio 
turístico en todas sus formas.

En cuanto a los complejos, a fin de reivin-
dicar el “espíritu” con el que fueron creados los 
complejos de Chapadmalal y Embalse en los 
años 50, el Gobierno Nacional inició un signifi-
cativo proceso de recuperación de las Unidades, 
que posibilita la reapertura de hoteles, polide-
portivos y áreas recreativas, la recuperación de 
infraestructura, equipamiento e instalaciones y 
la refuncionalización de espacios en desuso, in-
cluyendo el relanzamiento de los históricos tor-
neos Evita. Luego de treinta años de retracción, 
se incorporaron 2.000 plazas al sistema estatal 
de turismo social, aumentando las prestaciones 
turísticas en ambas Unidades. 

Estos significativos avances impulsados 
desde las áreas decisionales, contrastan con el 
sistema de turismo social que se presenta prác-
ticamente inalterable. A pesar de la retórica ofi-
cial, que afirma recuperar el turismo social del 
Primer Peronismo luego de décadas de abando-
no, expresando una continuidad con lo llevado 
a cabo en los años 50 y, al mismo tiempo, una 
ruptura con la política implementada en el úl-
timo cuarto de siglo; la política de post-crisis, 
consolida el proceso de reformulación que se 
desarrolla desde el regreso de la democracia. 
El órgano ejecutor creado a mediados de la dé-
cada de los 90, incluso las autoridades a cargo 
del área; los programas y planes, estructurados 
en un sistema de subvenciones y acuerdos de 
precios, en servicios de estadía y alimentación, 
destinados a colectivos de tercera edad, fami-
lias, escolares y personas con discapacidad; la 
cantidad de prestaciones ejecutadas y de perso-
nas beneficiadas; los actores relevantes que par-
ticipan del sistema, a partir de concesionarios 
y hoteleros; los fundamentos que justifican la 
acción en el área, así como los recursos asigna-
dos; sin presentar cambios sustanciales, consti-
tuyen una extensión de la acción pública imple-
mentada en las últimas décadas. 

Como sucede con las demás políticas tu-
rísticas, el turismo social se implementa sub-
sidiario al turismo receptivo, prioritario en la 
agenda gubernamental como “actividad de  
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exportación no tradicional”, que pasa a con-
centrar una cantidad creciente de los recursos 
del área (económicos y humanos), así como la 
producción de información específica y los con-
troles de seguimiento. La creación del Ministe-
rio, que reafirma estas finalidades económicas 
asociadas al desarrollo de la actividad, lejos de 
fortalecer al turismo social, acentúa su posición 
marginal en la arena turística. La normativa for-
mulada, la afectación y ejecución de recursos, 
la creación de organismos específicos y la de-
signación de personal, revela la prioridad gu-
bernamental, tendiente a consolidar los arribos 
internacionales, ante una deficitaria balanza de 
pagos en crecimiento. 
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Resumen
El objetivo de este artículo es caracterizar la situación de pobreza en Chile según la 
métrica de la perspectiva multidimensional. Como resultados se obtuvieron que a nivel 
general las carencias están más acentuadas en zonas rurales y que se agudizan al utili-
zar indicadores multinivel. Desde este enfoque, los indicadores de mayor precariedad 
y relevancia son educación, trabajo y vivienda. Se plantea que pese a la precariedad 
económica y el acceso restringido de bienes y servicios en los medios rurales, estos 
continúan siendo un espacio donde las manifestaciones de solidaridad y de bienestar 
subjetiva alcanzan mayor intensidad respecto a la ciudad. Se concluye que, no obstante 
las reconocidas limitaciones de la incipiente perspectiva multidimensional, este nuevo 
enfoque diversifica analíticamente y aporta mayor densidad a la comprensión y abor-
daje de la pobreza en Chile.

Palabras claves
Pobreza multidimensional, ruralidad, vulnerabilidad, desarrollo social, ingresos econó-
micos, capital social.

Abstract
The objective of this article is to characterize their situation of poverty according to the 
metric of the Multidimensional perspective. Within the results, found that deficiencies 
are more pronounced in rural areas, and they become more acute when using multilevel 
indicators. From this focus, the indicators that showed the greatest precariousness 
and relevance in the configuration of rural poverty are education, work and housing. 
It is posed that despite economic precariousness and restricted access to goods and 
services, rural areas are a space where manifestations of solidarity and subjective well-
being reach greater intensity with respect to the city. To conclude, notwithstanding 
the acknowledged limitations of the incipient multidimensional perspective, this new 
approach analytically diversifies and significantly contributes to the understanding and 
approach to poverty in Chile.

Keywords
Multidimensional poverty, rurality, vulnerability, social development, economic 
income, social capital.
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Introducción

En los últimos 25 años Chile ha demos-
trado tener una política social particularmente 
exitosa en su objetivo de reducir los niveles de 
pobreza en la población, especialmente la de 
tipo “extrema”, aunque su impacto se ha ralen-
tizado paulatinamente como resultado de las ca-
racterísticas mismas del fenómeno (Ruiz-Tagle, 
2011). En su tratamiento, la pobreza no solo 
es difícil de combatir sino también de definir. 
A la denominada “pobreza extrema” o “dura” 
se adiciona la pobreza encubierta de una parte 
significativa de la población, que aun contan-
do con ingresos mínimos que los sitúan sobre 
el umbral de pobreza económica son altamente 
vulnerables.

Si bien existe un sin número de aproxi-
maciones teóricas que permiten identificar qué 
hace pobre a una persona, habría un amplio 
consenso sobre la naturaleza multidimensional 
de este fenómeno. Así se reconoce que los ele-
mentos que toda persona necesita para alcan-
zar un desarrollo social adecuado, decidir de 
manera informada y con igualdad de derechos 
sociales no pueden limitarse a una sola de las 
dimensiones de su existencia, como ha sido his-
tóricamente el componente de ingresos econó-
micos (Alkire y Foster, 2008; Kakwani y Silber, 
2008; O’Neil, 2006). 

En las sociedades de consumo existiría 
una relación entre ingreso y satisfacción de ne-
cesidades (Moulian, 1998; Larraín, 2005; Bau-
man y Lyon, 2015). En la medida que los recur-
sos económicos de un hogar se constituyen en 
medio de compra de bienes y servicios para sa-
tisfacer necesidades básicas, estos adquieren un 
rol predominante en el desarrollo teórico de la 
medición de la pobreza (Cepal, 2007). No obs-
tante, los recursos económicos de los que dispo-
ne un hogar no son función lineal de la pobreza 
entendida en su integralidad, existiendo un con-
tingente significativo de personas y hogares que 
obteniendo ingresos suficientes que lo posicio-
nan sobre el umbral de la pobreza, sobreviven 

igualmente en una cotidianidad de carencia y 
riesgo.

La pobreza se expresa en múltiples di-
mensiones por lo que el ingreso no podría cuan-
tificarla en su totalidad (López y Ortiz, 2009). 
Por ende, un paradigma que margina de su 
rango de competencia dimensiones esenciales 
del bienestar como salud, educación, trabajo, 
seguridad social u otras de composición más 
subjetiva como la participación comunitaria, 
redes de apoyo y/o cohesión social, resulta in-
suficiente y reduccionista para dar cuenta de un 
fenómeno complejo y dinámico como el de la 
pobreza. 

Amparado en esta discusión, el Ministe-
rio de Desarrollo Social de Chile desde el 2013 
comenzó a implementar una nueva metodología 
de medición de la pobreza, la cual complementa 
la tradicional estimación basada en los ingresos 
económicos del hogar. Esta nueva aproxima-
ción teórico-metodológica denominada Pobre-
za Multidimensional (PM) busca cuantificar el 
estado de carencia de un hogar en las distintas 
dimensiones del bienestar. Para cada dimensión 
se definen indicadores con sus respectivos um-
brales, y cuando una persona u hogar no cubre 
dicho nivel se le considera carenciado (Ministe-
rio de Desarrollo Social, 2013). Así se redefini-
ría el mapa de la pobreza en Chile, en especial 
su abordaje y definición en los entornos rurales, 
donde el paradigma tradicional basado en los 
ingresos (Income Poverty Paradigm) ocasiona-
ba distorsiones y deficiencias.

El enfoque clásico tiende a subestimar 
los ingresos rurales en razón de la informali-
dad en el empleo, la mayor presencia del traba-
jo no asalariado, los cuenta propia y pequeños 
agricultores; así como la nula consideración a 
la contribución económica no monetaria que 
hacen familiares no remunerados o amas de 
casa al sustento familiar, como es la crianza de 
animales de granja, la mantención de pequeños 
huertos para el autoconsumo y la participación 
en la siembra y/o cosecha. Así mismo, es en el 
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sector rural donde las carencias adquieren un 
perfil y densidad distinta al de la ciudad. A las 
privaciones de dotación personal, como insufi-
ciencia de ingresos, salud y educación, los po-
bres rurales adicionan limitaciones de acceso a 
la dotación de infraestructura ambiental y pú-
blica. Conjunto de privaciones tradicionalmen-
te no cuantificadas que también vulneran los 
prerrequisitos para vivir dignamente y alcanzar 
la movilidad sostenida de los ingresos.

Los habitantes rurales acceden a empleos 
menos regulados y calificados, y por ende de 
menor renta. En Chile, uno de cada dos trabaja-
dores rurales por cuenta propia que labora en la 
agricultura tiene ingresos menores al salario mí-
nimo, proporción que es significativamente más 
elevada que la registrada en el comercio urbano 
en trabajadores de igual condición (Bertranou 
y Vásquez, 2007). Así mismo, las oportunida-
des educativas y laborales son más reducidas 
y de menor calidad, mostrando una profunda 
desigualdad respecto de los promedios urbanos 
(Williamson, 2004), lo que suscita la migración 
en especial de los más jóvenes, empobrecien-
do el capital social y educativo instalado en el 
campo (Perfetti, 2004). Por último, los habi-
tantes rurales registran un mayor aislamiento y 
distancia respecto de carreteras pavimentadas 
(FUSADES, 2004), medios de movilización y 
acceso a servicios públicos, situación que limita 
sus oportunidades de desarrollo y tiene un efec-
to directo en el aumento de los costos y tiempo 
de desplazamiento. 

En consecuencia, con base en estas espe-
cificidades que tiene el sector rural y la aporta-
ción teórico-metodológica que hace el enfoque 
de la multidimensionalidad de la pobreza, re-
sulta de interés para efectos de este artículo ca-
racterizar cómo se configura el nuevo mapa de 
la pobreza rural en Chile, ahora desde la defini-
ción de los estados de privación y carencia que 
proporciona este nuevo enfoque. En este obje-
tivo y haciendo uso de la Encuesta de Caracte-
rización Socioeconómica Nacional CASEN del 
año 2015, se cuantifican y comparan dimensio-

nes e indicadores de carencia, su incidencia en 
la configuración de la pobreza multidimensio-
nal y las brechas existentes entre el campo y la 
ciudad. Así, el documento presenta una revisión 
teórica actualizada y pertinente respecto de la 
pobreza, sus enfoques y atributos; un apartado 
metodológico que expone sucintamente el ins-
trumento, las características de la muestra, la 
operacionalización de las variables y la meto-
dología de trabajo; los resultados y respectivos 
análisis según dimensiones; para finalizar con 
las conclusiones más relevantes sobre la pobre-
za multidimensional y su manifestación compa-
rativa en el medio rural.

Revisión teórica

Transversal a la política social y sus ins-
tituciones, la pobreza en Chile se ha instalado 
como una preocupación cuya reducción en los 
últimos 25 años ha alcanzado resultados satis-
factorios, a pesar de las críticas que su defini-
ción y medición tradicional ha presentado. Su 
delimitación clásica consiste en la estimación 
de los ingresos familiares declarados en en-
cuestas sociales como indicador hegemónico. 
Esta normatividad implica la instrumentación 
de los ingresos para identificar a los pobres con 
base en puntos de corte que expresan dimen-
siones del bienestar económico y social traduci-
bles en estándares o niveles de vida por debajo 
de los cuales un hogar o persona se encontra-
ría en estado de pobreza o vulnerabilidad. En 
Chile, hasta el 2011 este estándar lo constituía 
el valor monetario de la Canasta Básica Fami-
liar (CBF), la cual establecía el nivel mínimo 
requerido bajo el cual no es posible sobrellevar 
una vida normal en la sociedad en que se vivía, 
configurando un estado de carencia transitorio o 
permanente. Así se tipificaba a la población en 
tres niveles de pobreza: extrema, no extrema y 
no pobres (Franco, 2013).

En este enfoque unidimensional basado 
en la exclusividad de los ingresos del hogar, las 
variaciones en el tiempo y por zona del patrón 
de consumo, así como el comportamiento de los 
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componentes alimentarios y no alimentarios del 
gasto del hogar, hacen necesaria una permanen-
te actualización, tanto del valor de la canasta 
como de los productos que la integran, lo que 
dificulta no solo la estimación de la pobreza, 
sino también su erradicación.

En este contexto, y dada la presencia de 
umbrales con diferenciados niveles de exigen-
cia, es posible que su estimación aumente en 
escenarios de distribución desigual, a pesar del 
importante crecimiento económico que se ex-
perimente, situación que evidentemente com-
plica a la autoridad política de turno (Sanhueza, 
2012). La sensibilidad existente a nivel ciuda-
dano respecto de la preocupación por la pobre-
za reditúa electoralmente por ser expresión de 
la eficiencia del quehacer gubernamental, en 
consecuencia qué medir y cómo medirlo no se 
traduce únicamente en un problema de opera-
cionalización metodológica, sino también en 
un cálculo político oportunista. Esto explicaría 
la dificultad para hacer ajustes metodológicos 
que deriven en la sobrestimación de los índi-
ces de pobreza que antes se tenía; y por otro, 
cierta tendencia a maquillar los resultados que 
pudiesen entregar cifras desfavorables. Es así 
como en el año 2011 se hicieron una serie de 
cuestionamientos a la estimación de la pobreza 
en Chile por alteraciones metodológicas poco 
consistentes y escasamente fundamentadas con 
el fin de demostrar que la pobreza se había re-
ducido, exprimiendo con ello ventajas políticas 
determinadas (The New York Times, 2012).

A pesar de las externalidades políticas no 
deseadas en la estimación de la pobreza, las crí-
ticas a su forma de medición y obsolescencia 
del valor y composición del patrón de estima-
ción acumulan tal densidad que hace inevitable 
la realización de un conjunto de ajustes al mo-
delo tradicional, así como la irrupción de un en-
foque multidimensional que tiene la particula-
ridad de escindirse del paradigma hegemónico 
de la cuantificación de los ingresos como indi-
cador de pobreza. Esto se tradujo en la actua-
lización del valor de la CBF y los componen-

tes que la integran, tanto alimentarios como no 
alimentarios, para estar en mayor sintonía con 
las nuevas pautas de consumo y estilos de vida 
imperantes, así como la eliminación de la di-
ferenciación por zona geográfica o territorial y 
modificación del índice para determinar la po-
breza extrema.

No obstante a estos ajustes metodológi-
cos, persiste un conjunto de críticas que ponen 
en cuestión la escasa consistencia de la meto-
dología tradicional de los ingresos y su reduc-
cionista unidimensionalidad (Alkire y Santos, 
2009; Larrañaga, 2007). Este paradigma tradi-
cional asume la exclusividad del mercado como 
proveedor de bienes y servicios, sin considerar 
las prestaciones públicas no transables en valor 
monetario disponibles para la población; esta-
blece un valor universal para la Canasta Bási-
ca Familiar sin discriminar en los diferenciados 
requerimientos calóricos de los distintos inte-
grantes del hogar; no considera la eficiencia en 
la gestión del presupuesto que hacen los distin-
tos miembros de un hogar y presupone que los 
ingresos de los proveedores se destinan única-
mente a cubrir necesidades familiares; por últi-
mo, al considerar la pobreza como un problema 
monetario de escasez o privación de renta, ins-
trumentaliza la inversión pública en educación, 
salud, vivienda y seguridad social, haciendo de 
esta un medio para aumentar ingresos y redu-
cir pobreza, minimizando su rol como garan-
te de derechos básicos en sociedades libres y  
democráticas.

En suma, lo que se pretende presentar 
como pobreza en realidad no cubre de manera 
satisfactoria lo que podemos considerar estados 
de vulnerabilidad o riesgo en la población con-
temporánea, direccionando las posibilidades de 
acción a medidas de liberalización económica 
y laboral, omitiendo además que el tipo de po-
lítica social promovido puede caer en la con-
tradicción de reducir la carencia de ingresos 
aun a costa de deteriorar la calidad de vida de 
las personas, sus libertades individuales y/o las 
brechas salariales. 
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Por ello, rápidamente se ha movilizado en 
los análisis la pobreza como una condición de 
vida caracterizada por la falta de hogar, recur-
sos y materiales hacia un estado transitorio e in-
cluso encubierto de vulnerabilidad o riesgo, que 
interseca impedimentos humanos y sociales con 
otros políticos, de libertad y felicidad, inhibida 
por la falta de acceso a la educación, la salud, 
el empleo, la vivienda y la seguridad social. La 
pobreza es un flagelo contra esta libertad y feli-
cidad simplemente porque no es elegida, cons-
tituyéndose en una privación inaceptable del 
derecho individual que limita la capacidad de 
vivir la clase de vida que se desea y valora, de 
manera soberana y en igualdad de oportunida-
des (Gajardo, 2014).

Así entendida, la pobreza difícilmente 
puede ser reducida a una única dimensión de 
su existencia cuantificable (Kakwani y Silber, 
2008), surgiendo la necesidad de nuevos enfo-
ques que puedan actuar de forma complementa-
ria o en sustitución de la tradicional perspectiva 
de los ingresos, incorporando una perspectiva 
más integral y con ello nuevas dimensiones re-
levantes al momento de evaluar el bienestar so-
cial (Denis, Gallegos y Sanhueza, 2010; Dea-
ton, 2010).

Es en este contexto que la Metodología 
Multidimensional en la estimación de la pobre-
za entregaría un acercamiento más asertivo a 
las problemáticas y carencias que enfrentan co-
tidianamente las familias, caracterizando la po-
breza en relación al número de privaciones que 
posean respecto del acceso a bienes y servicios 
considerados derechos fundamentales. Si bien 
como constructo teórico-metodológico susci-
ta controversia por subestimar la importancia 
de los ingresos, lo cierto es que aporta densi-
dad analítica al estudio del complejo fenómeno 
de la pobreza, ello a pesar de las discrepancias 
respecto de sus referentes más sustanciales, sus 
ponderaciones y estructuración de un modelo 
para estimarla (Denis, Gallegos y Sanhueza, 
2010; Larrañaga y Rodríguez, 2015).

Desde esta perspectiva, el enfoque mul-
tidimensional aplicado en Chile desde el año 
2013 por el Ministerio de Desarrollo Social 
contempla la estimación de la pobreza con base 
a la cuantificación de un conjunto de carencias 
(15) estructurado en 5 dimensiones relevantes 
para el desarrollo social (Informe de desarrollo 
social, 2015).

Educación

Se considera que un hogar es carente si 
al menos uno de sus integrantes menores de 
18 años no está asistiendo al sistema educati-
vo (asistencia), o si asistiendo se encuentra con 
un retraso pedagógico de dos o más años res-
pecto de su edad (rezago escolar), o bien, sien-
do mayores de edad se han retirado del siste-
ma escolar sin haber alcanzado la escolaridad 
mínima obligatoria según el cuerpo legal que 
les regia de acuerdo a la edad en dicho período  
(escolaridad).

Salud

Un hogar es carente si alguno de sus niños 
está desnutrido, en riesgo de desnutrición o con 
obesidad (malnutrición de niños/as), o cuando 
uno de sus integrantes no está afiliado al siste-
ma previsional de salud (adscripción al sistema 
de salud), o bien, frente a alguna enfermedad no 
recibió la atención o tratamiento de salud que le 
corresponde legalmente (atención).

Trabajo y seguridad social

Se considera que un hogar es carente si 
uno de sus integrantes en edad de trabajar está 
desocupado (ocupación), no cotiza en el sis-
tema previsional (seguridad social), o bien no 
percibe una pensión, sea de carácter contributi-
vo o no contributivo (jubilación).

Vivienda y entorno

Un hogar es carente cuando sus inte-
grantes residen en una vivienda sin los servi-
cios sanitaros básicos (servicios básicos), esta 
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se encuentra en situación de hacinamiento o en 
condiciones precarias en su materialidad (habi-
tabilidad), o bien, está emplazada en un lugar 
que expone a sus integrantes a problemas de 
contaminación medioambiental, cubrir largas 
distancias en sus traslados al trabajo, escuela o 
centro de salud, o bien, existe una insuficiencia 
de equipamiento básico en el espacio comunita-
rio (entorno).

Redes y cohesión social

Son carentes aquellos hogares que pre-
sentan una falta de vínculos sociales marginán-
dose de participar en organizaciones sociales o 
del trabajo y carecen de redes de apoyo externas 
(apoyo y participación social). también dentro 
de esta dimensión, se consideran carentes quie-
nes han sido discriminados por su condición 
física, sexual, religiosa, étnica o económica 
(trato igualitario), o señalan haber presencia-
do, dentro del área de residencia, situaciones 
delictuales, tales como balaceras y/o tráfico de 
drogas (seguridad).

Metodología
Instrumento

La presente investigación hizo uso de la 
Encuesta de Caracterización Socioeconómica 
Nacional (CASEN) año 2015, en particular los 
indicadores utilizados en la construcción del ín-
dice de Pobreza Multidimensional.

La Encuesta CASEN es un instrumento 
de recolección de datos de carácter oficial di-
señado e implementado en forma bianual por 
el Ministerio de Desarrollo Social de Chile, y 
tiene por objetivo analizar la realidad socioeco-
nómica y evaluar el impacto de la política social 
en el país recogiendo información de las perso-
nas, los hogares y sus viviendas. 

Su rigor métrico y poblacional le consti-
tuye en el principal y más relevante instrumento 
de diagnóstico de la realidad chilena proporcio-
nando información de validez nacional respecto 

del acceso a servicios, condiciones de habitabi-
lidad, educación, trabajo, ingresos, situación de 
pobreza, entre otras dimensiones de relevancia. 

Muestra

En la Encuesta CASEN la representativi-
dad es garantizada mediante un muestreo pro-
babilístico estratificado, registrando un error 
absoluto del orden del 0.69 puntos porcentuales 
a nivel nacional (Ministerio de Desarrollo So-
cial, 2013).

Dado que la Pobreza Multidimensional, 
objeto de estudio, es medida con base a las ca-
racterísticas de los miembros que integran el 
grupo familiar y la vivienda que ocupan, la uni-
dad de análisis es el Hogar.

La muestra estuvo integrada por 83.887 
hogares efectivamente encuestados, la cual 
ponderada por factor de expansión regional 
conforman un total general de 5.454.914 de ho-
gares. En cuanto a sus características centrales 
podemos informar que un 13,0% son rurales, 
tienen un tamaño promedio de 3,2 personas y 
registran un elevado índice de feminización en 
su estructura, donde un 39,5% son dirigidos por 
mujeres.

Variables y procedimiento de 
análisis

El enfoque de la Pobreza Multidimensio-
nal, modelo de estimación que comienza a ser 
aplicado en Chile a partir del 2013 inspirado en 
los planteamientos de Alkire y Foster (2008), 
consiste en la cuantificación de los niveles de 
carencia distintivos del desarrollo social con-
temporáneo cuya ausencia o precariedad en el 
acceso o satisfacción se constituye en un défi-
cit en la calidad de vida y una vulneración de 
derechos. Contempla cinco dimensiones social-
mente relevantes, como son educación, salud, 
trabajo y seguridad social, vivienda y entorno, 
redes y cohesión social; con tres indicadores 
cada una, las cuales en forma aditiva expresan 
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el estado de carencia por el cual atraviesa el 
hogar. Parte del supuesto que todas las dimen-
siones son igualmente relevantes asignando 
igual ponderación a cada una de ella (22,5%), 
con excepción de redes y cohesión social,  
dimensión que es ponderada con un 10%.  
Se considera que un hogar es pobre multidi-
mensional cuando registra un puntaje acumula-
do del 22,5% o superior, lo que es equivalen-
te a ser carente en al menos tres indicadores o 

Indicador Definición operacional
Asistencia Un hogar es carente por asistencia escolar si al menos uno de sus integrantes de 4 a 18 años de edad 

no está asistiendo a un establecimiento educacional y no ha completado los 12 años de escolaridad 
obligatoria, o al menos un integrante de 6 a 26 años que teniendo una condición permanente y/o de larga 
duración de discapacidad no asiste a un establecimiento educacional.

Rezago escolar Un hogar es carente por rezago escolar si al menos uno de sus integrantes menores de 22 años asistiendo 
a un establecimiento de educación básica o secundaria se encuentra retrasado dos años o más con 
respecto al curso que le corresponde de acuerdo a su edad.

Escolaridad Se considera que un hogar es carente en escolaridad cuando al menos uno de sus integrantes mayores de 
18 años ha alcanzado menos años de escolaridad que los establecidos por ley, de acuerdo a su edad.

Mal nutrición en 
niños(as)

Un hogar es carente en malnutrición en niños(as) si al menos uno de sus integrantes de 0 a 6 años está 
con sobrepeso u obesidad, o está en desnutrición o riesgo de desnutrición.

Adscripción de un 
sistema de salud

Un hogar es carente en adscripción a un sistema de salud si al menos uno de sus integrantes no está 
afiliado a un sistema previsional de salud y no tiene otro seguro de salud.

Atención de salud Se es carente en acceso a atención de salud si al menos uno de los integrantes del hogar en los últimos 
3 meses teniendo un problema de salud no tuvo consulta o atención médica por falta de tiempo, dinero, 
dificultad de acceso o falta de hora del profesional, o bien durante los últimos 12 meses, estando en 
tratamiento médico por enfermedad contemplada por el Sistema de Garantías Específicas en Salud, esta 
no ha sido efectivamente cubierta por demora en la atención, excesiva tramitación, no pertenenecer al 
tramo de edad correspondiente, percepción de calidad deficiente del servicio o desconocimiento del 
trámite para acceder a la atención. 

Ocupación Se considera que un hogar es carente en ocupación si al menos uno de sus integrantes mayores de 18 
(o menor de 19 si ha completado la enseñanza media) está desocupado, es decir, actualmente no tiene 
trabajo y busca trabajo durante el período de referencia.

Seguridad social Un hogar es carente en seguridad social si al menos uno de sus integrantes de 15 años o más que se 
encuentra ocupado no cotiza en el sistema previsional y no es trabajador independiente con educación 
superior completa.

Jubilación Se considera que un hogar es carente en Jubilaciones si al menos uno de sus integrantes no percibe una 
pensión contributiva (mujeres de 60 años o más y hombres de 65 años o más), o no contributiva (Pensión 
Básica Solidaria para personas de 65 años o más, o pensiones de reparación) y no recibe otros ingresos 
por arriendos, retiro de utilidades, dividendos e intereses.

Habitabilidad Se es carente por habitabilidad si el hogar presenta una situación de hacinamiento (el número de 
personas por dormitorio es mayor o igual a 2,5) o la vivienda que ocupa tiene muros, techos o suelos en 
mal estado de conservación o bien la vivienda es de tipo precario.

Servicios básicos Vivienda urbana que no tiene acceso a agua potable procedente de red pública, y en caso de la vivienda 
rural no tiene acceso a agua procedente de red o sistema de distribución de fuentes subterráneas o 
superficiales (pozo o noria, río, vertiente, lago o estero, o camión aljibe). O bien, en área urbana o rural, 
tiene llave fuera de la vivienda y/o tiene servicio de eliminación de excretas distinto a W.C conectado a 
alcantarillado o fosa séptica.

una dimensión subyacente tradicional. Adicio-
nalmente esta misma metodología posibilita 
cuantificar el número de carencias que reporta 
el hogar con base en la cantidad de indicadores 
en déficit, que para efectos de esta investigación 
hemos denominado umbrales de carencia (K) 
configurado por la totalidad de los 15 indica-
dores utilizados para la medición de la pobreza 
desde un punto multidimensional (Tabla 1).

Tabla 1.  
Indicadores CASEN para Pobreza multidimensional
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Con base a la operacionalización funcio-
nal de los parámetros expuestos se procedió a 
construir para cada hogar un conjunto de indi-
cadores de carencia expresados en código bina-
rio, según esté presente (1) o no (0) la situación 
de vulnerabilidad. Estos indicadores, en tér-
minos aditivos, permiten definir un índice con 
distintos umbrales de privación, estableciéndo-
se como punto de corte para catalogar al hogar 
como pobre multidimensional a quien traspase 
el umbral del 22,5 en una escala de máximo 100 
puntos, el cual resulta definido con la siguiente 
ecuación. 

Con estos indicadores dicotomizados 
tanto a nivel general como desagregado por 
dimensión se realiza un análisis comparativo 
según zona de residencia (urbano-rural), evi-
denciando el estado de carencia que registran 
los hogares especialmente del área rural, confi-
gurando por un lado las brechas existentes con 
la ciudad, y por otro el peso o incidencia que 
esta privación tiene en la configuración de la 
Pobreza Multidimensional.

Indicador Definición operacional
Entorno Se considera carentes en entorno a los hogares que en los últimos 12 meses han vivido o presenciado 

con frecuencia (“siempre”) problemas de contaminación del aire, malos olores, acumulación de 
basuras o contaminación de fuentes de agua. También son vulnerables los hogares que no disponen de 
equipamiento básico cerca de sus viviendas (transporte público, colegios o centros de salud).

Apoyo y participación 
social

Un hogar es carente cuando declara no conocer a alguna persona fuera del hogar que pueda prestar 
apoyo en caso de enfermedad, facilitar vehículo, prestar dinero en situaciones de emergencia, dar 
consejo, ayudar en reparaciones, trámites y/o uso de tecnologías. Adicionalmente, ninguno de sus 
miembros mayores de 14 años ha participado, en los últimos 12 meses, en alguna organización social, 
gremial o grupo organizado de cualquier naturaleza.

Trato igualitario Se considera carente al hogar donde alguno de sus miembros en los últimos 12 meses ha sido tratado 
injustamente o discriminado fuera del hogar por su condición socioeconómica, género, estado civil, 
orientación sexual, religión, pertenencia étnica, posición política, color de piel, nacionalidad, forma de 
vestir, condición de salud o lugar donde vive, estudia o trabaja.

Seguridad Se considera carentes a hogares que declaran que alguno de sus miembros ha vivido o presenciado 
frecuentemente (“siempre”) y durante el último mes situaciones de tráfico de drogas, balaceras o 
disparos.

Fuente: Elaboración propia.

P(K)= K1W1+ K2W2+… + K15W15 = 
𝐾𝐾𝑖𝑖𝑊𝑊𝑖𝑖!

!!!                      
                                                                                                                 (1) 

P(K) = Índice de carencia;  
Ki = Carencia en el indicador correspondiente;  

Wi= Factor de ponderación para el indicador  
correspondiente. 

	
  

Análisis
La pobreza, medida en su forma tradicio-

nal, pone el énfasis en la insuficiencia de los 
ingresos familiares con base en el valor refe-
rencial de un constructo socio-técnico llama-
do “Canasta Básica Familiar”, distinguiendo 
tres conglomerados poblacionales. Este indi-
cador, método oficial para medir la vulnera-
bilidad económica utilizada en Chile, informa 
que para 2015 un 20,2% de los hogares rurales 
es clasificado en situación de pobreza, ya sea 
en condición de extrema pobreza (6,1%) o po-
breza no extrema (14,1%). En los últimos 25 
años Chile ha sido particularmente exitoso en 
su política social de superación del flagelo de 
la pobreza rural, reduciéndola en un 48% res-
pecto de la existente en 1990, no obstante, esta 
continúa siendo un problema de gran magnitud, 
duplicando a la existente en la ciudad que es 
del orden del 8,9% a nivel de hogares en el año 
2015.

La significativa prevalencia de la pobreza 
rural desde la métrica de los ingresos es corro-
borada desde el enfoque multidimensional que, 
amparado en la cuantificación de las carencias, 
identifica a los hogares que son pobres en fun-
ción de un conjunto de necesidades socialmen-
te consideradas básicas y que son insatisfechas. 
La Figura 1 muestra, basándose en el enfoque 
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multidimensional, a los hogares carenciados 
para distintos umbrales de pobreza (k) según 
zona de residencia, donde el punto de corte k3 
corresponde al umbral que clasifica al hogar 
como pobre multidimensional. 

Figura 1.  
Hogares pobres según umbrales de la pobreza 

multidimensional (%)

Fuente: Elaboración propia con base en Casen, 2015.

Esta situación es equivalente a presentar 
alrededor de 3 de los 15 indicadores contem-
plados en condición de carencia, los cuales se 
estructuran con base en las dimensiones de: 
educación, salud, trabajo/seguridad social, vi-
vienda/entorno y redes/cohesión social. Desde 
esta métrica multidimensional, a nivel nacional 
el 16,6% de los hogares son pobres, cifra que 
excede en un 60% a la cuantificada mediante 
el enfoque tradicional de insuficiencia de ingre-
sos (10,4%) y registra una mayor prevalencia 
en las zonas rurales del país. Este enfoque mul-
tidimensional reporta para las zonas rurales un 
32,4% de los hogares en condición de pobreza.

Independiente de la metodología utiliza-
da, la pobreza es más acentuada en las zonas ru-
rales cualquiera sea el umbral de pobreza ana-
lizado. La insuficiencia y estacionalidad de los 
ingresos con ocasión de una limitada y vulnera-
ble actividad productiva de naturaleza agrícola, 
unido a la desigual distribución de la tierra y 
las distorsiones del mercado agropecuario, han 
profundizado las situaciones de pobreza econó-
mica en la población rural respecto de la exis-
tente en la ciudad (Echeverría, 2000). 

Reconociendo que en los últimos 25 años 
el desarrollo de la actividad agrícola ha con-
tribuido a la reducción de la pobreza rural en 
Chile, este mejoramiento de los ingresos fa-
miliares estaría más explicado por el impacto 
de la focalización de subsidios monetarios de 
la política social hacia la población rural y por 
procesos de un mercado laboral fuertemente ur-
banizado, como son la creciente asalarización 
y diversificación tanto de perceptores como 
de fuentes de ingresos. En efecto, y tal como 
lo sugieren Bentancor, Modrego y Berdegué, 
(2008), la actividad de naturaleza agrícola en 
cuanto generadora de ingresos en los más po-
bres no habría tenido un desempeño tan satis-
factorio en relación a la expansión del valor 
agregado sectorial. 

Las precarias rentas existentes en el sec-
tor rural y desigual distribución de los ingresos 
profundizan las brechas con las zonas urbanas, 
acrecienta la pobreza económica y limita, espe-
cialmente en el campo, el efecto “pro-pobre” 
del crecimiento. Por otra parte, si bien el creci-
miento económico ha tenido efectos positivos 
sobre la reducción de la pobreza rural, este se 
ha ralentizado respecto del espacio urbano y no 
ha sido suficiente para garantizar convergencia 
y disminuir la desigualdad económica del país 
(Contreras, Cooper y Neilson, 2008). 

Estos mayores índices de pobreza eco-
nómica son complementados por la precaria 
calidad o restringido acceso a servicios, situa-
ción que dificulta o imposibilita la satisfacción 
de necesidades básicas con base estándar. Esta 
precariedad se acentúa, en consecuencia, al mo-
mento de homogenizar los otrora dispares indi-
cadores para medir bienestar social que se esta-
blecían para el campo y la ciudad, tal y como se 
observa en la Figura 2. Es esta estandarización 
la que devela las diferenciales oportunidades y 
limitaciones de cada zona, así como los atribu-
tos distintivos de los hogares (Gutiérrez, 2013), 
aumentando la probabilidad de exposición a si-
tuaciones de vulnerabilidad y pobreza, entendi-
da como privación a bienes y servicios que la 
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sociedad asume como adecuados para el desa-
rrollo en un momento determinado.

Figura 2. 
Hogares carenciados según dimensión  

por zona (%)

Fuente: Elaboración propia con base en Casen, 2015.

En consecuencia, al contemplar estos 
nuevos indicadores del estado de carencia, el 
enfoque multidimensional cuantifica una mayor 
proporción de hogares vulnerables, especial-
mente para zonas rurales. En esta zona, uno de 
cada tres hogares es pobre (32,4%), cifra que es 
un 126% superior a la registrada en la ciudad.

En tanto esta métrica de la pobreza cuan-
tifica las carencias presentes en un hogar, resul-
ta de interés caracterizar a las unidades fami-
liares con base en estos indicadores. Bajo esta 
perspectiva de análisis descriptivo se observa 
que en el espacio rural los mayores niveles de 
carencia se constatan en la dimensión educa-
ción (57,8%), particularmente en el indicador  
escolaridad (56,0%), y en las dimensiones tra-

bajo y seguridad social (48,7%), vivienda y en-
torno (48,0%), con un patrón descriptivo fuer-
temente diferenciador respecto de las zonas 
urbanas, en especial en la dimensiones de edu-
cación y trabajo.

Alrededor de 3 de cada 5 hogares rura-
les (57,8%) presentan alguna carencia en la 
dimensión educación, siendo particularmente 
relevante la aportación de los déficits de esco-
laridad. La carencia educativa estaría presente 
en el 87,2% de los hogares clasificados como 
pobres desde la perspectiva multidimensional, 
situación que da cuenta de la relevancia que 
tiene este componente no solo como inversión 
en la generación de ingresos, sino también en la 
configuración de vulnerabilidad en el presente.

Los habitantes rurales han evidenciado 
históricamente una mayor tendencia a margi-
narse tempranamente de los sistemas educati-
vos, no completando los años de escolaridad 
establecidos por los distintos cuerpos legales 
de acuerdo a la edad. En efecto, el 56% de los 
hogares rurales tienen al menos un miembro 
mayor de edad que no terminó la enseñanza 
mínima obligatoria, cifra que es significati-
vamente mayor a la registrada en el contexto  
urbano (26,3%).

Las razones de este comportamiento 
son de variada índole, atribuibles tanto a 
valoraciones personales como a restricciones 
institucionales. La deserción temprana sería 

Tabla 2. 
Carencialidad y pobreza en dimensión educación según zona

Rural Urbana
Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c

1. Educación

- Acceso
- Rezago escolar
- Escolaridad

57,8

3,1
2,4

56,0

87,2

6,9
5,3

84,8

48,7

71,6
71,7
48,9

28,2

2,1
2,2

26,3

73,6

9,8
9,6

69,0

37,4

66,6
63,2
37,5

Nota. a: proporción de hogares carenciados según dimensión e indicador; b: proporción de hogares 
pobres multidimensionales carenciados en dimensión o indicador; c: proporción de hogares 
carenciados clasificados como pobres multidimensionales.
Fuente: Elaboración propia.
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consecuencia de una incapacidad histórica 
y manifiesta de los sistemas educativos para 
retener al interior de sus aulas a estudiantes 
de menor capital social, quienes, a su vez, 
registran una mayor tendencia a ser seducidos 
tempranamente por el mercado laboral y son 
conminados por sus familias para generar 
ingresos. Por otra parte, la persistente migración 
actúa preferencialmente sobre los más jóvenes 
y más educados, quienes perciben la ciudad 
como un espacio de mayores oportunidades de 
educación y trabajo. En efecto, la prolongación 
de la permanencia en el sistema educativo se 
realiza generalmente en contextos urbanos, y 
es este mismo mayor nivel educativo el que 
posibilita establecer su residencia permanente 
en la ciudad, donde encuentra mejores 
posibilidades de empleo y de mejor calidad 
(Rodríguez, Fawaz y Muñoz, 2016). 

Por otra parte, cabe hacer presente que 
el déficit educativo familiar en términos de de-
serción escolar temprana es un fenómeno cuya 
manifestación se ha ralentizado intergeneracio-
nalmente. El sistema educativo chileno ha au-
mentado sostenidamente sus tasas de cobertu-
ra con independencia de la zona de residencia, 
en especial en lo que a escolaridad obligatoria 
se refiere de la población más joven. Este me-
joramiento en el acceso ha venido acompaña-
do de una agresiva política pública para redu-
cir el rezago escolar. Diferenciales estrategias 
evaluativas de los aprendizajes que atienda 
a las características del contexto escolar han  
fomentado la reducción de la repitencia con 

promoción prácticamente automática en los 
primeros años de enseñanza básica, mejorando 
significativamente los niveles de eficiencia ter-
minal con independencia relativa a las particu-
laridades de la zona de residencia. Ello explica 
las leves diferencias observadas en el compor-
tamiento de los indicadores Acceso y Rezago en 
la configuración de la carencialidad educativa 
entre el campo y la ciudad.

Las dimensiones tanto de trabajo y se-
guridad social como de vivienda y entorno ad-
quieren relevancia en la cuantificación de la 
precariedad rural. Un 48,7% de estos hogares 
registran algún tipo de carencia en el compo-
nente dimensional del trabajo, en particular en 
seguridad social (39,3%), indicador que se dis-
tancia significativamente de jubilación (9,4%) 
y ocupación (6,6%).

La dimensión del trabajo e indicadores 
que la componen, siendo siempre más eleva-
do su estado de carencia en zonas rurales, es 
donde comparativamente se registra una mayor 
homogeneidad en los perfiles de distribución 
campo-ciudad. No obstante, el peso que tiene 
la situación de carencia en esta dimensión re-
sulta más relevante en zonas rurales que urba-
nas. Mientras en el sector rural uno de cada dos 
hogares que registran alguna vulnerabilidad en 
ocupación, seguridad social o jubilación son ca-
talogados como pobres (49,4%), en los hogares 
urbanos esta situación alcanza el 28,6%.

Tabla 3.  
Carencialidad y pobreza en dimensión trabajo y seguridad social según zona

Rural Urbana
Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c

2. Trabajo y seguridad social

- Ocupación
- Seguridad social
- Jubilaciones

48,7

6,6
39,3
9,4

74,9

11,7
60,2
19,2

49,4

56,8
49,6
65,9

43,7

9,7
31,2
9,9

87,8

26,1
68,7
25,5

28,6

38,4
31,5
37,0

Nota. a: proporción de hogares carenciados según dimensión e indicador; b: proporción de hogares pobres 
multidimensionales carenciados en dimensión o indicador; c: proporción de hogares carenciados clasificados como 
pobres multidimensionales.
Fuente: Elaboración propia.
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El trabajo por cuenta propia y el asalaria-
do de tipo informal, de mayor prevalencia en 
el ámbito rural, junto con las bajas remunera-
ciones inhiben la afiliación a un sistema pre-
visional, estructurando situaciones de pobreza 
multidimensional tanto en el campo como en la 
ciudad. El comercio y la agricultura, sectores de 
alta concentración de mano de obra rural, desta-
can en este comportamiento (Bertranou y Vás-
quez, 2007). Fortalecen esta decisión configu-
radora de vulnerabilidad la falta de incentivos 
estatales y la baja fiscalización a la obligatorie-
dad de cumplir con las cotizaciones previsio-
nales (Bertranou, 2007). Ello explicaría la alta 
prevalencia de hogares que tienen al menos un 
miembro en edad de trabajar que, generando 
algún tipo de ingreso, no está afiliado a un sis-
tema previsional.

El indicador jubilación, perteneciente a 
la dimensión trabajo y seguridad social, regis-
tra una escasa proporción de hogares rurales 
carenciados del orden del 10%, y con similar 
comportamiento al de la ciudad (9,4%). Los po-
bres generan ingresos con ocasión del trabajo, 
encontrándose generalmente ocupados, y cuan-
do abandonan el mercado laboral al alcanzar la 
tercera edad, acceden a pensiones previsionales 
o asistenciales, aunque de reducidos montos. Es 
esta condición de ocupado y/o pensionado la 
que, dada la métrica de presencia/ausencia en 
que se cuantifican estos indicadores, hace que el 
hogar caiga fuera de la zona de carencia, a pesar 
de la vulnerabilidad e insuficiencia de los ingre-

sos familiares que reporta. Ello explica la baja 
incidencia de estos indicadores en la cuantifica-
ción de la multidimensionalidad de la pobreza 
y la ausencia de diferencias significativas entre 
los espacios rurales y urbanos.

En la medida que estos indicadores se li-
mitan a dar cuenta de la existencia del vínculo 
de ocupado/pensionado, invisibiliza y subva-
lora las reales problemáticas del empleo y las 
pensiones. El desarrollo y dinámica del mer-
cado laboral, la focalización de los subsidios 
monetarios para quienes no pueden trabajar por 
un problema de salud emergente o de edad, han 
hecho aumentar las coberturas de los indicado-
res asociados a la dimensión del trabajo, pero 
persisten problemas de calidad como resultado 
de la informalidad, la inestabilidad y precarie-
dad de los ingresos percibidos por una u otra 
fuente. En esta misma línea, el acto de jubilar 
supone un punto de inflexión que vulnera do-
blemente al hogar y al individuo, precarizando 
por un lado los ingresos, y por otro las relacio-
nes sociales como consecuencia de la desvin-
culación con el mercado laboral, tal y como lo 
sostienen Allan, Wachholtz y Valdés (2005).

En la dimensión de vivienda y entorno, 
los hogares rurales y urbanos muestran una des-
igual distribución de precariedad, observándose 
claramente más deteriorados en el sector rural. 
En esta dimensión alrededor de uno de cada dos 
hogares rurales (48,0%) presenta algún tipo de 
carencia en al menos uno de sus indicadores, 

Tabla 4.  
Carencialidad y pobreza en dimensión vivienda y entorno según zona

Rural Urbana
Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c

3. Vivienda y Entorno

- Habitabilidad
- Servicios básicos
- Entorno

48,0

22,7
21,3
21,9

84,2

50,3
50,1
35,0

56,8

71,4
76,3
51,4

24,9

18,5
1,0
8,1

68,1

55,8
4,8

22,4

39,4

43,4
70,4
39,5

Nota. a: proporción de hogares carenciados según dimensión e indicador; b: proporción de hogares pobres multidi-
mensionales carenciados en dimensión o indicador; c: proporción de hogares carenciados clasificados como pobres 
multidimensionales.
Fuente: Elaboración propia.
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con un perfil claramente diferenciador respec-
to de los hogares urbanos, evidenciándose las 
mayores brechas en el indicador de servicios 
básicos y entorno. Es así como el 84,2% de los 
hogares rurales catalogados como pobres multi-
dimensionales es vulnerable en esta dimensión, 
sea por condiciones de habitabilidad o servicios 
básicos.

Con base en la desagregación de esta 
dimensión, un porcentaje significativo de los 
hogares rurales reside en una vivienda con de-
ficiencias en su habitabilidad, sea por hacina-
miento o materialidad inadecuada, tanto a nivel 
general (22,7%) como dentro de los hogares 
en situación de pobreza (50,3%). Además, un 
21,3% registra algún tipo de carencia en su sis-
tema de dotación de agua, electrificación o eli-
minación de excretas, siendo particularmente 
relevante la incidencia de este último compo-
nente. En efecto, y contrario a lo que acontece 
con el sistema de alcantarillado, los otros ele-
mentos del saneamiento básico registran am-
plios niveles de cobertura y escasas diferencia 
con lo urbano. 

Brechas igualmente relevantes, aunque 
menos acentuadas se registran en el indica-
dor Entorno. Un 21,9% de los hogares rurales 
informa haber vivenciado en los últimos 12 
meses un problema de contaminación ambien-
tal, accesibilidad y deficiencia de equipamiento 
básico en su espacio residencial. Las deficien-
cias medioambientales, sea con ocasión de la 

presencia de malos olores, acumulación de ba-
sura y contaminación del aire o del agua, regis-
tran una escasa prevalencia en el medio rural, 
tan solo un 1,9% de los hogares presentan algún 
estado de vulnerabilidad a este respecto, sien-
do siempre inferior a la de la ciudad (4,3%). Si 
bien la contaminación medioambiental no es 
exclusividad de entornos urbanos, el desarro-
llo industrial y la densidad residencial hacen 
más claros e identificables los puntos focales de 
contaminación en las ciudades, sea por la acu-
mulación de basuras en calles y barrios o des-
cargas de aguas servidas y residuales. Deterioro 
medioambiental que en el campo se hace más 
difuso, en menores concentraciones y a lo largo 
de áreas más extensas. Componente de presen-
cia difusa que es más difícil de observar y por 
lo mismo más complejo de regular y controlar 
(CONAMA, 2006).

Contrario a lo que acontece con el com-
ponente medioambiente que precariza en menor 
medida a los hogares rurales, las dificultades de 
accesibilidad y deficiencias de equipamiento 
comunitario serían carencias más acentuadas 
del espacio rural. En efecto, un 20,4% de los ho-
gares rurales reportan aislamiento relativo en el 
acceso al transporte público, centros educativos 
y de salud; así como una insuficiente dotación 
de equipamiento básico y comunitario, situa-
ción que vulnera y empobrece las condiciones 
del entorno, inhibiendo la capacidad local para 
acceder a servicios, en especial en eventos de 
emergencia.

Tabla 5.  
Carencialidad y pobreza en dimensión salud según zona

Rural Urbana
Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c

4. Salud
- Malnutrición niño
- Adscripción SPS
- Acceso

12,9
5,0
5,5
2,9

24,8
10,0
11,1
5,0

62,4
64,7
65,7
56,6

15,5
4,8
6,2
5,5

44,6
16,1
20,7
13,4

41,0
47,7
48,3
34,8

Nota. a: proporción de hogares carenciados según dimensión e indicador; b: proporción de hogares pobres multidimensionales carencia-
dos en dimensión o indicador; c: proporción de hogares carenciados clasificados como pobres multidimensionales.

Fuente: Elaboración propia.
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En la dimensión de salud se observa que 
el 12,9% de los hogares rurales presenta algún 
tipo de carencia versus un 15,5% de los urba-
nos, teniendo ambos sectores una distribución 
relativamente homogénea al desagregar por in-
dicador. A nivel rural uno de cada cuatro hoga-
res pobres multidimensionales (24,8%) presen-
tan carencia en algún indicador de salud, cifra 
significativamente menor que la observada en 
zonas urbanas, donde un 44,6% de los pobres 
registra vulnerabilidad en esta dimensión. Esta 
situación informaría que el peso que tiene la 
salud en la configuración de la pobreza rural 
desde el enfoque multidimensional es menor a 
la atribuida en la ciudad, por cuanto es educa-
ción y trabajo las dimensiones que inciden con 
mayor intensidad en la determinación de la po-
breza rural.

En Chile, las políticas sociales en mate-
ria de salud, en especial a partir de los noven-
ta, han contribuido a aumentar la cobertura de 
atención, elevando considerablemente los in-
dicadores sanitarios. Sin embargo, en lo que a 
calidad y oportunidad se refiere el sistema de 
salud continúa registrando ciertos rezagos, defi-
ciencias y restricciones, sobre todo con los gru-
pos más vulnerables (Olavarría, 2005). 

La quinta y última dimensión de la Pobre-
za Multidimensional es la denominada: redes y 
cohesión social. Su reciente incorporación por 
el Ministerio de Desarrollo Social en Chile en 

el 2015 se fundamenta en que la relación entre 
el sujeto y lo social es un ciclo de intercambios 
permanentes y relevantes de cuantificar para 
determinar estados de carencia. Por un lado, las 
características y situaciones del entorno reper-
cuten en el individuo y en su estado de bien-
estar, y por otro, las acciones u omisiones del 
sujeto tienen su manifestación en lo social (Le 
Fur, 2002). En consecuencia, de los dominios 
relacionales del sujeto deriva un vínculo emo-
cional, informativo e instrumental con otros por 
medio de situaciones sociales gratificantes, que, 
si bien operan con mayor fuerza y habitualidad 
en contextos de pareja, familia y amigos, su 
existencia e importancia se extiende deseable-
mente al mundo del trabajo, el barrio, la ciu-
dad y el país en que se habita. Así, por ejemplo, 
la estrecha relación entre religión y bienestar 
subjetivo, más allá de la religiosidad misma, se 
funda también en el sentimiento de apoyo so-
cial entre los practicantes y la pertenencia a una 
comunidad de intereses comunes (Verdugo, et 
al., 2013; Moyano y Ramos, 2007). 

Con base en los datos analizados, un 16% 
de los hogares rurales y un 29,1% de los urbanos 
reporta algún tipo de carencia en la dimensión 
redes y cohesión social, siendo especialmente 
significativas en el indicador trato igualitario. 
Misma dimensión que reporta pesos significa-
tivos en la configuración de la pobreza. Mien-
tras un 19,8% de los hogares rurales pobres 
sufre privación en algún indicador, en el ámbito  

Tabla 6.  
Carencialidad y pobreza en dimensión redes y cohesión social según zona

Rural Urbana
Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c Carenciadoa Pobres col.b Pobres fil.c

5. Redes y cohesión social

- Apoyo y P.S.
- Trato igualitario
- Seguridad

16,0

4,3
10,8
1,8

19,8

5,2
13,7
2,1

40,0

39,8
41,2
37,6

29,1

5,5
15,6
12,5

43,4

9,4
21,4
23,6

21,3

24,8
19,7
27,0

Nota. a: proporción de hogares carenciados según dimensión e indicador; b: proporción de hogares pobres 
multidimensionales carenciados en dimensión o indicador; c: proporción de hogares carenciados clasificados 
como pobres multidimensionales.

Fuente: Elaboración propia.
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urbano esta cifra se alza por el orden del 43,4%. 
En todos los indicadores el sector rural regis-
tra un menor nivel de carencia respecto de la 
informada por las zonas urbanas, siendo espe-
cialmente notoria la de seguridad. En efecto, 
más allá de la transferencia autorreferencial 
que idealiza la vida en el campo, es en las urbes 
donde se manifiesta con mayor intensidad y fre-
cuencia la sensación de inseguridad. La presen-
cia de focos de tráfico de droga, balaceras y ba-
rrios inseguros es manifestada por el 12,5% de 
los hogares urbanos en comparación a un esca-
so 1,8% de los rurales. Reporte de experiencias 
de inseguridad ciudadanas en el ámbito urbano 
que aumentan significativamente en razón del 
tamaño de la urbe.

La segmentación territorial y social de 
la ciudad conlleva a un escaso contacto inter-
personal reduciendo la capacidad de establecer 
vínculos significativos con los demás, a quie-
nes se percibe como extraños e incluso enemi-
gos (Cepal, 2007; Rodríguez, Padilla y Durán, 
2017). Así mismo, a la eventual mayor integra-
ción comunitaria de los habitantes rurales como 
explicación a una menor percepción de vulne-
rabilidad, se suman factores sociodemográfi-
cos, una reducida experiencia de victimización 
personal o vicaria y una menor exposición a la 
influencia a los medios de comunicación (Gar-
cía, 2004). Así mismo, es esta segmentación re-
sidencial del espacio urbano la que agudiza la 
vivencia de eventos discriminatorios, por cuan-
to mientras más diferenciada sea una sociedad, 
mayor serán las manifestaciones de intolerancia 
con los otros que se perciben como no significa-
tivos y diferentes con base en una determinada 
condición de contexto u origen (Ñopo, Chong y 
Moro, 2011).

En esta misma línea, un escaso 4,3% de 
los hogares rurales reporta algún tipo de caren-
cia en el indicador apoyo y participación social, 
existiendo diferencias escasamente significa-
tivas con el sector urbano. En la generalidad, 
los miembros de la unidad familiar, en tanto 
integrantes de una comunidad mayor, partici-

pan de organizaciones de diversa tipología y/o  
construyen redes sociales de apoyo significati-
vo, a las cuales recurren en caso de necesidad o 
emergencia. 

No obstante vivir con otros posibilita el 
establecimiento de vínculos afectivos, informa-
tivos o instrumentales, este espacio relacional 
no está exento de conflictos ni de la manifes-
tación de actitudes y conductas discriminato-
rias. En efecto, un 10,8% de los hogares rura-
les presentan algún tipo de carencia de trato 
igualitario y se ha sentido discriminado por su 
condición económica, social o étnica, su lugar 
de residencia, orientación sexual o religiosa. 
Aunque estos patrones de comportamiento son 
menos acentuados que en la ciudad (15,6%), 
exponen a los individuos que lo padecen a una 
situación de vulnerabilidad y rechazo preceden-
tes de la exclusión. La intolerancia no siempre 
es manifiesta y abierta, siendo en algunos casos 
sutil y ambivalente, como sucede con las muje-
res, los niños y los adultos mayores. Expresio-
nes atenuadas de falta de trato igualitario que 
conviven con otras prácticas de discriminación 
y rechazo más flagrantes, abiertas y violentas, 
como lo son el trato hacia los homosexuales y 
minorías étnicas (Cepal, 2007).

En síntesis, la evidencia informa diferen-
ciales estimaciones en la cuantificación de la 
pobreza, con independencia del enfoque meto-
dológico implementado. La pobreza es mayor 
en el ámbito rural, así como lo son los distintos 
estados de carencia o umbrales medidos por el 
enfoque multidimensional, con la excepción de 
los indicadores vinculados a redes y cohesión 
social. Pese a la mayor vulnerabilidad econó-
mica y restricciones para el acceso a bienes y 
servicios, el campo continúa siendo un espacio 
donde las manifestaciones de solidaridad, los 
vínculos afectivos con los demás y el bienestar 
subjetivo adquieren mayor intensidad. 

Conclusiones
La pobreza es un fenómeno dinámico y 

complejo cuyo abordaje tradicional con base en 
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los ingresos resulta insuficiente, por cuanto deja 
fuera de su ámbito de referencia una serie de 
privaciones en la dotación personal y de con-
texto que tienen los pobres, siendo particular-
mente deficiente en la estimación de la pobre-
za rural. En razón a estas limitaciones desde el 
año 2013 el Ministerio de Desarrollo Social en 
Chile viene aplicando un enfoque teórico-me-
todológico que contempla un conjunto de 15 
indicadores distribuidos en 5 dimensiones, los 
cuales abarcan aspectos asociados a la salud, 
el trabajo, educación, vivienda y entorno, así 
como la redes y cohesión social. Cuantificación 
de carencias multidimensionales que viene a 
complementar a la de los ingresos y es recogida 
por parte de la encuesta de Caracterización So-
cioeconómica Nacional (CASEN). 

Haciendo uso de esta Encuesta CASEN, 
para el año 2015, la presente investigación tuvo 
por objetivo cuantificar y comparar el conjunto 
de privaciones definidas por la Pobreza Multi-
dimensional, en particular cómo se reconfigura 
el mapa de la pobreza rural en Chile con base en 
esta nueva metodología, determinando el peso 
o incidencia que tienen los distintos umbrales 
de carencia y las brechas que la separan con la 
ciudad. 

Con independencia de la perspectiva teó-
rico-metodológica utilizada, los datos reportan 
una mayor pobreza rural que la existente en la 
ciudad, siendo particularmente elevada la es-
timada por el enfoque Multidimensional de la 
Pobreza. 

No obstante estas inferencias en torno a 
su nivel métrico debiesen tomarse con caute-
la. Si bien el enfoque tradicional con base en 
la insuficiencia de ingresos puede subestimar 
la cantidad de pobres al desatender otras ca-
rencias relevantes, en particular en el campo, 
también las limitaciones del código binario de 
presencia/ausencia con que se mide el estado de 
carencia desde el punto de vista multidimensio-
nal resulta no ser suficientemente sensible para 
atender las particularidades del contexto rural. 

Se suma a ello la estandarización metodológica 
cuya métrica y ponderación no discrimina con 
base en la zona de residencia.

Entre los hogares rurales el mayor estado 
de vulnerabilidad viene determinado por la ca-
rencialidad en la dimensión de educación, par-
ticularmente en su indicador de escolaridad, y 
en las dimensiones trabajo y seguridad social, 
vivienda y entorno, siendo sus indicadores par-
ticularmente relevantes en la configuración de 
la pobreza global a nivel multidimensional.

Los niveles de cobertura del sistema edu-
cativo son elevados, así mismo se registra un 
bajo nivel de rezago escolar en la población es-
tudiantil. Indicadores que no registran brechas 
significativas respecto de lo que acontece en la 
ciudad. La excepción la constituye el indicador 
escolaridad, carencia educativa fuertemente 
presente en contextos rurales de pobreza mul-
tidimensional. Aunque ralentizado con ocasión 
de la política social, los habitantes rurales han 
evidenciado históricamente una mayor tenden-
cia a marginarse tempranamente del Sistema 
Educativo.

El trabajo por su parte resultó ser la se-
gunda dimensión en importancia en cuanto a 
estado de carencia e incidencia en la determi-
nación de la pobreza, siendo particularmente 
elevada la precariedad asociada a la ausencia 
de Seguridad Social, carencias que resultaron  
relativamente similares a las registradas en 
zonas urbanas, constatándose aquí las menores 
brechas. 

En la dimensión vivienda y entorno, uno 
de cada cinco hogares rurales registra algún 
tipo de carencia ya sea en sus condiciones de 
habitabilidad, dotación de servicios básicos o 
entorno, carencia que es especialmente relevan-
te entre los pobres rurales y configura un perfil 
significativamente diferente respecto de los ho-
gares urbanos.

En cuanto a redes y cohesión social, los 
datos informan una menor incidencia de este 
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componente en la configuración de la pobre-
za, especialmente en zonas rurales. Contrario a 
lo que acontece en el medio urbano, la menor 
segmentación territorial y social en el campo 
conllevaría, paradójicamente y a pesar del ais-
lamiento relativo, a un mayor contacto interper-
sonal y capacidad de establecer vínculos signi-
ficativos con los demás. En consecuencia, pese 
a la mayor precariedad económica y restringido 
acceso a servicios, el campo continúa siendo un 
espacio donde las manifestaciones de solidari-
dad y el bienestar subjetivo adquieren mayor 
intensidad.

Por último, el abordaje analítico respec-
to de la pobreza multidimensional, y a pesar de 
sus limitaciones dado su estadio de incipien-
te desarrollo, otorga una mayor densidad a la 
comprensión y abordaje del fenómeno de la po-
breza, enfoque que debiese actuar idealmente 
en complementariedad con el paradigma tradi-
cional de estimación basado en ingresos. Esta 
mayor integralidad teórica-metodológica posi-
bilita a la política pública contribuir a la preci-
sión de la gestión que se hace de los proyectos 
de apoyo y superación de la pobreza en Chile, 
especialmente si atiende a las particularidades 
y vicisitudes que este fenómeno alcanza en los 
sectores rurales del país.
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Resumen 
Este artículo presenta los resultados de la investigación “Agenciamientos y estrategias 
de empoderamiento socio-jurídico en mujeres con jefatura de hogar, en situación de 
pobreza y vulnerabilidad social”, cuyo objetivo consistió en develar los sentidos que 
emergen en un grupo de mujeres con jefatura de hogar, en el municipio de Manizales, 
expuestas a contextos de pobreza y vulnerabilidad social, a partir de la capacidad de 
agencia que despliegan frente a las condiciones sociales y jurídicas que las rodean. 
El enfoque de tipo hermenéutico, se llevó a cabo mediante la aplicación de técnicas 
como la observación participante, entrevistas semi-estructuradas y talleres narrativos 
con las mujeres participantes. Para la interpretación de dicha información se aplicó 
el análisis cualitativo de contenido ACC, el cual permitió develar los sentidos dados 
por dichas mujeres, respecto a sus condiciones de pobreza y vulnerabilidad social y su 
capacidad de agencia para transformar dichas condiciones. Los hallazgos relacionados 
con sus agenciamientos socio-jurídicos, se agrupan en cuatro tipos: la cultura del 
cuidado, la convivencia, desempoderamiento jurídico y tecnología de gobierno. Todos 
se relacionan con configuraciones sociales determinadas por contextos de pobreza y 
por relaciones de gubernamentalidad que restringen el desarrollo humano y bienestar 
de estas mujeres.

Palabras clave
Agenciamientos socio-jurídicos, cultura del cuidado, gubernamentalidad, desempode-
ramiento, resistencia.

Abstract
This article presents the results of the research work titled “Agencies and strategies for 
socio-legal empowerment in household female heads, living in contexts of poverty and 
social vulnerability” in the Municipality of Manizales-Colombia. The objective was to 
reveal the senses that emerge in a group of household women heads who are exposed 
to contexts of poverty and social vulnerability. The data collected was based on the 
capacity of agency that they deploy facing the social and legal conditions that surround 
them. The hermeneutic approach was carried out through techniques and instruments 
such as participant observation, semi-structured interviews and narrative workshops 
with the participating women. For the interpretation of this information, the ACC 
Content Qualitative Analysis was applied, which allowed to understand the senses 
given by these women regarding the conditions of poverty and social vulnerability, as 
well as their agency capacity to transform them. The specific findings were grouped 
into four types: agencies associated with the culture of care; agencies associated with 
coexistence; agencies as legal disempowerment, and those associated with government 
technologies. The final results are related to social configurations which are determined 
by contexts of poverty and by governmental relations that restrict both the human 
development and well-being of these women.
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Socio-legal agencies, culture of care, governmentality, disempowerment, resistance.
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Introducción
La presente investigación buscó develar 

los sentidos que emergen en un grupo de muje-
res con jefatura de hogar, expuestas a contextos 
de pobreza y vulnerabilidad social, a partir de 
la capacidad de agencia que despliegan frente a 
las condiciones sociales y jurídicas que las ro-
dean. A partir de dicha realidad, se identificaron 
sus agenciamientos para afrontar dicho contex-
to, explorando tres ejes, los cuales se relacio-
nan con las condiciones que prevalecen en su 
entorno y que los promueven o restringen, lo 
cual crea escenarios de potenciación o debilita-
miento de la capacidad de agencia. Para abordar 
dichos ejes, la investigación se concibió bajo 
una perspectiva epistemológica comprensiva, 
con un enfoque hermenéutico, desde la cual se 
preguntó por aquellas pretensiones emergentes 
que dichas mujeres despliegan como estrategias 
de afrontamiento, mediante las cuales buscan 
mejorar sus condiciones de vida y ampliar las 
oportunidades de decidir y actuar en pro de las 
mejores formas de vida que pueden darse. 

El interés investigativo radicó en la 
interpretación de los sentidos que estas mujeres 
construyen respecto a sus condiciones de 
vida y los agenciamientos socio-jurídicos que 
despliegan, para buscar la transformación de 
dichas condiciones de pobreza y vulnerabilidad 
social, reconfigurando sus horizontes de futuro, 
a pesar de las fuertes limitaciones de sus 
oportunidades. 

La investigación utilizó técnicas cualita-
tivas como la entrevista semi-estructurada y los 
talleres narrativos para el trabajo de campo, el 
cual se desarrolló con tres grupos de mujeres 
con jefatura de hogar, vinculadas a algunos pro-
cesos comunitarios. La información obtenida 
fue interpretada mediante el análisis cualitativo 
de datos ACC, el cual permitió reconstruir las 
narraciones comunitarias, en las que se iden-
tificaron los aspectos relevantes relacionados 
con los tres ejes problemáticos. Los hallazgos 
y conclusiones que se presentan a continuación 
hacen referencia específicamente a la interpre-

tación de los agenciamientos socio-jurídicos 
que estas mujeres ponen en marcha, las condi-
ciones que los promueven y las dinámicas en 
las cuales se despliegan, develando los sentidos 
imbricados en las visiones y relaciones que han 
construido con el orden jurídico, a través de la 
utilización y/o impugnación de los dispositivos 
legales para la defensa de sus derechos.

Contexto de pobreza y 
vulnerabilidad social de las mujeres 

con jefatura de hogar
Para abordar el papel que juega el contex-

to de vulnerabilidad social y pobreza, sobre las 
personas y particularmente, sobre las mujeres 
de nuestro estudio, es necesario hacer algunas 
precisiones conceptuales generales. En primer 
lugar, el contexto representa una noción de in-
teligibilidad para comprender la compleja rela-
ción entre la unidad del todo y la autonomía de 
sus componentes (Bianciardi, 2009), relación 
donde queda en cuestión la centralidad de al-
guna de sus partes, en tanto, ninguna de ellas 
se constituye de manera independiente a las 
demás, ni posee una esencia propia que la sitúe 
por fuera de lo que está presente y revestido por 
el contexto. En este orden de ideas, el contexto 
que literalmente significa “tejido con”, alude a 
aquello que está presente, circunda, influencia 
y envuelve un organismo, un evento, un sujeto, 
pero estos últimos, no pueden verse separados, 
como entidades independientes con su propia 
esencia. Se trata de una definición que implica 
el proceso mismo de envolvimiento, en el que 
las partes son coproducidas de manera interde-
pendiente, pero donde cada una de ellas logra su 
propia autonomía, dentro de este mismo proce-
so. En suma, el contexto es entendido como “el 
entrelazamiento de todas las relaciones concre-
tas y contingentes dentro de un todo – entrela-
zamiento que se genera, por ende, en la historia 
de las interacciones entre las partes caracteriza-
das por una autonomía propia” (p. 5). 

Los contextos sociales representan no 
solo la caracterización de unos espacios físi-
cos definidos o de unas tipologías territoriales 
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que componen determinado entorno, sino que 
además develan un proceder histórico y cul-
tural envuelto en una trama económica que  
dependiendo de sus formas desarrolla condicio-
nes de pobreza y vulnerabilidad, o de desarrollo 
y prosperidad, representando las formas de vida 
de los individuos que los habitan. Ahora bien, 
en el marco de esta investigación, las condicio-
nes de escasez de recursos en contextos urbanos 
son la expresión de otra forma de la división so-
cial, la que separa a los ricos y los pobres, como 
consecuencia del surgimiento de la propie-
dad privada, que es una innovación de la vida  
urbana. 

[…] La ciudad misma, desde sus inicios, 
surgió como resultado de la explotación del 
trabajo humano, las labores forzadas que se 
requerían para construir la misma ciudad, no 
sólo provenían de la esclavización, sino tam-
bién del monopolio ejercido sobre los recur-
sos básicos para la vida humana (Lezama, 
2014, p. 73).

En consecuencia, los contextos de vulne-
rabilidad social y pobreza, determinan las con-
diciones de vida de una gran proporción de la 
población colombiana y latinoamericana y en 
especial, afectando a muchas mujeres con je-
fatura de hogar, restringiendo sus oportunida-
des de desarrollo humano, generando fuertes 
asimetrías y desigualdad social. Así lo afirman  
Ramírez y Ziccardi (2008):

La pobreza urbana, la desigualdad y la exclu-
sión social constituyen procesos claramente 
observables en la mayoría de las ciudades 
latinoamericanas del siglo XXI. […] Se ad-
vierten nuevas y diferentes formas de exclu-
sión social, las cuales se observan tanto en las 
prácticas discriminatorias que prevalecen en 
el mercado de trabajo como en el acceso a la 
calidad diferenciadas de los bienes y servicios 
de la ciudad según el origen socio-económico 
y étnico de la ciudadanía y su lugar de resi-
dencia (p. 23).

Lo anterior, tiene implicaciones directas 
en la comprensión de las configuraciones socia-

les, y en este caso particular, las del grupo de 
mujeres de este estudio, al ser parte de la trama 
de componentes del contexto socio-jurídico en 
el que ellas no solo se desenvuelven sino que 
también son constituidas, en medio de limita-
ciones para su bienestar. Ahora bien, el contex-
to de pobreza y vulnerabilidad social, que ca-
racteriza el entorno en el que viven las mujeres 
con jefatura de hogar de este estudio, se asocia a 
condiciones de inseguridad y riesgo, conviven-
cia y problemáticas de la infancia y la juven-
tud, las cuales inciden en sus prácticas de vida, 
sus oportunidades y en definitiva, su bienestar 
(Elías, 1989).

Este contexto de pobreza y desigualdad, 
afecta a las personas generando en ellas una 
mayor vulnerabilidad. Esta puede analizarse 
desde diferentes sentidos: el primero desde la 
perspectiva material o física, es decir, aquella 
atribuible a las condiciones de existencia huma-
na, en segundo lugar, se hace referencia a la so-
cial la cual alude al ámbito,

[...] de las desigualdades, y se refiere a la vul-
nerabilidad por la situación socioeconómica 
de las personas. […] Comprende a la vulne-
rabilidad como la situación de riesgo derivada 
de las condiciones sociales y económicas, es-
pecíficamente de las personas que viven con 
menos satisfactores (Uribe y González, 2007, 
p. 207). 

Ahora bien, la pobreza no es solo un 
asunto de bajos ingresos, sino de limitación de 
oportunidades. Por ello es necesario entenderla 
como “una situación de privación de capacida-
des y no simplemente de ingresos o necesidades 
básicas insatisfechas” (Montaño, 2003, p. 365). 

Esta restricción de capacidades afec-
ta la garantía de derechos humanos pero ade-
más, trasciende aspectos inmateriales relacio-
nados con el ámbito identitario, afectivo y de 
empoderamiento de los sujetos, en especial 
de las mujeres con jefatura de hogar. Se trata 
de la interrelación de diferentes problemáticas 
sociales que generan contextos de riesgo. Así 
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lo expresa Ballén (2007) “hay cuatro fenóme-
nos sociales que van enlazados entre sí: pobre-
za, hambre, enfermedades y desempleo; y que 
casi siempre el primero genera los otros tres”  
(p. 482). Castro afirma que “existen factores 
asociados a la violencia que la dinamizan, como 
las rupturas familiares, el mal uso del tiempo, 
la desintegración de los valores tradicionales, la 
marginalidad social” (2005, p. 59). 

En este sentido, los entornos de estas 
mujeres empiezan a conformarse como espa-
cios sociales entrópicos, que reflejan diversas 
problemáticas y que refuerzan las condicio-
nes de vulnerabilidad, restringiendo los agen-
ciamientos que pueden desplegar y con ello, 
limitando la posibilidad de trasformar sus 
condiciones de vida conforme a sus propias 
elecciones y libertades.

El siguiente fragmento de una de las mu-
jeres entrevistadas, lo ilustra: 

Los principales problemas, yo veo que es la 
falta de unión familiar, y la misma drogadic-
ción. Yo creo que más que la falta de dinero, 
de plata, es la unión familiar, el hablar entre 
familia, porque muchas veces, yo como ma-
dre separada me voy a trabajar, y yo tengo la 
gran fortuna de que ni hija se queda con mi 
mamá y mi papá, es criada por alguien, por 
personas responsables, porque a nosotros nos 
criaron personas responsables. Muchos no tie-
nen esa oportunidad muchas (mamás) dejan 
los hijos con la vecina, porque no tiene apoyo 
de la familia (Comunicación personal, MJH5, 
E-F41).

En consecuencia, los contextos de las 
mujeres de este estudio, empiezan a constituir 
entornos sociales que refuerzan sus condiciones 
de vulnerabilidad, limitando los agenciamientos 
que pueden desplegar y con ello, reduciendo 
la posibilidad de trasformar sus condiciones 
de vida conforme a sus propias elecciones y 
libertades.

El agenciamiento como acción de 
transformación sobre el mundo 

Agenciamiento es un término de uso fre-
cuente en la literatura sociológica y específica-
mente, en los estudios sobre desarrollo. Sin em-
bargo, se trata de una categoría problemática, 
en tanto es abordada desde diferentes perspecti-
vas, no desprovistas de una intencionalidad po-
lítica. Para este estudio, está referido a aspectos 
que tienen que ver con la competencia de las 
personas para actuar de manera autónoma e in-
tencionada sobre el mundo. En consecuencia, 
se trata de un proceso relacionado con la liber-
tad de hacer y transformar las condiciones ex-
ternas, en función de alcanzar las metas que se 
tiene razones para valorar (Sen, 1997). Se trata 
de aquella capacidad mediante la cual las per-
sonas pueden hacer frente “exitosamente a las 
distintas formas de desigualdad, exclusión so-
cial y pobreza, mediante la participación efec-
tiva en las elecciones y decisiones políticas que 
gobiernan su propia vida […] y en los vínculos 
sociales requeridos para actuar sobre su entorno 
y transformarlo” (Posas, s.f.). 

Dentro de esta definición se pueden iden-
tificar al menos tres perspectivas; la primera de 
ellas, tiene que ver con el agenciamiento como 
proceso de subjetivación; la segunda, como 
proceso de desarrollo, y la tercera, como onto-
logía de la acción social.

Enfocando el agenciamiento como pro-
ceso de subjetivación, se señalan la relación 
cuerpo-mente y la forma como dicha relación 
“da forma a la experiencia, modela la persona-
lidad y la conexión social, y apoya la agencia en 
las instituciones políticas, morales, religiosas y 
terapéuticas” (Mora, 2008). Desde esta óptica, 
este proceso se obtiene de la mediación entre 
la capacidad de agencia del sujeto y su contri-
bución a la producción social y política y está 
constituido por “expresiones de la voluntad e 
intencionalidad de un sentido particular de exis-
tencia individual y colectiva” (Martínez y Cubi-
des, 2012, p. 76). Es decir, se trata en el sujeto, 
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de un proceso constituyente que se opone a las 
condiciones que lo determinan, lo que implica 
reconocer la capacidad de acción reflexiva e in-
tencionada del sujeto. De hecho, la capacidad 
de agencia se asocia a la autonomía del suje-
to tal como lo propone Kagitcibasi (2005), se 
trataría de un yo autónomo relacionado, cuyas 
características se asocian al poder y control que 
conlleva; a la visión ética personal y colectiva 
que le subyace y a la responsabilidad que impli-
ca para el sujeto. Puede afirmarse que la agen-
cia es la capacidad de los sujetos de crear sus 
formas de vida, mediante la acción generativa 
de otras realidades, ejerciendo control y trans-
formando las condiciones objetivas de sus con-
textos. En este orden de ideas,

El agenciamiento pone en juego, en nosotros y 
fuera de nosotros, multiplicidades, territorios, 
fuerzas de composición. Por lo tanto, no se 
trata de dos identidades en relación […] sino 
de agenciamientos múltiples. El agenciamien-
to no se afirma en la concreción de un ideal, 
sino en la expresión de una potencia de actuar 
(Sztulwark y Duschatzky, 2005, p. 205). 

El agenciamiento es toda acción que pro-
mueve la capacidad política del sujeto, en tanto 
se trata de acciones potencialmente transfor-
madoras del orden en el que se inscriben. Sin 
embargo, dentro de un sistema liberal, el agen-
ciamiento está imbricado en tramas del poder 
en las cuales es producido y desplegado en dos 
sentidos: como fuerza intencional, o de oposi-
ción (de resistencia al poder) (Ortner; citado en 
Mora, 2008). Como intencionalidad, la agen-
cia es una acción racional, orientada hacia un 
objetivo dentro de un orden que no se cuestio-
na; en cambio, como resistencia, es una acción 
contrahegemónica, de oposición y emancipa-
toria frente a un orden de dominación; en este 
caso, se trataría de una acción que busca gene-
rar otros posibles alternos al orden establecido. 
En cualquier caso, la agencia estaría moldeando 
las subjetividades, en tanto determina las for-
mas como están siendo los sujetos en el mundo.

Ahora bien, el agenciamiento como pro-
ceso de desarrollo, es definido desde la teoría 
de las libertades de Sen (2000), como aquella 
capacidad efectiva para alcanzar las metas que 
se tiene razones para valorar. Se trata de aquella 
capacidad mediante la cual las personas: 

[…] pueden enfrentarse exitosamente a las 
distintas formas de desigualdad, exclusión so-
cial y pobreza, mediante la participación en 
las decisiones que afecten sus vidas, en las 
decisiones que tienen que ver con las necesi-
dades y expectativas que forjan y en los cir-
cuitos relaciones y apoyos para incidir en sus 
realidades y transformarlas, con un espíritu de 
tolerancia, respeto y solución negociada de las 
diferencias (Posas, s.f.). 

Por tanto, el agenciamiento hace referen-
cia a un proceso relacionado con la capacidad 
de elegir y lograr las propias metas y valores 
y en este sentido, reconoce la correspondencia 
con la libertad que tienen las personas de hacer 
y transformar sus condiciones en función de 
sus objetivos de desarrollo y sus visiones éticas 
sobre su bienestar. 

Desde un plano estructural, la agencia im-
plica un “movimiento recursivo por el cual las 
estructuras reproducen al agente y el agente, a 
su vez, transforma las estructuras. En la agencia 
en lo que se insiste es pues en la recursividad 
entre la acción y las estructuras” (Martuccelli, 
2006, p. 25). Esta recursividad hace referen-
cia a las capacidades que poseen las personas 
para afrontar las situaciones del contexto y las 
oportunidades que tienen para fortalecerlas. Es 
decir, los agenciamientos son prácticas locali-
zadas en la actividad social, en contextos espe-
cíficos, las cuales generan procesos constantes 
de producción y reproducción social mediante 
la “movilización, uso, significación, distribu-
ción, transformación, conexión, y también afec-
tación” (Law, 2009, p. 159).

Específicamente, los agenciamientos so-
cio-jurídicos, tienen que ver con la capacidad 
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de las personas para actuar con la libertad de 
hacer y transformar condiciones sociales y/o ju-
rídicas de su contexto, procurándose bienestar, 
en función de sus metas. Al respecto, Nussbaum 
(2013) afirma que: 

La libertad de agencia de una persona hace 
referencia a lo que esa persona es libre de 
hacer y alcanzar en pos de cualquier objetivo 
o valores que considere importantes. […] La 
libertad de agencia es la libertad para alcanzar 
aquello que la persona –en cuanto agente res-
ponsable– decida que debe alcanzar (p. 230).

En conclusión, la capacidad de agencia 
es un proceso constituyente del sujeto, que se 
opone a las condiciones que lo determinan y po-
tencia el desarrollo humano. 

Materiales y métodos para abordar 
los agenciamientos socio-jurídicos en 

mujeres con jefatura de hogar,  
en contextos de pobreza  
y vulnerabilidad social.

Partiendo de la exploración de aspectos 
tan subjetivos como los proyectos de vida, las 
experiencias cotidianas, las expectativas, etc., 
y por otro lado, la necesidad de dar cuenta de 
las prácticas objetivas de interacción social que 
un grupo de mujeres con jefatura de hogar y en 
condiciones de pobreza y vulnerabilidad social, 
despliegan como estrategias de afrontamiento 
de las condiciones adversas en las que discurren 
sus vidas, la selección de un método sensible 
que posibilite el conocimiento de estas realida-
des no es una decisión meramente procedimen-
tal. Se hace necesario entonces que la investiga-
ción socio-jurídica, a partir del giro lingüístico 
en ciencias sociales, proponga abordajes sensi-
bles de interpretación de las realidades discur-
sivas y reconozca en ellas, su potencial como 
portadoras de sentido y verdad (Ibáñez, 2003, 
Nussbaum, 2013), permitiendo develar las for-
mas jurídico-sociales que las sustentan. 

Con base en lo anterior, se buscó superar 
la prevalente visión positivista de validez y cer-

teza, sustentada en la cuantificación, en la mera 
utilización de datos estadísticos o las referen-
cias dogmáticas de las fuentes normativas y/o 
jurisprudenciales, cuya pretensión resulta limi-
tada para dar cuenta de fenómenos sociales que 
se ubican en el orden simbólico de las praxis 
sociales. En consecuencia, la investigación se 
centró en la comprensión de las narrativas pre-
sentes en un grupo de mujeres en jefatura de 
hogar, las cuales han sido construidas frente a 
las realidades sociales en las que se desenvuel-
ven, asumiendo que dichas narrativas represen-
tan aspectos como las valoraciones morales y 
políticas que ellas le atribuyen a sus realidades y 
por tanto, permiten develar los agenciamientos 
que ellas despliegan. Dichas narrativas fueron 
exploradas mediante entrevistas semi-estructu-
radas, observación participante y talleres narra-
tivos, cuyos núcleos de indagación giraron en 
torno a los contextos de vida en los que se des-
envuelven, las percepciones que tienen sobre su 
comunidad, sobre la intervención del Estado, 
sobre la eficacia de los programas sociales que 
reciben y las acciones sociales y jurídicas que 
ellas despliegan en diferentes órdenes, como es-
trategias de agenciamiento para solucionar los 
problemas que le demanda su entorno. El cor-
pus narrativo fue analizado mediante la técnica 
del análisis cualitativo de contenido, comple-
mentado con Atlas-ti, utilizando procedimien-
tos sistemáticos de descripción del contenido 
discursivo (Bardin, 1996), para así, inferir los 
conocimientos y las condiciones de producción 
relativas al sentido de estos textos sociales.

En cuanto a la conformación de la unidad 
de trabajo, se focalizó un grupo de 34 mujeres 
con jefatura de hogar, pertenecientes a estratos 
socio-económicos bajos, vinculadas a diferen-
tes programas sociales como el de madres co-
munitarias, en el cual trabajan como cuidadoras 
en hogares infantiles del Instituto Colombia-
no de Bienestar Familiar (ICBF); el programa 
“Guardianas de la ladera”, un programa de la 
Alcaldía de Manizales, donde las madres des-
empeñan el trabajo de cuidadoras del medio 
ambiente y el grupo de mujeres vinculadas al 
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centro de desarrollo comunitario (CEDECO) 
del barrio Galán, a través del programa “Gota 
de leche”, donde se atienden en comedores 
comunitarios a personas de la tercera edad. El 
trabajo de campo se llevó a cabo teniendo en 
cuenta las consideraciones éticas de protección, 
anonimato y la no afectación de las mujeres in-
formantes, para lo cual se realizó con antelación 
una sesión de encuadre con cada grupo y ex-
plicación del objetivo del proyecto, además de 
diligenciar los consentimientos informados con 
cada una de las mujeres que aceptó participar. 
Se realizaron 34 entrevistas a mujeres cabeza 
de hogar, cuyo promedio de edad estuvo en 47 
años. Las características básicas del grupo se 
encuentran representadas en las figuras 1 al 8:

Figura 1. Rangos de edad

Fuente: elaboración propia.

Figura 2. Nivel de escolaridad

Fuente: elaboración propia.

Figura 3. Desempeña algún trabajo

Fuente: elaboración propia.

Figura 4. Tipo de ocupación

Fuente: elaboración propia.

Figura 5. Promedio de ingresos de la mujer 
cabeza de hogar

Fuente: elaboración propia.

Figura 6. Estrato socioeconómico

Fuente: elaboración propia.
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Figura 7. Número de integrantes en el hogar 

Fuente: elaboración propia.

Figura 8. Vivienda

Fuente: elaboración propia.

Hallazgos y resultados 

Los hallazgos obtenidos se refieren es-
pecíficamente al eje analítico relacionado con 
las acciones sociales y jurídicas que las mujeres 
despliegan como estrategias de afrontamiento 
para solucionar los problemas que le demanda 
su entorno. Se evidenció una primera práctica 
de agenciamiento que denominamos agencia-
miento social, relacionada con la cultura del 
cuidado, es decir, ellas movilizan sus recursos 
personales y actúan buscando transformar sus 
condiciones objetivas, para lograr un mejor 
bienestar a partir del sentido preponderante que 
le otorgan a su función de cuidadoras y protec-
toras de los otros, incluso, en detrimento de su 
propio bienestar material. 

Soy madre cabeza de hogar, pero no puedo ir a 
ningún programa porque me queda difícil por-
que siempre debo cuidar a mi madre y mi hijo. 
El barrio es sano pero hay lugares cercanos no 
muy sanos y debo estar pendiente también del 
niño, sino quien me lo va a cuidar (Comunica-
ción personal, MJH5, E-F7).

Esta práctica de agenciamiento asociada a 
la cultura del cuidado, se relaciona con las limi-
taciones de desarrollo humano que tienen estas 
mujeres, pues el bajo nivel educativo (primaria 
incompleta) y la poca formación laboral, limita 
sus oportunidades y las sitúa en desventaja so-
cial. Por esta razón, en su mayoría desempeñan 
actividades laborales relacionadas con la eco-
nomía del cuidado2, referido a “las actividades 
y prácticas necesarias para la supervivencia co-
tidiana de las personas en la sociedad en que 
viven” (Rodríguez, 2015, p. 36), creándose un 
círculo vicioso donde se profundizan las condi-
ciones de pobreza y exclusión social. 

Yo trabajo en oficios varios para dedicarles 
tiempo a mis hijos; me gusta mucho compartir 
con ellos. También vendo revistas de Yanbal, 
Avon, Esika, Carmel, y boletas; me considero 
buena vendedora, me gusta vender. Hay que 
rebuscarse la plata, porque está la situación re 
dura (Comunicación personal, MJH3, E-F3).

Algunas de estas mujeres se ven sometidas 
a desempeñar actividades laborales informales 
propias de la llamada “economía del rebusque”3, 
principalmente asociadas al trabajo del cuidado 
o a las ventas ambulantes; estas actividades 
les permite contar con ingresos mínimos para 
satisfacer las necesidades de subsistencia de 
ellas y sus familias, y adicionalmente, dadas las 
características informales de dichas actividades, 
les posibilita contar con tiempos adicionales 
para el cuidado del hogar, de sus hijos y en 
muchos casos, de sus padres ancianos. 

Yo no estoy vinculada a ningún programa, mi 
mamá es la que asiste al CEDECO al progra-
ma de la tercera edad de la Gota de Leche, 
pero yo estoy muy contenta que me la cuiden 
y ya casi no se enferma. Yo me tengo que que-
dar arreglando la casa y cuidando a mis hi-
jos y luego vengo y la recojo y bajamos hasta 
mi ranchito, allá abajo. Esa es mi felicidad, 
verlos bien a ellos (Comunicación personal, 
MJH4, E-F10).
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Así pues, se evidenció que el rol social 
de cuidadoras, se traslapó hacia su actividad la-
boral, pues todas ellas desempeñan trabajos del 
cuidado en los hogares infantiles, en el cuidado 
del medio ambiente o como empleadas domés-
ticas en otros hogares, donde generalmente no 
reciben una retribución salarial justa, ni gozan 
de un sistema de protección social. A pesar de 
ello, estas mujeres ven en este tipo de activida-
des una ganancia pues logran conciliar los hora-
rios laborales con el tiempo que dedican a su rol 
de cuidadoras del hogar, ya que ambas cargas 
están bajo su responsabilidad, produciendo la 
llamada “doble jornada” con las consecuencias 
de sobrecarga y limitaciones para su autorreali-
zación. Sin embargo, esta situación no es per-
cibida como una desventaja. Por el contrario, 
ellas la naturalizan como un deber incuestiona-
ble y su rol de cuidadoras lo legitiman en sus 
aspiraciones relacionadas con el bienestar de 
los otros, principalmente sus hijos, quienes han 
quedado bajo su total cuidado. En estas condi-
ciones vitales de existencia, el valor primordial 
en sus vidas es la ética del cuidado, entendida 
como la responsabilidad por la vida y protec-
ción de los otros, atendiendo a sus necesidades 
y dirigiendo la acción social a la satisfacción de 
las mismas. 

La ética del cuidado (Gilligan, 1982), ba-
sada en los vínculos del afecto y la filiación, 
pone su acento en la satisfacción de las necesi-
dades del otro y está simbolizada y reproducida 
culturalmente en el rol de la maternidad. Así lo 
plantea Castillo (2016): 

La mujer-madre todo cuidado y protección. 
Definición que vuelve transparentes a las 
mujeres, idénticas así mismas, proyectando 
en el espacio de la política una definición a 
priori que las define una y otra vez aferradas 
a un cuerpo reproductivo. Condición para las 
políticas de la afirmación de las mujeres que 
oscurece, sin embargo, historias, cuerpos, 
sexualidades, políticas y, por paradójico que 
sea, también identidades (p. 114).

En dicho rol, la función social de la mujer 
se orienta a la protección y la reproducción. Tal 
como lo plantea Boff (2012), el cuidado al ser 
un gesto protector y amoroso hacia el otro y los 
otros que lo rodean, se convierte en práctica de 
convivencia pacífica pues “sin cuidado nada de 
lo que está vivo sobrevive” (p. 15). Esta ética 
del cuidado revela la capacidad de vivir con y 
hacia otros, de mostrar preocupación por otros 
seres humanos y no humanos y de comprome-
terse con “la mediación, mantenimiento y con-
servación de la vida” (Carossio, 2014). 

Sin embargo, esta ética implica una ten-
sión dialéctica entre los fines de desarrollo de 
las mujeres y los de la sociedad, pues esta res-
ponsabilidad afectuosa y solidaria se contrapo-
ne en gran medida a la ética capitalista cimen-
tada en una visión utilitarista de maximización 
de beneficios y de intercambios exactos. Esta 
ética del cuidado, al no hacer parte de los va-
lores predominantes de la sociedad capitalista, 
es relegada al ámbito privado, a las actividades 
del hogar desempeñadas por las mujeres, donde 
queda invisibilizada y desvalorizada como pro-
ducción social. 

En la ética del cuidado, el valor de la 
solidaridad se convierte en un mecanismo para 
equilibrar las carencias materiales en las cuales 
viven dichas mujeres. En la mayoría de las 
veces, se activa a partir de los propios recursos, 
pero en otros casos se dirige a la posibilidad 
de ayudar a personas de su comunidad a través 
del acceso a programas de asistencia social del 
Estado. 

Si puedo yo ayudo a que mis vecinos 
conozcan programas que pueden ayudarnos; 
por ejemplo la labor con los viejitos que 
realiza la Gota de Leche en el CEDECO del 
barrio Galán, como lo hace mi mamá que es 
beneficiaria (Comunicación personal, MJH4, 
E-, F28).

Cuando alguien necesita un favor, yo lo ayudo 
sobre todo en temas de vueltas de hospital o 
de medicamentos, o que necesite un alimen-
to, nada más (Comunicación personal, MJH2,  
E-, F14).
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En el caso de la gestión de beneficios de 
programas estatales, se observó que solo algu-
nas mujeres reconocidas como lideresas en la 
comunidad despliegan su capacidad de agencia. 
Ellas movilizan sus propias fuerzas producti-
vas pero también gestionan la oferta de progra-
mas sociales del Estado, tales como restauran-
tes escolares, comedores para la tercera edad, 
“Familias en acción”4, etc., mostrando tener 
una mayor capacidad de interlocución pública. 
En estos casos, la cultura del cuidado adquiere 
una dimensión política, impregnando las rela-
ciones sociales de una ética de la responsabili-
dad y cuidado, lo cual convierte al “cuidado en 
un tema políticamente relevante” (énfasis del 
autor, Carossio, 2014). 

Las condiciones que potencian los agen-
ciamientos de estas mujeres tienen que ver con 
su autoestima; la imagen de sí mismas como su-
jetos autónomos que pueden movilizar recursos 
para mejorar la calidad de vida, las fortalece y 
les da confianza en un futuro distinto y en su po-
sibilidad de intervenirlo. Aunque en dichas mu-
jeres, está muy arraigada la cultura del cuidado 
como práctica esencial de sus vidas, también 
surgen aunque débilmente, los anhelos propios 
de bienestar, donde forjan horizontes para sí 
mismas y su comunidad: 

Al menos el programa me enseñó a crecer 
como persona, y a valorarme; a nosotras en 
Bienestar Familiar, nos dan muchos talleres, 
y nos enseñan a querernos a nosotras, porque 
si nosotras no nos queremos nadie nos va a 
querer, y si yo estoy bien, pues voy a estar 
bien para los demás (comunicación personal, 
MJH23, E-F18).

En general, estas lideresas despliegan 
agenciamientos incursionando en lo público 
mediante el trabajo comunitario, a través del 
cual lideran procesos organizativos con muje-
res. En estos casos, se constata que han sido po-
tenciados mediante capacitaciones en materia 
de defensa de sus derechos, brindadas por ins-
tituciones estatales. Aunque algunas han usado 
los mecanismos de defensa de los derechos tales 

como la acción de tutela, principalmente para 
lograr el reconocimiento de derechos como la 
salud o la cuota alimentaria (en los casos en que 
el padre no cumple), en general, acuden muy 
poco a estos mecanismos y no parecen empode-
rarse suficientemente de estos conocimientos. 

Yo nunca he hecho nada legal; no he tenido 
la necesidad, pero mi tía sí, con un primito, 
por lo de la pierna que no lo querían atender, 
necesitaba urgente una platina y ella hizo un 
tutela y yo le ayudé a hacer las vueltas y sí le 
sirvió (comunicación personal, MJH2, E-F13)

Ahora bien, se identificó una segunda 
práctica que ubicamos como agenciamientos 
jurídicos, a través de las cuales algunas muje-
res, con conocimientos básicos sobre los meca-
nismos de defensa de derechos y con la ayuda 
de profesionales con conocimientos legales, 
han reclamado mediante la tutela o el derecho 
de petición, la intervención estatal en casos de 
abusos por parte de empresas de servicios pú-
blicos, la protección del derecho a la salud o la 
inasistencia alimentaria a sus hijos por parte de 
los padres. Al respecto, el siguiente relato: 

He utilizado la tutela en el caso de la vivien-
da donde estamos; en la casa de justicia nos 
han ayudado. También tengo otros dos casos 
de vecinas que les estoy ayudando; a ellas les 
ha tocado demandar al cónyuge, para que les 
ayuden con la alimentación de los hijos (co-
municación personal, MJH4, E-F8). 

Estos agenciamientos jurídicos se limitan 
a la esfera familiar y no trascienden a la 
comunidad. Incluso muchas de estas mujeres 
renuncian a utilizar dichos mecanismos por 
considerarlos ineficaces, por ejemplo, en el caso 
de la inasistencia alimentaria por parte de los 
padres. Esto es particularmente relevante, pues 
al parecer, este desempoderamiento jurídico, 
conlleva una fuerte crítica y desconfianza de 
las mujeres a la eficacia del orden jurídico 
establecido; señalando una contra-reacción, una 
forma de resistencia que las mujeres utilizan 
para oponerse a la gubernamentalidad estatal y la 
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imposición de sus formas de individualización; 
y aunque puede verse como la desactivación de 
sus fuerzas de intervención sobre sus contextos, 
en realidad representa una acción de resistencia, 
en tanto puede convertirse, como lo afirmó 
Foucault “en un instrumento para quienes 
luchan, resisten y no quieren más lo que es” 
(2012, p. 18). 

En este sentido, consideramos que el des-
empoderamiento jurídico, conlleva una negati-
va de las mujeres a utilizar, en ciertas circuns-
tancias, los instrumentos jurídicos formales, y 
debe renombrarse como “resistencia al régimen 
de gubernamentalidad”, pues en suma, se tra-
taría de un tipo de agenciamiento que se con-
vierte, como ya lo dijo Ortner (citado en Mora, 
2008), una posición contrahegemónica, que se 
opone a la utilización de mecanismos jurídicos 
cuyo privilegio implícito, así como el aparato 
que administra justicia, están dispuestos para no 
viabilizar eficazmente las demandas y derechos 
de estas mujeres. Por esta razón, hay casos en 
que ellas, a pesar de conocer los instrumentos 
con los que cuentan para defender sus derechos, 
no los utilizan y prefieren apelar a prácticas in-
formales de conciliación, generando alternati-
vas al orden establecido. En cualquier caso, la 
agencia estaría moldeando las subjetividades, 
en tanto que determina las formas como están 
siendo en el mundo.

Bajo esta óptica, el desempoderamiento 
jurídico, que en realidad se configura como “re-
sistencia al régimen de gubernamentalidad”, 
puede expresar la oposición de estas mujeres, 
a la gubernamentalidad ejercida, tal como lo 
afirmó Foucault (2009), como una tecnología 
de poder que se traduce en una suerte de meca-
nismos de regulación de sus vidas, a través de 
formas que implican el derecho de hacer vivir 
de una determinada manera. Este derecho, ejer-
cido sobre ellas, nuevamente se relaciona con 
la cultura del cuidado, la cual engloba el cuida-
do material que implica un trabajo; el cuidado 
económico, que implica un costo y el cuidado 
psicológico que implica un vínculo afectivo.  

El cuidado se convierte en un régimen biopo-
lítico, legitimado por la gubernamentalidad 
estatal y con una preponderancia en sus vidas, 
cuya implicación es la responsabilidad total del 
cuidado de sus hijos asumiendo el rol de cuida-
doras y proveedoras, liberando de paso, la res-
ponsabilidad del padre-Estado. Por ello, la “re-
sistencia al régimen de gubernamentalidad”, 
también significa la oposición a las relaciones 
patriarcales de subordinación y dominación 
en las que han sido construidas. “No he teni-
do otros casos legales, incluso nunca demandé 
por alimentos al papá de mis hijos porque ¿para 
qué? Yo puedo sola” (comunicación personal, 
MJH15, E-F9).

Lo anterior solo es posible comprenderlo, 
tomando en cuenta la preponderancia del siste-
ma patriarcal y la cultura del cuidado como tec-
nología de poder, amparada en el gobierno desde 
el cual se forman las visiones y aspiraciones de 
estas mujeres. Al respecto, Nussbaum advierte 
sobre la necesidad de comprender situadamen-
te, la posición que ocupan ellas en la sociedad, 
pues “sigue siendo crucial comprender cómo el 
contexto marca tanto la elección como la aspi-
ración” (2012, p. 64). Esto nos lleva a plantear 
que respecto a los agenciamientos que las mu-
jeres de este estudio ponen en marcha, tanto la 
elección como la aspiración que los dinamiza, 
tienen que ver con su posición dentro de un sis-
tema patriarcal y capitalista que las oprime. 

De otra parte, en las prácticas sociales 
de dichas mujeres, relacionadas con el afronta-
miento de las condiciones de riesgo e inseguri-
dad urbana que perciben en sus contextos, des-
pliegan agenciamientos socio-jurídicos. Esto se 
relaciona con lo planteado por Foucault sobre 
las «sociedades de seguridad», que operan bajo 
la gubernamentalidad, donde la forma preva-
lente de regulación social, es el gobierno del 
Estado, la cual “es a la vez interior y exterior 
al Estado, puesto que las tácticas de gobierno 
son las que permiten definir en cada momento 
lo que le debe y lo que no le debe concernir; lo 
que es público y lo que es privado, lo que es es-
tatal y lo que no lo es” (2009, p. 12). 
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Desde esta gubernamentalización se esta-
blecen las topografías sociales donde los suje-
tos se relacionan, se regulan y resuelven sus li-
tigios. Bajo este orden, estas mujeres reconocen 
la validez del Estado como garante del orden y 
la seguridad y están dispuestas a acudir a ins-
tancias de control estatal para afrontar los ries-
gos que atentan contra la seguridad de su fami-
lia. Aunque este tipo de agenciamientos hayan 
sido puestos en marcha en muchos casos no han 
encontrado respuesta efectiva en el Estado, lo 
cual ha generado desconfianza. El siguiente re-
lato da cuenta de estos efectos:

Hace poquito me chuzaron uno de los mucha-
chos; casi me lo matan y fui y coloqué el de-
nuncio en la SIJIN y fui y eso fue como echar-
lo al agua porque eso no hicieron nada. Me 
gané problemas para nada, entonces aprende 
uno a manejar las cosas de otra forma (comu-
nicación personal, MJH12, E-F20).

Contrario a la situación anterior, los ha-
llazgos mostraron otro marcador que tiene que 
ver con la potenciación de los agenciamientos 
socio-jurídicos en función de condiciones sub-
jetivas presentes en dichas mujeres. La princi-
pal de estas condiciones se refiere a la capaci-
dad de “revelarse en público”, es decir, aparecer 
como ciudadanas en la esfera pública (Arendt, 
1995), liderando procesos motivados por la so-
lidaridad colectiva, a la cual le atribuyen una 
efectividad mayor que la imputada a los meca-
nismos legales:

Mire, hemos hecho talleres y brigadas en 
compañía de la policía cívica; ellos les dictan 
talleres a los jóvenes, a las familias que están 
desprotegidas, digámoslo así, y otra entidad 
de salud hace visitas periódicas, a todas las 
familias y ahí detectan a las familias con fa-
lencia y les dan apoyo psicológico, terapéuti-
co; esos programas ayudan pero yo soy la que 
anima a la comunidad a participar en ellos, 
porque si no, no se mueven (comunicación 
personal, MJH30, TN-F24).

En esta clave, los agenciamientos socio-
jurídicos pueden ser considerados como medio 
para la circulación de la voz de estas mujeres 
en el ámbito público, permitiendo su empo-
deramiento y la integración con otros actores 
sociales, mejorando la cohesión social, la con-
fianza y autonomía frente a la toma de sus pro-
pias decisiones. Estos agenciamientos, reve-
lan una práctica (praxis) y un discurso (lexis), 
cuyo ejercicio les permite la integración con los 
demás, adquiriendo una identidad reconocida 
comunitariamente. 

Con el trabajo de madre comunitaria tengo, 
porque ahí trabaja uno con la comunidad, ahí  
solucionamos los problemas de la misma gen-
te; nosotras trabajamos y somos reconocidas 
en la comunidad porque hablamos por ella y 
trabajamos por ella (Comunicación personal, 
MJH34, TN-F17).

Unido a los agenciamientos socio-jurídi-
cos, en las narraciones aparece una categoría re-
lacionada con la autopercepción comunitaria, la 
cual actúa como soporte del débil tejido social y 
a su vez, como vehículo para el fortalecimiento 
de los agenciamientos. Las mujeres de este nú-
cleo, son percibidas como trabajadoras y hones-
tas y esta valoración la hacen extensiva hacia su 
propia autoimagen que han puesto toda su exis-
tencia en función del trabajo para otros, con una 
mística excepcional que solo puede explicarse 
en una fuerte ética del deber, reivindicándose 
como mujeres “echadas pa’lante”, pero que a 
su vez, legitima su condición de explotación:

No he necesitado nada legal. Sé que es un de-
recho de petición y la tutela pero no he ne-
cesitado de eso. No necesité ni siquiera para 
demandar al papá de mi hijo, porque yo puedo 
sola (comunicación personal, MJH10, E-F14).

En los hallazgos también se encontró la 
interdependencia virtuosa entre las prácticas 
participativas y los agenciamientos, las prime-
ras se ejercen en pequeños grupos, mediante un 
ejercicio de reconocimiento afectivo. Es en la 
cotidianidad de su mundo micro-social donde 
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se da la interacción social con su comunidad, 
contribuyendo a la solución de problemas co-
lectivos locales, por lo cual son reconocidas 
como lideresas, lo cual las empodera. Esta ca-
pacidad de agencia, está presente en algunas de 
estas mujeres, cuya particularidad es que han 
estado vinculadas a las mediaciones del Esta-
do, a través de procesos de capacitación en dife-
rentes temáticas como derechos humanos, par-
ticipación comunitaria, etc. Las mediaciones 
estatales, son complementarias a la acción de 
programas sociales subvencionados, donde al-
gunas lo perciben como intervenciones asisten-
cialistas por parte del Estado, las cuales no dan 
relevancia al componente formativo. 

No pertenezco a ningún grupo; participo en 
reuniones donde los funcionarios invitan a la 
comunidad pero porque mi mamá pertenece al 
programa “Gota de Leche”; no he pertenecido 
a esos grupos porque me quitan mucho tiem-
po para trabajar, entonces las ayudas que se 
las den a mi mamá (comunicación personal, 
MJH22, TN-F7).

Finalmente, dentro de las prácticas aso-
ciadas a los agenciamientos socio-jurídicos, 
aparecen las formas como dichas mujeres re-
suelven los conflictos en su cotidianidad, que 
no se circunscriben a mecanismos jurídicos 
formalizados, pues ellas acuden a sus propias 
potencialidades discursivas, que activan desde 
sus visiones éticas del mundo para intervenir 
dichas realidades y solucionarlas, mediante 
agenciamientos que buscan reducir el conflicto 
y la confrontación, bajo formas alternativas y 
pacíficas de resolución de conflictos, generando 
cambios no formalizados en lo institucional e 
incidiendo positivamente en sus mundos coti-
dianos. Estas mujeres, reconocen la contribu-
ción del Estado, en lo concerniente al ámbito de 
las necesidades de subsistencia, porque su rela-
ción ha estado mediada por el asistencialismo, 
pero en cuanto al mundo micro-social de ries-
go e inseguridad, desconfían del orden jurídico 
instituido. Estas formas alternativas que deno-
minamos formas de pluralismo jurídico, son re-

guladoras y legitimadoras del comportamiento 
social comunitario. 

Yo con el diálogo. Yo eso sí soy, eso tengo 
yo, hablo con los niños. Y con las personas 
que, con las que está el problema, yo hablo 
con ellas. Hablo con el papá…porque a veces 
hacer eso, [lo legal], todo lo enreda más y 
uno soluciona los problemas mejor con lo 
que sabemos acá, hablando (comunicación 
personal, MJH28, TN-F9)

Al respecto, Engle, Griffiths y Tamanaha, 
plantean que las formas plurales de ordena-
miento son dependientes pero al mismo tiem-
po, están separadas y al ser formas de ordena-
ción, participan en el mismo campo social. En 
las comunidades de las cuales hacen parte estas 
mujeres, las tradiciones y visiones éticas no son 
homogéneas y por ello, recurren a diferentes es-
trategias para mantener la cohesión o el control 
social, conservando sus diferencias Este plura-
lismo jurídico, da cuenta de la compleja red de 
relaciones que se da en las micro-localidades, 
cuya diversidad cultural sustenta otras formas 
de convivir que coexisten en los mismos espa-
cios y con las formas instituidas y legitimadas 
por el ordenamiento jurídico vigente, “cada 
uno de estos espacios produce un tipo particu-
lar de relaciones sociales, políticas y jurídicas, 
dando lugar, por lo tanto, a distintos “derechos”  
(2007, p. 51). 

Las estrategias de estas mujeres para 
afrontar la conflictividad social tiene que ver 
con el diálogo, la negociación, la reconcilia-
ción, la promoción de distintas nociones de jus-
ticia bajo mecanismos pacifistas que buscan el 
entendimiento entre las partes, evitando la in-
tervención del ordenamiento jurídico, aunque 
reconocen que en algunos casos este es necesa-
rio. El despliegue de estos agenciamientos aso-
ciados a la convivencia, hacen parte de

[…] procesos sociales que implican comple-
jos vínculos de interdependencia entre las per-
sonas, que no son estructuras externas o coer-
citivas que accionan sobre las personas, sino 
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una serie de lazos largos y diferenciados, que 
se desarrollan a través del tiempo, que supe-
ra la perspectiva del individuo “clausus” y de 
la sociedad como una entidad independiente 
que se impone a los individuos (Elías, 1989, 
p. 45).

Conclusiones y discusión 

Los resultados obtenidos en esta investi-
gación sobre los agenciamientos socio-jurídi-
cos de mujeres con jefatura de hogar, revelan 
diferentes motivaciones que los fomentan o res-
tringen. Dichas motivaciones están representa-
das en tres dimensiones, a saber:

La primera hace referencia al contexto 
de pobreza y vulnerabilidad social que carac-
teriza los entornos de las mujeres, los cuales no 
solo develan una trama de desigualdades e in-
equidades donde quedan situadas como sujetos 
más vulnerables, sino que además las margina-
liza respecto a los roles que ejercen tanto en el 
hogar, trabajo y sociedad. La pobreza desmejo-
ra la calidad de vida tanto de ellas como la de 
sus familias, pero además, las rodea de situacio-
nes asociadas a la inseguridad y riesgo, conflic-
tos familiares y comunitarios y falta de acceso 
de oportunidades en condiciones de igualdad. 

Una segunda dimensión se asocia a la in-
tervención del Estado, la cual, a pesar de ofrecer 
mecanismos de acceso a la justicia para afron-
tar las diferentes problemáticas socio-familia-
res de estas mujeres, no goza de legitimidad o 
confiabilidad como agente capaz de resolverlas, 
dejando este espacio a cargo de ellas mismas, 
quienes por el estereotipo de cuidadoras y pa-
cifistas terminan asumiendo simbólicamente el 
costo de intervenirlas, desplegando su capaci-
dad de agenciamiento pero también, adjudicán-
dose una carga más en sus vidas. 

La pobreza y la ineficaz intervención 
del Estado, representan dos vías respecto a sus 
agenciamientos. Por un lado, disminuyen las 
posibilidades para que las mujeres con jefatura 
de hogar desarrollen su capacidad de agencia y 

se desplieguen como sujetos políticos capaces 
de trasformar su entorno y por otro, dichas con-
diciones generan fuerzas de oposición respec-
to a sus entornos, desencadenando posiciones 
de resistencia emancipadora de los órdenes de 
dominación que limitan sus agenciamientos y 
capacidades de transformación.

En medio de esta complejidad, se identi-
ficaron cuatro tipos de agenciamientos que son 
promovidos y a su vez, limitados por los con-
textos en los que viven dichas mujeres. Estos 
son: el agenciamiento social asociado a la cul-
tura del cuidado, el agenciamiento jurídico aso-
ciado a la convivencia; el desempoderamiento 
jurídico asociado a la resistencia, al régimen de 
gubernamentalidad (Foucault, 2009) y el agen-
ciamiento socio-jurídico propiamente dicho, 
asociado a una tecnología de gobierno. 

Respecto al agenciamiento social es con-
cluyente la cultura del cuidado que caracteri-
za el rol de las mujeres de esta investigación, 
cuyas acciones de trasformación y cambio 
están determinadas principalmente por el cui-
dado de sus familias aun cuando esto implica 
desatenderse a ellas mismas, sometiéndose a 
condiciones desventajosas. A pesar de lo ante-
rior, perciben este tipo de agenciamiento como 
compensación moral derivada del rol materno, 
denegando los aspectos negativos que pueden 
incidir en su desarrollo humano. 

En cuanto a los agenciamientos jurídicos, 
estos van más allá de la utilización de instru-
mentos legales como mecanismos de convi-
vencia y regulación. Para estas mujeres, dichos 
agenciamientos se convierten en “estrategias de 
conciliación”, que utilizan para enfrentar la vio-
lencia que predomina en sus contextos. Es evi-
dente que poseen conocimientos básicos sobre 
las herramientas jurídicas estatales, no obstante, 
esto no estimula sus prácticas de agenciamien-
to, por dos razones: la primera, por la descon-
fianza que tienen en las instituciones del Estado 
y la segunda, por el temor de represalias de sus 
exparejas. Estas condiciones dan lugar a diver-
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sas posturas: en algunas mujeres se estimula la 
resistencia critica al sistema, estimulando prác-
ticas de agenciamiento alternas y en otras, la-
mentablemente se provoca una suerte de des-
esperanza que las aísla de la comunidad y las 
lleva a asumir una participación no comprome-
tida frente a ella. 

Por último, las prácticas de agenciamien-
to socio-jurídico presentes en muchas de estas 
mujeres, develan su condición de liderazgo 
pero siempre bajo un sistema de gubernamen-
talidad que las produce como sujetos políticos, 
enmarcadas dentro de las prescripciones esta-
tales, donde se demarca un espacio público, en 
el cual ellas pueden desplegar sus agenciamien-
tos, empoderándose no solo de roles comunita-
rios sino de autopercepciones y reconocimiento 
de su propia identidad, la cual no escapa a la 
diferenciación de roles sociales y jerarquizacio-
nes patriarcales que ellas incorporan mediante 
configuraciones poderosas, adecuadas al siste-
ma hegemónico. 

Aun cuando el orden patriarcal se reco-
nozca como hegemónico, como todo sistema, 
no es completamente eficaz en sus cierres y deja 
líneas de fuga en las divisiones establecidas 
entre lo público/privado, lo familiar/comunita-
rio, el adentro/afuera, etc., de tal suerte que po-
demos encontrar que dichas mujeres construyen 
día a día sus vidas, no en una línea secuencial 
determinada, sino en modos flexibles, irregula-
res de afrontamiento de sus condiciones de ser 
y existir, unas veces dentro del espacio guber-
namentalizado donde se precariza su existen-
cia y otras, por fuera de dicho espacio, desde la 
resistencia critica al sistema, donde despliegan 
agenciamientos que las empodera y las libera 
del destino inquebrantable de su condición de 
procreadoras y las lleva a construir horizontes 
de sentido, emancipados a partir de los cuales 
reivindican su lugar en la sociedad como suje-
tos de derechos.
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Notas
1 Se utilizará la siguiente identificación de los 

fragmentos textuales recogidos en el trabajo 
de campo: Identificación del sujeto infor-
mante, tipo de técnica, ubicación del frag-
mento relacionado

  MJH: Mujer con Jefatura de Hogar (#)
  E: Entrevista ó TN: Taller narrativo 
  F: Fragmento (#) 

2 Referido a “todas las actividades y prácticas 
necesarias para la supervivencia cotidiana 
de las personas en la sociedad en que viven. 
Incluye el autocuidado, el cuidado directo de 
otras personas (la actividad interpersonal de 
cuidado), la provisión de las precondiciones 
en que se realiza el cuidado (la limpieza de 
la casa, la compra y preparación de alimen-
tos) y la gestión del cuidado (coordinación 
de horarios, traslados a centros educativos y 
a otras instituciones, supervisión del traba-
jo de cuidadoras remuneradas, entre otros)” 
(Rodríguez, 2015, p. 36).

3 Término usado en Colombia, para identifi-
car actividades económicas informales, des-
empeñadas de forma desregulada, que no 
requieren cualificación laboral por parte de 
quienes la ejercen y generan ingresos para 
subsistir.

4 Programa estatal de subvención alimentaria 
y otros servicios sociales, dirigido a erradi-
car la pobreza en población vulnerable como 
madres cabeza de hogar, población despla-
zada, etc.
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Resumen 
Las redes de conocimiento y la colaboración organizacional son reflejo de una cultura 
del éxito, liderazgo transformacional y clima de relaciones en torno a las que se 
gestan relaciones de confianza, apoyo, innovación y metas. Se trata de organizaciones 
bidireccionales y horizontales con equidad y solidaridad. El objetivo del presente 
trabajo es establecer las correlaciones entre los factores. Se llevó a cabo un estudio 
no experimental, transversal y exploratorio con una selección de 300 administrativos, 
estudiantes y docentes de una universidad pública del centro de México. A partir de 
un modelo estructural, los resultados muestran que existe una relación de dependencia 
entre el clima de metas y la colaboración. A partir de estos hallazgos se advierten 
líneas de investigación relativas a la confianza como determinante de las redes de 
conocimiento y la colaboración organizacional. 

Palabras clave
Cultura laboral, institucionalismo, liderazgo, red de conocimiento, colaboración. 

Abstract
knowledge networks and organizational collaboration reflect a culture of success, 
transformational leadership and a climate of relationships around which relationships 
of trust, support and innovation are generated. These are bi-directional and horizontal 
organizations with equity and solidarity. The objective of the present study is to establish 
the correlations between the factors, a non-experimental, transversal and exploratory 
study was carried out with a selection of 300 administrative, students and teachers from 
a public university in central Mexico. From a structural model, the results show that 
there is a dependence relationship between organizational climate and collaboration. 
Based on these findings, research lines related to trust as a determinant of knowledge 
networks and organizational collaboration.
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Work culture, institutionalism, leadership, knowledge network, cooperation.
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Introducción
El objetivo del presente trabajo fue espe-

cificar un modelo para el estudio de las redes de 
colaboración mediante el establecimiento de la 
confiabilidad y la validez de un instrumento que 
mide el proceso organizacional en una muestra 
de administrativos, docentes y estudiantes de 
una Institución de Educación Superior del Esta-
do de México afiliada a la Asociación Nacional 
de Facultades y Escuelas de Contaduría y Ad-
ministración (ANFECA). 

En el contexto de las políticas educativas 
centradas en la vinculación entre el mercado 
local y los curriculums académicos, el empren-
dimiento social a través de redes académicas 
supone la formación de una identidad de género 
o habitus que consiste en la formación profesio-
nal de una ética de la colaboración (Cruz, Arro-
yo y Marmolejo, 2016). Se trata de una ética 
que inicia con el establecimiento de la empa-
tía, la confianza, el compromiso, la innovación, 
la satisfacción y la felicidad (García, Carreón, 
Hernández, y Salinas, 2016).

De este modo, las redes colaborativas, 
derivadas del institucionalismo educativo con-
sistente en la evaluación, la acreditación y la 
certificación de la calidad de los procesos y 
productos, evidencian las diferencias entre 
los géneros en función de sus capacidades,  
habilidades y conocimientos (Hernández y  
Valencia, 2016).

Por consiguiente, la formación de redes 
colaborativas supone la capacitación o el adies-
tramiento de grupos en torno a objetivos, ta-
reas y metas específicas, pero la formación 
de redes colaborativas en torno a la identidad 
profesional supone el establecimiento de un 
sistema de comunicación y motivación del 
líder hacia los talentos o entre los empleados  
(Acar y Acar, 2014). 

Estructuras organizacionales complejas

Las redes colaborativas se gestan en torno 
a clima laborales como los de relaciones, los 

de tareas, los de apoyos y los de innovación a 
fin de poder emprender o especificar un cono-
cimiento que se traducirá en una innovación 
según el grado de complejidad relativo a la au-
torregulación, la disipación, la adaptabilidad y 
el dinamismo (véase Tabla 1). 

En esencia, las organizaciones complejas 
son colaborativas. Es decir, su relación con las 
demandas de su entorno las orienta hacia la au-
torregulación o el equilibrio de sus procesos al 
optimizar sus recursos o innovar sus capacida-
des en función de la disponibilidad de oportuni-
dades. Es el caso de las organizaciones con un 
clima de relaciones colaborativas enfocadas en 
las reglas (Mendoza, Ramírez y Atriano, 2016). 

Por su parte, las organizaciones disipati-
vas generan redes colaborativas para amplifi-
car sus opciones solidarias o climas de apoyos 
en función de sus posibilidades futuras. En ese 
mismo sentido, la teoría de las decisiones pros-
pectivas advierte que las organizaciones disi-
pativas son aquellas que orientan sus redes co-
laborativas hacia escenarios que suponen más 
riesgos que beneficios si estos últimos son mí-
nimos (Osibanjo y Adeniji, 2013). 

En contraste, la teoría de la decisiones 
prospectivas señala que las organizaciones 
adaptativas son aquellas que orientan sus redes 
colaborativas hacia escenarios de ganancias 
improbables con respecto a mínimos riesgos o 
amenazas (Escobar, 2014). 

Es así como las organizaciones dinámi-
cas, siguiendo los planteamientos de la teoría 
de las decisiones prospectivas, son creadoras de 
innovaciones y difusiones acordes a los climas 
laborales. En ese sentido, la producción de un 
conocimiento es resultado de clima colabora-
tivos orientados por intenciones de maximiza-
ción de beneficios y reducción de impondera-
bles (Janićijević, 2013). 

Las organizaciones complejas desarrollan 
redes colaborativas para la optimización 
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de recursos y la innovación de procesos ya 
que, su relación con su entorno las obliga 
a desarrollar protocolos de sustentabilidad 
centrados en la austeridad, la anticipación, el 
altruismo, la efectividad, la deliberación y el 
ahorro de recursos en función de la escasez de 
oportunidades o el incremento de las demandas 
externas (véase Tabla 2).

Es decir que las organizaciones com-
plejas con redes colaborativas son en esencia  

sustentables ya que desarrollan una identidad 
de propensión al futuro, o bien, una identidad 
de optimización de los recursos más que de in-
novación de los procesos (Quintero, Velázquez, 
Sales y Padilla, 2016). 

La orientación hacia la sustentabilidad 
o la afinidad hacia la conservación de los 
recursos distingue a las organizaciones 
complejas con redes colaborativas centradas 

Tabla 1.  
Estructuras y de climas en las organizaciones complejas

Reglas Apoyo Innovación Metas 
Auto-

regulación 
Las organizaciones 
auto-reguladas 
establecen normas con 
la finalidad de alcanzar 
el equilibrio entre las 
demandas externas y la 
disponibilidad de los 
recursos internos. 

Las organizaciones 
auto-reguladas establecen 
formas de cooperación 
y solidaridad ante una 
diferencia significativa 
entre oportunidades y 
capacidades. 

Las organizaciones 
auto-reguladas producen 
conocimientos e 
innovaciones a fin de poder 
restablecer un balance 
entre riegos y objetivos, 
incertidumbre y metas. 

Las organizaciones auto-
reguladas determinan 
objetivos y metas con 
base en el equilibrio 
de sus expectativas y 
necesidades. 

Disipación Las organizaciones 
emergentes están 
orientadas por principios 
de restructuración 
en función de la 
disponibilidad de recursos 
más que de las demandas 
del mercado. 

Las organizaciones 
emergentes se relacionan 
con nodos productores 
de conocimientos para 
generar estructuras 
de oportunidades 
en situaciones de 
desempleo. 

Las organizaciones 
emergentes reflejan la 
incertidumbre de las 
crisis económicas y sus 
innovaciones son una 
respuesta eficaz ante la 
incertidumbre y los riesgos 
de emprendimiento. 

Las organizaciones 
emergentes determinan 
objetivos y metas 
conforme las demandas 
del mercado son 
contingentes. 

Adaptación Las organizaciones 
adaptativas siguen 
principios impredecibles 
a partir de los cuales 
estructuras nuevas 
oportunidades y 
capacidades. 

Las organizaciones 
adaptativas subyacen de 
la incertidumbre de los 
mercados con la finalidad 
de estructurar nuevos 
saberes colectivos.

Las organizaciones 
adaptativas generan la 
información conducente 
a nuevos conocimientos e 
innovaciones para enfrentar 
la inestabilidad de los 
mercados. 

Las organizaciones 
adaptativas establecen 
objetivos y metas a 
partir de los riesgos 
que conllevan el 
emprendimiento y la 
innovación. 

Dinámica Las organizaciones 
dinámicas son establece 
inestables ante el 
desarrollo de sus proceso 
de calidad.

Las organizaciones 
dinámicas a través de 
la cooperación y la 
solidaridad establecen la 
calidad de sus procesos y 
productos. 

Las organizaciones 
dinámicas son flexibles ante 
la inestabilidad del mercado 
y las demandas del Estado. 

Las organizaciones 
dinámicas establecen 
objetivos y metas en 
función de los cambios 
económicos, políticos y 
sociales. 

Complejidad Las organizaciones 
complejas generan 
redes de conocimiento 
a partir de las cuales 
establecen desequilibrios 
y estabilidad. 

Las organizaciones 
complejas establecen 
alianzas estratégicas 
con la finalidad de 
producir valor en cuanto 
a oportunidades y 
capacidades. 

Las organizaciones 
complejas generan 
innovaciones para el 
posicionamiento y la 
trasformación local.

Las organizaciones 
complejas establecen sus 
objetivos y metas a partir 
de las contingencias del 
entorno. 

Fuente: Elaboración propia, adaptada de Carreón (2016).
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en la optimización de los recursos (Sales, 
Quintero y Velázquez, 2016). La propensión al 
futuro no solo implica que las organizaciones 
asumen a los recursos como bienes comunes 
sino, además genera un proceso isomórfico 
en el que se circunscriben para garantizar 
su preservación mediante la colaboración  
(Robles, Alviter, Ortega y Martínez, 2016). 

En ese tenor de orientación hacia la sus-
tentabilidad, las organizaciones se estructuran 
en redes, neurón, grafos, nodos o arcos para es-
tablecer relaciones de cooperación, solidarias o 
colaborativas en función de las contingencias 
del entorno (Vázquez, Barrientos, Quintero y 
Velázquez, 2016). 

Más precisamente, las organizaciones se 
edifican a partir de valores y normas que de-
terminarán el procesamiento de información y 
con base en ello tomarán decisiones y acciones 
en relación con su entorno cada vez más escaso 
en cuanto a recursos y oportunidades. Por con-
siguiente, las organizaciones con orientación a 
la sustentabilidad deben optimizar sus recursos, 
generando su propias oportunidades de pro-
pensión al futuro común (Saansongu y Ngutor, 
2012). 

Redes académicas colaborativas 

En el ámbito de las Instituciones de Edu-
cación Superior (IES), las redes colaborativas 

han emergido desde la psicología cognoscitiva, 
principalmente abordadas desde la teoría de la 
adopción de la tecnología, la autoeficacia y el 
riesgo en general y de la autoeficacia compu-
tacional y el riesgo informativo en particular  
(Dlugoborskyte y Petraite, 2017). 

En cada una de estas tres aproximaciones, 
las redes colaborativas son producto de las ha-
bilidades individuales de enseñanza y aprendi-
zaje. Incluso, las perspectivas teóricas aluden 
al autodidactismo, soslayando las relaciones de 
poder e influencia planteadas por la psicología 
social (Štorga, Mostashari y Stanković, 2013). 

De esta manera, ante las habilidades in-
dividuales emergen experimentos que demos-
trarán fehacientemente la influencia social de 
grupos colaborativas en la retención, el apro-
vechamiento y el desempeño de individuos 
adscritos a grupos colaborativos en el marco 
de climas laborales centrados en las relaciones 
de tareas, innovaciones y apoyos (Chen, Liu y 
Oderanti, 2017). 

Simpson (2008) revisó la literatura en 
torno al aprendizaje colaborativo a distancia 
para advertir una prevalencia de la influencia de 
grupo frente al aprendizaje en sus modalidades 
dirigidas o autodidactas. La diferencia radica en 
que los grupos colaborativos fortalecieron más 
su capacidad de retención que aquellos indivi-
duos formados desde la motivación de sus habi-
lidades o la automotivación de sus capacidades. 

Tabla 2.  
Disposiciones temporales de las organizaciones complejas

Austeridad Anticipación Altruismo Efectividad Deliberación Ahorro
Auto-

regulación √ √ √ √ √

Disipación √ √
Adaptación √ √ √ √ √
Dinámica √ √ √

Complejidad √ √ √ √ √ √

Fuente: Elaboración propia, adaptada de Carreón (2016).



95EspEcificación dE un modElo para El Estudio dE las rEdEs colaborativas  
En una univErsidad productora dE conocimiEnto

Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas 18 (35): 91-102, julio-diciembre de 2018 p-ISSN: 1657-8953 | e-ISSN: 2619-189X

Es decir, mientras que la transferencia de co-
nocimiento se realizaba con base en el aprove-
chamiento y procesamiento de información que 
el docente debía corregir y ajustar a una línea 
de aprendizaje, en los grupos colaborativos se 
establecían relaciones empáticas y de sinergia 
que potencializaba sus capacidades y habilida-
des de retención, aprendizaje, aprovechamiento 
y desempeño. 

Sin embargo, ambas rutas de aprendiza-
je, la de competencias individuales respecto a la 
influencia social, oscilan entre un conocimien-
to tácito y un conocimiento implícito deposita-
do en los talentos y líderes que la organización 
debe retener para no perder ese capital intelec-
tual y además hacer concesiones a estos por-
tadores del conocimiento a fin de que puedan 
transferir sus competencias o estrategias en fu-
turas generaciones de educadores y estudiantes 
(García, Quintero y Bautista, 2017). 

Es así como surge la gestión del co-
nocimiento para resguardar la acumulación 
de información que solo los talentos y líde-
res pueden capitalizar a favor de la organiza-
ción. En ese sentido, las Tecnologías de Infor-

mación y Comunicación (TIC), dispositivos  
electrónicos y redes digitales se tornan relevan-
tes en la construcción de activos intangibles y 
ventajas competitivas para las organizaciones 
dedicadas a la creación del conocimiento, prin-
cipalmente aquellas que lo producen como es el 
caso de las IES en general y las universidades 
públicas en particular (Wu, Tuo y Xiong, 2015). 

Gestión de las redes de conocimiento 

La gestión del conocimiento, en un sen-
tido computacional, supone la codificación del 
conocimiento implícito a un conocimiento táci-
to como sería el caso de las decisiones y accio-
nes en función de la iteración de oportunidades 
y retos (Jabar, Sidi y Selamar, 2010).

En torno a la gestión del conocimiento, 
los modelos giran alrededor de las capacidades, 
las competencias y la habilidades individuales, 
por consiguiente, la mayoría de ellas en el orden 
implícito respecto a los modelos más tácitos y 
por consiguiente más empáticos, comunicativos 
y tácitos como es el caso del modelo sinérgico 
de las redes de conocimiento (véase Figura 1). 

Figura 1. Modelo sinérgico del conocimiento 

Fuente: Elaboración propia, adaptado de Nielsen (2002).
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De este modo, entre el modelo sinérgico 
de influencia social mediada por alguna tecno-
logía y el modelo de competencias y trasferen-
cia vertical, grosso modo, el modelo interme-
dio de gestión del conocimiento o conversión 
y resguardo de la información producto de la 
experiencia y las habilidades individuales in-
cluye tres fases: 1) procesamiento de captura de 
conocimiento a través del mapeo conceptual de 
la información de agentes del conocimiento y 
agentes receptores; 2) construcción y adminis-
tración de perfiles de usuarios, competencias y 
redes de conocimiento; 3) generación de estruc-
turas de conocimiento para el repositorio de co-
nocimiento grupal (García, 2013). 

Sin embargo, en este enfoque de la ges-
tión del conocimiento, prevalece una comuni-
cación y motivación unidireccional y por tanto 
unilateral. Es decir, el conocimiento es gestio-
nado, producido y transferido en un sentido 
vertical sin considerar las necesidades de los 
usuarios ni sus posibilidades de interacción de 
expectativas de utilidad. 

Por consiguiente, es menester profundizar 
en el interior de una red de conocimiento aca-
démica con sentido colaborativo, el cual podrá 
observarse en sus niveles de relaciones, innova-
ciones, apoyos y metas acordes a las contingen-
cias de su entorno como es el caso de un siste-
ma de prácticas y servicio social implementado 
entre la universidad pública y sucursales de una 
multinacional automotriz del centro de México.

En el contexto de la alianza estratégica 
entre la IES y la multinacional, el sistema de 
prácticas y servicio social emerge como un es-
cenario para el estudio de las redes colaborati-
vas derivadas de la gestión, producción y trans-
ferencia del conocimiento, pero debido a que tal 
alianza se orienta hacia la inserción laboral del 
estudiante, por consiguiente, será menester ob-
servar sus dimensiones de apoyos, innovacio-
nes, metas y relaciones. 

Formulación

 ¿Las dimensiones organizacionales con 
orientación a la complejidad de sus procesos 
colaborativos y sustentables esgrimidas en la 
literatura consultada se ajustarán a las obser-
vaciones empíricas a realizar en un estudio de 
caso con estudiantes, administrativos y docen-
tes de una universidad pública del centro de 
México?

Hipótesis nula

Las organizaciones dedicadas a la crea-
ción de conocimiento mediante redes colabo-
rativas desarrollan y consolidan dimensiones 
de complejidad relativas a la auto-regulación, 
la disipación, la adaptabilidad y el dinamismo 
como sello distintivo de la optimización de re-
cursos y la innovación de sus procesos. De esta 
forma, será posible observar tales dimensiones 
en un estudio de caso con una IES del centro de 
México.

Hipótesis alterna

No obstante que las teorías y hallazgos 
empíricos revisados en la literatura advierten 
que las organizaciones desarrollan redes cola-
borativas complejas con la finalidad de auto-re-
gularse, disiparse, adaptarse y dinamizarse ante 
la escasez de los recursos, las especificidades 
del contexto y las particularidades de la muestra 
de estudio advierten que se trata de un fenóme-
no inédito y por tanto explorable en cuanto a 
sus estructuras organizaciones. 

Método

Se llevó a cabo un estudio no experimen-
tal, trasversal y exploratorio. Se realizó una se-
lección no probabilística de 300 administrati-
vos, docentes y estudiantes de una universidad 
pública, afiliada a la ANFECA del área cinco. 

Se utilizó la Escala de Colaboración 
Organizacional de Carreón (2016) la cual 
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Figura 2.  
Modelo estructural de relaciones entre los factores

RCR = Redes Colaborativas de Relaciones, RCA = Redes Colaborativas de Apoyos, RCI = Redes Colaborativas de Innovaciones, RCM 
= Redes Colaborativas de Metas
Fuente: Elaboración propia.

incluye cuatro dimensiones relativas al clima de 
relaciones, apoyos, innovaciones y metas. Cada 
ítem se responde con alguna de cinco opciones 
que van desde “nada de acuerdo” hasta muy de 
acuerdo”. 

Se utilizó la técnica Delphi para la ho-
mogeneización de las palabras incluidas en las 
aseveraciones del instrumento. Se garantizó por 
escrito la confidencialidad de los resultados y 
se informó acerca de que estos no afectarían ni 
negativa ni positivamente su estatus laboral-ad-
ministrativo. La información fue procesada en 
el Paquete Estadístico para Ciencias Sociales 
(SPSS por sus siglas en inglés). Se estimaron 
media, desviación estándar, alfa, esfericidad, 
adecuación, pesos factoriales, bondad de ajuste 
y residuales. 

Resultados 

La Tabla 3 muestra las propiedades es-
tadísticas del instrumento que estableció cua-
tro dimensiones de la colaboración organiza-
cional, a saber: el clima de relaciones, apoyos, 
innovaciones y metas con coeficientes alfa de 
Cronbach superiores al mínimo indispensable 
(0,700) para considerarlo como una medición 
consistente. 

Una vez establecidos los cuatro facto-
res que explicaron el 71% de la varianza total 
explicada, se procedió a estimar las relaciones 
entre los factores con la finalidad de establecer 
las posibles relaciones de la estructura factorial 
con respecto a otras variables no especificadas 
ni estimadas en el modelo. 
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Tabla 3.  
Descriptivos del instrumento

Clave Ítem M D S C A F1 F2 F3 F4

Subescala de relaciones 
(especificaciones ante generalidades) 0,781

RS1 La evaluación educativa genera artículos 
indizados 3,24 1,25 1,02 1,32 0,743 0,632

RS2 La producción de innovaciones es acorde 
a la calidad educativa 3,29 1,27 1,39 1,35 0,793 0,694

RS3 La asesoría de tesis deriva del concurso 
de méritos 3,00 1,47 1,40 1,38 0,714 0,661

RS4 Los proyectos de investigación surgen del 
credencialismo 4,28 1,85 1,44 1,54 0,756 0,632

Subescala de apoyos (colaboraciones 
ante imponderables) 0,793

AP1 La educación de masas supuso el 
debilitamiento del sindicalismo 3,05 1,04 1,05 1,47 0,742 0,631

AP2 El individualismo docente obedece a las 
políticas educativas 3,81 1,37 1,28 1,39 0,746 0,635

AP3 El neoliberalismo educativo genera los 
trabajos colegiados 3,21 1,21 1,38 1,27 0,784 0,563

AP4 La investigación multidisciplinar es 
producto de la meritocracia 3,56 2,31 1,29 1,07 0,795 0,594

Subescala de innovaciones (propuestas 
ante contingencias) 0,785

IN1 Las propuestas docentes subyacen de la 
crisis educativa 4,21 1,70 1,33 1,21 0,790 0,671

IN2 La deserción educativa generó el sistema 
de becas 4,24 1,48 1,20 1,24 0,712 0,493

IN3 El construccionismo es resultado del 
rezago educativo 3,91 1,31 1,25 1,36 0,774 0,614

IN4 Las políticas educativas propiciaron el 
credencialismo 3,26 1,83 1,37 1,32 0,732 0,632

Subescala de metas (logros ante riesgos) 0,758

MT1 El recorte presupuestal generó el 
ausentismo 4,34 1,83 1,09 1,30 0,795 0,381

MY2 Los reconocimientos son derivados de la 
educación de masas 4,65 1,57 1,15 1,26 0,782 0,532

MT3 Los estudios multidisciplinares indican la 
política tecnocientífica 4,81 1,46 1,13 1,32 0,784 0,635

MT4 Los financiamientos educativos se 
consiguen con la gestión 4,30 1,24 1,36 1,49 0,793 0,512

M = Media, D = Desviación estándar, S = Sesgo, C = Curtosis, A = Alfa quitando el valor del ítem. Método de extracción: Componentes 
principales. Esfericidad y adecuación ⌠χ2 = 3,251 (23gl) p = 0,000; KMO = 0,681⌡. F1 = Clima de Relaciones (45% de la varianza total 
explicada), F2 = Clima de Apoyos (15% de la varianza total explicada), F3 = Clima de Innovaciones (8% de la varianza total explicada), 
F3 = Clima de metas (3% de la varianza total explicada). Todos los ítems incluyen el valor alfa quitando su estimación e incluyen cinco 
opciones de respuesta: 0 = “nada de acuerdo” hasta 5 = “Muy de acuerdo”. 

Fuente: Elaboración propia.
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Una vez establecidas las relaciones entre 
los factores, se procedió a estimar el modelo es-
tructural (véase Figura 2) en el que los paráme-
tros de ajuste y residual ⌠χ2 = 3,432 (2gl) p = 
0,180; GFI = 0,950; RMSEA = 0,001; Bootsrap 
= 0,0000⌡ sugieren la aceptación de la hipóte-
sis nula relativa al ajuste de las explicaciones 
teóricas respecto a las observaciones empíricas 
realizadas en el estudio de caso de la universi-
dad pública.

Discusión 
El aporte del presente trabajo al estado 

de la cuestión radica en la especificación de un 
modelo para el estudio de las organizaciones 
complejas con redes colaborativas orientadas 
hacia la sustentabilidad, pero el tipo de estudio 
no experimental, el tipo de muestreo no proba-
bilístico y el tipo de análisis factorial explorato-
rio limitan los hallazgos a la muestra de estudio. 

En relación con los estudios de las redes 
colaborativas los cuales destacan el isomorfis-
mo y la propensión al futuro, el presente tra-
bajo ha demostrado que prevalecen cuatro di-
mensiones relativas a las redes colaborativas de 
relaciones, apoyos, innovaciones y metas, pero 
el porcentaje de la varianza total explicada su-
pone la inclusión de otros factores que la litera-
tura identifica como clima de tareas y redes de 
confianza. 

Es decir que las redes colaborativas 
distinguen a las organizaciones complejas ante 
las contingencias de su entorno, pero son las 
normas y los valores los que destacan como 

indicadores de las organizaciones dedicadas a 
la producción del conocimiento y la formación 
de capital intelectual con la finalidad de crear 
valor intangible en sus procesos. 

De este modo el presente trabajo ha evi-
denciado la formación de redes colaborativas 
desde el clima de relaciones hasta el clima de 
metas lo cual sugiere que: 1) en las organizacio-
nes complejas enfocadas en la auto-regulación 
las redes colaborativas edifican objetivos, tareas 
y metas con base en el equilibrio de las deman-
das externas y sus recursos internos; 2) en las 
organizaciones sustentables las redes colabora-
tivas fungen como disipadoras de conocimien-
tos para incrementar la formación del capital in-
telectual; 3) en las organizaciones productoras 
de conocimiento la adaptabilidad es una instan-
cia que vendrá a generar más conocimientos a 
fin de conservar a la propia organización y sus 
recursos; 4) las organizaciones que optimizan 
sus recursos forman redes colaborativas para 
activar una dinámica de intercambios y tran 
sacciones con su entorno contingente. 

Por tanto, es necesario llevar a cabo el 
contraste del modelo especificado en contex-
tos y muestras similares a la IES de estudio, así 
como la inclusión de un quinto factor para in-
crementar el porcentaje de varianza explicada y 
orientar el modelo hacia la formación de capital 
intelectual dedicado a la optimización de recur-
sos y a la innovación de procesos. 

De esta manera, la inclusión del clima 
de relaciones empáticas o de confianza en el 

Tabla 4.  
Relaciones entre los factores y el constructo 

Estimación S.E. C.R. P

Relaciones ß Colaboración 0,50

Apoyos ß Colaboración -0,10 ,586 ,837 ,403

Innovaciones ß Colaboración -0,17 2,679 ,911 ,362

Metas ß Colaboración -0,33 ,667 -1,341 ,180

Fuente: Elaboración propia. 
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modelo permitirá observar su vinculación con la 
formación de redes académicas y profesionales 
en un sistema de prácticas profesionales en el 
marco de las alianzas estratégicas entre IES y 
multinacionales. 

Es decir que, la construcción de una ética 
de la preservación y la colaboración o clima de 
relaciones empáticas y de confianza entre estu-
diantes, docentes y administrativos supone el 
inicio de un proceso selectivo de información 
que al ser decodificado permitirá resguardar el 
conocimiento implícito en alguna tecnología 
con la finalidad de potenciar las capacidades, 
competencias y habilidades de futuros usuarios 
ante escenarios cada vez más riesgosos, contin-
gentes y amenazantes. 

Esto es así porque la transferencia del co-
nocimiento implícito en un conocimiento tácito 
se gesta desde el clima laboral centrado en la 
empatía y la confianza más que en la compe-
tencia. Por consiguiente, un modelo de gestión 
del conocimiento implica la inclusión y la me-
dición del nivel de confianza y empatía de una 
organización, así como de sus competencias en 
función de las demandas del entorno y las opor-
tunidades del contexto. 

Tal modelo incluiría: 1) gestión del cono-
cimiento a partir de un diagnóstico del nivel de 
empatía y confianza; 2) producción del conoci-
miento con base en los objetivos, tareas y metas 
comunes entre IES y multinacionales; 3) trans-
ferencia del conocimiento a través del sistema 
de prácticas y servicio social, así como la for-
mación académica, tecnológica y profesional de 
activos intangibles como el capital intelectual. 

Conclusión

El objetivo del presente trabajo ha sido 
especificar un modelo para el estudio de las or-
ganizaciones complejas con redes colaborativas 
que optimicen los recursos e innoven los pro-
cesos frente a las contingencias de su entorno, 
pero el tipo de estudio, muestra y análisis limita 

el modelo a la muestra de estudio, aunque su-
giere su contraste en otros escenarios. Se trata 
de un modelo a partir del cual será posible con-
formar grupos colaborativas con base en la edi-
ficación de una identidad o propensión al futuro 
compartido. 
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Resumen 
Este artículo tiene como objetivo realizar una revisión de literatura relacionada con 
el trabajo emocional, analizando sus principales conceptualizaciones, tendencias 
en investigación e investigadores destacados. La revisión se sustenta en búsquedas 
exhaustivas en revistas especializadas en el trabajo emocional y comportamiento 
organizacional, así como en libros y artículos nacionales. Examinar la relación del trabajo 
emocional con los resultados de la organización es especialmente necesario, porque una 
de las razones primarias por las que las organizaciones requieren el trabajo emocional 
es que la expresión emocional tiene una fuerte influencia en el comportamiento de las 
ventas y el desempeño organizacional. Finalmente, la temática de trabajo emocional ha 
sido poco explorada en el campo de investigación del comportamiento y la psicología 
organizacional, y puede ser abordada multidimensionalmente desde factores tanto 
individuales como organizacionales. 
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Trabajo emocional, reglas de demostración de emociones, manejo y regulación de 
emociones.

Abstract
This article aims to conduct a literature review about emotional labor analyzing its 
main conceptualizations, research trends, and noted researchers. The review is based 
on exhaustive searches in journals specialized in emotional labor and organizational 
behavior, as well as in national books and articles. Examining the relationship between 
emotional labor and the results of the organization is especially necessary because one 
of the primary reasons why organizations require emotional labor is that emotional 
expression has a strong influence on sales behavior and organizational performance. 
Finally, the topic of emotional labor has been little explored in the field of behavioral 
research and organizational psychology, and can be approached multidimensionally 
from both individual and organizational factors.
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Emotional labor, rules of demonstration of emotions, management and regulation of 
emotions.
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Introducción 

El objetivo del presente artículo es rea-
lizar una revisión de literatura relacionada con 
el tema de trabajo emocional, analizando sus 
principales conceptualizaciones, tendencias 
en investigación e investigadores destacados. 
Para esta revisión se realizaron búsquedas en 
journals especializados en el trabajo emocio-
nal, comportamiento organizacional como: 
Academy of Management Review, Journal of 
Applied Psychology, Journal of Vocational Be-
havior, Annual Review of Psychology, Adminis-
trative Science Quarterly, Annals of the Ameri-
can Academy of Political and Social Science, 
Journal of Health and Human Resources Ad-
ministration, entre otros, además de libros y  
artículos nacionales. De la literatura revisada 
desde 1979 hasta 2016, sobre el tema de es-
tudio, se incluye un total de 52 publicaciones. 
La revisión de literatura está enfocada en dos 
aspectos centrales: antecedentes y conceptua-
lización sobre el trabajo emocional, y reglas 
de demostración en el trabajo emocional y sus 
campos de acción; dando a conocer una trayec-
toria teórica sobre el campo de investigación 
del trabajo emocional, inscrito en el área de 
comportamiento organizacional. Esta revisión 
contempla definiciones conceptuales, antece-
dentes y trayectoria de investigación desde di-
ferentes autores, teóricos e investigadores.

El trabajo emocional ha venido ocupan-
do un lugar central en las empresas de servicio 
como consecuencia de la competencia crecien-
te entre empresas del sector y del crecimiento 
total en la economía de servicio. Esto ha for-
zado a las organizaciones a centrarse en mayor 
medida en la naturaleza de la atención y la cali-
dad de los servicios proporcionados a los clien-
tes (Blanco, 2010; Gracia, Grandey y Gabriel, 
2015; Ramos y Moliner, 2014). La calidad per-
cibida del servicio es influenciada a menudo 
por la interacción del cliente con el prestador 
de servicios (Gracia y Martínez, 2004; Guy y 
Newman 2004; Mababu, 2012; Martínez, 2001; 
Poirel y Yvon, 2014), como el prestador de ser-

vicio actúa y habla con el cliente. En otras pa-
labras, la imagen que los empleados dan a los 
clientes y la calidad de sus interacciones, ha 
venido teniendo mayor control por parte de la 
gerencia. 

Los trabajos en empresas de servicios se 
caracterizan porque requieren un contacto di-
recto con el cliente la mayor parte de la jornada 
laboral, este tipo de trabajadores no solo deben 
realizar tareas físicas o mentales, sino que tam-
bién deben expresar emociones durante las inte-
racciones que realizan cara a cara (o voz a voz, 
si es por teléfono) con sus receptores del servi-
cio. En las interacciones sociales las personas 
intentan crear ciertas impresiones mostrando 
las emociones “apropiadas” para la situación o 
para que su imagen no se vea amenazada. Es lo 
que en el campo de la investigación se llama, 
regulación de las emociones (Gracia y Mar-
tínez, 2004; Martínez, 2007; Medler-Liraz y 
Yagil, 2013).

Antecedentes y conceptualización 
sobre trabajo emocional

Antecedentes

La socióloga Arlie Russell Hochschild 
(1983; 2008), quien definió por primera vez el 
concepto de trabajo emocional, argumentó de 
manera crítica cómo la emoción que una vez 
fue determinada como privada, ahora se ha con-
vertido en un compromiso de mercado (Noon, 
Blyton y Morrell, 2013). Esta investigadora 
abre el campo de conocimiento sobre el tema 
de trabajo emocional, definido también como 
la acción de expresar la emoción apropiada que 
prescriben las normas de expresión (Ashforth y 
Humphrey, 1993).

De hecho, la expresión emocional de 
los empleados de servicio se ha convertido en 
parte del servicio mismo. Dentro del contex-
to de las organizaciones de servicio, Gracia, 
Ramos y Moliner (2014); Grandey y Gabriel 
(2015); Hernández (2016); Hochschild (1979; 
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1983; 2008); Schneider, Parkington y Buxton 
(1980); plantearon que se presentan expectati-
vas comunes con respecto a los comportamien-
tos emocionales apropiados de los trabajado-
res del servicio; por ejemplo, suponer que los 
asistentes de vuelo deben parecer amistosos y 
alegres o que los jueces deben poner de lado 
las emociones (Ashforth y Humphrey, 1993;  
Maroney, 2011).

Sobre las emociones

En el pasado, las emociones no fueron 
tenidas en cuenta en el estudio del comporta-
miento organizacional. El lugar de trabajo era 
visto como un ambiente racional, en donde 
las emociones no conseguían una posición re-
levante. Las emociones no eran consideradas 
para explicar fenómenos en el lugar de trabajo. 
Hoy en día se ha ido desmontando esta visión, 
y más investigadores están encontrando cómo 
las emociones del lugar de trabajo ayudan a ex-
plicar resultados individuales y organizaciona-
les (Ashforth y Humphrey, 1993; Briner, 1999; 
Grandey, Diefendorff y Rupp, 2013; Mumby y 
Putnam, 1993; Noon, Blyton y Morrell, 2013; 
Zapf, 2002).

El trabajo emocional puede implicar el re-
alzar, el falsificar, o el suprimir emociones para 
modificar la expresión emocional. Generalmen-
te, las emociones se manejan en respuesta a las 
reglas de demostración (exhibición) para la or-
ganización o el trabajo (Gracia y Martínez, 2004; 
Maroney, 2011; Medler-Liraz y Yagil, 2013; 
Fernández-Poncela, 2012; Poirel e Yvon, 2014;  
Sutton, 1991). En el trabajo emocional se re-
quieren manejar las emociones y utilizarlas 
como parte de los requisitos de trabajo.

Se ha evidenciado que la emoción positi-
va o negativa tiene que aparentar ser verdadera, 
como parte del requisito de trabajo. Tal requi-
sito de trabajo emocional está asociado con re-
laciones frente a frente (cara a cara) o trabajo 
de voz-a-voz, contacto interpersonal especial-
mente entre el empleado y el público (Guy y  

Newman, 2004; Hernández, 2016; Manassero, 
et al., 2015; Maroney, 2011; Medina y Sierra, 
2004). 

Sutton y Rafaeli (1988, p. 461) han de-
mostrado que “las emociones expresadas por 
los trabajadores que desempeñan roles de tipo 
emocional influencian el comportamiento de 
otros”. Algunas frases que alientan el traba-
jo emocional, se evidencian en esta investi-
gación: “Las personas desean estar felices. Sé 
feliz y ellos estarán felices de venir a tu tienda”  
(p. 464), “[…] los clientes regulares, leales son 
una fuente estable de ventas de tu tienda. Son-
ríe. El servicio con una sonrisa y una actitud 
amistosa mantendrá su lealtad y los volverá a 
traer” (p. 468).

Conceptualización sobre trabajo 
emocional

El trabajo emocional se define como el 
manejo de sentimientos para crear una demos-
tración facial y corporal públicamente obser-
vable por un salario (Hochschild, 1983; 2008). 
Autores como Blanco (2010), Diefendorff, 
Croyle y Gosserand (2005), Gracia y Martínez 
(2004), Gracia, Ramos y Moliner (2014), Ma-
babu (2012), Meier, Mastracci y Wilson (2006), 
Smollan (2006) no solo se apoyan en la defi-
nición de trabajo emocional propuesta por Ho-
chschild (1983), además suponen que el com-
portamiento emocional en ocasiones aparece 
esporádicamente y de forma natural, pero otras 
veces puede ser forzado para adecuarse al rol 
y a las expectativas que la organización tiene 
respecto a un puesto concreto de trabajo. Ho-
chschild (1983; 2008), siendo el autor que esta-
bleció el concepto de trabajo emocional, habla 
de los trabajos en los cuales la parte emocional 
es fundamental. Por ejemplo, se refiere al asis-
tente de vuelo que le dice a unas muchachas en 
la sesión del entrenamiento, “(...) yo quisiera 
que usted saliera allí realmente con una sonri-
sa. Su sonrisa es su activo más grande. Quisiera 
que usted salga allí y que la utilizara” (Hochs-
child, 1983, p. 4). El trabajo emocional implica 



106 Laura MarceLa López posada - Janeth GonzáLez rubio - 
aLexander bLandón López

Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas 18 (35): 103-114, julio-diciembre de 2018

la comunicación interpersonal, la necesidad de 
entender las señales no-verbales en el trato con 
los clientes o los compañeros de trabajo. Como 
lo plantean Meier, Mastracci y Wilson (2006) 
“el trabajo emocional es un esfuerzo individual 
para presentar emociones en una forma que es 
deseada por la organización” (p. 899).

Otro concepto de trabajo emocional desde 
el enfoque de las transacciones interpersonales 
es el planteado por Morris y Feldman (1996), 
quienes definen trabajo emocional como “el es-
fuerzo, la planificación y el control necesarios 
para expresar las emociones deseables duran-
te las transacciones interpersonales” (p. 988). 
Estos autores reiteran que el trabajo emocio-
nal está relacionado con la congruencia entre la 
emoción real del individuo y la emoción desea-
da de organización. 

El trabajo emocional hace referencia 
tanto a la expresión de emociones (conducta ex-
presiva) como a la experiencia de esas emocio-
nes (sentimientos y pensamientos que acompa-
ñan a la emoción). En muchos trabajos se ponen 
en juego las emociones ya que además de des-
empeñar la tarea hay que relacionarse con los 
demás, pero esta relación y las emociones que 
conlleva no son consideradas trabajo emocional 
ya que son adicionales o anexas al trabajo en sí. 
Para que se considere trabajo emocional han de 
ser demandas del puesto. 

Estudios han demostrado que el traba-
jo emocional ocurre en interacciones cara a 
cara, voz a voz, al teléfono en los call center, 
por ejemplo. Según Hochschild para hablar de 
trabajo emocional se deben cumplir una serie 
de características y reglas de demostración de 
emociones que se exponen a continuación: 

Ocurre en interacciones cara a cara o voz a 
voz; las emociones del trabajador son mos-
tradas para influir en las emociones, actitudes 
y conductas de otras personas; se produce en 
aquellos trabajos que suponen el trato con per-
sonas y que generalmente se dan en el sector 
servicios; conllevan relaciones interpersona-

les que forman parte del propio trabajo, gene-
ralmente en situaciones entre el trabajador y 
un cliente, paciente, alumno, o usuario; es una 
exigencia del trabajo que la mayoría de las 
veces lo facilita (por ejemplo, cuando nuestro 
objetivo principal es la venta de un producto, 
la tarea de obtener una sonrisa del cliente, fa-
cilita la venta); toda interacción social sigue 
ciertas reglas o normas de demostración de 
emociones, y para cada situación existen emo-
ciones más apropiadas (1983; 2008).

Desde otro ámbito, Bellas (1999) y Hort, 
Barrett y Fulop (2001) afirman que el trabajo 
en universidades (enseñanza e investigación) 
implica claramente altos niveles del trabajo 
emocional. El ambiente de enseñanza tiene ele-
mentos de trabajo emocional, el docente debe 
ser entusiasta y creativo en la preparación y 
presentación del material didáctico dado que 
este es uno de los indicadores dominantes de 
una enseñanza de calidad. Hort, et al., (2001) 
plantea que el trabajo emocional en la docencia 
e investigación se evidencia en el compromi-
so, la pasión y la curiosidad de uno mismo y 
creadas en otros, estas características se cons-
tituyen en la clave para desarrollar y transmitir  
conocimientos.

Tendencias de investigación

Desde la revisión de literatura realizada 
se definen las siguientes tendencias en la inves-
tigación del trabajo emocional. Primero, orien-
tadas al Comportamiento y Psicología organi-
zacional. Este enfoque se concentra en describir 
los elementos que condicionan la participación 
del individuo en lo relacionado con sentimien-
tos, emociones, estándares del comportamien-
to. Segundo, enfocadas en indagar acerca de 
los resultados organizacionales desde la inte-
racción cliente-prestador del servicio, atención 
y calidad, resultados organizacionales, el papel 
de la gerencia, demostración de expresiones y 
sistemas de recompensa y castigo. Tercero, se 
orientan en la investigación de los aspectos di-
ferenciales del trabajo emocional según el tipo 
de organización y profesión. 
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Blanco (2010), Diefendorff et al. (2005), 
Gracia, Ramos y Moliner (2014), Hernández 
(2016), Morris y Feldamn (1996), Raman, 
Sambasivan y Kumar (2016), Tolich (1993), 
Van Dijk, Smith y Cooper (2011), mencionan 
que todavía se presentan vacíos investigativos 
y grandes interrogantes con respecto a la ex-
presión de las emociones en el ámbito laboral. 
Estos investigadores argumentan que se requie-
re menos esfuerzo cuando la emoción del in-
dividuo (trabajador) y la emoción deseada de 
organización son congruentes. 

Existen dos tipos de regulación, una re-
gulación espontanea o automática que son las 
emociones sentidas de forma natural y genui-
na (Diefendorff et al., 2005; Erickson y Ritter, 
2001) y coinciden con las emociones requeridas 
por la organización a través de las normas orga-
nizacionales (Asforth y Humphrey, 1993; Zapf, 
Seifert, Schmutte, Mertini y Holz, 2001); y 
otra, una regulación profunda cuando su expe-
riencia emocional en una situación concreta no 
coincide con las exigidas por la organización. 
Es decir, cuando el resultado de trabajo emocio-
nal parte de un acción deseada y profunda del 
individuo, y no de una acción superficial que 
no se relaciona con los intereses de la organiza-
ción (Gerdes y Segal, 2011; Gita y Thenmozhi, 
2015; Kwon y Kim, 2016; Van Dijk, Smith y 
Cooper, 2011). Es decir, los individuos pueden 
simplemente expresar lo que sienten, o pueden 
actuar superficialmente (fingir emociones o su-
primir emociones sentidas). 

Sobre el tema se ha encontrado que aun-
que la iniciativa de trabajo emocional se le ha 
atribuido a sociólogos y psicólogos (Hochs-
child, 1983; 2008), la manifestación de emocio-
nes en las organizaciones se ha convertido en 
un asunto multidisciplinar en donde los inves-
tigadores organizacionales han encontrado su 
campo de acción como: Ashforth y Humphrey, 
1995; Fisher y Shapiro, 2008; Gracia, Ramos 
y Moliner, 2014; Hernández, 2016; Moreno-
Jiménez, Gálvez y Rodríguez-Carvajal, 2010; 
Mumby y Putnam, 1992; Rafaeli y Sutton, 

1987, 1989. Investigadores están comenzando 
a explorar cómo las emociones son manejadas 
por los empleados para mejorar los resultados 
del trabajo.

Uno de los enfoques actuales de la inves-
tigación en trabajo emocional está centrado en 
la gerencia, específicamente en la modificación 
de emociones como parte central del trabajo en 
las empresas de servicio (Grandey, Diefendorff 
y Rupp, 2013). Según Hochschild (1983; 2008), 
las organizaciones están cada vez más dispues-
tas a dirigir y a controlar cómo los empleados se 
relacionan con otros; es decir, la calidad de las 
interacciones entre los empleados y los clientes 
han venido teniendo mayor control por parte de 
la gerencia.

En la revisión de investigaciones que re-
lacionan la gerencia organizacional con el im-
pacto de las emociones (individuo y organiza-
ción), se encuentra que dicha temática ha sido 
estudiada en función de características de or-
ganización, características del trabajo, y varia-
bles individuales como elementos que permiten 
predecir las diversas dimensiones del trabajo 
emocional. Los factores organizacionales se 
entienden como la especificidad de las normas 
de demostración y la proximidad de la supervi-
sión del empleado (Hülsheger, Lang y Maier, 
2010; Medina y Sierra, 2004; Noon, Blyton y 
Morrell, 2013) las características del trabajo, 
como la forma de interacción y las tareas ru-
tinarias (Maroney, 2011; Manassero, García-
Buades, Pades, y Bonnin, 2015; Medler-Liraz y 
Yagil, 2013; Fernández-Poncela, 2012; Sutton 
y Rafaeli, 1988;) y en diferencias individuales, 
variables como la afectividad, el género, la in-
teligencia emocional, la personalidad (Mababu, 
2012; Morris y Feldamn, 1996; Kwon y Kim, 
2016; Wieseke, Geigenmüller y Kraus, 2012). 
Sutton y Rafaeli (1988) afirman que la teoría 
e investigación de trabajo emocional se ha en-
focado en “[...] el rol de la emoción en la vida 
organizacional. Las emociones son típicamen-
te vistas como estados intrínsecos causados 
por factores tales como las características del  
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trabajo estrés, relaciones con los supervisores, o 
la compensación” (p. 462).

Estos planteamientos evidencian que el 
trabajo emocional es un tema de interés inves-
tigativo en el plano del comportamiento orga-
nizacional, y después de los noventas cobra 
fuerza su estudio, no solo desde una perspecti-
va individual, sino también organizacional. Los 
empleados de servicio deben incorporar a sus 
labores de atención y cuidado del otro (cliente) 
una expresión emocional positiva o negativa, 
según sea el caso. Es claro que el manejo de 
emociones tiene efectos positivos y/o negativos 
para las organizaciones y para el individuo, que 
requieren una debida atención por parte de la 
gerencia.

Reglas de demostración en el trabajo 
emocional y sus campos de acción

Ekman (1973) definió las reglas de de-
mostración de emociones como normas emo-
cionales apropiadas en la demostración de ex-
presiones. Para este investigador las reglas de 
demostración de emociones “[...] son los están-
dares del comportamiento que indican qué emo-
ciones son apropiadas en una situación dada, 
pero también cómo esas emociones deben ser 
transmitidas o expresadas al público” (p. 166).

Las reglas de demostración de emociones 
se constituyen en una característica del traba-
jo emocional, dado que los empleados de ser-
vicio que manejan y controlan diferentes tipos 
de emociones, deben ser conscientes que cada 
situación con un cliente específico implica un 
comportamiento determinado. El trabajo (o es-
fuerzo) emocional realizado por el empleado en 
su trabajo responde a demandas emocionales 
concretas, que vienen reguladas por un conjun-
to de normas organizacionales sobre cómo debe 
comportarse el empleado en su interacción con 
el cliente/usuario.

Las características y funciones del tra-
bajo emocional tienen reglas de demostración 

con respecto a las emociones que los emplea-
dos deben demostrar al público (Hernández, 
2016; Hochschild, 1983; 2008; Maroney, 2011; 
Medler-Liraz y Yagil, 2013; Raman, Sambasi-
van y Kumar, 2016; Poirel y Yvon, 2014; Smo-
llan, 2006; Wieseke, Geigenmüller y Kraus, 
2012). Por ejemplo, los que trabajan en servi-
cio al cliente pueden activar el negocio demos-
trando sonrisas y buen humor, mientras que los 
que trabajan como recolectores de cuentas o en 
la aplicación de ley pueden encontrar que una 
actitud enojada da lugar a una mejor respuesta 
del “cliente”. Para los terapistas o los jueces, 
no responder a emociones específicas puede ser 
necesario al escuchar los clientes (Diefendorff, 
et al., 2005; Hernández, 2016; Hochschild, 
1983; Maroney, 2011; Raman, Sambasivan y 
Kumar, 2016; Sutton, 1991; Sutton y Rafaela, 
1988). Los empleados para responder a estas 
expectativas de trabajo emocional deben obser-
var “[...] los códigos de conducta profesionales, 
organizacionales y comerciales, y las reglas de 
demostración de emociones en las interacciones 
con otros” (Smollan, 2006, p. 216).

En las reglas de demostración de emocio-
nes existen factores externos que condicionan 
el trabajo emocional, uno de esos factores es la 
“intensidad de trabajo” (Gerdes y Segal, 2011; 
Medina y Sierra, 2004; Ortiz, Navarro, Gar-
cía, Ramis y Manassero, 2012; Pugh, Groth y 
Hennig-Thurau, 2011; Sutton y Rafaeli, 1988). 
Existe una relación entre la presión del tiem-
po y las reglas de demostración asumidas por 
los empleados hacia los clientes; es decir, exis-
ten normas de demostración de emociones para 
ambientes ocupados es decir para las horas pico 
o de mayor intensidad de trabajo que apoyan 
las demostraciones neutras; mientras las nor-
mas de demostración para ambientes desocupa-
dos apoyan demostraciones de emociones posi-
tivas hacia los clientes (Medina y Sierra, 2004;  
Sutton y Rafaeli, 1988). 

“Un administrador de tienda reportó que 
los empleados tenían menos posibilidad de ser 
amigables durante las horas de mayor intensi-
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dad de trabajo. Los clientes están más estresa-
dos y tensos” (Sutton y Rafaeli, 1988, p. 478). 
Diefendorff et al., (2005) y Morris y Feldman 
(1996) consideran la duración de las interac-
ciones con el cliente. Estos autores propusieron 
que las interacciones largas aumentan la posi-
bilidad de que los individuos necesiten regular 
activamente sus demostraciones emocionales. 
Además, las interacciones largas pueden au-
mentar las oportunidades de que las interaccio-
nes lleguen a ser más personales y que se de-
muestren emociones sentidas naturalmente. 

Las reglas de demostración de emociones 
pueden estar asociadas a sistemas de recom-
pensa y castigo. Las organizaciones de servi-
cio monitorean a sus empleados para asegurar 
que están mostrando las emociones correctas a 
los clientes (Arango, 2015; Hernández, 2016;  
Fisher y Shapiro, 2008; Hochschild, 1983; 
2008; Sutton y Rafaeli, 1988). “Los empleados 
que muestran las emociones equivocadas pue-
den ser castigados, y aquellos que muestran las 
emociones correctas pueden ser recompensa-
dos” (Sutton y Rafaela, 1988, p. 463).

Las organizaciones a través de la gerencia 
se han ocupado de normar y regular los compor-
tamientos emocionales en el lugar de trabajo, 
y están de acuerdo con que la demostración de 
emociones debe operar como reglas de manipu-
lación y control entendidas como “la manipula-
ción estratégica de las expresiones de un indi-
viduo, incluyendo las expresiones emocionales 
para influenciar el comportamiento de otros” 
(Sutton y Rafaeli, 1988, p. 463), las emociones 
negativas, neutrales y positivas expresadas por 
un empleado en el lugar de trabajo pueden afec-
tar un resultado organizacional (nivel de ventas, 
satisfacción del cliente, clima organizacional, 
desempeño laboral, etc). Como lo exponen Die-
fendorff, et al., (2005) se ha encontrado que en 
la mayoría de teorías del trabajo emocional, las 
organizaciones especifican reglas de demostra-
ción que sirven como estándares para la expre-
sión apropiada de las emociones. 

Conclusiones y  
consideraciones finales

Es importante considerar que el tema de 
trabajo emocional ha cobrado un interés latente 
en las organizaciones, principalmente en em-
pleados que laboran en actividades de servicio, 
de cara al público. La reflexión sobre el tema de 
trabajo emocional se ha centrado en su mayoría 
en justificar la importancia del trabajo emocio-
nal, como un concepto propuesto en los años 80 
por Hochschild. Sin embargo, la investigación 
sobre este tema ha ido en aumento, pero sin 
dejar de lado lo que de manera enfática auto-
res como Rafaeli y Sutton (1987; 1989); Sutton 
(1991) han expresado en sus investigaciones 
que es necesaria la investigación teórica y em-
pírica sobre la relación entre trabajo emocio-
nal y la eficacia emocional del empleado.

Las empresas de servicios son las que 
más a menudo trabajan con las emociones, pero 
en realidad todas las organizaciones trabajan 
emociones de forma interna. Algunos oficios en 
los que se evidencia el trabajo emocional son: 
médicos, enfermeros, profesores, policías, ca-
mareros, cajeros, teleoperadores, etc. Para ejer-
cer estas labores es frecuente que las personas 
deban seguir unas reglas de demostración de 
emociones que se manifiestan en las organi-
zaciones como estándares de comportamiento. 
Estas normas o reglas de comportamiento emo-
cional son las que indican qué emociones deben 
ser trasmitidas y cómo deben ser expresadas 
a los clientes (Arango, 2015; Martínez, 2001, 
2007; Maroney, 2011; Noon, Blyton y Morrell, 
2013; Fernández-Poncela, 2012) por lo gene-
ral se requiere de sus empleados el manejo de 
emociones positivas o negativas, así como tam-
bién que el empleado maneje interacciones cara 
a cara o voz a voz con el fin de influir en las 
emociones, actitudes y conductas de los clien-
tes (Blanco, 2010; Diefendorff, et al., 2005;  
Hochschild, 2008; Sutton, 1991; Sutton y  
Rafaeli, 1988).
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El estudio del trabajo emocional trata la 
tensión del manejo de emociones cuando un 
trabajo específico exige que ciertas expresiones 
sean demostradas a los clientes. Sin embargo, 
“[...] no ha habido una estructura que lo abar-
que todo para dirigir este tipo de trabajos, y los 
estudios anteriores han discrepado a menudo 
sobre la definición y la operacionalización del 
trabajo emocional” (Grandey, 2000, p. 95). Sin 
embargo, en estudios más recientes como los 
de Hülsheger, Lang y Maier (2010) avanzan en 
reconocer que los empleados sujetos al trabajo 
emocional pueden disminuir o aumentar su ren-
dimiento dependiendo del grado de aplicación 
de las estrategias de regulación. Quiere decir 
esto que el trabajo emocional puede ser peligro-
so, ya que mientras produce efectos positivos 
en la consecución de objetivos organizaciona-
les, puede deteriorar seriamente el bienestar de 
los trabajadores (Gracia, Martínez, Salanova y 
Nogareda, 2007).

En la revisión de investigaciones que rela-
cionan la gerencia organizacional con el impac-
to de las emociones, se identificaron estudios 
desde tres perspectivas de análisis, así: desem-
peño y resultados organizacionales, caracterís-
ticas del trabajo, y variables individuales. 

El trabajo emocional muestra una pers-
pectiva multidimensional que sugiere diferentes 
alternativas de investigación, tanto cualitativas 
como cuantitativas. Morris y Feldamn (1996, p. 
1004) sugieren que la observación directa sería 
una manera útil de cuantificar la frecuencia, la 
duración, y la variedad de trabajo emocional, y 
un ejemplo excelente de este tipo de recolec-
ción de datos se puede encontrar en el estudio 
de Rafaeli (1989) de la expresión emocional de 
los vendedores de almacenes. 

Es claro que las consecuencias posibles 
del trabajo emocional, tanto para los empleados 
como por la organización es un tema poco ex-
plorado en el campo de investigación en com-
portamiento organizacional. Examinar la rela-

ción del trabajo emocional con los resultados 
de la organización es especialmente necesario, 
porque una de las razones primarias por las que 
las organizaciones requieren el trabajo emo-
cional es que la expresión emocional tiene una 
fuerte influencia en el comportamiento de las 
ventas y el desempeño organizacional. Sin em-
bargo, no deben dejarse de lado estudios rela-
cionados con variables personales, como géne-
ro y personalidad, que pueden ayudar a explicar 
por qué algunos empleados suelen regular con 
mayor o menor facilidad las emociones en el 
lugar de trabajo. 

En la revisión de literatura se encuentra 
que implícita o explícitamente el trabajo emo-
cional tiene consecuencias negativas y disfun-
cionales para los trabajadores y para la organi-
zación (Adelmann y Zajonc, 1989; Hochschild, 
1983; 2008). Una hipótesis de ello, es que puede 
conducir a una disminución en la satisfacción 
laboral y a una disminución en la productivi-
dad y posicionamiento de las organizaciones de 
servicios.
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Resumen 
La presente disertación considera la accesibilidad espacial como el primer elemento 
para alcanzar la inclusión social de las personas con discapacidad. Para tal fin, 
se indagó acerca de ¿cuáles son las estrategias empleadas por los gobiernos para 
superar la exclusión social de este grupo humano al medio físico? y ¿en qué difieren 
las estrategias de América Latina y Europa? Se realiza una investigación de tipo 
documental, generando un diálogo entre veintitrés fuentes. Como hallazgos se destaca 
la consolidación de una apuesta común presionada por los movimientos sociales en 
torno al espacio público, transporte, ambiente construido, información y TIC, servicios 
sociales, equipamientos; así como la aprobación de leyes circunstanciales en América 
Latina que giran principalmente alrededor del transporte e infraestructura asociada. 
Es así como, a pesar de las asimetrías, existe mayor sensibilización alrededor de la 
inclusión social de este grupo poblacional en los procesos de planificación y desarrollo 
territorial.
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Accesibilidad espacial, discapacidad, inclusión social y barreras en el medio físico.

Abstract
This dissertation considers spatial accessibility as the first element to reach the social 
inclusion of people with disabilities. For this purpose, it was inquired about what are the 
strategies used by governments to overcome the social exclusion of this human group 
to the physical environment?  And how do the strategies of Latin America and Europe 
differ? A documentary research is carried out, generating a dialogue between twenty-
three sources. As findings, we can highlight the consolidation of a common bet pushed 
by social movements around public space, transport, built environment, information 
and ICT, social services, equipment; as well as the approval of circumstantial laws in 
Latin America that revolve mainly around transport and associated infrastructure. This 
is how, despite the asymmetries, there is greater awareness about the social inclusion of 
this population group in the planning and territorial development processes.
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Introducción

La apuesta de desarrollo actual a nivel 
mundial plantea la inclusión social de grupos 
históricamente vulnerables, entre ellos, las per-
sonas con discapacidad, a quienes se busca 
garantizar un ambiente adecuado para que lo-
gren desarrollarse de manera autónoma y digna 
(ONU, 2015, p. 2). De esta manera, con las nue-
vas agendas de desarrollo, los gobiernos bus-
can garantizar los derechos humanos de todas 
las personas, basados en los principios de uni-
versalidad, participación, rendición de cuentas, 
igualdad y no discriminación (ONU, 2015, p. 
4). Esto ha llevado a que los países se vean en la 
necesidad de concretar su apuesta para reducir 
la desigualdad y exclusión social mediante po-
líticas públicas y estrategias de orden territorial 
orientadas a integrar la singularidad de los seres 
humanos, sobre todo en áreas urbanas, caracte-
rizadas por mayor concentración poblacional y 
con gran diversidad humana en donde se recla-
ma que todos los habitantes que comparten ese 
espacio geográfico tengan “derecho a la vida 
urbana, transformada, renovada” (Lefebvre, 
1969, p. 138).

Para Harvey (2008, p. 17), el derecho a la 
ciudad va más allá del acceso a lo que ya exis-
te, comprende la necesidad de participar en la 
construcción de la ciudad, para hacerla y reha-
cerla acorde a los deseos de las personas que la 
habitan. Como afirma De Lorenzo (2007):

El futuro de la humanidad depende de que to-
dos los hombres y mujeres puedan participar 
activamente en la construcción de su existen-
cia en común y de que lo hagan solidariamen-
te y apreciando la singularidad de cada miem-
bro de la familia humana, sin exclusiones ni 
limitaciones fundadas en las circunstancias o 
en las capacidades de cada cual (p. 14).

No obstante, para las personas con disca-
pacidad, la participación está mediada por el ac-
ceso al medio físico o entorno, lugar en el que a 
partir de la interacción entre el ser humano y el 
territorio, los sujetos construyen su subjetividad 

e identidad individual y colectiva. Así, cuando 
el territorio logra ser apropiado por los huma-
nos su expresión es la territorialidad, entendida 
como “los ejercicios realizados desde diversas 
fuentes que se expresan, marcan y constituyen 
su territorio, y en tal proceso construyen, con-
servan, protegen, consolidan y defienden su 
propio sentido de vida” (Echeverría y Rincón, 
2000, p. 15).

De esta manera, los sistemas territoriales 
expresan en el medio físico el estilo de desa-
rrollo de una sociedad y “pueden interpretarse 
como la proyección en el espacio de las polí-
ticas económica, social, cultural y ambiental” 
(Gómez y Gómez, 2013). Es así como, para 
democratizar más las sociedades y promover el 
respeto y garantía de los derechos de las mino-
rías como lo son las personas con discapacidad, 
en Europa y América Latina se marcan tenden-
cias en las estrategias de intervención para lo-
grar el acceso total de este grupo poblacional al 
medio físico, razón por la cual surge el interés 
de reflexionar respecto a ¿cuáles son las estra-
tegias empleadas por los gobiernos para supe-
rar la exclusión social de este grupo humano al 
medio físico? y ¿en qué difieren las estrategias 
de América Latina y Europa? Esto en razón a 
que la complejidad que plantea la accesibilidad 
espacial gira en torno no solo a las proyeccio-
nes futuras y a armonizar las relaciones entre 
los ciudadanos, el medio físico y las activida-
des humanas (Gómez y Gómez, 2013); sino 
también a mediar con los conflictos históricos 
ocasionados por el urbanismo, la desigualdad 
social y la injusticia socio-espacial (Harvey, 
1977). Por ende, cada ámbito geográfico tiene 
sus propios retos para lograr el acceso espacial: 
el desarrollo de las ciudades latinoamericanas 
se caracteriza por un crecimiento acelerado y 
desigual de los espacios urbanos (Pérez, 1991); 
y en Europa las ciudades se debaten entre la ac-
cesibilidad y la protección y conservación del 
patrimonio arquitectónico propio de la ciudad 
antigua.
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La presente disertación es un ejercicio 
crítico reflexivo a partir de las experiencias de 
ciudades europeas y latinoamericanas frente 
accesibilidad espacial como medio para la in-
clusión social de las personas con discapacidad. 
Para ello fue necesario, como primera medida, 
gestionar información documental en bases de 
datos públicas y privadas. Los criterios de se-
lección de la información fueron artículos re-
sultados de procesos de investigación e infor-
mes de experiencias de inclusión, publicados a 
partir del año 2006, entendiendo que fue en este 
año en que fue aprobada por la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas la Convención In-
ternacional de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (ONU, 2006) instrumento de de-
rechos humanos en cuyos principios generales 
se establece la importancia de la accesibilidad 
como estrategia para la eliminación de obstá-
culos en el entorno físico, el transporte, la in-
formación y las comunicaciones y los servicios 
públicos tanto en el área urbana como rural, con 
el fin de garantizar que este grupo humano logre 
ser autónomo y participe en todos los escena-
rios que ofrece la vida pública.

El rastreo de información se realizó me-
diante descriptores como: accesibilidad espa-
cial, discapacidad, exclusión social y barreras 
medio físico. Es importante mencionar que la 
bibliografía disponible en las bases de datos re-
fleja la complejidad del problema que sobrepa-
sa los alcances de esta reflexión, pues además 
del acceso al medio físico, los académicos dis-
cuten acerca de la garantía de derechos como 
salud, educación y empleo. Se seleccionaron 
entonces veintitrés documentos referentes al 
tema, los cuales fueron registrados en fichas bi-
bliográficas. Con la información organizada y 
dispuesta se procedió al análisis de la informa-
ción en donde se usaron técnicas cuantitativas 
de estadística descriptiva tales como distribu-
ción de frecuencias y cualitativas de reducción 
de la información en categorías para la revisión 
documental. Finalmente, se realiza la produc-
ción escrita de los resultados. Como limitación 
de la reflexión se encuentra que pese a haber 

experiencias documentadas, es posible que en 
varias ciudades haya experiencias exitosas que 
no han sido publicadas.

La accesibilidad espacial en Europa: 
una apuesta en común

El Estudio de la Accesibilidad Espacial 
en Europa, es un tema que surge a partir de los 
años 70 y para el año de 1987 la Comisión Eu-
ropea plantea la necesidad de establecer un con-
cepto Europeo de Accesibilidad que se concreta 
el 02 de marzo de 1996 y en el que se reconoce 
a la accesibilidad como:

Una característica básica del entorno cons-
truido. Es la condición que posibilita el llegar, 
entrar, salir y utilizar las casas, las tiendas, los 
teatros, los parques y los lugares de trabajo. 
La accesibilidad permite a las personas parti-
cipar en las actividades sociales y económicas 
para las que se ha concebido el entorno cons-
truido (CEAPAT, 1996, p. 7).

El espacio accesible, entendido como 
“una condición previa a la participación en la 
sociedad y en la economía”(Comisión Europea, 
2010, p. 5), demanda que desde la planificación 
y el ordenamiento territorial se contemple la di-
versidad de los seres humanos, pues más allá de 
buscar garantizar el acceso al medio físico, le 
compete la circulación, utilización, orientación, 
seguridad y funcionalidad en miras a lograr una 
integralidad, es decir, debe existir accesibilidad 
a la ciudad, en la ciudad, a los edificios, en el 
interior de los edificios y a cada una de las fun-
ciones del territorio (Olivera, 2006, p. 332).

Aunque para el año 2006 -momento en 
que se aprueba por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas la Convención Internacional 
de Derechos de las Personas con Discapacidad-, 
ya había países pioneros en desplegar acciones 
tendientes a reducir las barreras presentes en 
el espacio físico, como Reino Unido, Irlanda, 
Australia, Estados Unidos y Canadá, en países 
como España, el estudio de Olivera (2006) se 
propone “exponer la situación de las barreras 
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urbanísticas del país, la normativa vigente a 
diversas escalas y las actuales figuras de pla-
neamiento sobre accesibilidad” (p. 325). Para el 
caso, dos de los tres millones de personas con 
discapacidad eran mayores de 65 años, esto se 
debe en gran medida al aumento en la esperanza 
de vida y la reducción de la natalidad.

La valoración de la accesibilidad hasta el 
momento era preocupante, en especial en los 
accesos exteriores con escaleras, señalización 
deficiente y bordillos en los cruces peatonales. 
A su vez, en el transporte, tanto vehículos como 
infraestructura asociada no alcanzaban el um-
bral mínimo de accesibilidad. Olivera (2006) 
deja entrever cómo la inversión de la pirámi-
de poblacional ha sido determinante para au-
mentar la presión a los gobiernos locales para 
que desarrollen estrategias de inclusión social 
al medio físico: “empiezan a ser un grupo de 
presión, y la eliminación de barreras se puede 
convertir en un motor clave para la reconquista 
y la renovación urbana y para la promoción y el 
desarrollo de áreas de turismo de la tercera edad 
(balneario, interior, cultural, de playa), a la vez 
que favorecen procesos de integración social”  
(2006, p. 335).

Las barreras en el espacio construido tie-
nen diferentes causas y consecuencias:

La discapacidad y las barreras creadas por el 
espacio natural y por el espacio construido 
son exclusógenos especialmente graves. Pro-
ducen exclusión económica, educativa, de las 
redes sociales, de la participación ciudadana, 
del ocio, etc.., en parte por las propias barre-
ras psicológicas de los afectados, pero sobre 
todo por la exclusión territorial que causa la 
sociedad al vetar, muchas veces inconsciente-
mente, el uso del espacio a algunos habitantes, 
que quedan desterrados de los espacios de la 
vida cotidiana, recluidos en su propia vivien-
da o en instituciones (ghettos de exclusión por 
excelencia) (Olivera, 2006, p. 332).

Entonces, para reducir la exclusión se 
debe como primera medida promulgar normati-

va específica orientada a formular y desarrollar 
planes de accesibilidad, sancionar el incumpli-
miento y estimular el cumplimiento de la le-
gislación en las diferentes escalas territoriales. 
Aunque este país contempla una serie de planes 
a nivel estatal, provincial y municipal al mo-
mento no estaban normalizados.

Además de estudios como el de Olivera, 
que hacen especial énfasis en la integración de 
personas con movilidad reducida, la Funda-
ción ONCE1 con la financiación de Technosite 
(2009) realiza un ejercicio de sistematización 
del conocimiento de las experiencias y pro-
yectos en materia de accesibilidad al ambien-
te construido para integrar a las personas con 
discapacidad cognitiva. En él, se resalta la im-
portancia de la señalización y manejo de una 
comunicación universal para las personas con 
limitaciones cognitivas en los tres subentornos 
del medio urbano: vías públicas, edificaciones 
y transporte:

A pesar del aumento en la complejidad que 
las ciudades contemporáneas presentan, por 
la densidad de servicios y las aplicaciones de 
la “sociedad de la información” en las calles, 
en los transportes, en los edificios públicos, 
no se han considerado apenas las capacidades 
cognitivas, salvo en experiencias aisladas, en 
el diseño urbano, lo cual excluye a personas 
con discapacidad intelectual, autismo, y en 
general, plantea dificultades a cualquiera que 
precise procesar tal densidad de información 
(Technosite, 2009, p. 4).

Si bien es cierto que antes del 2006 en 
el continente europeo se impulsaron acciones 
orientadas a lograr un diseño accesible para 
atender las necesidades particulares de los 
ciudadanos, es hasta años después de la Con-
vención Internacional de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad que en Europa se 
consolida una apuesta común para luchar con-
tra los obstáculos que impiden ser un territorio 
sin barreras, un territorio incluyente, mediante 
el proyecto “Estrategia Europea sobre Disca-
pacidad 2010-2020: un compromiso renovado 
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para una Europa sin barreras” que establece 
como áreas de actuación: la accesibilidad, la 
participación, la igualdad, el empleo, la educa-
ción y formación, la protección social, sanidad 
y acción exterior (Comisión Europea, 2010, p. 
4). Cada una de estas áreas tiene como punto 
de encuentro el acceso espacial como condi-
ción previa para mejorar la calidad de vida de 
las personas y convertirse en un territorio inclu-
yente. El compromiso de los Estados miembros 
es entonces apoyado por la Unión Europea en 
aspectos de sensibilización, apoyo financiero; 
y generación de estadísticas, recopilación y se-
guimiento de datos.

Tanto la Convención como la Estrate-
gia llevaron a la Unión Europea a estimular en 
los países miembros, la promoción de mejores 
prácticas en las ciudades de la Unión, resaltan-
do a través del Premio a la Ciudad Accesible 
la innovación e inspiración en proyectos y pro-
gramas para conocer las necesidades de las per-
sonas con discapacidad y los adultos mayores. 
Desde el año 2011 hasta el año 2016 han parti-
cipado más de 250 ciudades que han desarro-
llado iniciativas en áreas clave de accesibilidad 
como: entorno construido y los espacios públi-
cos; transporte e infraestructura asociada; infor-
mación, comunicación y TIC; y servicios públi-
cos e instalaciones (Unión Europea, 2010). En 
el año 2016, aparecen dos nuevas categorías: 
Smart City, como un reconocimiento a la tec-
nología para mejorar las condiciones de vida de 
las personas con discapacidad y adultos mayo-
res; y Acceso al Trabajo, en recompensa a los 
esfuerzos de las ciudades e iniciativas del sector 
privado para facilitar el acceso al mercado labo-
ral (Unión Europea, 2016).

Hasta el momento se han premiado 35 
ciudades, de estas, 9 (25,7%) son de España, 
4 (11,4%) de Alemania, 4 (11,4%) de Fran-
cia, 3 (8,6%) de Polonia, 3 (8,6%) de Suecia, 
2 (5,7%) de Eslovenia, 2 (5,7%) de Finlandia, 
2 (5,7%) de Hungría, 1 (2,9%) de Austria, 1 
(2,9%) de Irlanda, 1 (2,9%) de Italia, 1 (2,9%) 
de Luxemburgo, 1 (2,9%) de Reino Unido y 1 

(2,9%) de República Checa (Figura 1). Espa-
ña se destaca por la labor que ha realizado, en 
donde de las 9 ciudades premiadas 7 han reci-
bido mención especial; 1 fue finalista en 2012: 
Santander y 1 fue ganadora en 2011: Ávila. De 
las 7 ciudades con menciones especiales, obtu-
vieron reconocimiento por intervenciones en el 
espacio público y ambiente construido: Tarrasa 
en 2012; Pamplona en 2013 y Logroño en 2015; 
reconocimiento por acceso a servicios e instala-
ciones: Burgos en 2014 y Arona en 2015; por 
Información, Comunicación y TIC: Bilbao en 
2013 y, por transporte e infraestructura asocia-
da, Málaga en 2014.

Figura 1.  
Países con ciudades destacadas en el  

Access City Award. N=35.

Fuente: elaborado a partir de los informes de ciudades accesibles 
de la Unión Europea, 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016.

La diferencia en el avance del acceso de 
ciudades Españolas respecto a las demás ciu-
dades europeas, responde al plan a largo plazo 
trazado por el país: 2012-2020, el cual se for-
mula motivado por la Estrategia Europea sobre 
Discapacidad con el que se busca:

Coadyuvar al cumplimiento de los objetivos 
cuantificados relacionados con el mercado 
laboral, la educación, la pobreza y la exclu-
sión social previstos en la Estrategia Euro-
pea 2020[…] se prevén objetivos clásicos e 
imprescindibles como la accesibilidad a los 
entornos, la mejora del conocimiento sobre 
la situación vital de las personas con disca-
pacidad, la participación, la igualdad de trato 
y la no discriminación (Gobierno de España, 
2012, p. 6).
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Seguido de España se encuentra Alema-
nia con ciudades como Marburgo-2012, Ber-
lín-2013, Dresden-2014 y Wiesbaden-2016, 
de las cuales una ha sido ganadora (Berlín), 
dos finalistas (Marburgo y Wiesbaden) y una 
ha recibido mención especial por información, 
comunicación y TIC (Dresden). Luego de Ale-
mania, está Francia donde se han premiado tres 
ciudades: Grenoble 2012 y 2014, Nantes 2013 y 
Tolouse 2016. Grenoble recibió en el año 2012 
la mención especial por el acceso a servicios e 
instalaciones y obtuvo el segundo puesto por 
haber adoptado el principio universal de dise-
ño reflejado en proyectos relacionados con el 
tranvía, nuevos modos de transporte como los 
teleféricos y el desarrollo de viviendas accesi-
bles (Unión Europea, 2014, p. 8). Respecto a 
Nantes y Tolouse, ambas finalistas, sus proyec-
tos giran en torno a la auditoría a la accesibili-
dad y a asegurar la accesibilidad durante toda la 
experiencia de viaje (Unión Europea, 2013, p. 
10), así como a mejorar las condiciones internas 
y externas de las viviendas para garantizar la 
autonomía de los adultos mayores (Unión Eu-
ropea, 2016, p. 12).

Figura 2.  
Número de ciudades por país según clasificación. 

N= 35.

Fuente: elaborado a partir de los informes de ciudades accesibles 
de la Unión Europea, 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016.

De los ganadores, quien ocupa el pri-
mer lugar es Suecia (Figura 2) donde Estocol-
mo (2013) fue finalista, Gotemburgo (2014) y 
Borås (2015) ganadores. Las ciudades ganado-
ras fueron premiadas por estrategias como bases 
de datos sobre lugares accesibles, instructores y 

planificadores de viaje (Unión Europea, 2014, 
p. 4), así como por los estímulos a la participa-
ción del sector privado, la aplicación de están-
dares de accesibilidad al entorno construido que 
va más allá de lo legal y que garantizan una vida 
independiente (Unión Europea, 2015, p. 4).

Las ciudades ganadoras a lo largo de los 
seis años (Ávila-España, Salzburgo-Austria, 
Berlín-Alemania, Göteborg y Borås-Suecia; y 
Milán-Italia) se destacan por las intervenciones 
en el espacio público, haciendo especial énfasis 
en la accesibilidad a los centros históricos de 
las ciudades antiguas (Unión Europea, 2011), 
los cambios en el transporte público, libre de 
barreras mediante el uso de rampas extensibles, 
la tecnología de bajada del piso y sistemas de 
información diseñados para personas con disca-
pacidad (Unión Europea, 2012), bases de datos 
gratuitas que responden a marcos políticos y 
presupuestarios de la ciudad (Unión Europea, 
2013), recursos de apoyo para la planificación 
de los viajes a través de la ciudad (Unión Eu-
ropea, 2014), superar los estándares de accesi-
bilidad en el entorno construido e involucrar al 
sector privado (Unión Europea, 2015) y planear 
la ciudad a partir del concepto “ciudad para 
todos” destinando presupuesto para la realiza-
ción de obras públicas relacionadas con la acce-
sibilidad al espacio público, a los edificios, a la 
integración social, seguridad y calidad de vida 
de los ciudadanos (Unión Europea, 2016).

En síntesis, el avance en la eliminación de 
las barreras que impiden el acceso universal de 
las personas con discapacidad en Europa se da 
gracias a la presión de los movimientos socia-
les (Gleeson, 2001) conformados por personas 
con discapacidad quienes llevaron al continente 
a realizar una apuesta en común que garantizara 
la dignidad y autonomía de todos los ciudada-
nos. El aumento en la presión se debe en gran 
medida al envejecimiento de la población euro-
pea que llevó a las naciones a generar ambien-
tes accesibles que permitan su integración en la 
vida cotidiana.
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La accesibilidad espacial en América 
Latina: estrategias para mejorar los 

sistemas de transporte
Contrario a lo que ocurre en Europa, los 

países de Latinoamérica no tienen una apuesta 
en común para garantizar el acceso de las per-
sonas con discapacidad. No obstante, a partir de 
la Convención Internacional de Derechos de las 
Personas con discapacidad, países como Mé-
xico, Argentina, Chile, Brasil y Colombia; se 
caracterizan por el desarrollo de acciones ten-
dientes a promover los derechos de este grupo 
humano vulnerable en relación con el acceso al 
medio físico a través del adelanto de estrategias 
en los sistemas de transporte e infraestructura 
asociada principalmente. 

Eliminar las barreras en el ambiente natu-
ral y construido requiere, por su relevancia teó-
rica, metodológica y práctica, de estudios diag-
nósticos. Se destaca así el trabajo de Hernández 
(2012) en México, quien valora no solo los 
planteamientos de la accesibilidad a nivel teóri-
co y conceptual, sino que aporta un instrumen-
to de medición y devela los obstáculos presen-
tes en los recorridos cotidianos de las personas 
con discapacidad, así como las estrategias que 
emplean estos sujetos para “apropiarse física y 
simbólicamente del espacio” (p. 59).

Como primera medida, Hernández 
se apoya en los planteamientos de Brendan 
Gleeson (2001) para “caracterizar los proce-
sos socio-espaciales que producen y reprodu-
cen entornos urbanos discapacitantes” (citado 
en Hernández, 2012, p. 61), luego, aborda los 
constructos de biopoder y sociedad de control 
de Foucault que permiten comprender los me-
canismos individuales de control corporal para 
lograr la movilidad espacial y finalmente, da 
cuenta del estado de justicia espacial en la ciu-
dad de México. De la caracterización concluye 
que esta ciudad es poco accesible pues presen-
ta grandes barreras arquitectónicas, no obstante 
cuenta con una red de apoyo para la atención y 
rehabilitación de las personas con discapacidad 
(Hernández, 2012, p. 68). 

La discriminación a este grupo humano se 
encuentra entonces expresada en las barreras fí-
sicas, la construcción arquitectónica excluyente 
y las modalidades de transporte. Ante estas ba-
rreras las personas con discapacidad despliegan 
estrategias que van desde su uso como punto de 
referenciación en la ciudad (personas con dis-
capacidad visual), participación en los espacios 
para la toma de decisiones y denuncia alrededor 
de su derecho a la accesibilidad.

De esta manera, los ejercicios diagnósti-
cos son fundamentales y se desarrollan frente 
al acceso a diferentes derechos como el derecho 
a la educación, salud, empleo, movilidad y re-
creación. En este sentido, uno de los principales 
escenarios desde el cual se construye conoci-
miento en los últimos años para la inclusión de 
personas con discapacidad es el turismo, cuyos 
proyectos impactan las estructuras territoria-
les, siendo necesario reconocer las formas de 
apropiación social y consolidación del territo-
rio, dado que indudablemente estos proyectos 
transforman el lugar en que habitan diferentes 
seres humanos, con y sin discapacidad, y los 
procesos de re-ordenamiento deben procurar 
reducir la exclusión social históricamente na-
turalizada en los territorios (Gómez y Gómez, 
2013, p. 98). 

Para garantizar una adecuada gestión te-
rritorial, debe analizarse de manera integral el 
espacio “en función de sus procesos e interac-
ciones entre contenidos, sean naturales o so-
ciales” (Gómez y Gómez, 2013, p. 117). Para 
Brinckmann y Reyes (2008) en su estudio: 
“Re- Ordenando el territorio para el “Turismo  
Accesible”. El caso de San Martín de los Andes, 
Provincia de Neuquén, Patagonia Argentina”, la 
inclusión social de este grupo poblacional pre-
senta grandes retos para los planificadores del 
territorio, en el caso de estudio:

A pesar de los profundos cambios que se han 
producido aún falta resolver muchas cuestio-
nes de fondo, sobre todo aquellas que distan-
cian estas lógicas que comparten territoriali-
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dad y espacialidad. Difícil es el desafío, pues 
el turismo en algún punto representa lo más 
exacerbado del sistema capitalista, las con-
tradicciones propias de un sistema basado en 
valores que en general no son correlatos de la 
inclusión social… El colectivo social que es 
excluido de la sociedad es diverso y se basa en 
posibles cuestiones de índole sexual, econó-
mica, de raza, ideológica, religiosa, política y 
vinculada en lo que se refiere a “lo normal” y 
lo que se aleja de tal concepto. El concepto de 
sociedad inclusiva ha tomado protagonismo 
en las últimas décadas, y según Sassaki (1997) 
la misma es un proceso por el que la sociedad 
se adapta para incluir a los discapacitados en 
sus sistemas sociales, y, simultáneamente, 
éstos se preparan para asumir sus papeles en 
la sociedad. La inclusión social constituye, 
entonces, un proceso bilateral en el que las 
personas aún excluidas, y la sociedad buscan 
resolver los problemas del individuo y del 
conjunto, encontrar las soluciones nivelando 
las oportunidades para todos (Brinckmann y 
Reyes, 2008, pág. 120).

No obstante, se hace complejo dado que 
en Latinoamérica, especialmente en el sur del 
continente, no se cuenta con normas legales in-
tegradas, sino con un entramado de leyes que 
aunque promulgan la participación en la cons-
trucción territorial para llegar a acuerdos entre 
los diferentes actores, la efectividad de estos 
procesos es mínima dado que el crecimiento 
acelerado no permite realizar un ejercicio cui-
dadoso de análisis de las fortalezas y debilida-
des de los sujetos que integran las comunidad 
en relación a su cultura y adaptación al ciclo 
vital (Brinckmann y Reyes, 2008, p. 120).

Además del turismo, en Latinoamérica 
los académicos analizan los beneficios de la ac-
cesibilidad espacial en relación con la garantía 
del derecho a la educación. Allí Ciencias So-
ciales como la arquitectura son determinantes 
para reducir la vulnerabilidad de las personas 
con discapacidad. Es así como en el XXXIV 
Encuentro Arquisur, Peiró, et.al., (2013) relatan 
las experiencias dadas en el marco de la investi-
gación “Accesibilidad urbana y arquitectónica, 

educativa y a la comunicación en personas con 
movilidad y/o comunicación reducida 2012-
2013”, donde los investigadores dejan entre-
ver la prevalencia de una gran brecha entre el 
marco normativo y la realidad social:

A partir de los relevamientos fotográficos de 
edificaciones, cuya selección estuvo asociada 
a la ubicación estratégica en la ciudad (corre-
dores principales, proximidad con espacios 
públicos o instituciones de gran afluencia) y 
a la antigüedad de construcción (coincidente 
con la vigente de la ordenanza 10681/10) se 
estudió y analizó el cumplimiento de la nor-
mativa en dichas construcciones con intención 
de verificar el cumplimiento de los requeri-
mientos de accesibilidad que la misma pre-
vé… De treinta edificios de vivienda fotogra-
fiados, por temas de interés a la investigación 
pero también de alcance legal, se analizaron 
los ingresos. Se detectó que ninguno cumple 
con la reglamentación vigente, que existe para 
estos casos; por lo que se deduce, que si no se 
cumple con la reglamentación existente en el 
caso de viviendas colectivas (accesos, rampa, 
anchos de puerta, etc.) menos aún lo harán en 
viviendas unifamiliares donde la legislación 
no precisa estos parámetros mínimos (p. 6).

Esto responde en gran medida a procesos 
débiles de participación ciudadana, que no pro-
mueven el auto-desarrollo para que las perso-
nas organizadas promuevan el adelanto de ini-
ciativas sin intervención externa sino que por 
el contrario se conforman con sujetos pasivos, 
dado que en ocasiones resulta conveniente li-
mitar su participación para lograr ejecutar pro-
yectos de reforma territorial en el menor tiempo 
posible.

En Latinoamérica, una de las ciudades 
con mayor calidad de vida es Curitiba–Bra-
sil. Allí al igual que en otros países, se cuen-
ta con un equipo técnico interdisciplinar que 
impone una visión de desarrollo ecológica en 
donde se vela por la inclusión efectiva de todas 
las personas en la ciudad. En Curitiba, más de 
350.000 residentes tienen algún tipo de disca-
pacidad (Mayors Challenge, 2016), por ende, 
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su propuesta de inclusión se centra en el mejo-
ramiento de los sistemas de movilidad para los 
ciudadanos con necesidades especiales. En esta 
ciudad, el transporte público es el eje vertebra-
dor de su funcionamiento. Allí, las personas con 
discapacidad:

Tienen la posibilidad gratuita de desplazar-
se, con autobuses totalmente accesibles a un 
lugar de la ciudad, terminal especial, igual-
mente adaptada, que ha incorporado rampas y 
aseos totalmente accesibles, y que no deja de 
ser un terminal-intercambiador. Esta terminal 
especial… dispone -para 2.300 alumnos de 39 
escuelas-, de 44 autobuses totalmente accesi-
bles, 23 de los cuales son de Línea Directa, 18 
son de Línea Terminal, 2 son de Línea Metro-
politana y 1 es una Línea de Reserva. Desde 
esta terminal se redistribuyen por la ciudad a 
centros escolares con atención especializada. 
[Además cuenta con] paradas destinadas para 
el servicio turístico, se sube y se baja libre-
mente en cualquiera de los lugares indicados. 
Los autobuses tienen varias características: 
cuentan con un conductor y un ayudante-
cobrador, quienes ayudan a subir o bajar al 
vehículo a la persona discapacitada; a su vez, 
cada autobús cuenta con una plataforma ele-
vadora para subir una silla de ruedas; ésta tie-
ne un lugar en el autobús, con fijación lateral 
que la inmoviliza. A lo largo del trayecto las 
explicaciones son dadas en varios idiomas, 
portugués, inglés y español. Disponen de una 
pantalla con información digitalizada al obje-
to de facilitar información sobre el recorrido, 
pero también sobre los diferentes eventos cul-
turales en la ciudad (Universidades de la Red 
de Cuadernos de Investigación Urbanística, 
2006, pp. 29-30).

De esta manera, Curitiba se convierte en 
una ciudad incluyente que materializa el prin-
cipio de diseño universal al lograr consolidar 
para el año 2013 la accesibilidad en el 100% de 
la flota de transporte, tanto instalaciones como 
vehículos están adaptados a las necesidades de 
toda la población. Además de la flota, Curitiba 
logra que la infraestructura asociada al sistema 
de transporte garantice la seguridad en la mo-
vilización de las personas con necesidades es-

peciales (Martínez, 2012). El diseño universal 
les permite a los ciudadanos de Curitiba hacer 
efectivo su derecho a la ciudad. 

Experiencias como las de Curitiba, son 
retomadas en Colombia en las ciudades prin-
cipales. Medellín, Cali, Bogotá y Bucaraman-
ga implementan acciones que propenden por la 
adecuación de las estaciones de transporte, la 
habilitación de rampas, ascensores y platafor-
mas eléctricas. El proyecto más exitoso se logra 
en el METRO un “escenario de aprendizaje so-
cial en donde los usuarios en situación de dis-
capacidad son actores importantes del proceso 
de aprendizaje” (Sánchez, 2012, p. 21). En este 
proyecto se redujo la altura de los teléfonos pú-
blicos, instauraron ascensores en las estaciones, 
se crearon líneas podales táctiles, plataformas 
electromecánicas internas y externas a las 
estaciones, indicadores LED para las personas 
con limitaciones auditivas y rampas de acceso 
a las estaciones.

Reducir las múltiples barreras presentes 
en el entorno físico demanda atender el proble-
ma desde la estructura y organización social del 
entorno. Generalmente las personas con disca-
pacidad en Colombia poseen menores ingresos 
y además de tener que enfrentar problemas de 
orden económico, tienen limitaciones en el ac-
ceso a la ciudad. En un estudio realizado en Cali 
en el año 2012 en el que se encontró que: 

Para las actividades de movilidad, un 62% de 
los encuestados expresó que tenía limitacio-
nes al desplazarse como pasajero en medios 
de transporte público y un 30% al conducir 
un vehículo adaptado. En promedio, a un 82% 
de las personas le gustaría mejorar su forma 
de desplazarse: dentro de la casa, en edificios 
públicos, privados y otras viviendas, y por ca-
lles, parques, avenidas y carreteras; en razón 
de esta preferencia, el 56% indicó que mejorar 
su movilidad le permitiría participar en más 
actividades […]. En lo que respecta a la vida 
comunitaria, social y cívica, el 67% de los en-
cuestados manifestó que tenía algún nivel de 
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dificultad para disfrutar del derecho al entorno 
físico, la información y la comunicación; de 
este porcentaje, un 73% lo expresó debido a 
la falta de accesibilidad; el 63% advirtió res-
tricciones para sentirse en igualdad de oportu-
nidades, principalmente por la percepción de 
discriminación por parte de las personas sin 
limitaciones (59%) […]. El 54% identificó a 
los edificios públicos como las mayores barre-
ras del entorno. En apoyo y relaciones, el 22% 
de los encuestados perciben como barreras a 
los profesionales de campos distintos al de la 
salud y el 20% a los extraños. Al mismo tiem-
po, en un 95% los extraños son considerados 
importantes (Hurtado, Aguilar, Mora, Saldo-
val, Peña, y León, 2012, p. 233).

Es importante mencionar que pese al 
avance tecnológico que reduce las necesidades 
de movilidad en el territorio, la integración de 
los grupos vulnerables es fundamental para lo-
grar la apropiación social de espacio y la partici-
pación en la construcción de una imagen común 
del lugar en que se habita (Giménez, 2005).

A pesar de los avances en las redes de 
transporte, aún la movilidad de las personas con 
discapacidad no está 100% garantizada en nin-
guna ciudad de Colombia. En ciudades como 
Bucaramanga, se han desarrollado acciones 
orientadas al mejoramiento de los sistemas de 
transporte público y hoy la ciudad cuenta con 
un sistema de buses convencionales, taxis y el 
sistema de transporte masivo Metrolínea. De 
estos tres sistemas solo Metrolínea cuenta con 
adecuaciones para garantizar la facilidad de ac-
ceso de las personas con discapacidad, aunque 
no todos los buses están adaptados.

El caso del Metrolínea es el más crítico de los 
modos de transporte público, debido a que es 
el que menos cobertura presenta en toda la ciu-
dad. Pese a ser el único sistema con vehículos 
especiales para movilizar personas con disca-
pacidad y con rampas que permitan acceder a 
las estaciones, no parece ser suficiente, debido 
a la falta de cobertura y a las malas frecuen-
cias para atender a los usuarios, tanto así, que 
la negación del servicio es una constante en la 
ciudad (Rodríguez y Gómez, 2016).

El problema es complejo en la medida 
en que las intervenciones no fueron de carác-
ter integral. Ajustar el sistema de transporte sin 
modificar la infraestructura asociada lleva a que 
los objetivos de lograr una ciudad para todos 
no lleguen a cumplirse, pues las transformacio-
nes en la ciudad no mejoran de manera contun-
dente la calidad de vida de todas las personas. 
Esto responde en gran medida a la necesidad 
de vincular a los diferentes sectores y personas 
con discapacidad. Ante situaciones como estas, 
que son comunes en las grandes ciudades de  
Colombia, Martínez (2012) propone una estra-
tegia para “promover la accesibilidad, cobertu-
ra y calidad en el sistema de transporte público 
urbano para la población con discapacidad físi-
ca”, que parte del análisis del estado actual de 
los sistemas de movilidad en Bogotá. En ella se 
pone en el centro de la discusión a las personas 
con discapacidad entendiendo que su partici-
pación efectiva permite la sostenibilidad de los 
proyectos. 

A su vez, plantea cuatro componentes que 
involucran una serie de actores que inciden en 
la planificación: el institucional, con la partici-
pación del Estado, Gobierno y Administracio-
nes Locales; el operacional con los agentes del 
sistema, operadores de transporte, conducto-
res de vehículos; el físico con los fabricantes 
de vehículos y el departamento de planeación 
y obras públicas; y el social con los usuarios 
del transporte y a la sociedad en general (2012, 
pág. 112). Las estrategias en estos componentes 
van desde el fortalecimiento de los mecanismos 
legales para exigir el cumplimiento normativo, 
formar y sensibilizar a profesionales, expertos 
en planeación, conductores y personas con dis-
capacidad y realizar mantenimiento y adecua-
ciones al sistema de transporte y la infraestruc-
tura asociada (Martínez, 2012, p. 133).

Conclusiones

Las ciudades estudiadas en diecinue-
ve países de Latinoamérica y Europa tienen 



125

Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas 18 (35): 115-128, julio-diciembre de 2018

AccesibilidAd espAciAl e inclusión sociAl:  
experienciAs de ciudAdes incluyentes en europA y lAtinoAméricA

p-ISSN: 1657-8953 | e-ISSN: 2619-189X

en común la voluntad política para proponer 
y desarrollar estrategias de accesibilidad a fin 
de avanzar en la inclusión social y garantizar 
el derecho a la ciudad de las personas con dis-
capacidad. No obstante, se encuentran grandes 
brechas entre Latinoamérica y Europa, que res-
ponden a dinámicas socioespaciales diferen-
ciadas. Mientras que en la primera la visión de 
accesibilidad ha estado limitada a las redes de 
transporte e infraestructura asociada, en la se-
gunda es una apuesta en común con metas cla-
ras en torno al espacio público y ambiente cons-
truido, la información y TIC, servicios sociales 
y equipamientos; y transporte e infraestructura 
asociada.

Cada estrategia responde a las necesida-
des de un contexto. Latinoamérica se centra en 
el transporte porque su interés actual está en 
optimizar los espacios viales para atender las 
necesidades de conexión de la ciudad, una ciu-
dad emergente, caracterizada por un crecimien-
to urbano acelerado por la presión demográfica. 
Mientras que en Europa sus estrategias están 
inducidas por la inversión de la pirámide pobla-
cional que demanda una respuesta ante la ne-
cesidad de garantizar la calidad de vida de sus 
ciudadanos durante la adultez.

Más allá de lo anterior, la gran diferencia 
que existe entre estos dos continentes son los 
procesos de participación, pues se observa que 
en Latinoamérica si la participación se estimu-
la, es a partir de proyectos específicos contrario 
a Europa en donde cada ciudad reconocida por 
sus avances tiene al menos un equipo consultor 
institucionalizado con capacidad para la toma 
de decisiones que está integrado por personas 
con discapacidad.

A pesar de las limitaciones que aún per-
sisten, se resalta el incremento en la sensibiliza-
ción en estos temas que los han llevado a pen-
sarse un desarrollo territorial considerando la 
singularidad de sus ciudadanos. Se recomienda 
entonces a los países de Latinoamérica formu-
lar una política clara de ordenamiento territorial 

e inclusión social que responda a un objetivo 
común vaya más allá de la aprobación de leyes 
circunstanciales.
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Resumen 
La violencia hacia algunos colectivos de género ha sido un fenómeno que en los últimos 
años se ha visibilizado en América Latina, no obstante, y a diferencia de los países 
desarrollados, la región no dispone de estudios sobre esta realidad e instrumentos para 
atenderla. En consecuencia, el objetivo del presente artículo es hallar los determinantes 
de la violencia física en Ecuador a través de una encuesta amplia de colectivos de 
lesbianas, gais, bisexuales y transexuales (LGBT). Los resultados muestran que un 
50% de los encuestados han sido agredidos, siendo los transexuales con bajo nivel 
educativo los más afectados. Igualmente, el análisis cuantitativo encuentra diferencias 
entre regiones, etnias y grupo de referencia (homosexuales, bisexuales, transexuales, 
transgénero), sin embargo, también resalta los avances que ha hecho la sociedad 
ecuatoriana en este aspecto. Se concluye que las estrategias que sirvan para aumentar la 
inclusión de la población de todos los géneros dentro de las oportunidades que presente 
el Estado, contribuirán a la reducción de las tendencias violentas entre grupos.

Palabras clave
Exclusión, LGBT, identidad de género, discriminación, violencia.

Abstract 
Inter-gender violence is a phenomenon that in recent years has become visible in Latin 
America, however, and unlike the developed countries, the region has no studies on this 
reality and instruments to improve it. Consequently, the objective of this paper is to find 
the determinants of physical violence in Ecuador through a broad survey of lesbian, 
gay, bisexual and transgender (LGBT) groups. The results show that 50% of survey 
respondents have been assaulted, focusing on transsexuals with low educational level 
being the most affected. Likewise, the quantitative analysis finds differences between 
regions, races and reference group (homosexuals, bisexuals, transsexuals, transgender), 
however, it also highlights the advances that Ecuadorian society has made in this 
regard. It is concluded that strategies that increase the inclusion of the population of all 
gender within the opportunities presented to the state will contribute to the reduction of 
violent tendencies between groups.

Keywords
LGBT, violence, gender identity, discrimination, exclusion.
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Introducción

La violencia es una expresión que surge 
de la interacción entre los seres vivos, siendo 
esto un producto del poder ejercido de forma 
coaccionante o de los patrones culturales que 
se reproducen y se imponen socialmente, deri-
vando en daños físicos, psicológicos, mentales 
o morales (Barrientos, Silva, Catalan, Gómez, 
y Longueira, 2010; Bravo, 2014). En las socie-
dades humanas, la violencia ha sido un fenóme-
no estudiado desde diferentes puntos de vista 
según los grupos a los cuales afecta (Anderson 
y Bushman, 2002; Pinker, 2007). Sin embargo, 
un nuevo enfoque trata de estudiar la violen-
cia que va dirigida a los grupos orientados por 
su género, denominada violencia intragénero 
(Parra y Ramos, 2012). 

El punto de partida de esta violencia son 
los imaginarios culturales expresados en roles 
sociales y sexuales preestablecidos que derivan 
en que no se acepten a personas que posean una 
orientación sexual y afectiva diferente a la que 
siempre se ha enseñado. En el ámbito urbano, 
este tipo de violencia se visibiliza de manera 
aguda dada la cercanía fuera de los espacios 
como el trabajo, el colegio, el barrio etc. en los 
que se desenvuelven las personas.

Para combatir las formas de violencia in-
tragénero, la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU) propuso la Declaración sobre los de-
rechos humanos, orientación sexual e identidad 
de género. El primer informe divulgativo sobre 
este tema presenta un patrón común de viola-
ciones de derechos hacia las personas LGBT, 
que son blanco de injusticias de extremistas 
religiosos, paramilitares, neonazis, ultranacio-
nalistas, entre otros (Parra y Ramos, 2012). El 
informe del Movimiento de Liberación Homo-
sexual (2007) señala que el prejuicio hacia las 
minorías sexuales no se ha alterado de forma 
significativa en los últimos tiempos, como tam-
poco las acciones discriminatorias que se deri-
van de dicho fenómeno. Sin embargo, algunos 
países han avanzado en su aceptación sobre 
otras tendencias de género.

Esto se puede confirmar al observar los 
resultados de la Encuesta Mundial de Valores1 
(World Values Survey, WVS), a la pregunta sobre 
la justificación sobre la homosexualidad (siendo 
1 nada justificado y 10 totalmente justificado). 
Para 2014 los habitantes de países latinoame-
ricanos poseían en promedio la mejor opinión 
sobre la homosexualidad y entre 1981 y 2014 
han aumentado en mayor medida su opinión  
(Figura 1) especialmente Chile y Argentina. 

Figura 1.  
Diferencias en las opiniones de los encuestados sobre la justificación sobre la homosexualidad

Fuente: World Values Survey, 1981 – 2014.
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En este sentido, en Latinoamérica son es-
casos los estudios cuantitativos llevados a cabo 
sobre las actitudes violentas hacia la pobla-
ción LGTB, sin embargo, la literatura evaluada 
muestra una tasa elevada de ataques de violen-
cia física y discriminación. El estudio de la Cor-
poración Chilena de Prevención del SIDA rea-
lizado a 148 personas con orientación LGTB, 
presenta resultados en los cuales el 38.1% afir-
maron haber sufrido algún tipo de violencia por 
causa de su orientación sexual en los últimos 
cinco años y 77 (19.8%) aseveraron haber sido 
detenidas alguna vez por la policía por su orien-
tación sexual (CCHPS, 1997)2.

En un análisis más reciente, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
elaboró entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de 
marzo de 2014, un cuestionario para obtener 
información sobre la violencia contra personas 
LGBTI, recopilando respuestas de 18 Estados 
Miembros de la OEA3. A través de este aná-
lisis se determinó que durante este período al 
menos 594 personas LGBT fueron asesinadas, 
cifras que incluyen 283 asesinatos de hombres 
gay y 282 asesinatos de personas transexuales. 
La CIDH también pudo identificar que las per-
sonas transexuales fueron más propensas a ser 
asesinadas con armas de fuego y sus cuerpos 
tienden a ser encontrados en las calles u otros 
espacios públicos mientras que el resto se ubicó 
en lugares privados (hogares).

En este orden de ideas, la violencia ejer-
cida hacia la comunidad LGBT es un problema 
social que debe ser evidenciado con el fin de 
generar un proceso de respeto, justicia, y buen 
trato, donde se les observe por sus cualidades 
y no por su condición sexual. Por lo anterior, 
el presente artículo parte de una investigación 
sobre la discriminación y la violencia hacia la 
población LGTB en el ecuador. Para lograr lo 
anterior el artículo encontró los determinantes 
de la violencia física en Ecuador a través de 
una encuesta amplia de colectivos de lesbianas, 
gais, bisexuales y transexuales (LGBT). Los re-
sultados muestran que un 50% de los encuesta-

dos han sido agredidos, siendo los transexuales 
con bajo nivel educativo los más afectados. Se 
concluye que las estrategias que sirvan para au-
mentar la inclusión de la población de todos los 
géneros dentro de las oportunidades que pre-
sente el Estado, contribuirán a la reducción de 
las tendencias violentas entre grupos. A conti-
nuación, se describe detalladamente la metodo-
logía escogida para emprender este estudio.

Metodología
Fuente de datos

El siguiente trabajo analiza los determi-
nantes que inciden en la violencia física que 
sufre la población de Gays, Lesbianas, Bisexua-
les, Transgénero, Transexuales, (LGBT) en el 
Ecuador por medio de un análisis descriptivo y 
econométrico de la base de datos sobre las Con-
diciones de Vida e Inclusión Social de Población 
LGBT en Ecuador del año 2012. Esta encuesta 
se realiza con el fin de elaborar un diagnóstico 
sobre las condiciones de vida, inclusión social, 
y cumplimiento de derechos humanos de este 
grupo poblacional. En la encuesta, el Instituto 
de Estadísticas del Ecuador (INEC) define a los 
conformantes de la población LGTB de la si-
guiente manera:

Gays: Término para identificar a hom-
bres que asumen de manera abierta su 
atracción física, emocional y sexual 
por otros hombres. 

Lesbianas: Término para reconocer a mu-
jeres que aceptan de manera abierta su 
atracción física, emocional y sexual 
por otras mujeres. 

Bisexuales: Mujeres o hombres que sien-
ten atracción física, emocional y se-
xual por personas de ambos sexos. 

Travestismo: Es una preferencia huma-
na que se caracteriza por el uso de 
vestimenta, lenguaje, manierismos, 
etc., que en una determinada socie-
dad se consideran propios del género 
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opuesto. Una persona puede travestir-
se de forma permanente, frecuente o  
esporádica.

La base de datos contiene información 
socioeconómica de los individuos a la vez 
que preguntas subjetivas sobre su situación de 
discriminación y segregación social. La reco 
lección de datos se realizó entre diciembre de 
2012 y enero del 2013, en 10 ciudades del Ecua-
dor, en las que previamente se realizó un mapeo 
de las organizaciones y colectivos LGBT. 
Las ciudades investigadas fueron: Guayaquil, 
Quito, Santa Elena, Salinas, Libertad, Manta, 
Portoviejo, Machala, Ibarra y Babahoyo. Se uti-
lizó una técnica de muestreo no probabilístico a  
través del método Bola de Nieve4, que se carac-
teriza por la inexistencia de un marco muestral. 
Este método resulta eficaz para lograr el acerca-
miento y obtener la información de poblaciones 
ocultas.

El conteo final de la encuesta fue de 2.801 
personas. La desagregación por grupos de edad 
evidencia que el 66,7% del colectivo se encuen-
tra entre 20 y 34 años. Los datos enseñan que el 
77,1% de las personas entrevistadas son solte-
ras y el 16,1% declaran estar en unión libre. 

Del total de las personas entrevistadas, 
aproximadamente el 41% alcanza al menos un 
año del nivel de instrucción superior universita-
rio. Se obtiene que el 48,4% de la población en-
trevistada terminó el bachillerato y se encuentra 
cursando algún año en niveles superiores. Para 
el promedio de años de estudio, se considera 
solo a la población de 24 años y más. Así, se 
tiene un promedio 11,4 años de estudio, resul-
tado relevante al considerar que es un dato su-
perior al promedio de años de estudio a nivel 
nacional (9,6 años según el Censo de 2010)5.

Figura 2.  
Nivel educativo por orientación sexual

Fuente: Encuesta población LGTB. INEC Ecuador, 2012. 

Tabla 1.  
Número de personas entrevistadas por orientación y edad.

Edad Orientación sexual y/o identidad de género

Gay Lesbiana Bisexual Transfemenina Transmasculino Transexual Total

<= 18 27 32 40 16 2 1 118

19 - 23 223 243 181 139 7 4 797

24 - 28 190 183 105 220 9 7 714

29 - 33 138 84 48 143 9 3 425

34 - 38 72 60 31 120 4 4 291

39 - 43 67 38 20 83 2 8 218

44 - 48 50 15 8 35 2 7 117

Más de 48 51 7 13 44 0 6 121

Total 818 662 446 800 35 40 2.801

Fuente: Encuesta población LGTB. INEC Ecuador, 2012.
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Modelo

El análisis de la violencia se realizará me-
diante un modelo econométrico que indagará 
sobre los determinantes que fijan una mayor 
probabilidad de que una persona de la pobla-
ción LGTB sea violentada físicamente. Frente 
a la falta de literatura guía en específico para 
la aplicación dentro de los grupos LGTB, el 
modelo implementado toma como base los 
escritos sobre violencia doméstica y de géne-
ro en hogares y ciudades documentadas en Ri-
bero y Sánchez (2004), Salas (2005), Díaz y  
Miranda (2009). En estos se implementa un mo-
delo probabilístico para calcular los determinan-
tes de la violencia hacia un grupo poblacional en  
particular. 

En estos modelos, el fenómeno de estudio 
se configura como una variable que se indexa 
como 1 en el caso de que la persona haya sufri-
do de violencia física y 0 en el caso contrario, 
sucede que estas variables se denominan dico-
tómicas y para su análisis se ponen en práctica 
modelos de elección discreta. 

Se supone que detrás de la variable de-
pendiente en estos modelos, Y, se, se encuen-
tra una variable no observable, I, que depende 
de un vector de variables independientes Xi que 
toma ciertos valores si ha sobre pasado cierto 
lumbral, como se expresa a continuación:

La distribución del error ε, determina la 
clase de modelo a calcular, de la siguiente ma-
nera, si el error se comporta como una función 
de distribución uniforme, se utiliza el modelo 
lineal de probabilidad truncado; si es como una 
normal con media cero y varianza uno, el tra-
tamiento será el de un probit; mientras que, si 
se supone que es mediante una curva logística, 
se trataría de un modelo logit. La hipótesis de 
que el umbral a superar por la variable latente 
sea cero, se puede modificar por cualquier otro 

valor sugiriéndose que el valor crítico sea el de-
finido por el término constante (Pérez, 2005).

Bajo el primer enfoque el modelo proba-
bilístico quedaría definido (Medina, 2003).

La eficiencia de estos modelos se estima 
en primera medida por la varianza de la varia-
ble dependiente captada o predicha por parte de 
las variables independientes, indicador deno-
minado R2. En segundo lugar, se debe calcular 
cuál es el número de observaciones clasificadas 
correctamente en la característica analizada, un 
mayor porcentaje indica que el grado de robus-
tez del modelo es mejor. Antes de realizar las 
interpretaciones de los resultados, hay que re-
solver diferentes situaciones sobre la naturale-
za de los datos para una óptima calibración del 
modelo tales como la presencia de autocorre-
lación serial, heterocedasticidad, multicolinea-
lidad (Pérez, 2005). 

La ecuación de estimación, teniendo 
como base los criterios anteriores y el objetivo 
de esta investigación seria la función probabi-
lística:

Donde:

Y es la variable dicotómica dependiente; 

1 es si la persona fue violentada;

0 en caso contrario;

β, mide el efecto marginal de cada una de 
las variables independientes;

X, a la probabilidad de ser violentado, 

ε es el error de la estimación. 

Según los trabajos documentados, se se-
leccionaron una serie de características con el 
objetivo de caracterizar el acto de violencia 
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hacia la población LGTB, a continuación se 
enumeran las hipótesis planteadas:

H1: Ciertas poblaciones LGTB se ven más 
amenazadas con otras debido a la percep-
ción dentro de la población.

H2: Las personas que se identifican abier-
tamente con su orientación pueden ser más 
violentadas que otras. 

H3: Pueden observarse diferencias regio-
nales y por etnias debido a la intensidad en 
los perjuicios sociales varía entre espacios 
y culturas.

Asimismo, se incluyeron otras variables 
de control para mejorar el proceso de cálculo 
del modelo que se estimaron en el modelo gra-
cias al uso de variables dicotómicas.

Resultados y análisis

Este trabajo se enfoca a la violencia física 
ya que es la que la literatura científica ha lo-
grado tratar cuantitativamente de mejor manera 
(Salas, 2005). Sin embargo, otras fuentes de su-
frimiento que afectan a la población LGTB no 
son ignoradas, tal como se relaciona en la Tabla 
2, cerca del 75% de la población estudiada se ha 
visto sometida a situaciones de discriminación, 
35% a exclusión y 50% a violencia física, sien-
do el grupo de transexuales los más afectados. 
Los resultados de la encuesta también apuntan 
a que los espacios públicos y privados6 son los 
sitios donde esta población se ve más afectada. 

Tabla 2. 
 Porcentaje de población bajo los diferentes  

tipos de violencia

Fuente: Encuesta población LGTB. INEC Ecuador, 2012.

De acuerdo a esto, al evaluar las respues-
tas de la base de datos se seleccionaron 2.414 
individuos para el análisis, posteriormente se 
realizaron las pruebas de chi cuadrado para pro-
bar el tipo de función con el cual se distribuía 
la variable dependiente, encontrándose que era 
mediante una representación de una curva lo-
gística. En este orden de ideas, la Tabla 3 mues-
tra los resultados de las estimaciones del mode-
lo logit con las elasticidades (efecto marginal) 
de cada una de las variables de control (inde-
pendientes) sobre la probabilidad de la persona 
a ser violentada físicamente por su condición 
de LGTB. 

En términos del ajuste global, el mode-
lo resulta aceptable considerando que el valor 
del estadístico chi2 es muy significativo. A su 
vez, todas las variables introducidas presenta-
ron niveles de significancia estadística del 10% 
y según el R2 ajustado, el modelo consigue cla-
sificar correctamente el 67% de los casos. Con 
esta comprobación de la robustez del modelo, 
se evidencian cada una de las hipótesis propues-
tas por el trabajo contrastándolas con el efecto 
que tengan las variables explicativas sobre la 
dependiente.

Para efectos de interpretación, el efecto 
marginal (elasticidad) en las variables categó-
ricas, mide la probabilidad de manera relativa 
como comparación de una característica base, 
por ejemplo, la probabilidad de que una persona 
con educación universitaria sea violentada físi-
camente es un 36% menor a la de un individuo 
sin ninguna educación. Con estos parámetros 
también se pueden estimar las probabilidades 
absolutas de ser violentado si se posee o no una 
característica; esta última perspectiva es la uti-
lizada en la mayor parte de las corroboraciones 
de las hipótesis planteadas.

En la hipótesis principal del trabajo se 
aprecia que los grupos de transexuales son el 
grupo con mayor incidencia de violencia física 
con un 14% por encima de la población Gay 
y un 26% por encima de los bisexuales. Este 

Orientación Discriminación Exclusión Violencia 
física

Bisexual 58.3% 14.6% 35.7%

Gay 65.0% 23.0% 44.3%

Lesbiana 73.7% 26.4% 47.7%

Transexual 93.7% 65.7% 66.5%

Total general 75.0% 35.8% 50.7%



135

Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas 18 (35): 129-138, julio-diciembre de 2018

IncIdencIa de la vIolencIa físIca en la poblacIón lGbT en ecuador

p-ISSN: 1657-8953 | e-ISSN: 2619-189X

Tabla 3.  
Resultados de las Estimaciones. Modelo Logit

aspecto puede estar relacionado a las condicio-
nes a las que se expone esta población al ser 
los más inclinados a realizar trabajos sexuales. 
De hecho, las personas que se encuentran ejer-
ciendo esta actividad tienen un 20,5% más de 
probabilidad de ser violentadas físicamente que 
las que no. 

En la segunda hipótesis, se aprecia que las 
personas que profesan su orientación mediante 
la pertenencia a grupos organizados de LGTB 
tienen hasta un 10% más de probabilidad de ser 
violentados. En el caso de las diferencias en la 
incidencia de la violencia por etnias, se aprecia 

una mayor probabilidad dentro de los indígenas 
ya que el resto de razas poseen efectos margi-
nales negativos. En promedio, las personas de 
grupos LGTB analizadas tienen un 18% más 
de posibilidad de ser agredidas al ser indígenas, 
que en el resto de la población. Sin embargo, el 
problema de confirmar lo anterior, es la baja re-
presentatividad de población LGTB encuestada 
para esta población.

Por regiones, la población de Machala 
posee la mayor probabilidad de ser afectada 
por hechos de violencia física que las del resto 
del país. En promedio, existe un 15% más de 

Variable Característica Evaluada Efecto Marginal Error Sig. (Prob.) Característica base

Grupo
Bisexual -12.35% 3.2% 0.00

Gay
Transexual 13.89% 2.7% 0.00

Organización No -10.28% 2.6% 0.00 Si

Educación Universitario -36.04% 16.7% 0.05 Ninguno

Sexo biológico
Mujer 4.98% 2.7% 0.06

Hombre
Intersexual 16.01% 8.3% 0.08

Etnia

Afrodescendiente -18.32% 10.5% 0.10

Indígenas

Negro -17.40% 12.2% 0.08

Mulato -15.61% 9.8% 0.03

Montubio -21.90% 9.4% 0.03

Mestizo -16.30% 9.0% 0.08

Blanco -23.31% 8.9% 0.02

Otro -33.23% 10.6% 0.02

Trabajo Sexual No -20.56% 2.9% 0.00 Si

Ciudad

Babahoyo -17.53% 5.6% 0.00

Machala

Portoviejo -12.33% 5.1% 0.02

Manta -46.03% 5.7% 0.00

Quito -21.12% 3.7% 0.00

Santa Helena -23.87% 5.7% 0.00

Salinas -28.20% 6.6% 0.00

Guayaquil -7.71% 3.8% 0.05

Observaciones 2.412 Pseudo R2 0.3873

Wald chi2(19) 229.36 Pb > chi2 0.000

Observaciones clasificadas correctamente 67.2%

Fuente: Cálculos del autor basado en la encuesta población LGTB. INEC Ecuador, 2012.
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probabilidad de ser violentado en esta ciudad 
por ser de orientación LGTB. En línea con lo 
anterior y según la encuesta de violencia de 
género, esta ciudad posee también la tasa de 
violencia de género e intrafamiliar más alta 
entre las principales ciudades del Ecuador 
(INEC, 2010).

Algo interesante a resaltar es que la edad 
del individuo no resultó significativa al deter-
minar la violencia física, esto puede deberse al 
hecho de que la gran mayoría de los encuesta-
dos (66,7%) se encuentra entre los 20 y 34 años 
y la discriminación de género puede ser un tema 
atemporal.

Conclusiones

La aceptación de la diversidad de género 
ha venido en aumento en todo el mundo a 
excepción de algunos países. Sin embargo, 
siguen existiendo focos de rechazo que han 
hecho que los gobiernos amplíen los derechos de 
estas poblaciones. En este sentido, este trabajo 
quiso evidenciar la incidencia de la violencia 
física dentro del colectivo de población LGTB 
en Ecuador a través de un análisis probabilístico 
de la encuesta realizada por el INEC en 2012. 
Los resultados apuntan a que la mitad de esta 
población ha sido atacada físicamente por su 
orientación, siendo el grupo de transexuales los 
de mayor incidencia de este fenómeno. Esta tasa 
es mayor a la que presentan otros países de la 
región, aunque la falta de estudios rigurosos no 
ha hecho posible una comparación más amplia.

Asimismo, la realización de trabajos se-
xuales, el tener un bajo nivel educativo o la per-
tenencia a una organización LGTB incrementan 
la probabilidad de incidencia de violencia físi-
ca debido al factor de exposición que acarrean. 
También se encontró que existen diferencias 
regionales en la aceptación de estos colectivos, 
siendo la ciudad de Machala donde se encuen-
tra una mayor incidencia de violencia física.

En respuesta a la presión de los grupos 
LGTB, Ecuador ha hecho más avances que nin-
gún otro país en Latinoamérica en los últimos 
años a pesar de que en este país, hasta 1997, el 
ser homosexual era un delito. Entre las accio-
nes se tiene, por ejemplo, el reconocimiento de 
la unión de hecho homosexual como un quinto 
estado dentro del Código Civil, además de la 
inclusión del género opcional en el año 2016 
para el reconocimiento de la identidad de gé-
nero de las personas transexuales. En términos 
judiciales, 475 notarías del país cuentan con in-
formación para la no discriminación por orien-
tación sexual e identidad de género junto con 
cerca de 32.000 y 61.000 funcionarios públicos 
capacitados en derechos humanos y diversidad 
para el Ministerio de Justicia y del Interior res-
pectivamente.

Para la salud de estos grupos, se han crea-
do 104 centros inclusivos a nivel nacional, con 
35.000 funcionarios capacitados en derechos 
humanos y diversidad. Asimismo, se va a rea-
lizar la inclusión de las variables de orienta-
ción sexual e identidad de género en el Registro 
Diario Automatizado (RDAACA) que funciona 
como un registro de salud adicional a la vida 
clínica de las personas. Además, el gobierno ha 
incrementado desde el 2012, los operativos de 
control a clínicas de adicciones con denuncias 
sobre incumplimiento de la norma sanitaria y 
casos de vulneración de derechos humanos por 
des-homosexualización.

Finalmente, si bien quedan muchos 
aspectos en donde la sociedad ecuatoriana 
debe avanzar para mejorar las condiciones de 
vida de la población LGTB, el reconocimiento 
de los derechos y la vigilancia efectiva en su 
protección son un paso adelante para lograr este 
objetivo.
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5 Más información de descripción estadística 
de la encuesta la puede encontrar en: 

 http://www.ecuadorencifras.gob.ec/
documentos/web-inec/Estadisticas_
Sociales/LGBTI/Analisis_situacion_
LGBTI.pdf

6 Se consideran espacios públicos: calles, 
plazas, parques, malecones. Se consideran 
espacios privados: casas, restaurantes, bares, 
saunas, discotecas, centros comerciales, etc.
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Resumen
En este artículo se diseña y desarrolla un modelo para valorar financieramente pequeñas 
y medianas empresas (pymeS) colombianas, que se encuentren en marcha y no coticen 
en Bolsa. Se utiliza la metodología de Flujos de Efectivo Descontados que utiliza como 
datos de entrada los estados financieros históricos, como el Estado de la Situación 
Financiera, el Estado de Resultados y el Flujo de Efectivo Libre, la inclusión de algunas 
variables macroeconómicas y una tasa de descuento apropiada, para poder estimar los 
valores presentes tanto de los Flujos de Efectivo Libres proyectados como del valor 
residual de la empresa, que se utilizan para determinar el Valor Financiero Total de una 
pyme, y se convierte en información clave para la toma de decisiones financieras ante 
una posible negociación de compra o venta.

Palabras clave
Valoración financiera de empresas, Metodología de Flujos de Efectivo Descontados, 
pymeS colombianas. 

Abstract
In this paper a model is designed and developed to value financially small and medium 
enterprises (SME’s) in Colombia, which are operating and that are not publicly traded. 
The Discounted Cash Flow methodology is used, which uses historical financial 
statements as input, such as the Balance Sheet, the Income Statement and the Free Cash 
Flow Statement the inclusion of some macroeconomic variables and an appropriate 
discount rate, to be able to estimate the present values of both the projected Free Cash 
Flows and the residual value of the company, which are used to determine the Total 
Financial Value of a SME, and becomes key information for making financial decisions 
before a possible negotiation of purchase o sale. 

Keywords
Financial Valuation of Companies, Discounted Cash Flow methodology, Colombian 
SME’s.
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Introducción

Dado el interés en conocer cuál es el 
valor real de un negocio, el presente documento 
busca ser una guía para pymeS colombianas en 
marcha, de cualquier sector, interesadas en de-
terminar de una manera sencilla y rápida dicho 
valor, utilizando una metodología basada en la 
generación de valor a través del tiempo, que en-
trega un rango de valores que serán punto de 
partida ante una posible negociación que se 
quiera hacer con la empresa, teniendo en cuenta 
el entorno de la misma.

En la primera parte del documento, se 
identifica que las pymeS colombianas no cuentan 
con un modelo o metodología, que les permita 
obtener su valor. Posteriormente se encuentra el 
marco teórico, en el cual se indagan diferentes 
conceptos alrededor de la valoración de empre-
sas y cómo pueden aplicarse a las pymeS. Fi-
nalmente, se propone un procedimiento paso a 
paso para determinar el valor de las pequeñas y 
medianas empresas. 

Teniendo en cuenta las características de 
las pymeS colombianas y desde la gestión de las 
organizaciones, sería justificable contribuir con 
el diseño y desarrollo de un modelo que les in-
dique cómo llegar a determinar el valor de la 
pyme de forma sencilla y periódica, para así lo-
grar la consecución de sus objetivos financieros 
y mejorar su gestión empresarial para una toma 
de decisiones responsable y estratégica, a través 
de un método conocido como Flujos de Efecti-
vo Descontados.

Dado que la mayoría de los estudios de 
valoración de empresas colombianas se encar-
gan a grandes compañías de Banca de Inver-
sión, se propone extender el conocimiento de 
este tema, a los pequeños y medianos empre-
sarios que demandan nuevos conocimientos fi-
nancieros y buscan permanentemente hacer cre-
cer a sus empresas.

Presentación del problema

Dos de las grandes inquietudes para cual-
quier propietario, socio, accionista o inversio-
nista de una empresa, independientemente de 
su tamaño, son las relacionadas con el valor de 
la misma y la forma de determinarlo. Estos inte-
rrogantes son más fáciles de resolver por gran-
des organizaciones que para las pyme1, debido 
a las facilidades que tienen las primeras, para 
estructurar, revelar y analizar tanto la informa-
ción financiera precisa y completa, como para 
la consecución de recursos económicos y hu-
manos capacitados para este fin. Cayón y Sar-
miento (2005) lo expresan así: “la valoración 
es un proceso costoso, que implica como míni-
mo un consumo de tiempo del área financiera y 
en muchas ocasiones supone la contratación de 
personas o compañías especializadas en reali-
zar este tipo de trabajos” (p. 5). Dichas compa-
ñías se denominan Bancas de Inversión y nor-
malmente facturan un porcentaje del valor de la 
negociación. 

Si bien existen fuentes de información se-
cundaria que abordan la valoración de empresas 
como se indica en la Tabla 1, ellas son difíciles 
de comprender o no le aportan clara y específi-
camente a los administradores de una pyme lo 
que deben hacer, al momento de determinar su 
valor y de una manera sistemática, ya que como 
lo expresan Saavedra (2011) y Sequeda (2014) 
es un tema de alta complejidad, principalmente 
por las técnicas que se utilizan. Y lo confirma 
Vargas (2015) cuando menciona que “el peque-
ño empresario tiene unas necesidades particu-
lares de información que el sistema tradicional 
muchas veces no le satisface, por su lenguaje 
técnico y en ocasiones confuso con el que se 
le presenta” (p. 115) refiriéndose a que se hace 
necesario abordarlo de una manera más com-
prensible, dada la falta de conocimiento para 
llevar a cabo este proceso, siendo éste el objeti-
vo del presente artículo.
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Justificación de la investigación

La valoración de empresas y la gestión 
financiera dentro de las organizaciones son as-
pectos relevantes que abordan y sobre el cual 
comentan diferentes autores como Tascón, 
2002; AECA, 2005; Correa y Jaramillo, 2007 y 
Saavedra, 2011.

Block y Hirt (2008) manifiestan que el 
valor de una empresa pequeña adquiere re-
levancia cuando se pone a la venta, o cuando 
forma parte de un arreglo de separación de bie-
nes, o se requiere valorar para un proceso de 
sucesión cuando su propietario fallece, entre 
muchos otros. 

El ejercicio de valoración de una empre-
sa no solo se realiza con el fin de venderla o 
negociar parte de ella. Otro motivo importan-
te que tiene que ver con esta labor, tiene que 
ver con “el deseo de implementar modelos de 
medición de creación de valor como parte del 
fomento de la cultura de la Gerencia del Valor” 
(García, 2003, p. 225) y por tal razón se hace 
necesario valorar el conjunto de la empresa y 
la gestión realizada. Es así como las pymeS se 
han profesionalizado al incorporar el concepto 
de creación de valor en su gestión, para deter-
minar en qué medida las decisiones empresaria-
les que toman contribuyen a la consecución de 
sus objetivos financieros (Tascón, 2002; AECA, 
2005). 

Valoración	
  de	
  
empresas

Métodos	
  de	
  
valoración	
  de	
  

empresas

Ventajas	
  y	
  desventajas	
  
de	
  los	
  métodos	
  de	
  

valoración

Método	
  de	
  Flujos	
  
de	
  Caja	
  

Descontados

PYMES	
  en	
  
Colombia

Modelo	
  para	
  
valorar	
  PYMES

Aplicación	
  de	
  la	
  
metodología	
  a	
  PYMES	
  

colombianas

Rodríguez,  M.  (2000) X X

Serrano,  J.  (2000) X X

García,  O. L.  (2003) X X X

Vélez,  I.  (2004) X X X X

Sarmiento,  J.  y  Cayon,  E.  (2005) X X X

Álvarez,  R.,  García,  K.  y  Borraez,  
A.  (2006)

X X X

Vélez,  I.  (2006) X

Correa,  J.  y  Jaramillo,  F.  (2007) X X X

Espinosa,  J.  (2008) X X X

Muñoz,  C.  y  Pérez,  A.  (2008) X X

Arias,  L.,  Portilla,  L.  y  Fernández,  
S.  (2008)

X X

García,  O. L.  (2009) X X

Vidarte,  J.  (2009) X X X X

Castaño,  J.,  Arias,  L.  y  Portilla,  L.  
(2011)

X    X

Parra,  A.  (2013) X X X

Vargas,  C.  (2015) X X

Tabla 1.  
Algunos autores que abordan el tema de valoración de empresas

Fuente: Elaboración propia a partir de bibliografía consultada en Rodríguez, 2000; Serrano, 2000; García, 2003; Vélez, 2004; Sarmiento 
y Cayón, 2005; Álvarez, García y Borraez, 2006; Vélez, 2006; Correa y Jaramillo, 2007; Espinosa, 2008; Muñoz y Pérez, 2008; Arias, 
Portilla y Fernández, 2008; García, 2009; Vidarte, 2009; Castaño, Arias y Portilla, 2011; Parra, 2013 y Vargas, 2015.
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De acuerdo a Tascón (2002), Gamboa 
(2003), García (2009), Jaramillo (2010) y 
Gómez (2014), el objetivo básico financiero de 
la gestión gerencial de cualquier organización, 
independiente de su tamaño, no es la maximi-
zación de utilidades o su rentabilidad, sino la 
maximización, en el transcurso del tiempo, del 
valor de sus acciones para sus asociados, accio-
nistas, socios o gestores (Gitman y Zutter, 2012; 
Espinosa, 2008), en armonía con los objetivos 
asociados a los stakeholders de la organización 
(clientes, proveedores, accionistas, empleados, 
el Estado y la comunidad en general). Por lo 
tanto, se debe tener cuidado al examinar las fi-
nanzas incluso más de cerca que en compañías 
más grandes (Filion, Cisneros y Mejía-More-
los, 2011), porque la gestión que se realice en 
mercadeo, producción, talento humano e in-
formática, termina repercutiendo sobre el área 
financiera (Alzate, 2013) y saberla administrar 
adecuadamente incrementa su productividad. 
“Para ello es necesario conocer los cambios 
en el valor de la empresa y, por tanto, es pre-
ciso saber cómo valorarla” (Milla y Martínez,  
s.f., p. 5).

Marco teórico

En la Figura 2, se presenta la secuencia de 
pasos que se deben seguir para obtener el valor 
financiero de una empresa, utilizando la meto-
dología de Flujos de Efectivo Descontados, que 
de acuerdo a Fernández (2002), Labatut (2006), 
Rojo (2007), Vidarte (2009), Quemada (2013), 
Revello (2014) y Sequeda (2014), es el más uti-
lizado, pues hace depender el valor de la empre-
sa conforme a su capacidad futura para generar 
ingresos (flujos) para sus propietarios, además 
de su rigor metodológico, para no caer en crite-
rios subjetivos sin ningún fundamento, como lo 
menciona Fernández (2002):

Al comienzo de una consulta de valoración 
que me encargó una empresa familiar, que es-
taba en venta, uno de los hermanos me dijo 
que él estimaba un valor de las acciones de 
unos 1.500 millones de pesetas. Al pregun-

tarle de dónde procedía el valor, me respon-
dió: Somos 3 hermanos accionistas y quiero 
que saquemos unos 500 millones cada uno  
(p. 23). 

Se comenzará por describir cuál es el 
papel de la gestión financiera en el contexto de 
la Gestión de las Organizaciones y cómo se re-
laciona con el concepto de Valoración de Em-
presas y las metodologías que utiliza, para así 
aplicar estos conceptos en las pymeS colombia-
nas con base en la revisión de la literatura exis-
tente proveniente de diversos autores.

Importancia de la gestión financiera 
dentro del contexto de la gestión de 
organizaciones y las Pymes.

La gestión financiera, como área de la 
administración, se ocupa de lo concerniente a 
la creación de valor de las organizaciones y de 
las decisiones monetarias a corto (operativas), 
mediano y largo plazo (de capital) que toman 
las mismas y el gerente o gestor deberá rendir 
cuentas por los resultados que obtenga al ges-
tionar dicho dinero. 

Si bien las decisiones financieras a largo 
plazo determinan la capacidad de la empresa 
para incrementar al máximo la riqueza de los 
accionistas, ésta se puede ver comprometida, 
si los gerentes financieros fracasan al no tomar 
decisiones efectivas de corto plazo (Gitman y 
Zutter, 2012), para cumplir con los objetivos de 
la organización: crecer, permanecer en el tiem-
po y generar flujos de efectivo (García, 2009) 
de una manera sostenible en el futuro, para que 
tengan relación directa con la percepción de 
valor que el cliente otorga a sus productos (Ca-
margo, 2006), como se aprecia en la Figura 1. 
“En principio esta misión será compartida por 
gestores financieros de grandes, medianas y pe-
queñas compañías; aunque como es lógico, en-
contraremos diferencias en el modo de calibrar 
el valor de la propia empresa” (Cantalapiedra, 
2000, p. 36).
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Así, las decisiones de inversión, financia-
ción y políticas de dividendos (distribución de 
utilidades), deben agregar a la empresa, tanto 
valor como sea posible (Dumrauf, 2013) para 
no afectar el crecimiento y la sostenibilidad de 
la organización a corto y largo plazo. Pero son 
las actividades de inversión y operación las que, 
cuando se produce un bien o un servicio, para 
después venderlo, crean valor y parte de este, es 
el que se utilizará para retribuir a los stakehol-
ders (Cañibano y García, 2014). 

Cuando las pymeS descuidan su adminis-
tración, pierden el enfoque y aunque su pro-
ducto o servicio sea de alta demanda, vigente 
o interesante, no logran mantenerse y fracasan. 
Teniendo en cuenta que la finalidad de todas las 
empresas es vender sus productos o servicios, 
es importante contar con una buena administra-
ción para lograrlo. La cultura empresarial, ba-
sada en el aprendizaje y la experiencia propia y 
de otras empresas en administración financiera, 
servirá para obtener mayor control de la orga-
nización. 

En las pymeS, la función financiera, se 
enfoca hacia la contabilidad, costos, tesorería 
o presupuestos, con poca o nula planeación en 
estas áreas, ya que solo se planea a corto plazo y 
se encarga generalmente de dicha responsabili-
dad a una sola persona, quien típicamente arroja 
resultados ineficientes dados los pocos recursos 
(financieros y de tiempo) asignados para esta 
labor (Anzola, 2010). Esto ocurre en la etapa 
inicial de transformación de la pyme, donde se 
cambia de una sola persona, a formar personal y 

estructurar un departamento financiero, propio 
o tercerizado, donde se desarrollen otras fun-
ciones de finanzas corporativas necesarias para 
el crecimiento de la empresa. Es en este punto, 
donde el gerente financiero se constituye en 
una persona importante para la mayoría de las 
empresas (Alzate, 2013). Independientemente 
del nombre atribuido, la función financiera va 
mucho más allá de una consecución de recursos 
(Jaramillo, 2010).

Caracterización de las Pymes 
colombianas

En Colombia, de acuerdo a la Ley 905 de 
2004 en su artículo 2º y desde el punto de vista 
cuantitativo, se entiende por empresa “toda 
unidad de explotación económica, realizada 
por persona natural o jurídica, en actividades 
empresariales, agropecuarias, industriales, co-
merciales, o de servicios, rural o urbana”, que 
responda a unos parámetros determinados en 
cuanto a número de trabajadores y cantidad de 
activos totales (ver Tabla 2).

Tabla 2.  
Clasificación de las empresas en Colombia de 

acuerdo a su tamaño

Fuente: Elaborado de acuerdo a la clasificación que hace de las 
empresas, la Ley 905 de 2004. 

U"lidades   Rentabilidad   Flujo  de  Caja  

PERMANENCIA  

CRECIMIENTO  

GENERACIÓN  
DE  VALOR  

Figura 1. Secuencia de la generación de valor

Fuente: García (2009).

Denominación Planta de personal Activos totales

Microempresa No superior a 10 
trabajadores

Inferior a 500 
SMMLV

Pequeña empresa Entre 11 a 50 
trabajadores

Entre 501 y 
5.000 SMMLV

Mediana empresa Entre 51 a 200 
trabajadores

Entre 5.001 
y 30.000 
SMMLV
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Y en palabras de Vargas (2015):

Cabe resaltar que en Colombia no se considera 
otro factor determinante en la categorización 
de las empresas, y es el criterio correspon-
diente al nivel de ingresos, el cual es usado 
en varios países y por los medios especializa-
dos a nivel internacional, para ponderar y rea-
lizar ranking de las empresas en el contexto  
empresarial (p. 114).

De acuerdo a Camargo (2006), Puentes 
(2013) y al documento CONPES (Consejo Na-
cional de Política Económica y Social) 3484/07, 
algunas de las características más relevantes de 
las pymeS colombianas, desde el punto de vista 
financiero, son:

 y Por su tamaño, no forman parte del 
mercado de capitales y poseen utilida-
des más bajas de lo que serían, si tu-
vieran acciones negociadas en la bolsa, 
debido a que “los propietarios de una 
gran cantidad de negocios pequeños 
mezclan los gastos personales con los 
gastos del negocio, para minimizar 
los impuestos” (Block y Hirt, 2008, p. 
308).

 y La estructura de financiación está ba-
sada en las necesidades del día a día. 

 y No tienen una gestión financiera defi-
nida y esta no responde a un enfoque 
estratégico específico, motivo de su li-
mitado acceso al sector financiero.

 y La contabilidad no se utiliza para to-
mar decisiones, ni refleja la situación 
real, económica y financiera de la em-
presa.

 y Es generalizado el empleo de metodo-
logías de costeo inadecuadas.

Beltrán, Torres, Camargo y Bello (2004) 
y al documento CONPES 3484 de 2007, asegu-
ran que las micro, pequeñas y medianas empre-
sas, tienen ventajas al ser actores estratégicos 
del desarrollo de la economía de un país, mejo-
rando su posición competitiva y contribuyendo 

a reducir las brechas sociales. De otro lado, en 
el Informe Semanal de Asobancaria del 20 de 
junio de 2017, la misma entidad confirma que 
“en Colombia, el 99,5% de las unidades de ex-
plotación económicas son MipyMes, lo que las 
convierte en el principal cimiento de la acti-
vidad productiva nacional” (p. 1). Además, el 
documento expresa que estas “aglomeran alre-
dedor del 67% del empleo y cerca del 38% del 
PIB” (p. 2) lo que redunda en la mayor fuerza 
productiva del país. 

Valoración financiera de empresas

El concepto de valoración financiera de 
empresas se asocia con el proceso para deter-
minar un rango de valores objetivo que contem-
pla el precio de negociación total o parcial para 
una empresa en marcha, con el propósito de que 
los propietarios o interesados utilicen esa infor-
mación al momento de negociar o tomar deci-
siones (AECA, 2005; Espinosa, 2008; Aguiar, 
2014; Fitó, 2015). “La razón de ser de la valo-
ración, es la inexistencia de un mercado de em-
presas capaz de facilitar un valor por consenso 
entre los agentes económicos, tal como ocurre 
en el caso de las sociedades que cotizan en las 
Bolsas de Valores” (Aguiar, 2014, p. 167). 

Metodologías de valoración financiera 
de empresas

De acuerdo con González y Medina 
(2003), Labatut (2005), Espinosa (2008), Vi-
darte (2009) y Tapia (2013) existen varios mé-
todos para determinar el valor de una empresa, 
los cuales se pueden clasificar en 3 grandes gru-
pos: 1. Los métodos basados en el Estado de 
la Situación Financiera, también denominados 
estáticos o contables, que incluyen el valor en 
libros, en valor en libros ajustado, el valor de 
reposición y el valor de liquidación. 2. los mé-
todos basados en el Estado de Resultados, co-
nocidos también como métodos comparativos, 
de mercado o por múltiplos, entre los cuales se 
encuentran el PER, indicador de ventas, EBIT 
y EBITDA, y 3. los métodos basados en Flujos 
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de Efectivo, también conocidos como dinámi-
cos o de retorno sobre la inversión, los cuales 
incluyen el Flujo de Efectivo Libre, el Flujo de 
Efectivo para el Accionista y el Flujo de Efec-
tivo Operativo. 

Las variables claves para elegir un méto-
do de valoración a aplicar son:

 y el tamaño y sector al que pertenece la 
empresa,

 y si la empresa cotiza en Bolsa de Valo-
res o no,

 y la información disponible y 

 y el objetivo que se quiere alcanzar con 
la valoración (Aguiar, 2014). 

Hay que resaltar que las metodologías 
para valorar pymeS, son independientes al ta-
maño de estas, porque los principios utilizados 
para valorar las grandes empresas se aplican 
también a las pequeñas y medianas (FEE, 2001; 
AECA, 2004; Gómez, 2005; Rojo, 2007; Block 
y Hirt, 2008).

Haciendo referencia a los métodos basa-
dos en los valores contables, Fernández (2002) 
considera que “el problema fundamental de 
estos métodos es que unos se basan únicamente 
en el balance y otros en la cuenta de resulta-
dos, pero ninguno tiene en cuenta nada más que 
datos históricos” (p. 48), no las perspectivas 
futuras, ni consideran el factor tiempo del dine-
ro, entre otras desventajas. Correa y Jaramillo 
(2007) agregan que son estáticas, sencillas y fá-
ciles de aplicar, pero difíciles de justificar.

Es por ello que surge una metodología 
dinámica o basada en el descuento de flujos, 
en la que el valor de la empresa depende de su 
capacidad futura para generar ingresos, trabaja 
con datos financieros y son fáciles de justificar 
(Correa y Jaramillo, 2007); se define como la 
suma de los flujos económicos futuros espera-
dos, descontados a una tasa que representa el 
costo del dinero y el riesgo de dichos flujos  

(Espinosa, 2008). De igual forma, la Asociación 
Española de Contabilidad y Administración de 
Empresas - AECA (2004) sostiene que “el mé-
todo de valoración de empresas que se basa en 
la actualización de los cash flows de la empre-
sa es, a nuestro juicio, el que mejor se adapta 
a cualquier escenario de valoración, siempre 
que se trate de una empresa en funcionamien-
to” (p. 25). Y lo confirman González y Medina 
(2003) cuando expresan que es uno de los más 
adecuados para conocer el valor económico de 
una empresa.

Metodología basada en Flujos de 
Efectivo Libre Descontados.

Ha sido costumbre considerar como los 
estados financieros principales al Estado de la 
Situación Financiera y al Estado de Resulta-
dos, pero además agregan, los Flujos de Efec-
tivo o Cash Flow (Decreto 2649 de 1993 en su  
artículo 22) en sus 3 variantes: El Flujo de Efec-
tivo Libre (FEL), el Flujo de Efectivo de Capi-
tal (FEC) y el Flujo de Efectivo para el accio-
nista (FEA) que reflejan las entradas y salidas 
de efectivo generado o demandado por la em-
presa como resultado de cambios producidos 
en diferentes rubros del Estado de la Situación 
Financiera y el Estado de Resultados, a través 
de 3 actividades: operación, inversión y finan-
ciación (Jaramillo, 2010; Alzate, 2013) el cual 
es necesario para su normal funcionamiento, 
ya que permite la supervivencia o quiebra de 
una empresa (Saavedra, 2011). Este será la base 
para calcular el valor de la empresa.

Con base en la información que arroja el 
Estado de la Situación Financiera y el Estado 
de Resultados históricos, es necesario construir 
y proyectar los Flujos de Efectivo durante algu-
nos años (García, 2009), realizando los presu-
puestos necesarios, así:

Ingresos por ventas

( - ) Costo de ventas

UTILIDAD BRUTA
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( - ) Gastos de administración y ventas

UTILIDAD OPERACIONAL (EBITDA)

( - ) Intereses e impuestos

UTILIDAD NETA

( + ) Depreciaciones y amortizaciones de 
activos diferidos

( + ) Intereses 

FLUJO DE EFECTIVO BRUTO

( - ) Aumento del capital de trabajo neto 
operativo

( - ) Aumento de activos fijos para reposición 

FLUJO DE EFECTIVO LIBRE

( - ) Servicio a la deuda

FLUJO DE EFECTIVO DE LOS 
PROPIETARIOS

Para calcular el valor de la empresa, es 
más recomendable utilizar el Flujo de Efectivo 
Libre Descontado (Santandreu y Torres, 2012) 
aunque independientemente de las variantes 
que se utilizan, debe dar como resultado el 
mismo valor (Federation des Experts Compta-
bles Europeens, FEE, 2001). Se le llama Flujo 
de Efectivo Libre Descontado, porque trae a 
valor presente, el Flujo de Efectivo Libre que 
generará la empresa, durante los años de su vida 
futura y se podrá repartir a los propietarios y a 
los acreedores financieros.

Elementos que componen la 
metodología basada en Flujos de 
Efectivo Libres Descontados:

Tasa de descuento: Es la tasa que trae al 
presente, todos los flujos de efectivo proyec-
tados, acorde con el riesgo asociado de ellos. 
“Cuanto mayor es el riesgo inherente al nego-
cio, más pequeño es el valor actual del mismo” 
(Fitó, 2015, p. 34).

Esta tasa se denomina Costo Promedio 
Ponderado de Capital (CPPC) de la empresa, 
o WACC (Weighted Average Cost of Capital) 

en inglés, que constituye la base para la toma 
de decisiones de inversión en las empresas. 
“Cuando se habla de costo de capital, se hace 
referencia a los intereses que se deben pagar o 
retribuir a todos los que están financiando a la 
compañía” (Sequeda, 2014, p. 139), en lugar de 
que ellos (acreedores o propietarios) inviertan 
sus fondos en otra empresa con riesgo equiva-
lente y viéndose afectada por factores econó-
micos del entorno y la estrategia corporativa, 
siendo estas, tasas nominales (Vélez, 2006). Se 
calcula ponderando el costo de todas las fuentes 
de financiamiento que componen el pasivo de la 
empresa (estructura financiera de la empresa), 
es decir, recursos externos o deuda y recursos 
propios o patrimonio, “excluyendo algunos pa-
sivos de corto plazo que no tienen costo, como 
proveedores, salarios por pagar, impuestos por 
pagar, etc.” (Arias, Portilla y Fernández, 2008, 
p. 271) siempre y cuando éstos se paguen en los 
plazos convenidos y no generen mora alguna. 
Aconsejado por Cruz (2012) cuando indica no 
tener en cuenta la deuda a corto plazo, ya que 
esta se pagará en un tiempo igual o inferior a un 
año. La proporción de cada una de las fuentes 
de financiación (D o E) va a depender del costo 
de las mismas.

El CPPC se calcula por la fórmula 1 
(Aguiar, 2014; Armendáriz, 2012; Revello, 
2014). 

Donde:

CPPC = Costo Promedio Ponderado 
de Capital (WACC) después de 
impuestos.

Ke = Costo del patrimonio o de los recursos 
propios.

E = Valor de mercado de los recursos 
propios (patrimonio o Equity).

E / (D + E) = Peso relativo de los recursos 
propios

Kd = Costo de la deuda.

𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶   = !")∗(!
!!!

+    !" ∗ !!! ∗(!)
!!!

           (1) 
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D = Valor de mercado de la deuda a largo 
plazo.

D / (D + E) = Peso relativo de la deuda

t = Tasa de impuesto de renta

De acuerdo a Block y Hirt (2008), algo 
importante a tener en cuenta es que los costos 
que se considerarán son aquellos relacionados 
con los nuevos fondos que se usarán para el fi-
nanciamiento futuro, en lugar de los costos his-
tóricos.

El cálculo de cada variable significa con-
siderar los siguientes aspectos:

Costo del patrimonio (ke): Es la tasa de 
oportunidad requerida por los inversionistas 
para hacer una inversión sin riesgo en una em-
presa, en lugar de invertir sus fondos en otro 
negocio con riesgo equivalente.

Una técnica utilizada para el cálculo del 
costo de los recursos propios, se basa en el 
Capital Asset Pricing Model - CAPM (Parra, 
2013); modelo desarrollado por William Shar-
pe en 1964 y se puede calcular con la fórmula 2 
(Armendáriz, 2012; Parra, 2013).

Donde:

Ke = Costo del patrimonio o de los recursos 
propios

Rf = Tasa libre de riesgo

β = Beta de la empresa en relación con el 
mercado.

(Rm – Rf) = Prima de riesgo de mercado.

El asunto más delicado para la estima-
ción del modelo CAPM, y por consiguiente del 
CPPC, en economías emergentes donde el de-
sarrollo del mercado de capitales es aún esca-
so, es el relacionado con los riesgos adicionales 
y con las pocas fuentes de información cuando 

las empresas no cotizan en bolsa y que moti-
van algunos ajustes al modelo original. Con el 
fin de acercar los resultados al entorno colom-
biano como un mercado emergente, López y 
Luna (2001) y Sosa (2014) aconsejan sumarle 
a la anterior ecuación, una prima de riesgo del 
país (Rp), variable propia de la economía nacio-
nal para reflejar factores adicionales de incerti-
dumbre sobre todo para un inversionista extran-
jero, convirtiendo la fórmula 2 en una nueva  
(fórmula 3).

De acuerdo a lo anterior, el modelo 
CAPM parte de la identificación de una rela-
ción entre el riesgo y el rendimiento, en la cual 
el rendimiento esperado de una acción es igual 
a la suma de una tasa libre de riesgo de una eco-
nomía (Rf), una tasa de riesgo país (Rp) y una 
prima por exponerse al riesgo del mercado de 
acciones, en lugar de invertir en un titulo libre 
de riesgo. Esta última prima esta compuesta por 
una prima de mercado (Rm - Rf) y un coeficien-
te beta (β).

De acuerdo a lo expresado por Trujillo 
y Martínez (2016), el CAPM tiene en cuenta 
no solo, el costo de oportunidad de invertir los 
recursos de los inversionistas en la empresa a 
cambio de una deuda con terceros, sino también 
los riesgos del mercado y los betas donde opera 
la empresa.

Los componentes del Costo del patri-
monio son:

Tasa libre de riesgo (Rf): Es una tasa que 
representa la rentabilidad que un inversionista 
percibe por una inversión con riesgo nulo o mi-
nimo de incumplimiento. 

Generalmente se utiliza como referencia 
el rendimiento anual que ofrecen los bonos que 
emite el Departamento del Tesoro de Estados 
Unidos a largo plazo (T-Bonds, bonos del te-
soro o Treasury bonds) a 10, 20 o 30 años, ya 

𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶   = !")∗(!
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que se consideran libres de riesgo, con garantía 
del Estado y suficiente liquidez. En Colombia 
esta tasa se puede asociar a los títulos de deuda 
pública emitidos por el gobierno, denominados 
TES (Títulos de tesorería), administrados por el 
Banco de la República que tienen plazos a 1, 
5 o 10 años (Gómez, 2005; Jaramillo, 2010) y 
se calcula como el rendimiento promedio anual 
de los TES con vencimiento a 10 años (hasta el 
periodo actual de estudio).

De acuerdo a lo expresado por Martí-
nez, Ledesma y Russo (2013), cuando se ana-
liza una inversión en un país emergente, no se 
puede considerar la tasa libre de riesgo de los 
bonos norteamericanos sino la tasa que se tiene 
en dicho país emergente, puesto que lo que se 
desea conocer es el riesgo de operar en dicho 
país.

Aceptando que los inversionistas ponen 
sus recursos a un largo periodo de tiempo, lo 
correspondiente es utilizar como tasa libre de 
riesgo, una tasa de largo plazo (Rojo, 2007). 
Milla y Martínez (s.f.), y Vargas (2011) acon-
sejan utilizar los bonos del Estado a 10 años, ya 
que “dicho periodo de tiempo es menos sensi-
ble a la inflación, se aproxima mejor a la dura-
ción del índice del mercado y es más congruen-
te con el horizonte temporal que se utiliza en la 
proyección de los FCL de una compañía”.

Tasa de riesgo país (Rp): Cualquier em-
presa en un país emergente está expuesta a cam-
bios frecuentes en las políticas económicas, la 
situación social, la legislación laboral y tribu-
taria del propio país, y otros aspectos (Trujillo 
y Martínez, 2016), esto puede conllevar a va-
riaciones inesperadas en el entorno operacional 
del negocio, por lo cual el inversionista exigiría 
un rendimiento mayor, al exponerse a un riesgo 
adicional de operar en Colombia. 

Este índice es calculado por firmas inter-
nacionales de calificación de riesgo como J.P. 
Morgan Chase, que mide el riesgo de impago 
(default) de las obligaciones financieras de un 

país y se sustenta con base en el índice EMBI 
(Emerging Markets Bonds Index o Indicador 
de bonos de mercados emergentes), de acuer-
do al comportamiento de la deuda externa que 
emite cada país, y se calcula como la diferencia 
(spreads) entre la tasa de rendimiento prome-
dio que pagan los bonos del tesoro americanos 
(T-bonds) en dólares y la tasa de rendimiento 
que pagan los bonos de Colombia (TES) en dó-
lares, expresados en puntos básicos (100 pb = 
1%). Estos puntos adicionales reflejan el mayor 
riesgo que implicaría invertir en Colombia para 
un inversionista. Mientras menos certeza exista 
que un país cumplirá con sus obligaciones, mas 
alto será su EMBI y viceversa.

Prima de riesgo del mercado (Rm – Rf): 
Está calculada como la diferencia entre el pro-
medio aritmético de la rentabilidad histórica 
ofrecida por el mercado accionario de la eco-
nomía colombiana (índice bursátil que refleja el 
comportamiento de las acciones) a largo plazo 
y el promedio aritmético de la rentabilidad his-
tórica de los bonos de tesorería emitidos por el 
gobierno cuyo riesgo tiende a cero (tasa libre 
de riesgo), también a largo plazo. Dicha prima 
de riesgo mide lo que los inversionistas exigen 
como rentabilidad adicional por tener que asu-
mir un riesgo, al optar por una inversión distinta 
a aquella que reporta una rentabilidad asegura-
da, a iguales periodos de tiempo. 

La rentabilidad del mercado se mide con 
un índice asociado a un conjunto de acciones de 
varias industrias que muestra lo que demandan 
los inversionistas del mercado en su conjunto. 
En el caso de Estados Unidos, los índices que se 
utilizan son el Standard & Poors 500 o el NYSE 
Composite Index. En Colombia su equivalen-
te es el Índice General de la Bolsa de Valores 
de Colombia - IGBC (Cruz, 2012), hoy en día 
COLCAP, comparando el índice de una fecha 
con el de una fecha anterior, lo cual indica que 
el mercado como un todo, tuvo una variación 
en los precios de las acciones mas líquidas de 
la BVC, de un tanto por ciento entre 2 fechas 
consecutivas.
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De acuerdo a Vélez (2006) hay que tener 
en cuenta que en mercados de países en desa-
rrollo, el mercado accionario presenta a veces 
rendimientos negativos y si el rendimiento de 
los TES es mayor, da como resultado una prima 
de mercado negativa. A pesar de esto, se puede 
continuar utilizando el modelo CAPM con una 
variación: utilizando una prima de riesgo de un 
mercado desarrollado como la de Estados Uni-
dos (S&P 500) ajustada por la inflación y por la 
devaluación en Colombia. 

Beta de la empresa (β): Es un coeficiente 
de volatilidad del riesgo sistemático (no diver-
sificable) del rendimiento que tiene una acción 
en respuesta a un cambio en el rendimiento del 
mercado, calculado sobre rendimientos históri-
cos, en función de las diferencias de los riesgos 
operativos y financieros de la empresa, junto 
con el tipo de negocio en que opera. El riesgo 
sistemático, o no diversificable, deriva en que 
además del riesgo específico de una empresa 
(riesgo no sistemático o diversificable), existen 
factores externos que amenazan a todas las em-
presas (inflación, tasas de interés, eventos polí-
ticos, entre otros). De acuerdo a Gitman y Zut-
ter (2012) la mayoría de los coeficientes betas 
están entre 0.5 y 2.0.

Los factores que determinan el coeficien-
te beta son, entre otros, el tamaño de la compa-
ñía, el tipo de negocio que desarrolla y el grado 
de apalancamiento operativo y financiero; a 
mayor tasa de crecimiento de capital invertido, 
mayor riesgo y mayor apalancamiento, mayor β 
y viceversa (Milla y Martínez, s.f.).

Al valorar una pyme “el riesgo que so-
portan estas empresas es mayor que el resto de 
empresas como consecuencia de su menor ta-
maño, de sus problemas de liquidez, de su ges-
tión y difícil acceso al mercado de capitales” 
(Labatut, 2006, p. 19).

Existen dos tipos de betas dependiendo 
de la cantidad de deuda que tenga la empresa: la 
beta desapalancada (unlevered) tiene en cuenta 

únicamente el riesgo operativo, sin considerar 
la deuda de la empresa y la beta apalancada (le-
vered) incluye además el riesgo financiero, aso-
ciado al porcentaje de deuda que se utiliza en la 
estructura de capital (D/E). Al reflejar el efecto 
de la estructura financiera de la empresa, la beta 
apalancada siempre sera mayor que la beta des-
apalancada por el riesgo que produce el endeu-
damiento (Cruz, 2012).

Dado que en Colombia, no se cuenta con 
una fuente oficial que realice los cálculos de los 
beta sectoriales, por ser pequeño el mercado de 
valores donde cotizan pocas empresas, se puede 
recurrir a los betas de las empresas estadouni-
denses o de empresas comparables del mismo 
sector, que si cotizan en bolsa, desapalancadas 
(que solo toman en cuenta el riesgo operativo) 
y ajustarlas (apalancarlas) en función de la es-
tructura financiera del negocio en particular, en 
el país emergente. De acuerdo a García (2003) y 
Sosa (2014), la fórmula para hallar la beta apa-
lancada es:

βL = βU * (1 + (1 – t)*(D / E)) (4)

Donde:

βU = Beta desapalancada

t = Tasa de impuesto de renta 

D/E = Estructura de capital de la empresa

Costo de la deuda (Kd): Es el costo 
medio de las diferentes obligaciones financie-
ras que el mercado cobra a la empresa por los 
préstamos y créditos contraídos con terceros, 
que causen interés efectivo. Luego ese valor 
se pondera (valor porcentual) para la clase de 
deudas tanto a corto plazo (corrientes) como a 
largo plazo (no corrientes), sobre el total de la 
deuda, establecidos como intereses pagados a 
cada clase. Es importante conocer el costo de 
la deuda periodo a periodo (puede ser diferen-
te por la variedad de plazos y costos de las di-
ferentes fuentes de financiación), los intereses 
pagados y el costo combinado de cada periodo 
(Vélez, 2006).
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El costo de la deuda puede depender de 
varias variables: el sector en la que se desen-
vuelve la empresa, su tamaño, las tasas de inte-
rés vigentes, el riesgo financiero o de insolven-
cia de la empresa, los plazos de financiamiento, 
la calificación de riesgo, la desgravación fiscal 
de los intereses y el manejo eficiente en sus 
fuentes de financiación, entre otras (Mascare-
ñas, 2000; García, 2003; Gómez, 2014).

“Ya que los intereses son deducibles 
de impuestos, se deben descontar de estos, lo 
que se traduce que el costo de la deuda sea  
Kd * (1 - t)” (Arias, Portilla y Fernández, 2008, 
p. 272), haciendo de estos, una fuente de finan-
ciación económica.

La tasa de interés, costo de la deuda Kd, 
se basa en una tasa variable de referencia para 
Colombia que es la DTF vigente, a la cual se 
le puede sumar, otra porción (spread bancarios) 
para reflejar la situación financiera propia de 
la empresa y el riesgo percibido por la banca 
local. La planeación financiera definida por la 
empresa debe indicar la manera cómo va a fi-
nanciarse en el futuro (Vélez, 2006).

La tasa DTF (Depósito a Término Fijo) 
es la principal tasa de referencia en Colombia y 
resulta de computar las tasas de captación pro-
medio ponderada semanales que pagan las en-
tidades financieras a los CDT (Certificados de 
Depósito a Término) de 90 días. Es calculada 
por el Banco de la República con información 
proveniente de la Superintendencia Financiera 
de Colombia con periodicidad semanal de los 7 
días previos para su vigencia. 

De igual forma, si la deuda es contraída 
con bancos en el exterior, la tasa de referencia 
puede ser la LIBOR o la PRIME, dependiendo 
del país, más los spread correspondientes y es 
fundamental tener en cuenta la devaluación o 
revaluación del peso colombiano, con respecto 
a dicha moneda y también la inflación en ambos 
países.

Tasa de impuesto de renta: El impuesto 
de renta es determinado por el Estado y consiste 
en el tributo que paga una organización por las 
utilidades obtenidas en un periodo determinado 
el cual, generalmente, es un año.

Flujo de Efectivo Libre: El Flujo de Efec-
tivo Libre (FEL) o Free Cash Flow (FCF) en in-
glés, es el flujo de dinero generado por las ope-
raciones de la empresa que quedan disponibles 
para remunerar a sus proveedores de financia-
ción (acreedores financieros o accionistas) “sin 
considerar la estructura de capital es decir, 
como si la empresa no tuviera deuda o se fi-
nanciara solamente con capital propio” (Tapia, 
2013, p. 81). “A los acreedores financieros se 
les atiende con el servicio de la deuda (capital 
e intereses) y a los accionistas con dividendos” 
(Zitzmann, 2009, p. 19). El concepto de efecti-
vo se refiere también al dinero en otras cuentas, 
que sean susceptibles de volverse efectivo en 
cualquier momento.

De acuerdo a Fernández (2002), García 
(2003), Garzón y González (2008), Jaramillo 
(2010), Gitman y Zutter (2012), Sosa (2014) 
y Ortiz (2015), la forma de calcular el flujo 
de efectivo libre, de manera indirecta y  
clasificada, es: 

Utilidad Operacional Neta Después de 
Impuestos (UONDI / NOPAT)

(+) Depreciaciones 

(+) Amortizaciones

(+ / -) Cambios en el Capital Neto de 
Trabajo

(+ / -) Cambios en los Activos Fijos 
(CAPEX)

FLUJO DE EFECTIVO LIBRE (FCL)

La estimación de estos rubros se puede 
obtener a partir del Estado de Resultados, así:
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La depreciación y amortizaciones que 
aparecen en el Estado de Resultados, son de-
ducciones que no representan una salida  
física de efectivo y por esto se pueden sumar a 
la utilidad. Las empresas usan el gasto de de-
preciación para asociar los gastos provenientes 
de activos fijos, con los ingresos que ellos mis-
mos generan. 

Los cambios en el capital neto de trabajo 
responden a las inversiones que debe efectuar 
la empresa para mantener el giro habitual del 
negocio, financiadas con deuda o capital pro-
pio, reducen o incrementan el saldo de efecti-
vo (indirectamente). Se calculan como la dife-
rencia entre los activos corrientes y los pasivos  
corrientes.

Los cambios en los activos fijos (CAPEX) 
corresponden a las inversiones en activos de 
larga duración o las realizadas en planta y equi-
po, ya sean nuevos o para su reemplazo, con el 
fin de mantener la capacidad productiva de la 
empresa, incrementando o reduciendo el saldo 
de efectivo. Pueden calcularse como el incre-
mento neto en activos fijos del Estado de Situa-
ción Financiera más los gastos de amortización 
(depreciación) del periodo.

Valor Residual: Es el valor esperado que 
posee la empresa, generado por los flujos de 
efectivo futuros a perpetuidad (análisis hacia el 
futuro), tras el periodo finito del horizonte tem-
poral estimado (de cinco a diez años), midiendo 
la generación de valor de la empresa más allá 
de su periodo finito, cuando esta se ha consoli-
dado y sigue produciendo. Este debe conside-
rarse como un solo periodo, con expectativas 
racionales y similares a las del último año o año 
cinco (Tapia, 2013). Por la experiencia de Vélez 
(2004), este valor es el que define si un proyec-
to es bueno o no. Al considerar que el primer 
periodo es infinito, durante el mismo se obten-
drán unos flujos de efectivo que podrán ser cre-
cientes en función de una tasa de crecimiento 
constante o del crecimiento del sector, aunque 
después de algunos años (treinta o cuarenta) las 

diferencias que existen entre el análisis de todos 
los años de la empresa y una perpetuidad, se 
reducen a valores insignificantes (Tapia, 2013).

“Es importante hacer notar que el valor 
residual puede llegar a representar, en algunos 
casos, más del 60% o el 70% del valor de la 
empresa” (Rojo, 2007, p. 103). Koller, Goed-
hart y Wessels (2010) mencionan como ejem-
plo, la participación promedio de esta variable 
sobre el valor total de las compañías en 4 indus-
trias, dado un pronóstico de 8 años, represen-
tando desde un 56% hasta un 125% del valor 
total de las empresas. 

Valor Financiero Total de la empresa: El 
valor total de la empresa vendría determinado 
en el momento presente, por el valor actual (no 
neto) de los Flujos de Efectivo Libre futuros 
que ella es capaz de generar en un periodo de 
tiempo determinado, más el valor residual ac-
tualizado (no neto) de la empresa, de acuerdo 
a la tasa de descuento considerada (Narváez, 
2009; Aguiar, 2014).

Posteriormente, mediante un análisis de 
sensibilidad se definen mínimo tres escenarios: 
pesimista, base y optimista, teniendo en cuen-
ta las variables claves del Estado de Resultados 
y el Estado de Situación Financiera y de otro 
lado, parámetros de valoración como la tasa de 
descuento y la tasa de crecimiento a perpetui-
dad del valor residual (Revello, 2014) para de-
terminar un rango de valores para la valoración 
financiera. Koller, Goedhart y Wessels (2010) 
recomiendan apuntar a un rango de valoración 
de más o menos un 15%, similar al utilizado por 
muchos banqueros de inversión.

Enfoque metodológico

Para determinar el valor financiero de 
una pyme, se establecerá la construcción de 
una metodología de aplicación de los cono-
cimientos, acorde con las condiciones de las 
pequeñas y medianas empresas colombianas, 
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compuesta por una serie de pasos secuencia-
les (Bedoya, 2000; Fitó, 2015; Revello, 2014; 
Sequeda, 2014) que se describen en la Figura 
2. Es un tipo de estudio descriptivo, porque se 
describe detalladamente cómo llevar a cabo un  
proceso de valoración para pymeS, independien-
temente del sector al que pertenezcan, mediante 
el método de Flujos de Efectivo Descontados y 
soportado en la revisión bibliográfica y docu-
mental de fuentes secundarias en la literatura de 
valoración de empresas.

El documento tiene un enfoque cualitati-
vo dado que se proporcionará una metodología 
que sirva de base para que las empresas com-
prendan e identifiquen cómo obtener su valor 
financiero. Como complemento, se tendrá un 
enfoque cuantitativo, que se pretende orientar 

acerca de las variables financieras, tanto de la 
empresa, como del entorno, que se deben tener 
en cuenta para dicho proceso, a partir de los Es-
tados Financieros históricos y proyectados. 

Resultados de la investigación
“La valoración de una empresa es un pro-

ceso; nunca la simple aplicación de una fórmu-
la matemática” (Milla y Martínez, s.f., p. 12) y 
como proceso, existen cuatro elementos básicos 
para la aplicación de la metodología basada en 
Flujos de Efectivo Descontados, que se deben 
tener en cuenta: el horizonte de planeación, la 
tasa de descuento, los flujos de efectivo libre y 
el valor de continuidad o residual, los cuales se 
explican conforme se desarrollan las etapas del 
proceso para valorar una empresa.

Con base en la fundamentación teórica 
existente de valoración de empresas y de acuer-

Paso  1:  Recopilación  de    
información  de  la  empresa  y  

su  sector    

Paso  2:  Análisis  de  Estados  
Financieros  Históricos    

(Estado  de  Situac.  Financ.  ,                          
Estado  de  Resultados  y          
Flujo  de  EfecBvo).  

Paso  3:  Determinar  las  bases  
de  proyección  de  la  empresa    
(Planes  gerenciales,  políBcas  
administraBvas,  estrategias  

de  crecimiento),                                        
de  acuerdo  al  entorno.  

Paso  4:  Definir  un  horizonte  
de  planeación  confiable    
(Proyección  de    Estados  
Financieros  Básicos)  

teniendo  en  cuenta  variables  
macroeconómicas.  

Paso  5:  Determinar  la  tasa  de  
descuento  a  uBlizar.  

Paso  6:  Calcular  el  Valor  
Presente  de  los  Flujos  de  
EfecBvo  Proyectados                                    

(Basado  en  el  Horizonte  de  
Planeación).  

Paso  7:  Calcular  el  Valor  
Presente  del  Valor  Residual  o  

Valor  de  ConBnuidad                                      
(Basado  en    los  Flujos  de  Caja  

Perpetuos).  
+

Paso  8:  Calcular  el  Valor  
Financiero  Total  de  la  

Empresa                                                    
(Rango  de  valores).  

Figura 2. Etapas para estimar el valor total de una empresa.

Fuente: Elaboración propia a partir de Bedoya (2000); Fitó (2015); Revello (2014) y Sequeda (2014).
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do con AECA (2005) y Gómez (2005), la va-
loración de una PYME se rige por los mismos 
fundamentos metodológicos en los que se basan 
las valoraciones de grandes empresas. Las eta-
pas del proceso se representan en la Figura 2.

Paso 1: Recopilación de información am-
plia o completa de la empresa para hacer un 
análisis de la situación pasada, presente y una 
proyección de futuro, que pueda ser verificable, 
fiable y consistente (FEE, 2001).

Valorar la situación financiera de la em-
presa implica conocer: 

 y A su personal desde lo cognitivo y 
emocional, 

 y Su administración, 

 y Su forma de actuar y de resolver pro-
blemas, 

 y Su cultura organizacional, 

 y Su evolución histórica, 

 y Su estructura organizacional, 

 y Su tamaño, 

 y Sus líneas de producto, 

 y Su capacidad instalada, 

 y Su porcentaje de utilización de la 
misma, 

 y Las inversiones realizadas, 

 y La tecnología adecuada para satisfacer 
al mercado, 

 y Su entorno y la industria en la que se 
desenvuelve, 

 y La información específica del merca-
do, situación actual y potencial de cre-
cimiento, 

 y Los proveedores, competencia y 
clientes, 

 y Su posición estratégica. 

Información financiera inicial, suficiente 
y de calidad, en especial, estados financieros 

como el de Situación Financiera, el de Resul-
tados y los Flujos de Efectivo, preferiblemen-
te auditados, son importantes al provenir de la 
propia empresa, así como las notas generales 
y específicas a los mismos. Hay que tener en 
cuenta la distribución y representación de los 
activos; relación deuda sobre el patrimonio y la 
composición de ambos; evolución de la deuda 
bancaria y los gastos financieros; valor y creci-
miento de las utilidades operacional y neta, in-
cidencia de los ajustes por inflación, entre otros 
(Ortiz, 2015). La información relativa al pasa-
do y al presente, tiene importancia en la medida 
que servirá como base para efectuar y evaluar el 
desempeño futuro, con más profundidad (Milla 
y Martínez, s.f.; FEE, 2001).

Paso 2: Análisis de datos históricos. 

Normalmente se utilizan Estados de Si-
tuación Financiera y Estados de Resultados his-
tóricos, entre otros, de cuatro o cinco periodos 
consecutivos, con el objeto de determinar los 
Flujos de Efectivo históricos, evaluar el rendi-
miento económico y financiero de la empresa 
y determinar las razones reales de su éxito a la 
fecha. 

Paso 3: Determinación de las bases de 
proyección, de acuerdo a las condiciones del 
entorno en que se desenvuelve la empresa.

Para la construcción del entorno, se re-
quiere el planteamiento de algunos elementos 
de planeación financiera que aborden los aspec-
tos económicos, políticos, sociales, culturales e 
industriales y las características internas de la 
empresa, porque ellos inciden sobre el compor-
tamiento de la empresa en el futuro:

 y Planes estratégicos y gerenciales

 y Políticas contables y administrativas, 
de dividendos, económicas y guberna-
mentales, planes de inversión, de capi-
talización, endeudamiento y tecnológi-
cos, entre otros.
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 y Factores macroeconómicos estimados 
(inflación, tasa de cambio, devalua-
ción, PIB, DTF, tasa de intervención 
del Banco Central, riesgo país, etc.), 
son un insumo importante para la pro-
yección financiera.

En Colombia, el Banco de la República 
es una fuente de consulta para las proyecciones 
macroeconómicas anuales relacionadas con los 
indicadores y no van más allá de 5 años, ya que 
“ese sería el máximo rango de tiempo para el 
que podría proyectarse de manera detallada el 
flujo de efectivo libre” (García, 2003, p. 314).

Paso 4: Proyección de los estados fi-
nancieros básicos con base en el horizonte de 
planeación (periodo de pronóstico).

Una vez analizadas las características in-
ternas de la empresa y los datos históricos de la 
misma, se efectuarán proyecciones financieras 
para cinco años como mínimo, de los estados 
financieros correspondientes al Estado de Si-
tuación Financiera, el Estado de Resultados y 
el Flujo de Efectivo, que permitan obtener los 
flujos esperados que puede originar la empre-
sa en función del comportamiento histórico y 
la capacidad de crecimiento (Labatut, 2006) e 
integradas de tal manera, que los rubros de los 
estados financieros muestren el impacto que tie-
nen sobre estos (Parra, 2013).

Se recomienda elaborar unos cuadros de-
nominados presupuestos con el fin de que la 
proyección final de los estados financieros re-
sulte más sencilla y fácil de entender. Algunos 
son: presupuesto de ventas, presupuesto de caja, 
presupuesto de gastos de administración, ventas 
y financieros, presupuesto de otros ingresos y 
otros egresos, planes de inversión, financiación 
y de amortización de deudas de largo plazo, 
presupuesto de producción (si la empresa es 
manufacturera), de consumo y compra de ma-
terias primas, mano de obra y costos indirectos 
de fabricacion (si la empresa es manufacturera), 

presupuesto de costos de mercancías vendidas 
(si la empresa es comercial).

El horizonte de planeación o periodo de 
pronóstico se refiere hasta qué momento futuro 
en el tiempo se considerarán las actividades de 
la empresa para lograr el resultado final anual 
y así proyectar los Estados Financieros. “Para 
la preparación del Flujo de Caja se parte de la 
base de que la empresa tiene una vida indefini-
da y continua” (González y Medina, 2003, p. 
15), la cual está dividida en 2 etapas: Análisis 
del pasado y análisis hacia el futuro, como se 
muestra en la Figura 3.

Figura 3. Vida de la empresa dividida en 2 fases

Fuente: Elaboración a partir de González y Medina (2003).

El análisis del pasado o información his-
tórica (previo a la valoración) es un periodo de 
tiempo (entre cuatro y cinco años) donde la em-
presa tiene información conocida y exacta para 
la construcción de sus flujos de caja anuales. 
Mientras más amplio sea el periodo de tiempo, 
mayor grado de exactitud tendrá la valoración.

El análisis hacia el futuro (posterior a la 
valoración) es un periodo de tiempo en el cual 
la empresa no tiene información y deberá, con 
base en supuestos, estimar los resultados que 
se producirán por el desarrollo de sus activi-
dades de acuerdo al desempeño histórico de la  
empresa. Según el desarrollo del mercado 
donde opera la empresa, se define el rango de 
tiempo a futuro. “Si la empresa se desarrolla 
en un mercado estable, el periodo del horizonte 
de planeación debe ser mayor, pero si la econo-
mía en la que se desarrolla tiene condiciones 
de inestabilidad, es preferible reducir el hori-
zonte” (Tapia, 2013, p. 69). Esto significa que 

ESCENARIOS	
  

ANÁLISIS  DEL  PASADO   ANÁLISIS  HACIA  EL  FUTURO  

Información  desconocida  Información  conocida  

0	
   Período  
explícito  

Valor  a  
perpetuidad  
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no existe un criterio único para determinar el 
rango de tiempo, porque depende tanto del es-
cenario macroeconómico como del plan de de-
sarrollo de la empresa (García, 2003). Aun así, 
la generalidad es utilizar un periodo de cinco a 
diez años. 

Después del último año del período de 
pronóstico (periodo explícito), se estimará un 
Valor de Continuidad o Valor Residual, consi-
derando que la empresa tiene una vida ilimita-
da, condición que se explica más adelante. 

Paso 5: Cálculo de la tasa de descuento.

Una vez estimados los Flujos de Efectivo 
Libres futuros, el siguiente paso es calcular su 
valor actual, utilizando una tasa de descuento 
que se obtiene calculando cada una de las varia-
bles que la componen.

Paso 5.1. Costo de la deuda (Kd): El 
Banco de la República en su página web, publi-
ca los datos históricos semanales y mensuales 
de la tasa DTF y las diferentes entidades finan-
cieras (bancos) en sus páginas web, publican 
tablas con las proyecciones de los indicadores 
macroeconómicos, entre ellos, la tasa DTF a 
varios años.

Si por ejemplo, el crédito comercial cues-
ta 8%, el costo de la deuda se convertirá, con un 
nivel de impuestos en Colombia del 33%, en el 
5,36%. 

Kd = Kd * (1 – t)

Kd = 8% * (1 - 0.33)

Kd = 5,36% 

Paso 5.2. Tasa de impuesto de renta (t): A 
la fecha, y de acuerdo al artículo 100 de la Ley 
1819 de 2016, en Colombia esta tasa es del 33%.

Paso 5.3. Costo del patrimonio (Ke): Para 
alimentar este modelo se deben ingresar datos 

de valores esperados de Rf, Rp, Rm y β y para 
ello se requiere trabajar con series históricas de 
los mismos, suponiendo que estas determinarán 
los valores futuros.

Paso 5.3.1. Tasa libre de riesgo (Rf): La 
información histórica de los TES está dispo-
nible en la página de internet del Banco de la 
República, en la sección de estadísticas bajo el 
link Tasas de interés / TES y la información pu-
blicada está diaria, semanal, mensual para pla-
zos a uno, cinco o diez años. 

Paso 5.3.2. Tasa de riesgo país (Rp): Este 
indicador se puede obtener de sitios especiali-
zados de internet, de manera histórica y diaria, 
entre ellos el diario financiero electrónico2.

Paso 5.3.3. Prima de riesgo del mer-
cado (Rm - Rf): La información histórica del 
COLCAP está disponible en la página web del 
Banco de la República, en la sección de estadís-
ticas, bajo el link Mercado bursátil y está dispo-
nible diariamente.

Paso 5.3.4. Beta (β) de la empresa: La 
cifra del beta sectorial, se puede consultar 
en la página3 de internet del profesor Aswath  
Damodaran quien es un experto mundial en va-
loración de empresas, y tiene una base de datos 
que presenta betas por industria y sectores para 
países emergentes. En Colombia, en la página 
de internet de la Superfinanciera se pueden en-
contrar los cálculos de los betas.

De acuerdo a lo descrito para el paso 5, 
y en función de cumplir la metodología prácti-
ca propuesta como objetivo de este artículo, la 
forma de determinar el costo del patrimonio, de 
acuerdo a la fórmula (3), será:

Si Rf = 5.50% , Rp = 1%, Rm = 10.81% y 
β = 0.84 

Ke = Rf + Rp + β(Rm - Rf) (3)
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Ke = 5.50% + 1.00% + 0.84*(10.81%-5.50%)

Ke = 10.96%

De igual forma, la manera de determinar 
la tasa de descuento, asumiendo que la estruc-
tura de capital de una empresa es 50% - 50% y 
que el costo de la deuda es de 5.36%, según la 
fórmula (1), será:

CPPC = (10.96%) * (0.5) + (5.36%) * (0.5)

CPPC = 5.48% + 2.68%

CPPC = 8.16%

Paso 6: Cálculo del Valor Presente de los 
Flujos de Efectivo Libre:

Una vez obtenido el Flujo de Efectivo 
Libre para cada uno de los periodos del pasado 
y que estos se proyectaran al futuro, se traerá a 
valor presente o valor actual para cada uno de 
los t periodos, tomando como base un plazo mí-
nimo de 5 años (el mismo tiempo del horizonte 

de planeación) y “descontándoles una tasa que 
incorpore el riesgo inherente” (Fitó, 2015, p.25) 
que se denomina Costo Promedio Ponderado de 
Capital, mediante la ecuación (5): 

Donde:

𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶   = !")∗(!
!!!

+    !" ∗ !!! ∗(!)
!!!

           (1) 

	
  

2018p 2019p 2020p 2021p 2022p
UTILIDAD	
  OPERACIONAL 100,00$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   110,00$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   121,00$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   129,00$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   135,00$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
(  -­‐  )  Impuestos  (33%) 33,00-­‐$                     36,30-­‐$                     39,93-­‐$                     42,57-­‐$                     44,55-­‐$                    
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  NETA	
  -­‐	
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   73,70$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   81,07$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   86,43$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   90,45$	
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   199,70$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   224,07$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   243,43$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   253,45$	
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  LIBRE 107,00$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   124,70$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   152,07$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   200,43$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
   249,45$	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  

PROYECTADOS

Tabla 3. Ejemplo de Flujos de Efectivo Libres proyectados

Fuente: Sosa (2014)
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FEL = Flujos de Efectivo Libres espera-
dos para los años t

CPPC = Costo promedio ponderado de 
capital (tasa de descuento)
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t = Tiempo estimado de la empresa en 
años

A manera de ejemplo se presenta en la 
Tabla 3 este cálculo, partiendo de unos flujos de 
efectivo que se proyectan a 5 años, de acuerdo 
a Sosa (2014).

Paso 7: Cálculo del Valor Presente del 
Valor Residual o de continuidad de los Flujos 
de Efectivo Libres:

Este valor presente se calcula por la ecua-
ción 6 (Armendáriz, 2012; Parra, 2013), así:

Donde: 

FEL = Flujo de Efectivo Libre en el pe-
riodo n+1 (a partir de ese momento, se 
considerará creciente a una tasa de creci-
miento g).

g = Tasa de crecimiento (gradiente) a lar-

go plazo (perpetuidad), que debe ser sos-
tenible en el tiempo. 

Autores como Revello (2014), Sequeda 
(2014) y Sosa (2014), expresan que la tasa de 
crecimiento a perpetuidad, debiera ser relati-
vamente pequeña y no superior a la inflación 
o al crecimiento futuro de la economía del país 

donde desarrolla sus actividades, cuyo referente 
es el Producto Interno Bruto (PIB) y “estar en 
línea con el crecimiento del mercado y el nivel 
de competitividad del mismo” (Milla y Martí-
nez, s.f., p. 36).

Si g = 5%, se tiene que:

En la página de internet del Banco de la 
República, en la sección de estadísticas4 está 
disponible la información histórica tanto de la 
inflación como del PIB. La misma información 
proyectada se puede encontrar en páginas de in-
ternet de los bancos que publican tablas con las 
proyecciones de los indicadores macroeconó-
micos a varios años.

Paso 8: Valor total de la empresa.

Una vez calculados los valores presentes 
tanto de los Flujos de Efectivo Libres como del 
Valor residual de los mismos flujos, se procede 
a sumarlos, así:

Valor Total de la Empresa = VP (FEL + VR)

Donde:

VP = Valor Presente

FEL = Flujo de Efectivo Libre

VR = Valor Residual

Dados los valores obtenidos anteriormen-
te, el valor total de la empresa viene dado por: 

Valor Total de la Empresa = VP (FEL + VR)

Valor Total de la Empresa = $ 640.67 +  
$ 5599.53

Valor Total de la Empresa = $ 6240.20

Conclusiones y recomendaciones

La determinación del valor de una com-
pañía utilizando el modelo descrito en este tra-
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(1 +   0.0816)5

 

 

𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉  𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑  𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉 =   
$  261.9225
0.0316

(1.4802443)
 

 

𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉  𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑  𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉 =   
$  8288.69
(1.4802443)

 

 

𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉  𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑  𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉𝑉 = $  5599.53 

 

 

 

 

	
  



158 Mauricio Tovar Posso - ivonne TaTiana Muñoz MarTínez 

Civilizar: Ciencias Sociales y Humanas 18 (35): 139-162, julio-diciembre de 2018

bajo, constituye una importante herramienta de 
gestión, tanto para los administradores como 
para los gerentes o propietarios de pequeñas y 
medianas empresas colombianas, el cual servirá 
de referente para verificar la maximización del 
valor de la empresa, con la generación de sus 
futuros flujos de efectivo, conforme a la defini-
ción y cumplimiento de sus objetivos organiza-
cionales. 

Aunque algunas veces el valor financie-
ro de la pyme puede ser un concepto subjetivo, 
debe acompañarse de la suficiente fundamenta-
ción teórica para que el resultado de rango de 
valores esté acorde con los intereses de ambas 
partes, en el momento de una negociación de 
una empresa. No se pretende que una sola cifra 
sea el valor exacto, verdadero y definitivo de 
una empresa. La obtención de un rango de valo-
res, se convierte en un valor estimado, producto 
de un proceso objetivo que utiliza metodología 
financiera de flujos de efectivo para toma de de-
cisiones. 

Este trabajo está dirigido a los propieta-
rios de pequeñas y medianas empresas colom-
bianas que no cuenten con recursos suficientes 
para efectuar un adecuado proceso de valora-
ción financiera de sus unidades de negocios, 
de una manera comprensible, sencilla y lo su-
ficientemente justificada, de cara a una posi-
ble negociación que se quiera llevar a cabo; la 
fundamentación para valorar pymeS no difiere 
de metodologías aplicables a grandes empresas 
y es aplicable para tomar decisiones responsa-
bles y efectivas, más aún cuando las pymeS son 
importantes dentro del contexto del desarrollo 
económico del país, inclusive a nivel regional 
latinoamericano. Puentes (2013) las considera 
como “la piedra angular de toda economía y 
representan un papel importante en la produc-
ción industrial y de bienes y servicios” (p. 8) y 
esta importancia conlleva a que estas empresas 
muchas veces tengan las mismas necesidades 
financieras y específicamente de valoración de 
empresas, que las grandes compañías para su 
toma de decisiones. No por el hecho de tener 

un tamaño pequeño, deben dejar a un lado esta 
información y pasar desapercibida. 

Si bien es cierto que existen varios mé-
todos de valoración de empresas, son varios 
los autores que destacan la metodología de los 
flujos de efectivo descontados, por ser la más 
confiable y extendida, por su concepción me-
todológica, ya que se basa en la capacidad que 
tiene la empresa en marcha para generar ingre-
sos futuros o flujos de efectivo, los cuales in-
crementarán su riqueza, independientemente de 
su tamaño, de las actividades que desarrolla o 
del sector al que pertenezca. La metodología 
basada en los flujos de efectivo descontado, 
tiene menos falencias que las presentadas por 
los métodos tradicionales (basados en el Esta-
do de la Situación Financiera o en el Estado de 
Resultados). 

Como menciona Damodaran (2012), hay 
que tener en cuenta tres aspectos por los cuales 
se puede afectar la estimación de los flujos de 
efectivo con las pymeS. El primero es que estos 
no consideran correctamente los salarios de los 
propietarios y no los diferencian de los ingresos 
que reciben como dividendos. El segundo, es la 
mezcla de los gastos e ingresos personales con 
los del negocio, que muchas veces no son me-
didos con precisión. El tercero, es el efecto de 
los impuestos individuales y los de la empresa, 
sobre el valor de la misma.

Con el fin de hacer lo más exacto posi-
ble el cálculo del valor financiero de la pyme, 
es importante acudir a fuentes de información 
financiera reales y confiables para el adecua-
do cálculo de la tasa de descuento a aplicar. En 
Colombia, se puede contar con la información 
suministrada por el Banco de la República, la 
Superintencia Financiera, la Superintendencia 
de Sociedades o la de páginas web de entidades 
financieras, que son de libre acceso y con una 
validez bastante alta. 

En una valoración de empresas, se debe-
rán estudiar cuidadosamente las posibilidades 
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económicas requeridas por el futuro inversio-
nista, pues están pueden ser bastante diferentes 
de las proyectadas por la empresa.
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Resumen
Este artículo busca hacer visibles los estudios actuales más representativos sobre 
“maternidad temprana”, con la finalidad de situar a las madres jóvenes en los debates 
socioculturales de la actualidad, identificando lo que se conoce sobre ellas, desde 
dónde se les ha estudiado y cuáles son las preguntas que surgen a partir de cada uno 
de los estudios revisados; presentando un antecedente de investigación en el contexto 
urbano mexicano. Los resultados de la revisión han sido categorizados temáticamente, 
se incluye un resumen de los cuerpos teóricos y metodológicos de las investigaciones 
revisadas y se concluye que el estudio de la maternidad adolescente como problema 
social, parte de la visión adultocéntrica de la maternidad y de la juventud.

Palabras clave
Maternidad, juventud, investigaciones sociales, salud pública.

Abstract
The objectives of this article are, on the one hand, to make visible the most representative 
current studies on “early motherhood”, in order to situate young mothers in the 
sociocultural debates of today, identifying what is known about them, from where they 
have been seen and which questions are emerging from each of the studies reviewed. 
The results of the review of research articles have been thematically categorized, also 
included is a summary of the theoretical and methodological mainstream of the revised 
researchers. It is concluded that the study of adolescent motherhood as a social problem 
focuses on an adult-centric vision of motherhood and youth. 

Keywords
Motherhood, youth, social research, public health.
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Introducción

El objetivo del análisis presentado es el 
de una exploración del tema de la maternidad 
adolescente de tal manera que puedan ser visi-
bles los debates en torno a este y con ello gene-
rar preguntas de investigación que sirvan a la 
formulación de proyectos que permitan robus-
tecer el conocimiento de un tema social actual. 

El proceso de revisión de esta investi-
gación se realizó teniendo como criterio su 
indexación en las bases de datos EBSCO,  
SciELO, Redalyc, el índice de revistas 
mexicanas de investigación científica del  
CONACyT, así como en el motor de búsqueda 
Google Schoolar. Para la búsqueda se utiliza-
ron las palabras “maternidad”, “adolescencia” 
y “juventud” en sus diversas combinaciones en 
español e inglés, dando preferencia a los docu-
mentos publicados a partir del año 2000 con-
siderándolos como actuales, concluyendo con 
aquellos publicados en el 2013, año en que ini-
cia el proyecto de investigación del cual forma 
parte esta revisión. Una vez realizado el primer 
acercamiento se buscaron y analizaron otras pu-
blicaciones de manera focalizada a partir de su 
mención en las fuentes primarias, o bien aque-
llas que se acercaban más al contexto sobre el 
cual se desarrolló la posterior investigación, a 
saber, Aguascalientes, ciudad media del centro 
de México. En este último rubro ya no se con-
sideró el criterio de indexación y se ubican los 
estudios de Román Pérez (2000), Stern (2003; 
2007; 2012) y Núñez y Ayala (2012) como re-
presentativos de los estudios en México así 
como el ensayo de Padilla (2012) y el trabajo 
de Ortiz Lozano y Maza Díaz Cortés (2010) en 
Aguascalientes.

En resumen, los primeros criterios de 
búsqueda fueron revistas indexadas en las bases 
mencionadas y periodo de publicación 2000-
2013. Posteriormente se realizó una segunda 
búsqueda seleccionando aquellos artículos de 
investigación que cumplieran alguno de los si-
guientes criterios:

a) Investigaciones referidas en los artícu-
los analizados en la primera búsqueda.

b) Investigaciones representativas de la 
maternidad adolescente en México 
hasta 2013.

c) Investigaciones representativas del 
contexto cercano en el que al momento 
de este trabajo, se pretendía comenzar 
una investigación, esto es la ciudad de 
Aguascalientes, ubicada en el centro-
occidente de México. Sus característi-
cas principales son que cuenta con una 
población mayoritariamente urbana, 
tradicionalista con fuerte connotación 
católica, presenta índices de calidad 
de vida por encima de la media mexi-
cana y con una economía sustentada 
en la manufactura para grandes mul-
tinacionales, así como en las media-
nas y pequeñas empresas de servicios. 
Una característica destacable de este 
contexto es que a nivel de imagen so-
cial se refiere a sí misma como una 
ciudad de “madres adolescentes”, a 
pesar de que hasta antes de 2013, la 
incidencia de nacimientos de madres 
menores de 20 años era menor al 20% 
de total de nacimientos (INEGI, 2013) 
manteniéndose constante a lo largo de 
los años y no en aumento como se sue-
le argumentar en los medios locales.

El análisis de las investigaciones encon-
tradas se realizó a partir de los resultados más 
importantes reportados en cada estudio, para 
lo cual se organizaron en temas: salud, razones 
para ser madres, relación con educación; con-
texto y familia de origen, relación de pareja y 
crianza de los hijos, imagen de género, signi-
ficación de la maternidad; políticas públicas; 
y representaciones sociales de la maternidad. 
Estos temas direccionaron los cuestionamien-
tos de investigación ¿La maternidad en la ado-
lescencia representa un riesgo para la salud del 
niño y/o la madre? ¿Cuáles son las razones de 
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una joven para tener un bebé en la adolescen-
cia? ¿La educación, contexto y la familia de ori-
gen de la joven pueden considerarse factores de 
predicción de una maternidad temprana? ¿Qué 
sabemos de la relación de pareja y crianza de 
los hijos de las adolescentes? ¿Cómo intervie-
ne la imagen de género en la maternidad tem-
prana? ¿Cuál es el significado de la maternidad 
para las jóvenes? ¿Cómo son visibilizadas las 
madres adolescentes en las políticas públicas? 
¿Cómo es representada socialmente la mujer y 
la maternidad? ¿Cómo se está investigando el 
tema? 

Una segunda categorización de las inves-
tigaciones analizadas se da a partir de descri-
bir los cuerpos teóricos y diseños metodoló-
gicos desde donde se hace un acercamiento al 
fenómeno. Dado que no fue un criterio de se-
lección el que estuviera de manifiesto la teoría 
que subyace a cada investigación, en algunos 
de los casos se hizo necesario inferirla a par-
tir de los conceptos y descripciones hechas por 
los autores. La misma acción se siguió al ana-
lizar la metodología, en algunos casos descrita 
como diseño, como enfoque o simplemente en 
la mención de las herramientas empleadas para 
la recolección y análisis de la información.

Resultados

Los resultados se presentan describiendo 
los hallazgos de cada uno de los temas o cate-
gorías de análisis. Dado que es un análisis cua-
litativo el descrito, se privilegia la profundidad 
de la descripción, procurando poner en diálogo 
las investigaciones.

Salud y maternidad temprana 

Un argumento que da cuenta de la repre-
sentación de la maternidad de jóvenes utiliza-
do para considerarlo como una problemática de 
salud pública, es el riesgo que corre la salud de 
la madre y el hijo. Este argumento es difundido 
principalmente en el sector salud a nivel local 
y nacional y podemos observar una muestra en 
los medios de comunicación, como en la decla-

ración del titular de Programa de Planificación 
Familiar y Climaterio del Instituto de Servicios 
de Salud del Estado (ISEA), José Ríos Velasco 
al mencionar que:

[…] el embarazo en adolescentes conlleva 
riesgos, como desarrollar diabetes gestacional 
o enfermedad hipertensiva, que se convier-
te en preclamsia e incluso en eclampsia, así 
como ruptura de membranas que provocaría 
que el bebé nazca antes de que esté maduro, 
provocando muerte prenatal o perinatal, entre 
otros (Diario Rotativo, 4 Oct. de 2013).

Un ejemplo más de este argumento lo 
podemos observar en el informe sobre embara-
zo adolescente de la FNUAP (Loaiza y Liang, 
2013) donde se establece como objetivos para 
la población joven el reducir la mortalidad in-
fantil y mejorar la salud materna asociando di-
chos problemas a la maternidad temprana.

Algunas investigaciones realizadas desde 
el campo de la salud tienen por objetivo cono-
cer las prácticas de los adolescentes en el uso 
de anticonceptivos, antes o después del parto. 
En su mayoría parten de la premisa de que el 
embarazo en esta etapa de la vida es conse-
cuencia del desconocimiento o mal uso de mé-
todos anticonceptivos. Al respecto existen re-
sultados que muestran que las adolescentes de 
contextos urbanos refieren mayormente emba-
razos no deseados y a la vez más conocimien-
to sobre métodos anticonceptivos: pastillas, 
DIU y condón. Sin embargo, solo una tercera 
parte de las madres jóvenes utilizan algún mé-
todo anticonceptivo después de 6 semanas del 
parto (Climent et al., 2000; Núñez-Urquiza, 
Hernández-Prado, García-Barrios, González y  
Walker, 2003), lo cual concuerda con la ambi-
valencia de las jóvenes en el uso de anticoncep-
tivos encontrada en estudios de corte cualitativo  
(Bender, 2008; Wahn, Nissen y Ahlberg, 2005).

El conocimiento de los anticonceptivos 
pareciera no ser un problema, sin embargo, los 
datos de conocimiento no corresponden con los 
de uso adecuado, ya que la mayor dificultad 
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es la puesta en práctica de esos conocimientos 
debido a la socialización de género que no les 
permite consultar acerca de ellos y tomar la ini-
ciativa de su uso en la negociación con la pareja 
˗concretamente respecto al preservativo o con-
dón˗ (Climent, 2009). En este mismo tenor, el 
aborto aparece como una opción arriesgada e 
inaceptable.

Estas investigaciones suelen ver el emba-
razo en la adolescencia como un problema de 
salud pública, bajo supuestos de riesgos en la 
salud en la madre y el niño, aunque otras de las 
investigaciones muestran que los problemas a 
la salud no están relacionados con el embarazo 
sino con las condiciones de precariedad en que 
viven la mayor parte de las adolescentes em-
barazadas (Climent, 2003a; de la Cuesta, 2001; 
Stern, 2012). Incluso algunos riesgos de salud 
asociados al embarazo, parto y posparto, no son 
tales en las adolescentes, como el caso de que 
su densidad ósea es tres veces mayor al año de 
posparto que en las madres adultas (Sámano et 
al., 2011).

Entonces, aun cuando las razones para 
considerar la maternidad temprana como un 
problema de salud solamente son ciertas con 
respecto a las menores de 15 años, los proble-
mas de salud asociados son transferidos a la re-
presentación social de la maternidad temprana a 
edades más avanzadas de la juventud, utilizan-
do este argumento como uno de los principales 
en la promoción de acciones de planificación 
familiar y prevención de la maternidad adoles-
cente, pero también contribuyen a su estigmati-
zación como jóvenes irresponsables o descuida-
das con la salud.

Razones de las jóvenes para 
convertirse en madres

En una investigación realizada en Suecia 
(Wahn et al., 2005), las jóvenes refieren como 
causas de su embarazo la falta de oportunida-
des, la ambivalencia en el uso de anticoncep-
tivos y los patrones familiares de embarazos 

tempranos. Por su parte, en las investigacio-
nes latinoamericanas (Climent, 2003a; 2009a; 
2009b; Climent et al., 2000; de la Cuesta, 2001; 
Núñez-Urquiza et al., 2003; Pacheco-Sánchez 
et al., 2007; Román Pérez, 2000; Sámano et 
al., 2011; Stern, 2007; 2012) no se menciona la 
falta de oportunidades sino la falta de un pro-
yecto de vida alterno, aunque al no existir opor-
tunidades para las jóvenes no se plantean pro-
yectos de vida realizables. 

En todas las investigaciones que exploran 
los patrones familiares se destaca la presencia 
de un patrón familiar de embarazos tempranos, 
no como causa sino como factor relacionado. 
Por su parte, la mayor parte de las investigacio-
nes realizadas desde la óptica social encuentran 
como razón principal de maternidad el deseo de 
serlo o como una consecuencia del “estar ena-
morada”. Cabe destacar que las maternidades 
demasiado tempranas -menores de 15 años-, en 
mayor medida son resultado de actos de violen-
cia sexual (Stern, 2012); por ello es importan-
te diferenciar el embarazo y la maternidad que 
viven las mujeres menores de 15 años en un pri-
mer corte de edad. Entonces surge el cuestiona-
miento de ¿qué sucede con las jóvenes madres 
de 16 a 20 años de edad que desean la materni-
dad? Se habla de la prevención del embarazo 
no deseado o planeado como si fuesen sinóni-
mos, pero ¿existe un deseo en estas jóvenes por 
convertirse en madres de manera temprana? ¿El 
deseo o aspiración a la maternidad es siempre 
consciente y racional?

Educación, contexto y familia de las 
jóvenes

La razón de conjuntar tres temáticas apa-
rentemente diferentes en una misma catego-
ría, obedece a la idea que manifiestan algunos 
académicos sociales sobre tratar de explicar la 
prevalencia del fenómeno en una historia fami-
liar caracterizada por maternidades tempranas 
a manera de “estilo familiar” y en un contexto 
social desfavorecido y violento, mientras que 
se menciona como el efecto principal e inme-
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diato la desescolarización de las jóvenes. Es 
por ello que se decide explorar la forma en que 
las investigaciones analizadas abordan dichas  
temáticas.

A partir del estudio del embarazo adoles-
cente en diferentes contextos, Stern (2007) en-
cuentra que algunas conductas y subjetividades 
se presentan en mayor medida en un contexto 
social que en otro: En el contexto marginal, la 
relación entre estereotipos de género, las con-
diciones sociales (contexto) y aspiraciones de 
vida traen como consecuencias una iniciación 
sexual temprana, ausencia de protección, em-
barazos y nacimientos tempranos. En el sector 
popular se demora la maternidad más allá de los 
18 años, los embarazos inesperados se dan den-
tro de noviazgos prolongados, donde el varón 
asume la paternidad. Por último, en el contex-
to clase media alta, la iniciación sexual es más 
temprana que las generaciones anteriores, los 
embarazos inesperados son ocultados o se recu-
rre al aborto, privilegiando el proyecto de vida 
escolar.

Aun cuando se asocia la maternidad en 
la adolescencia a la pobreza, la escolaridad, la 
marginalidad y el desempleo, esta relación no es 
una causa directa sino un contexto para pautas 
de socialización que pueden tener efecto en el 
deseo o decisión de ser madre. Por ejemplo, en 
relación a la educación versus maternidad como 
proyecto de vida, en la familia se refuerzan los 
estereotipos de género que llevan a construir 
una autoestima baja en relación al estudio como 
proyecto de vida, mientras que también en el 
seno familiar se refuerzan idealizaciones sobre 
la maternidad (Climent, 2003a). 

En relación con la familia de origen, una 
investigación realizada en Estados Unidos por 
Corona Garret y Tidwell (1999), mostró la dife-
rencia entre madres adolescentes y adolescentes 
que no son madres, en donde las primeras pre-
sentan una relación conflictiva con sus madres. 
Así mismo, Román Pérez (2000) refiere que 
la dinámica familiar de muchas de las madres 

adolescentes está caracterizada por conflictos 
entre los padres y ellos. Climent (2009a) por 
su parte, analizó la forma en que las relaciones 
familiares, en especial los estilos parentales, la 
calidad de las relaciones familiares y la socia-
lización de género promueven la formación de 
representaciones sociales acerca de los roles de 
género, la familia, la sexualidad y la materni-
dad, entre otros aspectos que van a estar presen-
tes en los comportamientos reproductivos y en 
los proyectos de vida. Así, por ejemplo, en las 
familias con un estilo parental democrático, el 
embarazo deseado puede verse como proyecto 
de vida, encontrando con ello la identificación 
con modelos maternos, en el caso de los emba-
razos sorpresivos se deben a descuido en el uso 
de anticonceptivos. Ante un estilo parental per-
misivo, el embarazo es naturalizado, aceptado y 
hasta alentado, o bien se da por reglas laxas con 
respecto a la sexualidad. En las familias con un 
estilo autoritario-paternalista, en las cuales hay 
mayor número de conflictos entre los miembros 
de la familia,

el embarazo suele ser inesperado y conflictivo 
y puede leerse como un desafío a los límites 
rígidos y controles coercitivos, un modo de 
compensar carencias afectivas, una respuesta 
a información inadecuada en relación a la se-
xualidad y a dificultades de negociación con 
la pareja sobre tener o no relaciones sexuales 
e hijos (Climent, 2008).

En las familias negligentes-despóticas 
que suelen incluir la violencia familiar y mu-
chos conflictos entre todos los miembros, los 
embarazos suelen verse como una respuesta a la 
incoherencia entre límites restrictivos y la falta 
de control, siendo interpretados como un casti-
go o llamado de atención a los padres.

Por último, con referencia al aspecto edu-
cativo, todas las investigaciones coinciden en 
que la deserción escolar de las adolescentes no 
necesariamente tuvo que ver con la materni-
dad, presentándose antes del embarazo en mu-
chos de los casos. Este dato es confirmado con 
las estadísticas del contexto mexicano donde 
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las madres tienen bajo nivel de escolaridad: 
el 64.9% de las mujeres que fueron madres en 
2014 cuentan con escolaridad de secundaria o 
menor (INEGI, 2014). Así, aunque el embara-
zo no es causa de deserción escolar, la escuela 
parece sí ser un medio de protección para los 
jóvenes (Chaves, 2009), ya que existen asocia-
ciones entre el nivel de escolaridad y el uso de 
anticonceptivos, postergación de la maternidad 
y espaciamiento entre los hijos (Chaves, 2009; 
Menkes y Suárez, 2003; Stern, 2007).

Relación de pareja y crianza de los 
hijos

La relación de pareja posterior al embara-
zo puede tener diferentes desenlaces. Entre las 
madres jóvenes marginadas es más frecuente 
que se embaracen siendo solteras, que las pri-
meras uniones conyugales no sean planificadas 
y que tengan malas relaciones con la pareja. 
Hay mayor proporción de separaciones, casa-
mientos sucesivos apresurados y violencia con-
yugal. Stern (2012), encontró que el desenlace 
de una relación posterior al embarazo adoles-
cente está en relación al contexto en el cual está 
inmersa la pareja.

Llama la atención que la mayor parte de 
las investigaciones en torno al tema planteen re-
flexiones desde una perspectiva feminista, iden-
tificando el papel de los roles de género en di-
ferentes contextos, pero casi ninguna aborda la 
relación de pareja, mucho menos el papel de la 
paternidad de los jóvenes: Román Pérez (2000), 
presenta a mayor profundidad la relación de no-
viazgo entre los adolescentes como preámbulo 
a la maternidad/paternidad, mientras que por 
su parte, Stern (2007) concluye sobre la dife-
rencia de comportamiento. Pacheco-Sánchez et 
al. (2007), afirman que la socialización de gé-
nero permite la diferenciación en significados 
respecto a la relación sexual entre jóvenes. Así 
para las jóvenes, la relación sexual se asocia a 
la reproducción y se vive en varios casos como 
algo negativo, mientras que para los jóvenes 
existe la posibilidad placentera de la relación 
sexual y es significada como forma de reafir-

mar la masculinidad. La falta de investigacio-
nes donde se incluye al joven puede deberse a 
que suele asociarse a la maternidad en menores 
de 20 años con la soltería cuando la mayoría se 
encuentra en pareja al momento del nacimiento 
del bebé y la mayoría con parejas de una edad 
similar a la suya, al menos en las de 16 a 20 
años (Gogna, 2005). 

Lo cierto es que, con las actividades de la 
crianza entre parejas adolescentes, los conflic-
tos se agudizan debido a que tienen que adaptar-
se a nuevos roles de pareja y crianza que impli-
can iniciar la adultez, lo cual no sucede de igual 
manera para la mujer que para el hombre. Para 
las mujeres ser madres las convierte en adultas 
puesto que la tradición les exige asumir el rol, 
mientras que muchos de los varones adolescen-
tes son protegidos de asumir la responsabilidad 
de la paternidad por los padres, sobre todo en 
estratos sociales medios y altos (Maldonado y 
Micolta, 1999).

Con respecto a la crianza de los hijos, 
Maldonado y Micolta (1999) encuentran que 
entre las parejas adolescentes la crianza es asu-
mida por la mujer y el varón realiza una función 
exigida de proveedor, sobre todo en los estratos 
sociales más pobres, mientras que en estratos 
sociales medios y altos la función del padre se 
excusa por ser adolescente. Ambos tienen la ilu-
sión de proporcionar al hijo lo que no obtuvie-
ron de sus propios padres. Las jóvenes ven la 
crianza de los hijos como un proceso doloroso y 
difícil y cuando las madres continúan estudian-
do o trabajan, se comparte la crianza con otros 
miembros de la familia, generalmente la madre 
o la abuela.

Podemos ver entonces, que los padres 
adolescentes han estado ausentes en la investi-
gación de madres adolescentes, lo que nos lleva 
a preguntarnos si también estarán ausentes en 
la crianza de los hijos, y si es así ¿cómo vive la 
madre adolescente la presencia o ausencia de 
la pareja en relación con ella misma y con la 
crianza de los hijos? Así mismo, podemos ob-
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servar que existe poca investigación referente a 
la crianza de los hijos de madres adolescentes 
por lo cual nos quedan las preguntas ¿de dónde 
obtiene la información las jóvenes para la crian-
za de los hijos?, ¿cómo influye la información 
de la crianza de los hijos en la configuración 
de la representación social de la maternidad que 
construyen estas jóvenes?, ¿cómo influye el  
conocimiento sobre actividades de crianza en 
su sentido de autoeficacia con respecto a la  
maternidad?

Imagen de género

Con este concepto se hace referencia a la 
socialización de género manifestada en estereo-
tipos para hombres y mujeres y la naturaliza-
ción de la maternidad. Al respecto, Stern (2012) 
a partir del estudio de diferentes contextos 
mexicanos y cómo se presentan los estereotipos 
de género en cada uno de ellos, considera que la 
manera en que estos se presentan, lleva a los jó-
venes a vivir de manera diferente la sexualidad 
y sus consecuencias, tales como el embarazo. 

Aunque hay similitudes en los estereo-
tipos de género y de cómo actúan en los tres 
sectores estudiados (marginal, popular y clase 
media alta) “los resultados de cuándo –a qué 
edad y en qué etapa de la vida– tienden a ocu-
rrir los embarazos, su frecuencia relativa, si 
conducen a un matrimonio, a una unión, etc. 
son aparentemente muy diferentes en los tres 
sectores” (Stern 2007, p.126). 

Otros autores como Pacheco Sánchez et 
al. (2007) y Worobiej (2008) encuentran tam-
bién que la construcción cultural que se hace de 
la diferencia de género, marca los significados 
que se dan a la sexualidad, así las mujeres lo 
relacionan con el ejercicio reproductivo y los 
hombres con una forma de sustentar su mascu-
linidad. El relacionar la imagen de género con 
la reproducción también está mediado por los 
proyectos de vida asociados a cada género en 
diferentes contextos, aunque en los diferentes 
contextos mexicanos, esta relación está presen-
te como parte de la cultura.

Significado de la maternidad en las 
jóvenes 

En esta categoría se ubican los resultados 
de estudios que indagan el significado o subje-
tividad que tiene la maternidad para las mismas 
madres jóvenes, al respecto en la investigación 
de Climent (2009a), sobre la representación de 
la maternidad adolescente, menciona que las 
adolescentes en su mayoría no lo ven como un 
problema sino que lo relativizan de acuerdo a 
cada caso; tal como ocurre en un investigación 
realizada en por Kirkman et al. (2001), donde 
las madres adolescentes entrevistadas en el con-
texto australiano, se identifican como buenas 
madres, que pueden mejorarse y con capacidad 
de afrontar las dificultades que se les presentan. 

En las familias de madres adolescentes, 
donde existen varios casos, la maternidad ado-
lescente es algo reconocido y estimado, incluso 
idealizado; para algunas madres, en contextos 
de marginación, la apariencia física del embara-
zo aumenta el estatus social. Por su parte, Lla-
nes (2014), a través de la entrevista a madres 
adultas que en su momento fueron madres ado-
lescentes, explora trayectorias de maternidad y 
su significación, encontrando que las estrategias 
de significación de la maternidad se yuxtaponen 
con la experiencia de la vida de pareja, y con el 
apoyo afectivo y económico de los padres.

Al describir estos resultados, la mayoría 
en contextos latinoamericanos, no se quiere 
señalar que la maternidad temprana se experi-
mente siempre como placentera y deseada sino 
que la manera como las mujeres significan la 
maternidad, está influida por el contexto, la re-
lación con sus padres, el proyecto de vida, las 
oportunidades y la concepción cultural (o repre-
sentación social) de la maternidad. El interés se 
centra en cómo se realiza esta interiorización o 
subjetividad del contexto cultural (clase social, 
oportunidades, información) de las jóvenes con 
respecto a la maternidad.
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Políticas públicas para madres 
adolescentes 

Dado que los argumentos para ver a la 
maternidad de las jóvenes como problema de 
salud pública vienen mayormente desde el sec-
tor salud, es ahí donde se han enfocado la mayor 
parte de las políticas públicas de prevención del 
fenómeno a través de los programas de salud re-
productiva. Al respecto, Stern (2012) menciona 
que la mayoría de las necesidades de las madres 
jóvenes y jóvenes embarazadas, se encuentran 
fuera del sector educativo por lo que son ne-
cesarias políticas públicas integrales donde la 
educación informal, comunitaria y a través de 
los medios masivos de comunicación tomen un 
papel preponderante. También sugiere analizar 
la legislación respecto al aborto, la impunidad 
de los varones en la reproducción, el abuso se-
xual y la violencia de género, sobre los agentes 
de la salud y la planificación familiar. 

Aun desde la salud hay varias tareas pen-
dientes, como la promoción de técnicas anti-
conceptivas acordes a las características de la 
actividad sexual de los adolescentes (esporádi-
ca) y las socializaciones de género existentes 
en los diferentes contextos. Para ello es necesa-
rio reconocer y modificar la manera en que los 
agentes de la salud valoran la actividad sexual 
y reproductiva de los y las jóvenes. Adaszco 
(2005) por su parte, encuentra que los agentes 
de salud suelen tener representaciones del em-
barazo adolescente como un problema de salud 
pública, que lleva consigo riesgos para la salud 
del niño y de la madre, que impide a los jóvenes 
salir del “círculo de la pobreza”; pero las conse-
cuencias del embarazo en las jóvenes son dife-
rentes de acuerdo a los contextos, siendo en las 
clases bajas naturalizado y agravando las condi-
ciones de vida precaria preexistentes, mientras 
que para las clases medias es más estigmatizado 
y la consecuencia principal es el abandono de 
un proyecto de vida escolar. Dicha representa-
ción creemos que parece ser reflejo de la repre-
sentación social de la maternidad temprana que 
se tiene en América Latina.

En relación con lo anterior, Gogna (2005) 
concluye a partir de sus investigaciones sobre 
políticas púbicas dirigidas a prevenir la mater-
nidad antes de los 20 años en Argentina, que 
algunas están permeadas por estereotipos de gé-
nero y clase, y un sesgo adulto-céntrico, mien-
tras que otras presentan mayor sensibilidad a la 
complejidad social detrás del embarazo a tem-
prana edad. Rescatando la Idea de Furstenberg 
(2003), “la maternidad adolescente tiene que 
ver más con como nuestra cultura política ha 
respondido a los problemas asociados con la 
pobreza, las relaciones de género y cosas pare-
cidas” (Citado por Adaszco, 2005 p.36). Cree-
mos que dentro de “esas cosas parecidas” se 
puede encontrar la significación o representa-
ción social de la maternidad en las jóvenes.

Representaciones sociales de la 
maternidad

Los estudios en representaciones sociales 
de la mujer revelan la centralidad de la mater-
nidad dentro de dichas representaciones, ya sea 
que estas sean analizadas y recogidas en los ins-
trumentos sociales tales como el arte (Álvaro 
Estramiana y Fernández Ruiz, 2006), o en los 
discursos de las mismas mujeres (G. Climent, 
2009a; Política y Canavate, 1999; Schwarz, 
2005). Para Álvaro Estramiana y Fernández 
Ruiz (2006) las representaciones pictóricas de 
la mujer a través de la imagen del cuerpo fe-
menino ha naturalizado el orden social natura-
lizando valores y virtudes morales en el cuerpo 
de la mujer y con ello buscando un control del 
cuerpo social. Estos investigadores mencionan 
que la mujer ha sido representada pictóricamen-
te como símbolo de la reproducción y fecundi-
dad, como marca de vicios y efectos y como 
desviación y marginalidad. Como símbolo de 
fecundidad, la mujer es representada eliminan-
do su sensualidad y mostrando sus órganos di-
seccionados, o bien dentro del rol de la crianza 
y cuidado de los hijos; estas representaciones 
muestran la centralidad de la representación del 
cuerpo de la mujer fecundo o en rol de madre 
dentro de los valores de la sociedad. 
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En general, los autores resaltan las re-
presentaciones pictóricas del cuerpo femenino 
como la forma de objetivación del orden social, 
teniendo así que todos los valores sociales y sus 
transgresiones son representados en un cuerpo 
de mujer o en sus partes diseccionadas, lo que 
permite a las sociedades naturalizar el orden so-
cial al darle una imagen física. 

Por su parte Schwarz (2005), señala que 
las decisiones en torno a la maternidad afectan a 
la sociedad en su conjunto y en su desarrollo ya 
sea solamente en demografía como en las pau-
tas de socialización de las nuevas generaciones. 
Aunque recoge información de mujeres que no 
son madres y por ende no tienen vivencia de 
ello, identifica que el rol de madre en el dis-
curso de las mujeres, aparece como parte cen-
tral del núcleo de la representación social de la 
mujer, presentándose como exigencia para la 
mujer, pero aludiendo a ejemplos cercanos para 
mostrar que llegado el momento, la mujer po-
dría con todas estas exigencias o roles, mientras 
que el trabajo aparece como conexión con la 
maternidad al afirmar que una mujer trabajado-
ra trae beneficios para el hijo.

Concretamente, en las representaciones 
sociales que tienen las madres jóvenes y que 
han sido analizadas recientemente en dos in-
vestigaciones paradigmáticas: la de Política y 
Canavate (1999) en Colombia y la de Climent 
(2009a) en Argentina, aparecen el nuevo status 
social, el miedo al rechazo familiar, las decisio-
nes trascendentales, la postergación de estudios, 
el padre del bebé como proveedor y la depen-
dencia familiar y económica, como contenidos 
de la representación social de la maternidad en 
las jóvenes. En el caso de las madres multiges-
tantes, aparecen también el padre del hijo como 
contenedor emocional y el bebé como fuente de 
amor. 

En la investigación de Climent (2009a) 
la polaridad de los elementos determina si en 
las representaciones sociales de las jóvenes y 
en las hegemónicas (sociedad) el embarazo y 

maternidad adolescente es visto como problema 
o no. En muchos de los caso la maternidad “es 
vista como una búsqueda de afirmación social 
y afecto, una forma de realización personal que 
incluso eleva la autoestima, presentando así una 
connotación positiva del embarazo” (Política y 
Canavate, 1999, p. 196); lo que convierte a la 
maternidad de éstas jóvenes en parte central de 
su proyecto de vida y en algunas ocasiones en 
la única función de la mujer.

Estrategias metodológicas y cuerpos 
teóricos de investigaciones en 
maternidad temprana

Con excepción de las investigaciones 
completamente desde un enfoque de salud pú-
blica y con metodologías cuantitativas (Sámano 
et al., 2011; Alonso et al., 2005; Núñez-Urquiza 
2003; Quezada-Salazar, 2008), el resto de las 
investigaciones se llevan a cabo desde un pa-
radigma cualitativo bajo los enfoques etnográ-
fico (Stern, 2003), interpretativo (Pacheco et 
al., 2003; Miño-Worobiej, 2008; Smith Batt-
le, 2000) y teoría fundamentada (De la Cues-
ta, 2001) decantándose en la mayor parte de 
los estudios por la técnicas de entrevista a pro-
fundidad (Stern, 2003;Climent, Arias y Spuro, 
2000; Climent, 2003, 2009, Miño-Worobiej, 
2008; Pavan, 2001; Bender, 2008; Yardley, 
2008; Molborn y Jacobs, 2011; Corona Garret y  
Tidwell, 1999; Núnez et al., 2012; Padi-
lla, 2012; Maldonado y Micolta, 1999), ob-
servación (Stern, 2003), relatos biográficos 
(Stern, 2003; Kirkman, 2001) y grupos focales  
(Pacheco et al., 2003, Gogna, 2005), utilizando 
el análisis de contenido como técnica de análi-
sis de la información. Los estudios que atien-
den a mayores elementos del fenómeno como 
contextuales, significados, estilos parentales, 
relaciones de pareja, son aquellos que utilizan 
diversas técnicas de recolección de datos y uti-
lizan una metodología interpretativa.

Dejando de lado los estudios de salud 
reproductiva en los cuales el enfoque es el 
embarazo adolescente como un riesgo de 
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salud pública, los estudios sociales están 
mayormente realizados desde un enfoque de 
significaciones desde los sujetos, algunos bajo 
la teoría de las representaciones sociales (G. 
Climent, 2009b; Gómez-Sotelo et al., 2012), 
o el interaccionismo simbólico (de la Cuesta, 
2001) y la mayoría desde un enfoque de género 
(Pacheco et al,. 2007; Worobiej, 2008; de la 
Cuesta, 2001, Climent, 2003,2009, Núñez et 
al., 2012; Padilla, 2012; Román Pérez, 2000); 
aun cuando varios no lo hagan explícito sí se 
observa esta perspectiva en sus conclusiones. 
La perspectiva de género parece una recurrencia 
natural debido a que se parte de la maternidad 
y la juventud o adolescencia como categorías 
socialmente construidas y deconstruidas desde 
una filosofía feminista. Con respecto a los 
estudios de género, Saletti (2008) identifica 
dos tipos de posturas feministas en relación 
a la maternidad; aquellas cuyo objetivo es el 
de desarticular el modelo de la buena madre, 
deconstruyendo el instinto maternal o la 
maternidad como identidad femenina y las que 
buscan construir la maternidad como fuente de 
placer, conocimiento y poder específicamente 
femeninos. 

Parece ser que el enfoque de género adop-
tado en la mayoría de las investigaciones anali-
zadas parten del supuesto feminista de cuestio-
nar la maternidad como identidad femenina y 
analizar la mayor parte de constructos contex-
tuales en la significación y vivencia de la ma-
ternidad en la adolescencia desde una perspec-
tiva de género que analiza las formas en que el 
poder masculino ha influido en la vida de las 
mujeres. Puede considerarse que algunos de 
los principios de la perspectiva de género son 
indispensables en cualquier investigación que 
toque la realidad de las jóvenes, y más cuando 
el centro está en las mujeres como madres en 
un contexto socio-histórico androcéntrico. Por 
lo tanto, es deseable que la investigación sobre 
madres jóvenes debería incluir el análisis crí-
tico de los procesos sociales de normalización 
contextuales y las agencias que hacen las jóve-
nes sobre ellas, y que moldean y transforman 
las experiencias de la maternidad. 

Conclusiones

De las investigaciones analizadas en esta 
revisión, podemos retomar como antecedentes 
para posteriores investigaciones, que el embara-
zo en la adolescencia suele verse como proble-
ma social debido, según Román Pérez (2000), 
ya que rompe con una expectativa que los adul-
tos, principalmente los padres, tienen sobre la 
juventud como una etapa de preparación para 
la vida adulta. En este sentido, Climent (2003) 
considera que al plantearse la maternidad ado-
lescente como un problema social es necesario 
preguntarse, si es una pauta cultural que debe 
respetarse o si es un evento de consecuencias 
indeseables para la vida de las mujeres y sus fa-
milias que debe prevenirse, razón por lo cual es 
necesario ahondar en las funciones o carencias 
que suple la maternidad en estas jóvenes. Desde 
una perspectiva de género, hace falta ahondar 
sobre la relación potencial de las mujeres con 
el poder de la reproducción y de los hijos desde 
una visión que rescate la experiencia de la ma-
ternidad como fuente de placer y amor.

Resulta también fundamental profundizar 
en el estudio del noviazgo entre los adolescen-
tes, ya que es la situación en la cual las adoles-
centes “llegaron a una relación coital que ad-
quirió carta de naturalización en aras del amor, 
de promesas de matrimonio y/o de deseos de 
maternidad/paternidad” (Román Pérez, 2000  
p. 193). En sí la profundidad carente es en la 
relación de pareja y el papel del padre adoles-
cente en la experiencia de la maternidad en las 
jóvenes.

Otro punto poco explorado es el de la 
vivencia del embarazo, desde el coito, su sos-
pecha, el reclamo, el perdón y el apoyo casi 
siempre por parte de la familia y la continua-
ción o no de la relación con la pareja. En las 
investigaciones revisadas solamente tocan este 
tema Román Pérez (2000), Gómez-Sotelo et al. 
(2012) y Padilla (2012). Hace falta ahondar en 
la práctica de las relaciones sexuales antes del 
embarazo con un objetivo comprensivo hacia la 
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relación que establecen las adolescentes entre 
sexualidad y reproducción surgido de la forma 
en que la cultura toma el impulso sexual y lo 
transforma en lo maternal, dándole un fin deter-
minado y único (Saletti Cuesta, 2008). 

Por último, es necesario profundizar a tra-
vés de investigaciones que aborden a la mater-
nidad en la vida cotidiana, desde las actividades 
que implican la crianza de los hijos, las aspira-
ciones que tienen las jóvenes con respecto a sus 
vidas y las de sus hijos. Es en este último debate 
donde se inserta nuestra investigación: la ma-
ternidad en la juventud desde la conformación 
del sentido común (representaciones sociales) 
y sus implicaciones en la vida cotidiana de la 
crianza de los hijos.

A partir de la información analizada en 
torno al embarazo y maternidad en la juven-
tud, surgen preguntas como ¿cuál es la repre-
sentación social que tienen las jóvenes madres 
sobre la maternidad? ¿Quiénes influyen en la 
información sobre maternidad en la vida de las 
jóvenes? ¿A qué problemáticas se enfrentan? 
¿Continúan en las relaciones de pareja? ¿Cuál 
es el papel de la pareja? ¿Cómo es la vida co-
tidiana de la crianza de los hijos y sus jóvenes 
madres? ¿Cómo se vive o no la anticoncepción 
posparto? ¿Cuáles son las aspiraciones de vida 
de una madre menor de 20 años? ¿La materni-
dad para ellas trae beneficios? ¿Es un problema 
para ellas la maternidad en la juventud?

Parafraseando a Climent (2003), el que 
una mujer no estudie y más si ésta es una mujer 
embarazada, no parece nada raro y parece im-
portarle poco al Estado y a la sociedad debi-
do a que culturalmente se entiende el rol de la 
madre, independientemente de la edad, como 
una forma de autorrealización, y aunque cier-
tamente puede serlo para muchas mujeres, tam-
bién puede no serlo para aquellas madres que 
no tienen la oportunidad de mejorar sus condi-
ciones de vida precisamente por falta de opor-
tunidades que les permitan construir proyectos 
de vida realizables. No solamente la educación, 

sino cualquier forma de participación social de 
la que las madres jóvenes y sus hijos queden 
excluidos, representan un foco de marginación 
en sus comunidades. Estudiar el fenómeno de la 
maternidad a edades tempranas desde las repre-
sentaciones sociales de las mujeres que viven 
esta situación, facilita la comprensión de la ma-
nera en que las jóvenes subjetivizan la informa-
ción referente a la crianza de los hijos y la ma-
nifiestan en pensamientos, opiniones, actitudes 
y conductas conformando una representación 
social de la maternidad o sentido común que 
guía su acciones en la vida cotidiana. Creemos 
que el acercamiento a esta comprensión permite 
determinar si la maternidad en la juventud debe 
considerarse como un problema y en cuyo caso, 
¿para quién es un problema y por qué?. 

En lo teórico, el hacer una investigación 
de la maternidad temprana desde algunos prin-
cipios del Interaccionismo Simbólico y hacien-
do uso del concepto de Representaciones Socia-
les, permite aportar elementos para responder a 
las grandes preguntas sociales de ¿cómo inter-
viene lo social en la elaboración psicológica, en 
este caso de la maternidad? y ¿cómo intervie-
ne esta elaboración psicológica (representación 
social de la maternidad temprana) en lo social?.
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c. Tipos de documentos revisados

d. Opinión del autor sobre el estudio, aspec-
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ambos cada vez que se haga una cita. En el caso 
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mismo y se inicia el proceso de revisión del ma-
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los autores desconocen la identidad de los eva-
luadores, y viceversa.

Una vez identificados y contactados pares 
idóneos para el manuscrito, éste se envía anó-
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dar, en un plazo máximo de un mes y en el for-
mato de evaluación de la revista, una valoración 
sobre la calidad del documento. En caso de en-
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el editor se reserva el derecho de asignar nuevos 
evaluadores en aras de asegurar la calidad de 
la publicación. El Comité Editorial tendrá dis-
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un manuscrito y de acuerdo con las evaluacio-
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de admitirse el reenvío del documento para  
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Publicación. Una vez el Comité Editorial 
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los autores al artículo y lo aprueba para publi-
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de estilo, edición, diagramación y publicación, 
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Para garantizar la actualización del conoci-
miento publicado en nuestra revista, a medida 
que los artículos sean aprobados, serán publica-
dos en versión preliminar en el OJS de la revista 
y previo a la corrección de estilo y la diagra-
mación. Solo cuando se tengan la totalidad de 
artículos para el número completo de la revista, 
esta se lleva a impresión.

Retiro de un artículo. El autor o autores 
deberán solicitar por escrito el retiro de su ar-
tículo del proceso editorial, en comunicación 

dirigida al editor de la revista y con copia al di-
rector. La liberación del manuscrito se efectuará 
junto a la respuesta escrita del editor.

Principios éticos. La Revista Civilizar se 
encuentra adherida a un código de ética dirigi-
do tanto para editores, evaluadores como para 
autores, el cual tiene su fundamento en los pa-
rámetros del Comité sobre Ética en las Publi-
caciones (COPE, por sus siglas en inglés). Con 
ello se busca garantizar, a la comunidad científi-
ca, que la Revista y su contenido promueven la 
integridad en la publicación de los artículos de 
investigación y su calidad científica. Se entien-
de que los autores se adhieren a las mismas al 
presentar sus documentos a consideración para 
su publicación.

Derechos. La revista proporciona un acce-
so abierto a su contenido, basado en el principio 
de que ofrecer al público un acceso libre a las 
investigaciones ayuda a un mayor intercambio 
global del conocimiento. Una vez publicado, los 
derechos de impresión y reproducción son de la 
Universidad Sergio Arboleda. Es potestativo de 
la institución editora permitir la reproducción del  
artículo.
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